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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

ARTÍCULOS: 17, 18, 19, 20 y 73 

Artículo 17. Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer 
violencia para reclamar su derecho. 
 
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que 
estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, 
emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio 
será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales. 
 
El Congreso de la Unión expedirá las leyes que regulen las acciones colectivas. 
Tales leyes determinarán las materias de aplicación, los procedimientos judiciales 
y los mecanismos de reparación del daño. Los jueces federales conocerán de 
forma exclusiva sobre estos procedimientos y mecanismos. 
 
Las leyes preverán mecanismos alternativos de solución de controversias. En la 
materia penal regularán su aplicación, asegurarán la reparación del daño y 
establecerán los casos en los que se requerirá supervisión judicial. 
 
Las sentencias que pongan fin a los procedimientos orales deberán ser explicadas 
en audiencia pública previa citación de las partes. 
 
Las leyes federales y locales establecerán los medios necesarios para que se 
garantice la independencia de los tribunales y la plena ejecución de sus 
resoluciones. 
 
La Federación y las entidades federativas garantizarán la existencia de un servicio 
de defensoría pública de calidad para la población y asegurarán las condiciones 
para un servicio profesional de carrera para los defensores. Las percepciones de 
los defensores no podrán ser inferiores a las que correspondan a los agentes del 
Ministerio Público. 
 
Nadie puede ser aprisionado por deudas de carácter puramente civil. 
 
Artículo 18. Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad habrá lugar a 
prisión preventiva. El sitio de ésta será distinto del que se destinare para la 
extinción de las penas y estarán completamente separados. 
 
El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los derechos 
humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el 
deporte como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y 
procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé la 
ley. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los destinados 
a los hombres para tal efecto. 
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La Federación y las entidades federativas podrán celebrar convenios para que los 
sentenciados por delitos del ámbito de su competencia extingan las penas en 
establecimientos penitenciarios dependientes de una jurisdicción diversa. 
 
La Federación y las entidades federativas establecerán, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, un sistema integral de justicia para los adolescentes, 
que será aplicable a quienes se atribuya la comisión o participación en un hecho 
que la ley señale como delito y tengan entre doce años cumplidos y menos de 
dieciocho años de edad. Este sistema garantizará los derechos humanos que 
reconoce la Constitución para toda persona, así como aquellos derechos 
específicos que por su condición de personas en desarrollo les han sido 
reconocidos a los adolescentes. Las personas menores de doce años a quienes 
se atribuya que han cometido o participado en un hecho que la ley señale como 
delito, sólo podrán ser sujetos de asistencia social. 
 
La operación del sistema en cada orden de gobierno estará a cargo de 
instituciones, tribunales y autoridades especializados en la procuración e 
impartición de justicia para adolescentes. Se podrán aplicar las medidas de 
orientación, protección y tratamiento que amerite cada caso, atendiendo a la 
protección integral y el interés superior del adolescente. 
 
Las formas alternativas de justicia deberán observarse en la aplicación de este 
sistema, siempre que resulte procedente. El proceso en materia de justicia para 
adolescentes será acusatorio y oral, en el que se observará la garantía del debido 
proceso legal, así como la independencia de las autoridades que efectúen la 
remisión y las que impongan las medidas. Éstas deberán ser proporcionales al 
hecho realizado y tendrán como fin la reinserción y la reintegración social y familiar 
del adolescente, así como el pleno desarrollo de su persona y capacidades. El 
internamiento se utilizará sólo como medida extrema y por el tiempo más breve 
que proceda, y podrá aplicarse únicamente a los adolescentes mayores de catorce 
años de edad, por la comisión o participación en un hecho que la ley señale como 
delito. 
 
Los sentenciados de nacionalidad mexicana que se encuentren compurgando 
penas en países extranjeros, podrán ser trasladados a la República para que 
cumplan sus condenas con base en los sistemas de reinserción social previstos en 
este artículo, y los sentenciados de nacionalidad extranjera por delitos del orden 
federal o del fuero común, podrán ser trasladados al país de su origen o 
residencia, sujetándose a los Tratados Internacionales que se hayan celebrado 
para ese efecto. El traslado de los reclusos sólo podrá efectuarse con su 
consentimiento expreso. 
 
Los sentenciados, en los casos y condiciones que establezca la ley, podrán 
compurgar sus penas en los centros penitenciarios más cercanos a su domicilio, a 
fin de propiciar su reintegración a la comunidad como forma de reinserción social. 
Esta disposición no aplicará en caso de delincuencia organizada y respecto de 
otros internos que requieran medidas especiales de seguridad. 
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Para la reclusión preventiva y la ejecución de sentencias en materia de 
delincuencia organizada se destinarán centros especiales. Las autoridades 
competentes podrán restringir las comunicaciones de los inculpados y 
sentenciados por delincuencia organizada con terceros, salvo el acceso a su 
defensor, e imponer medidas de vigilancia especial a quienes se encuentren 
internos en estos establecimientos. Lo anterior podrá aplicarse a otros internos 
que requieran medidas especiales de seguridad, en términos de la ley. 
 
Artículo 19. Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de 
setenta y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto a su disposición, sin 
que se justifique con un auto de vinculación a proceso en el que se expresará: el 
delito que se impute al acusado; el lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así 
como los datos que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale 
como delito y que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó 
en su comisión. 
 
El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras 
medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del 
imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, 
de los testigos o de la comunidad, así como cuando el imputado esté siendo 
procesado o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito 
doloso. El juez ordenará la prisión preventiva, oficiosamente, en los casos de 
delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, trata de personas, 
delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, así como delitos 
graves que determine la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre 
desarrollo de la personalidad y de la salud. 
 
La ley determinará los casos en los cuales el juez podrá revocar la libertad de los 
individuos vinculados a proceso. 
 
El plazo para dictar el auto de vinculación a proceso podrá prorrogarse 
únicamente a petición del indiciado, en la forma que señale la ley. La prolongación 
de la detención en su perjuicio será sancionada por la ley penal. La autoridad 
responsable del establecimiento en el que se encuentre internado el indiciado, que 
dentro del plazo antes señalado no reciba copia autorizada del auto de vinculación 
a proceso y del que decrete la prisión preventiva, o de la solicitud de prórroga del 
plazo constitucional, deberá llamar la atención del juez sobre dicho particular en el 
acto mismo de concluir el plazo y, si no recibe la constancia mencionada dentro de 
las tres horas siguientes, pondrá al indiciado en libertad. 
 
Todo proceso se seguirá forzosamente por el hecho o hechos delictivos señalados 
en el auto de vinculación a proceso. Si en la secuela de un proceso apareciere 
que se ha cometido un delito distinto del que se persigue, deberá ser objeto de 
investigación separada, sin perjuicio de que después pueda decretarse la 
acumulación, si fuere conducente. 
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Si con posterioridad a la emisión del auto de vinculación a proceso por 
delincuencia organizada el inculpado evade la acción de la justicia o es puesto a 
disposición de otro juez que lo reclame en el extranjero, se suspenderá el proceso 
junto con los plazos para la prescripción de la acción penal. 
 
Todo mal tratamiento en la aprehensión o en las prisiones, toda molestia que se 
infiera sin motivo legal, toda gabela o contribución, en las cárceles, son abusos 
que serán corregidos por las leyes y reprimidos por las autoridades. 
 
Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de 
publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 
 
A.  De los principios generales: 
 
I.  El proceso penal tendrá por objeto el esclarecimiento de los hechos, 
proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y que los daños 
causados por el delito se reparen; 
 
II.  Toda audiencia se desarrollará en presencia del juez, sin que pueda 
delegar en ninguna persona el desahogo y la valoración de las pruebas, la cual 
deberá realizarse de manera libre y lógica; 
 
III.  Para los efectos de la sentencia sólo se considerarán como prueba aquellas 
que hayan sido desahogadas en la audiencia de juicio. La ley establecerá las 
excepciones y los requisitos para admitir en juicio la prueba anticipada, que por su 
naturaleza requiera desahogo previo; 
 
IV.  El juicio se celebrará ante un juez que no haya conocido del caso 
previamente. La presentación de los argumentos y los elementos probatorios se 
desarrollará de manera pública, contradictoria y oral; 
 
V.  La carga de la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la parte 
acusadora, conforme lo establezca el tipo penal. Las partes tendrán igualdad 
procesal para sostener la acusación o la defensa, respectivamente; 
 
VI.  Ningún juzgador podrá tratar asuntos que estén sujetos a proceso con 
cualquiera de las partes sin que esté presente la otra, respetando en todo 
momento el principio de contradicción, salvo las excepciones que establece esta 
Constitución; 
 
VII.  Una vez iniciado el proceso penal, siempre y cuando no exista oposición del 
inculpado, se podrá decretar su terminación anticipada en los supuestos y bajo las 
modalidades que determine la ley. Si el imputado reconoce ante la autoridad 
judicial, voluntariamente y con conocimiento de las consecuencias, su 
participación en el delito y existen medios de convicción suficientes para 
corroborar la imputación, el juez citará a audiencia de sentencia. La ley 
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establecerá los beneficios que se podrán otorgar al inculpado cuando acepte su 
responsabilidad; 
 
VIII.  El juez sólo condenará cuando exista convicción de la culpabilidad del 
procesado; 
 
IX.  Cualquier prueba obtenida con violación de derechos fundamentales será 
nula, y 
 
X.  Los principios previstos en este artículo, se observarán también en las 
audiencias preliminares al juicio. 
 
B.  De los derechos de toda persona imputada: 
 
I.  A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad 
mediante sentencia emitida por el juez de la causa; 
 
II.  A declarar o a guardar silencio. Desde el momento de su detención se le 
harán saber los motivos de la misma y su derecho a guardar silencio, el cual no 
podrá ser utilizado en su perjuicio. Queda prohibida y será sancionada por la ley 
penal, toda incomunicación, intimidación o tortura. La confesión rendida sin la 
asistencia del defensor carecerá de todo valor probatorio; 
 
III.  A que se le informe, tanto en el momento de su detención como en su 
comparecencia ante el Ministerio Público o el juez, los hechos que se le imputan y 
los derechos que le asisten. Tratándose de delincuencia organizada, la autoridad 
judicial podrá autorizar que se mantenga en reserva el nombre y datos del 
acusador. 
 
La ley establecerá beneficios a favor del inculpado, procesado o sentenciado que 
preste ayuda eficaz para la investigación y persecución de delitos en materia de 
delincuencia organizada; 
 
IV.  Se le recibirán los testigos y demás pruebas pertinentes que ofrezca, 
concediéndosele el tiempo que la ley estime necesario al efecto y auxiliándosele 
para obtener la comparecencia de las personas cuyo testimonio solicite, en los 
términos que señale la ley; 
 
V.  Será juzgado en audiencia pública por un juez o tribunal. La publicidad sólo 
podrá restringirse en los casos de excepción que determine la ley, por razones de 
seguridad nacional, seguridad pública, protección de las víctimas, testigos y 
menores, cuando se ponga en riesgo la revelación de datos legalmente 
protegidos, o cuando el tribunal estime que existen razones fundadas para 
justificarlo. 
 
En delincuencia organizada, las actuaciones realizadas en la fase de investigación 
podrán tener valor probatorio, cuando no puedan ser reproducidas en juicio o 
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exista riesgo para testigos o víctimas. Lo anterior sin perjuicio del derecho del 
inculpado de objetarlas o impugnarlas y aportar pruebas en contra; 
 
VI.  Le serán facilitados todos los datos que solicite para su defensa y que 
consten en el proceso. 
 
El imputado y su defensor tendrán acceso a los registros de la investigación 
cuando el primero se encuentre detenido y cuando pretenda recibírsele 
declaración o entrevistarlo. Asimismo, antes de su primera comparecencia ante 
juez podrán consultar dichos registros, con la oportunidad debida para preparar la 
defensa. A partir de este momento no podrán mantenerse en reserva las 
actuaciones de la investigación, salvo los casos excepcionales expresamente 
señalados en la ley cuando ello sea imprescindible para salvaguardar el éxito de la 
investigación y siempre que sean oportunamente revelados para no afectar el 
derecho de defensa; 
 
VII.  Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena 
máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la pena excediere 
de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa; 
 
VIII.  Tendrá derecho a una defensa adecuada por abogado, al cual elegirá 
libremente incluso desde el momento de su detención. Si no quiere o no puede 
nombrar un abogado, después de haber sido requerido para hacerlo, el juez le 
designará un defensor público. También tendrá derecho a que su defensor 
comparezca en todos los actos del proceso y éste tendrá obligación de hacerlo 
cuantas veces se le requiera, y 
 
IX.  En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención, por falta de pago 
de honorarios de defensores o por cualquiera otra prestación de dinero, por causa 
de responsabilidad civil o algún otro motivo análogo. 
 
La prisión preventiva no podrá exceder del tiempo que como máximo de pena fije 
la ley al delito que motivare el proceso y en ningún caso será superior a dos años, 
salvo que su prolongación se deba al ejercicio del derecho de defensa del 
imputado. Si cumplido este término no se ha pronunciado sentencia, el imputado 
será puesto en libertad de inmediato mientras se sigue el proceso, sin que ello 
obste para imponer otras medidas cautelares. 
 
En toda pena de prisión que imponga una sentencia, se computará el tiempo de la 

detención. 
 
C.  De los derechos de la víctima o del ofendido: 
 
I.  Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su favor 
establece la Constitución y, cuando lo solicite, ser informado del desarrollo del 
procedimiento penal; 
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II.  Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o 
elementos de prueba con los que cuente, tanto en la investigación como en el 
proceso, a que se desahoguen las diligencias correspondientes, y a intervenir en 
el juicio e interponer los recursos en los términos que prevea la ley. 
 
Cuando el Ministerio Público considere que no es necesario el desahogo de la 
diligencia, deberá fundar y motivar su negativa; 
 
III.  Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psicológica de 
urgencia; 
 
IV.  Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio 
Público estará obligado a solicitar la reparación del daño, sin menoscabo de que la 
víctima u ofendido lo pueda solicitar directamente, y el juzgador no podrá absolver 
al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia condenatoria. 
 
La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia de 
reparación del daño; 
 
V.  Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los siguientes 
casos: cuando sean menores de edad; cuando se trate de delitos de violación, 
trata de personas, secuestro o delincuencia organizada; y cuando a juicio del 
juzgador sea necesario para su protección, salvaguardando en todo caso los 
derechos de la defensa. 
 
El Ministerio Público deberá garantizar la protección de víctimas, ofendidos, 
testigos y en general todas los sujetos que intervengan en el proceso. Los jueces 
deberán vigilar el buen cumplimiento de esta obligación; 
 
VI.  Solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la 
protección y restitución de sus derechos, y 
 
VII.  Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del Ministerio Público en la 
investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, 
desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento cuando no esté 
satisfecha la reparación del daño. 
 

Sección III 

De las Facultades del Congreso 

Artículo 73. El Congreso tiene facultad: 
[…] 
XXI. Para expedir: 
[…] 

c)  La legislación única en materia procedimental penal, de mecanismos 
alternativos de solución de controversias en materia penal, de ejecución de penas 
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y de justicia penal para adolescentes, que regirá en la República en el orden 
federal y en el fuero común. 
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Ley Nacional de Ejecución Penal 
 

TÍTULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Capítulo I 

Objeto, Ámbito de Aplicación y Supletoriedad de la Ley 
 
Artículo 1. Objeto de la Ley 
La presente Ley tiene por objeto: 
 
I. Establecer las normas que deben de observarse durante el internamiento 
por prisión preventiva, en la ejecución de penas y en las medidas de seguridad 
impuestas como consecuencia de una resolución judicial; 
 
II. Establecer los procedimientos para resolver las controversias que surjan 
con motivo de la ejecución penal, y 
 
III. Regular los medios para lograr la reinserción social. 
 
Lo anterior, sobre la base de los principios, garantías y derechos consagrados en 
la Constitución, Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte 
y en esta Ley. 
 
Artículo 2. Ámbito de aplicación 
Las disposiciones de esta Ley son de orden público y de observancia general en la 
Federación y las entidades federativas, respecto del internamiento por prisión 
preventiva, así como en la ejecución de penas y medidas de seguridad por delitos 
que sean competencia de los tribunales de fuero federal y local, según 
corresponda, sobre la base de los principios, garantías y derechos consagrados 
en la Constitución, en los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte, y en esta Ley. 
 
Tratándose de personas sujetas a prisión preventiva o sentenciadas por 
delincuencia organizada, debe estarse además a las excepciones previstas en la 
Constitución y en la ley de la materia. 
 
En lo conducente y para la aplicación de esta Ley deben atenderse también los 
estándares internacionales. 
 
Artículo 3. Glosario 
Para los efectos de esta Ley, según corresponda, debe entenderse por: 
 
I. Autoridad Penitenciaria: A la autoridad administrativa que depende del 
Poder Ejecutivo Federal o de los poderes ejecutivos de las entidades federativas 
encargada de operar el Sistema Penitenciario; 
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II. Autoridades Corresponsables: A las Secretarías de Gobernación, de 
Desarrollo Social, de Economía, de Educación Pública, de Salud, del Trabajo y 
Previsión Social, de Cultura, la Comisión Nacional de Cultura Física y Deporte, el 
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia y la Secretaría Ejecutiva 
del Sistema Nacional de Protección Integral de Niñas, Niños y Adolescentes y sus 
equivalentes en las entidades federativas, así como aquellas que por su 
naturaleza deben intervenir en el cumplimiento de la Ley, en el ámbito de sus 
atribuciones; 
 
III. Centro o Centro Penitenciario: Al espacio físico destinado para el 
cumplimiento de la prisión preventiva, así como para la ejecución de penas; 
 
IV. Código: Al Código Nacional de Procedimientos Penales; 
 
V. Comité Técnico: Al Órgano Colegiado Consultivo y de autoridad en aquellos 
asuntos que le corresponda resolver del Centro Penitenciario, de conformidad con 
las disposiciones aplicables; 
 
VI. Conferencia: A la Conferencia Nacional del Sistema Penitenciario; 
 
VII. Constitución: A la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
 
VIII. Defensor: Al defensor público federal, defensor público o de oficio de las 
entidades federativas, o defensor particular que intervienen en los procesos 
penales o de ejecución; 
 
IX. Espacio: A las áreas ubicadas al interior de los Centros Penitenciarios, 
destinadas para los fines establecidos en esta Ley; 
 
X. Juez de Control: Al Órgano Jurisdiccional del fuero federal o del fuero 
común que interviene desde el principio del procedimiento y hasta el dictado del 
auto de apertura a juicio, ya sea federal o local; 
 
XI. Juez de Ejecución: A la autoridad judicial especializada del fuero federal o 
local, competente para resolver las controversias en materia de ejecución penal, 
así como aquellas atribuciones que prevé la presente Ley; 
 
XII. Ley: A la Ley Nacional de Ejecución Penal; 
 
XIII. Ley Orgánica: A la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación o la ley 
orgánica del poder judicial de cada entidad federativa; 
 
XIV. Leyes Penales: Al Código Penal Federal, los códigos penales o leyes que 
prevén tipos penales y sanciones, de la Federación o de las entidades federativas; 
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XV. Observador: A la persona que ingresa al Centro Penitenciario con los fines 
de coadyuvar en el respeto de los derechos humanos de las personas privadas de 
la libertad en los términos establecidos en esta Ley; 
 
XVI. Órgano Jurisdiccional: Al Juez de Control, el Tribunal de enjuiciamiento o el 
Tribunal de alzada ya sea del fuero federal o local; 
 
XVII. Persona privada de su libertad: A la persona procesada o sentenciada que 
se encuentre en un Centro Penitenciario; 
 
XVIII. Persona procesada: A la persona sujeta a proceso penal sometida a prisión 
preventiva; 
 
XIX. Persona sentenciada: A la persona que se encuentra cumpliendo una 
sanción penal en virtud de una sentencia condenatoria; 
 
XX. Plan de actividades: A la organización de los tiempos y espacios en que 
cada persona privada de la libertad realizará sus actividades laborales, educativas, 
culturales, de protección a la salud, deportivas, personales y de justicia 
restaurativa, de conformidad con el régimen y organización de cada Centro; 
 
XXI. Procuraduría: A la Procuraduría General de la República, o Procuradurías 
Generales de Justicia o Fiscalías Generales en las entidades federativas, según 
corresponda; 
 
XXII. Servicios: A las actividades educativas, culturales, recreativas, de trabajo, 
de capacitación para el trabajo, de protección para la salud, deportivas y otras 
similares que deben tener disponibles los Centros de manera accesible, aceptable, 
progresiva y adaptable a las necesidades de las personas privadas de la libertad, 
en términos del artículo 32 de esta Ley. Entre los servicios se comprende el 
abasto de productos que, sin formar parte de los suministros gratuitos, deben ser 
accesibles y asequibles para las personas internas; 
 
XXIII. Sistema Nacional de Información Estadística Penitenciaria: Al compendio 
de Registros Administrativos, Censos y Encuestas relativos al sistema 
penitenciario, en los ámbitos federal y local, de conformidad con el artículo 29 de 
esta Ley; 
 
XXIV. Sistema Penitenciario: Al conjunto de normas jurídicas y de instituciones del 
Estado que tiene por objeto la supervisión de la prisión preventiva y la ejecución 
de sanciones penales, así como de las medidas de seguridad derivadas de una 
sentencia, el cual está organizado sobre la base del respeto de los derechos 
humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el 
deporte como medios para lograr la reinserción de la persona sentenciada a la 
sociedad y procurar que no vuelva a delinquir; 
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XXV. Suministros: A todos aquellos bienes que deben ofrecer los Centros 
Penitenciarios, gratuitamente, entre ellos, el agua corriente y potable, alimentos, 
medicinas, anticonceptivos ordinarios y de emergencia; ropa, colchones y ropa de 
cama, artículos de aseo personal y de limpieza, libros y útiles escolares, así como 
los instrumentos de trabajo y artículos para el deporte y la recreación; 
 
XXVI. Supervisor de libertad condicionada: A la autoridad administrativa que 
depende del Poder Ejecutivo Federal o de los poderes ejecutivos de las entidades 
federativas, que da seguimiento a las personas sentenciadas que gozan de 
libertad condicionada, y 
 
 
XXVII. Visitantes: A las personas que ingresan a los Centros Penitenciarios, o que 
solicitan su ingreso, para realizar una visita personal, familiar, íntima, cultural, 
deportiva, recreativa, religiosa, humanitaria u otras similares. 
 
Artículo 4. Principios rectores del Sistema Penitenciario 
El desarrollo de los procedimientos dentro del Sistema Penitenciario debe regirse 
por los siguientes principios: 
 
Dignidad. Toda persona es titular y sujeta de derechos y, por lo tanto, no debe ser 
objeto de violencia o arbitrariedades por parte del Estado o los particulares. 
 
Igualdad. Las personas sujetas a esta Ley deben recibir el mismo trato y 
oportunidades para acceder a los derechos reconocidos por la Constitución, 
Tratados Internacionales y la legislación aplicable, en los términos y bajo las 
condiciones que éstas señalan. No debe admitirse discriminación motivada por 
origen étnico o nacional, el color de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las 
discapacidades, la condición social, económica, de salud o jurídica, la religión, la 
apariencia física, las características genéticas, la situación migratoria, el 
embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o 
filiación política, el estado civil, la situación familiar, las responsabilidades 
familiares, el idioma, los antecedentes penales o cualquier otra que atente contra 
la dignidad humana y con el objeto de anular o menoscabar los derechos y las 
libertades de las personas. 
 
Las autoridades deben velar porque las personas sujetas a esta Ley, sean 
atendidas a fin de garantizar la igualdad sobre la base de la equidad en el ejercicio 
de sus derechos. En el caso de las personas con discapacidad o inimputabilidad 
deben preverse ajustes razonables al procedimiento cuando son requeridos, así 
como el diseño universal de las instalaciones para la adecuada accesibilidad. 
 
Legalidad. El Órgano Jurisdiccional, el Juez de Ejecución y la Autoridad 
Penitenciaria, en el ámbito de sus atribuciones, deben fundar y motivar sus 
resoluciones y determinaciones en la Constitución, en los Tratados, en el Código y 
en esta Ley. 
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Debido Proceso. La ejecución de medidas penales y disciplinarias debe realizarse 
en virtud de resolución dictada por un Órgano Jurisdiccional, el Juez de Ejecución 
o la autoridad administrativa de conformidad con la legislación aplicable, mediante 
procedimientos que permitan a las personas sujetas a una medida penal ejercer 
debidamente sus derechos ante la instancia que corresponda, de conformidad con 
los principios internacionales en materia de derechos humanos. 
 
Transparencia. En la ejecución de las sanciones penales, exceptuando el 
expediente personal de la persona sentenciada, debe garantizarse el acceso a la 
información, así como a las instalaciones penitenciarias, en los términos que al 
efecto establezcan las leyes aplicables. 
 
Confidencialidad. El expediente personal de la persona privada de su libertad 
tendrá trato confidencial, de conformidad con la ley en la materia, y sólo podrán 
imponerse de su contenido las autoridades competentes, la persona privada de la 
libertad y su defensor o las personas directamente interesadas en la tramitación 
del caso salvo las excepciones establecidas en la Constitución y las leyes 
aplicables. 
 
Publicidad. Todas las cuestiones que impliquen una sustitución, modificación o 
extinción de las penas y que por su naturaleza e importancia requieran celebración 
de debate o producción de prueba, se ventilarán en audiencia pública ante el Juez 
de Ejecución. La publicidad sólo podrá restringirse en los casos de excepción que 
determinen las leyes aplicables. 
 
Proporcionalidad. Toda intervención que tenga como consecuencia una afectación 
o limitación de los derechos de las personas privadas de la libertad por parte de 
las autoridades competentes debe ser adecuada, estrictamente necesaria y 
proporcional al objeto que persigue la restricción. 
 
Reinserción social. Restitución del pleno ejercicio de las libertades tras el 
cumplimiento de una sanción o medida ejecutada con respeto a los derechos 
humanos. 
 
Artículo 5. Ubicación de las personas privadas de la libertad en un Centro 
Penitenciario 
Los Centros Penitenciarios garantizarán la separación de las personas privadas de 
la libertad, de conformidad con lo siguiente: 
 
I. Las mujeres compurgarán sus penas en lugares separados de los 
destinados a los hombres; 
 
II. Las personas procesadas y sentenciadas ocuparán instalaciones distintas; 
 
III. Las instalaciones destinadas a los inimputables se ajustarán a lo dispuesto 
por el Capítulo IX, Título Quinto, de la presente Ley; 
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IV. Las personas en prisión preventiva y en ejecución de sentencias por 
delincuencia organizada o sujetas a medidas especiales de seguridad se 
destinarán a espacios especiales. 
 
Adicionalmente la Autoridad Administrativa podrá establecer sistemas de 
clasificación de acuerdo en los criterios de igualdad, integridad y seguridad. 
 
Artículo 6. Organización del Centro Penitenciario 
El régimen de planeación, organización y funcionamiento de la Autoridad 
Penitenciaria y de los Centros Penitenciarios estará sujeto a su normatividad 
reglamentaria respectiva, siempre de conformidad con la presente Ley. 
 
La Autoridad Penitenciaria promoverá que los Centros Penitenciarios sean 
sustentables. 
 
Artículo 7. Coordinación interinstitucional 
Los poderes judicial y ejecutivo competentes, se organizarán, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, para el cumplimiento y aplicación de esta Ley y demás 
normatividad aplicable, así como para la cooperación con las autoridades 
penitenciarias e instituciones que intervienen en la ejecución de la prisión 
preventiva, de las sanciones penales y de las medidas de seguridad impuestas. 
 
Son autoridades corresponsables para el cumplimiento de esta Ley, las 
Secretarías de Gobernación, de Desarrollo Social, de Economía, de Educación 
Pública, de Cultura, de Salud, del Trabajo y Previsión Social y la Comisión 
Nacional de Cultura Física y Deporte, el Sistema Nacional para el Desarrollo 
Integral de la Familia y la Secretaría Ejecutiva del Sistema Nacional de Protección 
Integral de Niñas, Niños y Adolescentes o sus equivalentes en las entidades 
federativas y la Ciudad de México, así como las demás que por la naturaleza de 
sus atribuciones deban intervenir en el cumplimiento de la presente Ley. 
 
Encabezada por la Secretaría de Gobernación o su equivalente en las entidades 
federativas, se establecerán comisiones intersecretariales que incluirán a todas las 
autoridades corresponsables establecidas en esta Ley a nivel federal y en cada 
entidad federativa. 
 
Adicionalmente serán las encargadas de diseñar e implementar los distintos 
programas de servicios para la reinserción al interior de los Centros Penitenciarios 
y de servicios post-penales a nivel federal y estatal. Las autoridades 
corresponsables en las entidades federativas establecerán su propia comisión a 
fin de cumplir con los mismos fines a nivel local. 
 
La Autoridad Penitenciaria y las autoridades corresponsables podrán implementar 
mecanismos de participación y firmar convenios de colaboración con 
organizaciones de la sociedad civil a fin de diseñar, implementar o brindar 
servicios en internamiento o de naturaleza post-penal. 
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Artículo 8. Supletoriedad 
En todo lo no previsto por la presente Ley se atenderá en lo conducente a lo 
dispuesto por el Código Nacional de Procedimientos Penales, a la Ley Nacional de 
Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en Materia Penal y a las 
leyes penales aplicables. 
 

Capítulo II 
Derechos y Obligaciones de las personas 

 
Artículo 9. Derechos de las personas privadas de su libertad en un Centro 
Penitenciario 
Las personas privadas de su libertad en un Centro Penitenciario, durante la 
ejecución de la prisión preventiva o las sanciones penales impuestas, gozarán de 
todos los derechos previstos por la Constitución y los Tratados Internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte, siempre y cuando estos no hubieren sido 
restringidos por la resolución o la sentencia, o su ejercicio fuese incompatible con 
el objeto de éstas. 
 
Para los efectos del párrafo anterior, se garantizarán, de manera enunciativa y no 
limitativa, los siguientes derechos: 
 
I. Recibir un trato digno del personal penitenciario sin diferencias fundadas en 
prejuicios por razón de género, origen étnico o nacional, sexo, edad, 
discapacidades, condición social, posición económica, condiciones de salud, 
religión, opiniones, preferencias sexuales o identidad de género, estado civil o 
cualquier otra que atente contra la dignidad humana; 
 
II. Recibir asistencia médica preventiva y de tratamiento para el cuidado de la 
salud, atendiendo a las necesidades propias de su edad y sexo en por lo menos 
unidades médicas que brinden asistencia médica de primer nivel, en términos de 
la Ley General de Salud, en el Centro Penitenciario, y en caso de que sea 
insuficiente la atención brindada dentro de reclusión, o se necesite asistencia 
médica avanzada, se podrá solicitar el ingreso de atención especializada al Centro 
Penitenciario o que la persona sea remitida a un Centro de Salud Público en los 
términos que establezca la ley; 
 
III. Recibir alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, adecuada para la 
protección de su salud; 
 
IV. Permanecer en estancias designadas conforme a la ubicación establecida 
en el artículo 5 de esta Ley; 
 
V. Ser informada de sus derechos y deberes, desde el momento en que sea 
internada en el Centro, de manera que se garantice el entendimiento acerca de su 
situación. La información deberá ser proporcionada conforme al artículo 38 de esta 
Ley y a las demás disposiciones aplicables; 
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VI. Recibir un suministro suficiente, salubre, aceptable y permanente de agua 
para su consumo y cuidado personal; 
 
VII. Recibir un suministro de artículos de aseo diario necesarios; 
 
VIII. Acceder al régimen de visitas en términos del artículo 59 de esta Ley; 
 
IX. Efectuar peticiones o quejas por escrito, y en casos urgentes, por cualquier 
medio a las instancias correspondientes; 
 
X. Toda persona privada de la libertad tiene derecho a que se garantice su 
integridad moral, física, sexual y psicológica; 
 
XI. A participar en la integración de su plan de actividades, el cual deberá 
atender a las características particulares de la persona privada de la libertad, en el 
marco de las condiciones de operación del Centro Penitenciario; 
 
XII. Los demás previstos en la Constitución, Tratados y las demás disposiciones 
legales aplicables. 
 
Toda limitación de derechos sólo podrá imponerse cuando tenga como objetivo 
garantizar condiciones de internamiento dignas y seguras, en su caso, la limitación 
se regirá por los principios de necesidad, proporcionalidad e idoneidad. 
 
Artículo 10. Derechos de las mujeres privadas de su libertad en un Centro 
Penitenciario 
Además de los derechos establecidos en el artículo anterior, las mujeres privadas 
de la libertad tendrán derecho a: 
 
I. La maternidad y la lactancia; 
 
II. Recibir trato directo de personal penitenciario de sexo femenino, 
específicamente en las áreas de custodia y registro. Tratándose de la atención 
médica podrá solicitar que la examine personal médico de sexo femenino, se 
accederá a esa petición en la medida de lo posible, excepto en las situaciones que 
requieran intervención médica urgente. Si pese a lo solicitado, la atención médica 
es realizada por personal médico de sexo masculino, deberá estar presente un 
miembro del personal del Centro Penitenciario de sexo femenino; 
 
III. Contar con las instalaciones adecuadas y los artículos necesarios para una 
estancia digna y segura, siendo prioritarios los artículos para satisfacer las 
necesidades de higiene propias de su género; 
 
IV. Recibir a su ingreso al Centro Penitenciario, la valoración médica que 
deberá comprender un examen exhaustivo a fin de determinar sus necesidades 
básicas y específicas de atención de salud; 
 



19 
 

V. Recibir la atención médica, la cual deberá brindarse en hospitales o lugares 
específicos establecidos en el Centro Penitenciario para tal efecto, en los términos 
establecidos en la presente Ley; 
 
VI. Conservar la guardia y custodia de su hija o hijo menor de tres años a fin de 
que pueda permanecer con la madre en el Centro Penitenciario, de conformidad a 
las disposiciones aplicables; 
 
VII. Recibir la alimentación adecuada y saludable para sus hijas e hijos, acorde 
con su edad y sus necesidades de salud con la finalidad de contribuir a su 
desarrollo físico y mental, en caso de que permanezcan con sus madres en el 
Centro Penitenciario; 
 
VIII. Recibir educación inicial para sus hijas e hijos, vestimenta acorde a su edad 
y etapa de desarrollo, y atención pediátrica cuando sea necesario en caso de que 
permanezcan con sus madres en el Centro Penitenciario, en términos de la 
legislación aplicable; 
 
IX. Acceder, a los medios necesarios que les permitan a las mujeres con hijas 
e hijos a su cargo adoptar disposiciones respecto a su cuidado. 
 
 Para el caso de las mujeres que deseen conservar la custodia de la hija o el 
hijo menor de tres años, durante su estancia en el Centro Penitenciario y no 
hubiera familiar que pudiera hacerse responsable en la familia de origen, la 
Autoridad Penitenciaria establecerá los criterios para garantizar el ingreso de la 
niña o el niño. 
 
 Se notificará a la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes o a sus equivalentes en las entidades federativas; 
 
X. Contar con las instalaciones adecuadas para que sus hijas e hijos reciban la 
atención médica, de conformidad con el interés superior de la niñez, atendiendo a 
su edad, condiciones y a sus necesidades de salud específicas, y 
 
XI. Los demás previstos en las disposiciones legales aplicables. 
 
La Autoridad Penitenciaria coadyuvará con las autoridades corresponsables, en el 
ámbito de su competencia, para proporcionar las condiciones de vida que 
garanticen el sano desarrollo de niñas y niños. 
 
Para los efectos de las fracciones I y IV de este artículo, las mujeres en reclusión 
podrán conservar la custodia de sus hijas e hijos en el interior de los Centros 
Penitenciarios. La Autoridad Penitenciaria, atendiendo el interés superior de la 
niñez, deberá emitir el dictamen correspondiente. 
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Si la hija o el hijo tuviera una discapacidad, se podrá solicitar a la Autoridad 
Penitenciaria la ampliación del plazo de estancia al cuidado de la madre. En todo 
caso, se resolverá ponderando el interés superior de la niñez. 
 
En el supuesto de que la madre no deseara conservar la custodia de sus hijas e 
hijos, estos serán entregados a la institución de asistencia social competente, en 
un término no mayor a veinticuatro horas, en donde se harán los trámites 
correspondientes, de acuerdo con la legislación aplicable. 
 
La Autoridad Penitenciaria deberá garantizar que en los Centros Penitenciarios 
para mujeres haya espacios adecuados para el desarrollo integral de los hijas o 
hijos de las mujeres privadas de su libertad, o en su defecto, para el esparcimiento 
del niño o niña en las visitas a su madre. 
 
En el supuesto en el que las Autoridades determinen el traslado de una mujer 
embarazada o cuyos hijas o hijos vivan en el Centro Penitenciario con ella, se 
garantizará en todo momento el interés superior de la niñez. 
 
Las disposiciones aplicables preverán un régimen específico de visitas para las 
personas menores de edad que no superen los diez años y no convivan con la 
madre en el Centro Penitenciario. Estas visitas se realizarán sin restricciones de 
ningún tipo en cuanto a frecuencia e intimidad, y su duración y horario se ajustarán 
a la organización interna de los Centros. 
 
Artículo 11. Obligaciones de las personas privadas de su libertad en un Centro 
Penitenciario 
Las personas privadas de su libertad tendrán las siguientes obligaciones: 
 
I. Conocer y acatar la normatividad vigente al interior de los Centros 
Penitenciarios; 
 
II. Acatar de manera inmediata el régimen de disciplina, así como las medidas 
de seguridad que, en su caso, imponga la Autoridad Penitenciaria, en los términos 
de esta Ley; 
 
III. Respetar los derechos de sus compañeros de internamiento, así como de 
las personas que laboren o asistan al Centro Penitenciario; 
 
IV. Conservar el orden y aseo de su estancia, de las áreas donde desarrollan 
sus actividades, así como de las instalaciones de los Centros Penitenciarios; 
 
V. Dar buen uso y cuidado adecuado al vestuario, equipo, mobiliario y demás 
objetos asignados; 
 
VI. Conservar en buen estado las Instalaciones de los Centros Penitenciarios; 
 
VII. Cumplir con los rubros que integren su Plan de Actividades; 
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VIII. Cumplir con los programas de salud y acudir a las revisiones médicas y de 
salud mental periódicas correspondientes, y 
 
IX. Las demás previstas en las disposiciones legales aplicables. 
 
Artículo 12. Derechos de las personas sentenciadas que gocen de libertad 
condicionada 
Las personas sentenciadas que gozan de libertad condicionada, tendrán los 
siguientes derechos: 
 
I. Ser informadas de su situación jurídica cuando lo soliciten o cuando ésta se 
modifique; 
 
II. Solicitar modificaciones a sus obligaciones, conforme a situaciones 
supervinientes debidamente justificadas; 
 
III. Solicitar la intervención del Juez de Ejecución cuando exista una 
irregularidad por parte del supervisor de libertad en el desarrollo o cumplimiento a 
las obligaciones derivadas de la medida otorgada, y 
 
IV. Los demás que esta Ley u otros ordenamientos establezcan. 
 
Artículo 13. Obligaciones de las personas sentenciadas que gocen de libertad 
condicionada 
Las personas sentenciadas que hayan obtenido alguna medida de libertad 
condicionada, tendrán las siguientes obligaciones: 
 
I. En caso de necesitar cambio de residencia, solicitar autorización judicial; 
 
II. Cumplir con las resoluciones y medidas de seguimiento impuestas por el 
Juez de Ejecución para su liberación; 
 
III. Usar, conservar y mantener en óptimas condiciones todas las herramientas 
tecnológicas y recursos materiales que les proporcionen para el control y 
seguimiento de su liberación; 
 
IV. Colaborar con los supervisores de libertad a fin de darle cumplimiento a los 
objetivos del proceso de reinserción social; 
 
V. Presentar los documentos que le sean requeridos por el Juez de Ejecución; 
 
VI. Las demás que establezcan esta Ley, u otras disposiciones aplicables. 
 

Capítulo III 
Autoridades en la Ejecución Penal 
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Artículo 14. De la Autoridad Penitenciaria 
La Autoridad Penitenciaria organizará la administración y operación del Sistema 
Penitenciario sobre la base del respeto a los derechos humanos, el trabajo, la 
capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte, como medios para 
procurar la reinserción de la persona sentenciada a la sociedad y procurar que no 
vuelva a delinquir, y supervisará las instalaciones de los Centros Penitenciarios 
para mantener la seguridad, tranquilidad e integridad, de las personas privadas de 
la libertad, del personal y de los visitantes, ejerciendo las medidas y acciones 
pertinentes para el buen funcionamiento de éstas. 
 
Corresponde al Poder Ejecutivo Federal o Local, según su competencia, a través 
de las Autoridades Penitenciarias señaladas en las disposiciones legales, la 
ejecución material de la prisión preventiva, así como de las sanciones y medidas 
de seguridad previstas en las leyes penales, así como la administración y 
operación del Sistema Penitenciario. 
 
Artículo 15. Funciones de la Autoridad Penitenciaria 
La Autoridad Penitenciaria deberá llevar a cabo las siguientes funciones básicas: 
 
I. Garantizar el respeto a los derechos humanos de todas las personas que se 
encuentren sujetas al régimen de custodia y vigilancia en un Centro Penitenciario; 
 
II. Procurar la reinserción social efectiva mediante los distintos programas 
institucionales; 
 
III. Gestionar la Custodia Penitenciaria; 
 
IV. Entregar al Juez de Ejecución, a solicitud fundada de parte, la información 
para la realización del cómputo de las penas y abono del tiempo de la prisión 
preventiva o resguardo en el propio domicilio cumplidos por la persona 
sentenciada; 
 
V. Dar aviso al Juez de Ejecución, cuando menos cinco días hábiles previos al 
cumplimiento de la pena, acerca de la extinción de la pena o medida de seguridad, 
una vez transcurrido el plazo fijado en la sentencia ejecutoriada; 
 
VI. Autorizar el acceso a particulares y autoridades a los Centros 
Penitenciarios, quienes deberán acatar en todo momento las disposiciones 
aplicables y de seguridad aplicables, en los términos, condiciones y plazos que 
establece esta Ley; 
 
VII. Imponer y ejecutar las medidas disciplinarias a las personas privadas de la 
libertad por violación al régimen de disciplina, sin que con ellas se menoscabe su 
dignidad ni se vulneren sus derechos humanos; 
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VIII. Ejecutar el traslado de las personas privadas de la libertad y notificar al 
órgano jurisdiccional correspondiente de tal circunstancia inmediatamente y por 
escrito, anexando copia certificada de la autorización del traslado; 
 
IX. Realizar propuestas o hacer llegar solicitudes de otorgamiento de beneficios 
que supongan una modificación a las condiciones de cumplimiento de la pena o 
una reducción de la misma a favor de las personas sentenciadas; 
 
X. Presentar al Juez de Ejecución el diagnóstico médico especializado en el 
que se determine el padecimiento físico o mental, crónico, continuo, irreversible y 
con tratamiento asilar que presente la persona privada de la libertad, con el 
propósito de abrir la vía incidental tendiente a la modificación de la ejecución de la 
pena por la causal que corresponda y en los términos previstos por la legislación 
aplicable; 
 
XI. Ejecutar, controlar, vigilar y dar seguimiento a las penas y medidas de 
seguridad que imponga o modifiquen tanto el órgano jurisdiccional como el Juez 
de Ejecución; 
 
XII. Aplicar las sanciones penales impuestas por los órganos jurisdiccionales y 
que se cumplan en los Centros; 
 
XIII. Aplicar las medidas de seguridad o vigilancia a las personas privadas de la 
libertad que lo requieran; 
 
XIV. Promover ante las autoridades judiciales las acciones dentro del ámbito de 
su competencia y cumplir los mandatos de las autoridades judiciales; 
 
XV. Brindar servicios de mediación para la solución de conflictos interpersonales 
derivados de las condiciones de convivencia interna del Centro, y de justicia 
restaurativa en términos de esta Ley, y 
 
XVI. Las demás que le confieran las leyes, reglamentos y decretos. 
 
Artículo 16. Funciones del Titular de los Centros Penitenciarios 
Los titulares de los Centros Penitenciarios, tendrán las siguientes obligaciones: 
 
I. Administrar, organizar y operar los Centros conforme a lo que disponga esta 
Ley y demás disposiciones aplicables; 
 
II. Representar al Centro ante las diferentes autoridades y particulares; 
 
III. Garantizar el cumplimiento de las leyes, reglamentos, manuales, 
instructivos, criterios, lineamientos o disposiciones aplicables; 
 
IV. Implementar las medidas necesarias de seguridad en el Centro; 
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V. Declarar al Centro en estado de alerta o de alerta máxima, e informar 
inmediatamente a su superior jerárquico, en términos de las normas aplicables; 
 
VI. Solicitar el apoyo de las fuerzas de seguridad pública local y federal en 
casos de emergencia; 
 
VII. Asegurar el cumplimiento de las sanciones disciplinarias aplicables a las 
personas privadas de la libertad que incurran en infracciones, con respeto a sus 
derechos humanos; 
 
VIII. Expedir y vigilar que se emitan los documentos que le sean requeridos de 
conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables; así como, expedir 
certificaciones que le requieran las autoridades o instituciones públicas, el 
Ministerio Público, la víctima u ofendido y el asesor jurídico, la persona 
sentenciada y su defensor de los documentos que obren en los archivos del 
Centro Penitenciario; 
 
IX. Dar cumplimiento en el ámbito de sus atribuciones a las determinaciones 
del Juez de Ejecución u órgano jurisdiccional correspondiente; 
 
X. Realizar las demás funciones que señalen los ordenamientos jurídicos 
aplicables, en el ámbito de su competencia, y 
 
XI. Además de las señaladas en esta Ley, las que prevea la normatividad de la 
administración penitenciaria. 
 
Artículo 17. Comité Técnico 
El Comité Técnico, presidido por el Titular del Centro, o por el funcionario que le 
sustituya en sus ausencias, se integrará con los miembros de superior jerarquía 
del personal administrativo, técnico, jurídico y de custodia penitenciaria. 
 
Artículo 18. Funciones del Comité 
El Comité tendrá las funciones siguientes: 
 
I. Determinar la ubicación que le corresponde a cada persona privada de la 
libertad al ingresar al Centro, para los efectos del artículo 5 de la presente Ley; 
 
II. Determinar y aplicar las sanciones disciplinarias, en estricto apego al 
principio de legalidad a favor de la persona interna; 
 
III. Diseñar con participación de la persona interna, autorizar y evaluar los 
planes de actividades; 
 
IV. Vigilar el cumplimiento de lo ordenado por el Juez, en lo relativo a la 
ejecución de la medida cautelar de prisión preventiva; 
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V. Vigilar el cumplimiento de lo ordenado por el Juez de Ejecución en lo 
relativo a la ejecución de la sentencia, y 
 
VI. Informar a la persona sentenciada de la posibilidad de acceder a las 
medidas de libertad condicional y de libertad anticipada en cuanto dicha 
circunstancia se verifique. 
 
Las formalidades para la celebración de sesiones del Comité Técnico se regirán 
por las disposiciones aplicables de los Centros Penitenciarios. 
 
Artículo 19. Custodia Penitenciaria 
La Custodia Penitenciaria será una atribución de la Autoridad Penitenciaria 
consistente en: 
 
I. Mantener la vigilancia, orden y tranquilidad de los Centros Penitenciarios y 
las demás instalaciones que determinen las disposiciones aplicables; 
 
II. Salvaguardar la vida, la integridad, la seguridad y los derechos de las 
personas privadas de la libertad, visitantes y personal adscrito a los Centros 
Penitenciarios y las demás instalaciones que determinen las disposiciones 
aplicables; así como hacer cumplir su normatividad; 
 
III. Dar cumplimiento a lo dispuesto en las resoluciones judiciales respecto a la 
pena privativa de libertad en los rubros de seguridad y custodia, ya sea en los 
Centros Penitenciarios, fuera de estos y de los recintos judiciales, en coordinación 
con las demás autoridades competentes, y 
 
IV. Las demás que esta Ley u otros ordenamientos le confieran. 
 
Artículo 20. Funciones de la Custodia Penitenciaria 
La Custodia Penitenciaria tendrá las funciones siguientes: 
 
I. Mantener recluidos y en custodia a las personas privadas de la libertad por 
disposición de la autoridad competente; 
 
II. Implementar las políticas, los programas y las estrategias establecidas en 
materia de seguridad y custodia penitenciaria, que para tal efecto diseñe la 
Autoridad Penitenciaria; 
 
III. Vigilar el estricto cumplimiento de las leyes, reglamentos y demás 
disposiciones aplicables; 
 
IV. Mantener el orden y disciplina de las personas privadas de la libertad; 
 
V. Preservar el orden y tranquilidad en el interior de los Centros, evitando 
cualquier incidente o contingencia que ponga en riesgo la integridad física de las 
personas privadas de la libertad, visitas y personal de los mismos; 
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VI. Revisar a las personas, objetos o vehículos que pretendan ingresar o salir 
de los Centros, bajo los protocolos de actuación respectivos; 
 
VII. Salvaguardar la integridad de las personas y bienes en los Centros, así 
como garantizar, mantener y restablecer el orden y la paz en los mismos, 
utilizando para ello los protocolos aplicables, con apoyo en las herramientas, 
mecanismos y equipo necesarios disponibles para el cumplimiento de sus 
atribuciones; 
 
VIII. Efectuar revisiones periódicas en los Centros, con el objeto de prevenir la 
comisión de delitos con acatamiento de los protocolos y normatividad 
correspondientes, y 
 
IX. Las demás que le confieran ésta y otras disposiciones. 
 
En la ejecución de las anteriores atribuciones, la Custodia Penitenciaria observará 
de manera irrestricta los derechos humanos de las personas privadas de la 
libertad, visitas y personal del Centro. 
 
Artículo 21. Intervención para el restablecimiento del orden 
A solicitud de la autoridad competente, las instituciones encargadas de la 
seguridad pública podrán intervenir en el restablecimiento del orden al interior de 
los Centros en caso de emergencia y/o contingencia de conformidad con lo que se 
encuentre establecido en los Protocolos de intervención en casos de 
restablecimiento del orden, con el uso proporcional de la fuerza y con los 
protocolos de uso de las armas letales y no letales respectivamente. 
 
Artículo 22. Policía Procesal 
La Policía Procesal es la unidad dependiente de la Policía Federal o de las 
instituciones de seguridad pública de las entidades federativas, que tendrá las 
funciones siguientes: 
 
I. Realizar los traslados de personas procesadas y sentenciadas a los 
recintos judiciales en donde se celebrarán sus audiencias; 
 
II. Prestar la seguridad y custodia de la persona privada de su libertad en los 
recintos judiciales, en coordinación con las demás autoridades de seguridad 
competentes; 
 
III. Cumplir los mandamientos judiciales relacionados con las personas 
sentenciadas y aquellas que hayan obtenido la libertad condicional, y 
 
IV. Las demás que le confieran ésta y otras disposiciones aplicables. 
 
Artículo 23. Ministerio Público 
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La intervención del Ministerio Público en el procedimiento de ejecución penal, 
versará primordialmente en el resguardo del respeto de los derechos humanos de 
las personas que tengan interés en la ejecución de las sentencias y de las 
disposiciones legales relativas al debido cumplimiento de la sentencia. 
 
El Ministerio Público procurará en el ámbito de su competencia el cumplimiento de 
las cuestiones de orden público e interés social en los procedimientos de 
Ejecución Penal, y tendrá las siguientes obligaciones y atribuciones: 
 
I. Pronunciarse, ante la autoridad judicial respecto de la concesión, 
modificación o revocación de la libertad condicional y el cumplimiento de las penas 
o medidas de seguridad, de conformidad en lo establecido en la presente Ley; 
 
II. Promover ante la autoridad judicial, en coadyuvancia de la Autoridad 
Penitenciaria o de la autoridad corresponsable competente, la imposición de las 
medidas necesarias para garantizar el cumplimiento de las penas y medidas de 
seguridad o de tratamiento, que no impliquen prisión o internamiento; 
 
III. Verificar la acreditación de los requisitos legales que se exijan en el 
otorgamiento de cualquier sustitutivo, beneficio o prerrogativa y, en su caso, apelar 
su admisión; 
 
IV. Inconformarse de manera fundada y motivada por el cómputo de penas 
establecido por la autoridad judicial, cuando considere que se realizó 
incorrectamente; 
 
V. Solicitar u oponerse a la compurgación simultánea de penas, en los casos 
que marque la ley; 
 
VI. Conocer de los hechos delictuosos cometidos por la persona sentenciada 
durante el periodo de ejecución de la pena, así como del incumplimiento de las 
condiciones o medidas de seguridad que se le hayan impuesto; 
 
VII. Participar en los procedimientos de ejecución de multas, reparación del 
daño, decomisos y abandono de bienes, en los términos que dispongan las leyes; 
 
VIII. Las demás que prevean las leyes y disposiciones aplicables. 
 
Artículo 24. Jueces de Ejecución 
El Poder Judicial de la Federación y Órganos Jurisdiccionales de las entidades 
federativas establecerán jueces que tendrán las competencias para resolver las 
controversias con motivo de la aplicación de esta Ley establecidas en el Capítulo II 
del Título Cuarto de esta Ley. 
 
Son competentes para conocer del procedimiento de ejecución penal los jueces 
cuya circunscripción territorial se encuentre la persona privada de la libertad, 
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independientemente de la circunscripción territorial en la que se hubiese impuesto 
la sanción en ejecución. 
 
Los Jueces de Ejecución tendrán la competencia y adscripción que se determine 
en su respectiva ley orgánica y demás disposiciones legales. 
 
La jurisdicción territorial de los Jueces de Ejecución se podrá establecer o 
modificar mediante acuerdos generales. 
 
Artículo 25. Competencias del Juez de Ejecución 
En las competencias a que se refiere el artículo anterior, el Juez de Ejecución 
deberá observar lo siguiente: 
 
I. Garantizar a las personas privadas de la libertad, en el ejercicio de sus 
atribuciones, el goce de los derechos y garantías fundamentales que le reconoce 
la Constitución, los Tratados Internacionales, demás disposiciones legales y esta 
Ley; 
 
II. Garantizar que la sentencia condenatoria se ejecute en sus términos, 
salvaguardando la invariabilidad de la cosa juzgada con los ajustes que la 
presente legislación permita; 
 
III. Decretar como medidas de seguridad, la custodia de la persona privada de 
la libertad que llegue a padecer enfermedad mental de tipo crónico, continuo e 
irreversible a cargo de una institución del sector salud, representante legal o tutor, 
para que se le brinde atención, trato y tratamiento de tipo asilar; 
 
IV. Sustanciar y resolver los incidentes que se promuevan para lograr el 
cumplimiento del pago de la reparación del daño, así como los demás que se 
promuevan con motivo de la ejecución de sanciones penales; 
 
V. Garantizar a las personas privadas de la libertad su defensa en el 
procedimiento de ejecución; 
 
VI. Aplicar la ley más favorable a las personas privadas de la libertad; 
 
VII. Establecer las modalidades sobre las condiciones de supervisión 
establecidas para los supuestos de libertad condicionada, sustitución de penas y 
permisos especiales; 
 
VIII. Rehabilitar los derechos de la persona sentenciada una vez que se cumpla 
con el término de suspensión señalado en la sentencia, así como en los casos de 
indulto o en los casos de reconocimiento de inocencia; 
 
IX. Imponer los medios de apremio que procedan para hacer cumplir sus 
resoluciones; 
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X. Las demás que esta Ley y otros ordenamientos le confieran. 
 
Artículo 26. Autoridades para la supervisión de libertad 
La autoridad para la supervisión de libertad condicionada, deberá ser distinta a la 
Autoridad Penitenciaria o instituciones policiales, dependerá orgánicamente del 
Poder Ejecutivo Federal y de las entidades federativas, y tendrá las siguientes 
atribuciones: 
 
I. Dar seguimiento a la ejecución de las sanciones penales, medidas de 
seguridad y restrictivas impuestas por el Juez de Ejecución fuera de los Centros 
con motivo de la obtención de libertad condicionada; 
 
II. Realizar los informes relativos al cumplimiento de las condiciones 
impuestas por el Juez de Ejecución en los términos del artículo 129 de la presente 
Ley; 
 
III. Coordinar y ejecutar la aplicación del seguimiento de los programas para 
las personas que gozan de la medida de libertad condicionada en términos de lo 
que disponga la sentencia; 
 
IV. Las demás que determine el Juez de Ejecución. 
 
La autoridad para la supervisión de libertad podrá celebrar convenios de 
colaboración con organizaciones de la sociedad civil sin fines de lucro y 
certificadas. Para tal efecto, el Poder Ejecutivo Federal y de las entidades 
federativas, en el ámbito de sus respectivas competencias establecerán el proceso 
de certificación para que una organización de la sociedad civil pueda coadyuvar en 
la supervisión de la libertad. 
 

TÍTULO SEGUNDO 
 

Capítulo I 
De la Información en el Sistema Penitenciario 

 
Artículo 27. Bases de datos de personas privadas de la libertad 
La Autoridad Penitenciaria estará obligada a mantener una base de datos de 
personas privadas de la libertad con la información de cada persona que ingrese 
al sistema penitenciario, de conformidad con lo establecido en el Sistema Único de 
Información Criminal, definido en la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública. La Autoridad Penitenciaria deberá mantener también un 
expediente médico y un expediente único de ejecución penal para cada persona 
que ingrese al sistema penitenciario, de acuerdo con lo siguiente: 
 
I. La base de datos con registros de personas privadas de la libertad 
contendrá, al menos, la siguiente información y se repetirá para cada ingreso a un 
Centro Penitenciario: 
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A. Clave de identificación biométrica; 
 
B. Tres identificadores biométricos; 
 
C. Nombre (s); 
 
D. Fotografía; 
 
E. Estado y municipio donde se encuentra el Centro Penitenciario; 
 
F. Características sociodemográficas tales como: sexo, fecha de nacimiento, 
estatura, peso, nacionalidad, estado de origen, municipio de origen, estado de 
residencia habitual, municipio de residencia habitual, condición de identificación 
indígena, condición de habla indígena, estado civil, escolaridad, condición de 
alfabetización, y ocupación; 
 
G. Los datos de niñas y niños que vivan con su madre en el Centro 
Penitenciario; 
 
H. Las variables del expediente de ejecución que se definen en la fracción III. 
 
Esta base de datos deberá servir a la Autoridad Penitenciaria para garantizar que 
la duración y condiciones de la privación de la libertad sean conforme a la ley. 
Existirá una versión pública de la base de datos para atender el Sistema de 
Información Estadística Penitenciaria; 
 
II. El expediente médico contará con el historial clínico de cada persona 
privada de la libertad, mismo que se integrará por lo menos con: 
 
A. Ficha de identificación; 
 
B. Historia clínica completa; 
 
C. Notas médicas subsecuentes; 
 
D. Estudios de laboratorio, gabinete y complementarios, y 
 
E. Documentos de consentimiento informado; 
 
III. El expediente de ejecución contendrá, al menos: 
 
A. Nombre; 
 
B. Tres identificadores biométricos; 
 
C. Fotografía; 
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D. Fecha de inicio del proceso penal; 
 
E. Delito; 
 
F. Fuero del delito; 
 
G. Resolución privativa de la libertad y resoluciones administrativas y judiciales 
que afecten la situación jurídica de la persona privada de la libertad; 
 
H. Fecha de ingreso a Centro Penitenciario; 
 
I. Estado y municipio donde se encuentra el Centro Penitenciario; 
 
J. Nombre del Centro Penitenciario; 
 
K. Estado y municipio donde se lleva a cabo el proceso; 
 
L. Fecha de la sentencia; 
 
M. Pena impuesta, cuando sea el caso; 
 
N. Traslados especificando fecha, así como lugar de origen y destino; 
 
O. Inventario de los objetos personales depositados en la Autoridad 
Penitenciaria; 
 
P. Ubicación al interior del Centro Penitenciario; 
 
Q. Lista de las personas autorizadas para visitar a la persona privada de la 
libertad; 
 
R. Sanciones y beneficios obtenidos; 
 
S. Información sobre cónyuge, o pareja, familiares directos, así como 
dependientes económicos, incluyendo su lugar de residencia, origen y/o arraigo, y 
 
T. Plan de actividades; 
 
IV. La constancia relativa a los antecedentes penales sólo se podrá extender 
en los siguientes supuestos: 
 
A. Cuando la soliciten las autoridades administrativas y judiciales 
competentes, para fines de investigación criminal, procesales o por requerimiento 
de autoridad judicial; 
 
B. Cuando sea solicitada por ser necesaria para ejercitar un derecho o cumplir 
un deber legalmente previstos; 
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C. En los casos específicos en los que la normatividad lo establezca como 
requisito para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, o 
bien para el ingreso a instituciones de seguridad pública o privada, así como 
cuando por la naturaleza del empleo o por razones de interés público se considere 
exigible; 
 
D. Cuando sea solicitada por una embajada o consulado extranjero en México, 
o bien, a través de una embajada o consulado de México en el extranjero; 
 
V. Para efectos de la emisión de la constancia de antecedentes penales, la 
información contenida en la fracción I del presente artículo, así como la registrada 
en el Sistema Nacional de Información Penitenciaria del Sistema Único de 
Información Criminal a que se refiere la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, se cancelará cuando: 
 
A. Se resuelva la libertad del detenido; 
 
B. En la investigación no se hayan reunido los elementos necesarios para 
ejercer la acción penal; 
 
C. Se haya determinado la inocencia de la persona imputada; 
 
D. El proceso penal haya concluido con una sentencia absolutoria que cause 
estado; 
 
E. En el caso de que el sobreseimiento recayera sobre la totalidad de los 
delitos a que se refiere la causa que se le sigue a la persona imputada; 
 
F. La persona sentenciada sea declarada inocente por resolución dictada en 
recurso de revisión correspondiente; 
 
G. La persona sentenciada cumpla con la pena que le fue impuesta en 
sentencia ejecutoriada, salvo en los casos de delitos graves previstos en la ley; 
 
H. Cuando la pena se haya declarado extinguida; 
 
I. La persona sentenciada lo haya sido bajo vigilancia de una ley derogada o 
por otra que suprima al hecho el carácter de delito; 
 
J. A la persona sentenciada se conceda la amnistía, el indulto o la 
conmutación, o 
 
K. Se emita cualquier otra resolución que implique la ausencia de 
responsabilidad penal. 
 
Artículo 28. Bases de datos generales 
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La Autoridad Penitenciaria estará obligada a establecer los registros fidedignos 
necesarios con información precisa respecto al Centro Penitenciario que contenga: 
 
I. La plantilla de su personal y sus funciones; 
 
II. El registro de las visitas de inspección por parte de personal del Centro 
Penitenciario, de las comisiones públicas de protección de derechos humanos, 
dependencias o entidades facultadas a realizar visitas de inspección y de las 
personas observadoras penitenciarias; 
 
III. Recomendaciones y evaluaciones de los organismos públicos de protección 
a los derechos humanos, así como del Mecanismo Nacional para la Prevención de 
la Tortura; 
 
IV. El presupuesto del Centro Penitenciario y el ejercicio del mismo en los 
términos de la ley aplicable; 
 
V. Las observaciones derivadas de las auditorías que se hubiesen practicado 
al Centro Penitenciario según la ley aplicable, su grado de cumplimiento y las 
responsabilidades administrativas por ellas generadas; 
 
VI. Las resoluciones dictadas por las y los Jueces y Tribunales de ejecución 
que tengan efectos generales o que constituyan un precedente para la resolución 
de casos posteriores; 
 
VII. Los informes que mensualmente deberá rendir la Autoridad Penitenciaria; 
 
VIII. El registro de las personas visitantes autorizadas y de visitas efectuadas; 
 
IX. Los ingresos y egresos de personas privadas de la libertad; 
 
X. Los ingresos y egresos de personal penitenciario; 
 
XI. El ingreso y egreso de las personas prestadoras de servicios; 
 
XII. Las declaratorias de emergencia, fugas, incidencias, lesiones y muertes en 
custodia; 
 
XIII. La demás información que sea necesaria para garantizar que las 
condiciones de internamiento sean dignas y seguras para las personas privadas 
de la libertad y condiciones adecuadas de trabajo para el personal penitenciario. 
 
Artículo 29. Sistema Nacional de Información Estadística Penitenciaria 
El Sistema Nacional de Información Estadística Penitenciaria compartirá los 
registros administrativos, derivados de la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, que por su naturaleza estadística sean requeridos por el 
Instituto Nacional de Estadística y Geografía para el adecuado desarrollo de los 
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Censos Nacionales de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema Penitenciario, así 
como de la Encuesta Nacional de Población Privada de la Libertad. 
 
Para el caso de los Censos Nacionales de Gobierno, Seguridad Pública y Sistema 
Penitenciario, el Instituto recolectará y publicará los datos estadísticos sobre 
infraestructura y recursos con los que cuentan los sistemas penitenciarios en el 
ámbito federal y local para ejercer sus funciones, en el marco del Subsistema 
Nacional de Información de Gobierno, Seguridad Pública e Impartición de Justicia. 
El Instituto recabará también información estadística sobre características 
demográficas, socioeconómicas y familiares de la población penitenciaria, así 
como de su situación jurídica. De igual forma, el Instituto recabará la información 
sobre los delitos y penalidad por los cuales son ingresadas las personas y 
recolectará información sobre las víctimas de los delitos por los cuales fueron 
sujetos a proceso, entre otras cosas. 
 
Por su parte, la Encuesta Nacional de Población Privada de la Libertad tendrá 
como finalidad generar información estadística que permita conocer las 
condiciones de procesamiento e internamiento de las Personas privadas de su 
libertad, su perfil demográfico y socioeconómico, los delitos por los que fueron 
procesados o sentenciados, entre otras características. Dicha encuesta se 
levantará de manera periódica y conforme a criterios estadísticos y técnicos, será 
de tipo probabilística, incluirá a población privada de la libertad tanto del fuero 
común como federal y será representativa a nivel nacional y estatal. El Instituto 
Nacional de Estadística y Geografía realizará dicha Encuesta conforme a su 
presupuesto. Asimismo, los Centros Penitenciarios seleccionados en la muestra 
determinada para la Encuesta deberán brindar todas las facilidades al Instituto 
para realizar entrevistas directas a la población privada de la libertad. 
 

Capítulo II 
Régimen de Internamiento 

 
Artículo 30. Condiciones de internamiento 
Las condiciones de internamiento deberán garantizar una vida digna y segura para 
todas las personas privadas de la libertad. 
 
Las personas privadas de la libertad podrán ejercer los derechos y hacer valer los 
procedimientos administrativos y jurisdiccionales que estuvieren pendientes al 
momento de su ingreso o aquellos que se generen con posterioridad, salvo 
aquellos que sean incompatibles con la aplicación de las sanciones y medidas 
penales impuestas. 
 
Artículo 31. Clasificación de áreas 
La Autoridad Penitenciaria estará obligada a instrumentar una clasificación de las 
distintas áreas y espacios en el Centro Penitenciario, en particular, de los 
dormitorios, obedeciendo a criterios basados en la edad, el estado de salud, 
duración de la sentencia, situación jurídica y otros datos objetivos sobre las 
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personas privadas de la libertad, tendientes a armonizar la gobernabilidad del 
mismo y la convivencia entre las personas privadas de la libertad. 
 
Las personas sentenciadas por los delitos de secuestro, previstos en la Ley 
General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro, así como 
por las conductas de privación ilegal de la libertad con el propósito de obtener un 
rescate, lucro o beneficio, independientemente de su denominación, tipificadas en 
las legislaciones penales, deberán compurgar su pena privativa de la libertad en 
espacios especiales ubicados dentro de los Centros Penitenciarios, en términos de 
lo que dispongan las normas administrativas aplicables. 
 
Lo anterior será aplicable a las personas sentenciadas por delitos en materia de 
delincuencia organizada, conforme a la ley en la materia, así como para las 
personas privadas de la libertad que requieran medidas especiales de seguridad. 
 
Las personas internas en espacios especiales, no podrán ser afectadas en sus 
condiciones de internamiento, de manera que estas resulten equivalentes o más 
aflictivas que las establecidas para las sanciones disciplinarias. 
 
Artículo 32. Servicios 
La Autoridad Penitenciaria estará obligada a prestar sus servicios a todas las 
personas privadas de la libertad que los requieran, ser de buena calidad y 
adecuarse a sus necesidades, bajo criterios de razonabilidad y no discriminación. 
Las personas sujetas a prisión preventiva y las personas aseguradas con fines de 
extradición gozarán de estos derechos desde su ingreso. Las personas privadas 
de la libertad podrán hacer uso voluntariamente de los servicios que ofrezca el 
Centro Penitenciario, con excepción de las medidas preventivas de enfermedades, 
de higiene y de salubridad general. 
 
La Autoridad Penitenciaria está obligada a brindar gratuitamente todos los 
suministros a la población penitenciaria. 
 
Artículo 33. Protocolos 
La Conferencia dictará los protocolos que serán observados en los Centros 
Penitenciarios. La Autoridad Penitenciaria estará obligada a cumplir con los 
protocolos para garantizar las condiciones de internamiento dignas y seguras para 
la población privada de la libertad y la seguridad y bienestar del personal y otras 
personas que ingresan a los Centros. La Conferencia dictará protocolos, al menos, 
en las siguientes materias: 
 
I. De protección civil; 
 
II. De ingreso, egreso y de las medidas necesarias para poner a la persona en 
libertad inmediata cuando la autoridad judicial así lo disponga y no exista otra 
causa para mantener a la persona privada de la libertad; 
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III. De capacitación en materia de derechos humanos para el personal del 
Centro; 
 
IV. De uso de la fuerza; 
 
V. De manejo de motines, evasiones, incidencias, lesiones, muertes en 
custodia o de cualquier otra alteración del orden interno; 
 
VI. De revisiones a visitantes y otras personas que ingresen a los Centros 
asegurando el respeto a la dignidad humana y la incorporación transversal de la 
perspectiva de género; 
 
VII. De revisión de la población del Centro; 
 
VIII. De revisión del personal; 
 
IX. De resguardo de personas privadas de la libertad en situación de especial 
vulnerabilidad; 
 
X. De la ejecución de la sanción de aislamiento temporal; 
 
XI. De cadena de custodia de objetos relacionados con una probable causa 
penal o procedimiento de responsabilidad administrativa; 
 
XII. De trato respecto del procedimiento para su ingreso, permanencia o egreso 
temporal o definitivo el centro correspondiente de las hijas e hijos que vivan en los 
Centros con sus madres privadas de la libertad; 
 
XIII. De clasificación de áreas; 
 
XIV. De visitas y entrevistas con las personas defensoras; 
 
XV. De actuación en casos que involucren personas indígenas privadas de la 
libertad; 
 
XVI. Del tratamiento de adicciones; 
 
XVII. De comunicación con los servicios consulares en el caso de personas 
privadas de la libertad extranjeras; 
 
XVIII. De trabajo social; 
 
XIX. De prevención de agresiones sexuales y de suicidios; 
 
XX. De traslados; 
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XXI. De solicitud de audiencias, presentación de quejas y formulación de 
demandas; 
 
XXII. De notificaciones, citatorios y práctica de diligencias judiciales, y 
 
XXIII. De urgencias médicas y traslado a hospitales. 
 
Artículo 34. Atención médica 
La Autoridad Penitenciaria en coordinación con la Secretaría de Salud Federal o 
sus homólogas en las entidades federativas y de acuerdo con el régimen interior y 
las condiciones de seguridad del Centro deberán brindar la atención médica en los 
términos de la Ley General de Salud. 
 
La Autoridad Penitenciaria deberá tomar las medidas necesarias para garantizar la 
atención médica de urgencia en los casos en que las personas privadas de la 
libertad o las hijas e hijos que se encuentren bajo la custodia de las madres en 
reclusión la requieran. 
 
Sólo en casos extraordinarios en que por su gravedad así lo requieran, podrán ser 
trasladados a instituciones públicas del sector salud para su atención médica, 
observándose las medidas de seguridad que se requieran. 
 
La Autoridad Penitenciaria, en coordinación con las instituciones públicas del 
Sistema Nacional de Salud competentes, garantizarán la permanente 
disponibilidad de medicamentos que correspondan al cuadro básico de insumos 
para el primer nivel de atención médica, y establecerán los procedimientos 
necesarios para proporcionar oportunamente los servicios e insumos requeridos 
para otros niveles de atención. 
 
Es obligación del personal que preste servicios médicos en los Centros 
Penitenciarios guardar la confidencialidad de la información a la que tengan 
acceso con motivo de los mismos. La Autoridad Penitenciaria sólo podrá conocer 
dicha información por razones de salud pública. La información clínica no formará 
parte del expediente de ejecución. 
 
Los exámenes para detectar si las personas privadas de la libertad cuentan con el 
síndrome de inmunodeficiencia adquirida o son portadores del virus de 
inmunodeficiencia humana sólo podrán aplicarse con su consentimiento. 
 
Las intervenciones psicológicas, psiquiátricas o médicas contarán con el 
consentimiento informado de la persona privada de la libertad, con excepción de 
los casos en los que, por requerimiento de autoridad judicial, se examine la calidad 
de inimputable o de incapaz de una persona privada de la libertad. 
 
Los servicios de atención psicológica o psiquiátrica se prestarán por personal 
certificado del Centro, o en su defecto, personal externo a los Centros 
Penitenciarios que dependa del Sistema Nacional de Salud. 
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Artículo 35. Personas indígenas privadas de la libertad 
Para determinar el Centro Penitenciario en el que tendrá lugar la privación de la 
libertad de las personas indígenas se ponderará la importancia que para la 
persona tenga la pertenencia a su comunidad. 
 
La Autoridad Penitenciaria debe adoptar los medios necesarios para que las 
personas indígenas privadas de la libertad puedan conservar sus usos y 
costumbres, dentro de las limitaciones naturales que impone el régimen de 
disciplina del Centro y que no padezcan formas de asimilación forzada, se 
menoscabe su cultura, o se les segregue. La educación básica que reciban será 
bilingüe. 
 
Se deberá contar con un intérprete certificado por el Instituto Nacional de Lenguas 
Indígenas que hable y entienda la lengua madre de la persona privada de su 
libertad para asegurar que entienda todo el proceso que se sigue en su contra, así 
como sus obligaciones y derechos. 
 
Artículo 36. Mujeres privadas de la libertad con hijas o hijos 
Las mujeres privadas de la libertad embarazadas deberán contar con atención 
médica obstétrico-ginecológica y pediátrica, durante el embarazo, el parto y el 
puerperio, el cual deberá realizarse en hospitales o lugares específicos 
establecidos en el Centro Penitenciario cuando cuenten con las instalaciones y el 
personal de salud especializado. En caso de no contar con las instalaciones o con 
personal médico y que la condición de salud de la mujer o del producto de la 
concepción requieran de atención, ésta se garantizará en instituciones públicas del 
Sector Salud. 
 
En los casos de nacimiento de hijas e hijos de mujeres privadas de la libertad 
dentro de los Centros Penitenciarios, queda prohibida toda alusión a esa 
circunstancia en el acta del registro civil correspondiente. 
 
Las hijas e hijos de las mujeres privadas de la libertad, que nacieron durante el 
internamiento de estas, podrán permanecer con su madre dentro del Centro 
Penitenciario durante las etapas postnatal y de lactancia, o hasta que la niña o el 
niño hayan cumplido tres años de edad, garantizando en cada caso el interés 
superior de la niñez. 
 
Las mujeres privadas de la libertad con hijas o hijos, además de los derechos 
humanos reconocidos tendrán derecho a lo siguiente: 
 
I. Convivir con su hija o hijo en el Centro Penitenciario hasta que cumpla los 
tres años de edad. 
 
 Para otorgar la autorización para que la niña o el niño permanezca con su 
madre, la Autoridad Penitenciaria velará en todo momento por el cumplimiento del 
interés superior de la niñez. 
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 Se notificará a la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes o a sus equivalentes en las entidades federativas. 
 
 Si la hija o el hijo tuviera una discapacidad que requiriera los cuidados de la 
madre privada de la libertad, si esta sigue siendo la única persona que pueda 
hacerse cargo, se podrá solicitar la ampliación del plazo de estancia al Juez de 
Ejecución, quien resolverá ponderando el interés superior de la niñez. 
 
II. A que su hija o hijo disfrute del más alto nivel posible de salud, así como a 
recibir la prestación de servicios de atención médica gratuita y de calidad de 
conformidad con la legislación aplicable, con el fin de prevenir, proteger y restaurar 
su salud. 
 
 En caso de no contar con las instalaciones o con personal médico y que la 
condición de salud de la mujer o del producto requieran de atención, ésta se 
garantizará en instituciones públicas del Sector Salud. 
 
III. A que su hija o hijo reciba educación inicial y tenga acceso a participar en 
actividades recreativas y lúdicas hasta los tres años de edad. 
 
IV. A que su hija o hijo la acompañe en el Centro Penitenciario, al momento de 
su ingreso sea examinado, preferentemente por un pediatra, a fin de determinar 
sus necesidades médicas y, en su caso, el tratamiento que proceda. 
 
Todas las decisiones y actuaciones, así como disposiciones jurídicas adoptadas 
por las autoridades del Centro Penitenciario, respecto al cuidado y atención de las 
madres privadas de su libertad y de su hija o hijo con quien convive, deberán velar 
el cumplimiento de los principios pro persona y el interés superior de la niñez, así 
como el reconocimiento de niñas y niños como titulares de derechos. 
 
Los Centros habilitarán servicios o se adoptarán disposiciones para el cuidado de 
las niñas y niños, a fin de que las mujeres privadas de la libertad puedan participar 
en actividades de reinserción social apropiadas para las embarazadas, las madres 
lactantes y las que tienen hijas o hijos. 
 
En el supuesto de que la madre no deseara conservar la custodia de su hija e hijo 
y a petición de ella se facilitará la comunicación con el exterior para que se ponga 
en contacto con la familia de origen y se hará del conocimiento de la Procuraduría 
Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes o a sus equivalentes en las 
entidades federativas en un término no mayor a veinticuatro horas contado a partir 
del nacimiento, a efecto de que adopte las medidas especiales, previstas en las 
disposiciones aplicables. 
 
Las sanciones disciplinarias que se adopten a mujeres embarazadas y de quienes 
hayan obtenido la autorización de permanencia de su hija o hijo, deberán tener en 
cuenta en todo momento su condición, así como sus obligaciones como madre. 
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No podrá figurar la prohibición del contacto con sus familiares especialmente con 
sus hijas o hijos. Sólo se podrán restringir los medios de contacto familiar por un 
período limitado y en la estricta medida en que lo exija el mantenimiento de la 
seguridad y el orden. 
 
No podrán aplicarse sanciones de aislamiento a las mujeres embarazadas, a las 
mujeres en período de lactancia o las que convivan con hijas o hijos. 
 
No se utilizarán medios de coerción en el caso de las mujeres que estén en 
término o durante el parto ni en el período inmediatamente posterior. 
 
El personal penitenciario deberá proceder de manera competente, profesional y 
respetuosa al realizar actos de revisión donde se encuentren niñas y niños. 
 
Las visitas en que participen niñas, niños y adolescentes, se realizarán en un 
entorno propicio, incluso por lo que atañe al comportamiento del personal, y en 
ellas se deberá permitir el libre contacto entre la madre y su hijo o sus hijos. 
 
El Centro Penitenciario, en el protocolo correspondiente, establecerá las 
disposiciones necesarias para garantizar los términos y condiciones bajo las 
cuales las hijas e hijos que viven con sus madres en el Centro pueden salir del 
mismo para realizar visitas a otros familiares, actividades de esparcimiento u otra 
actividad que deba realizarse fuera del mismo. 
 
Lo anterior, no implica la pérdida de la guardia y custodia de la madre privada de 
la libertad, ni el egreso definitivo del Centro. 
 
Artículo 37. Medidas de vigilancia especial 
Las personas privadas de la libertad por delincuencia organizada y aquellos que 
requieran medidas especiales de seguridad compurgarán sus penas en espacios 
especiales, de conformidad con el artículo 18 Constitucional. 
 
Las medidas de vigilancia especial consistirán en: 
 
I. Cambio de dormitorio, módulo, nivel, sección, estancia y cama; 
 
II. Vigilancia permanente de todas las instalaciones del Centro Penitenciario, 
incluyendo módulos y locutorios; 
 
III. El traslado a otro Centro Penitenciario o a módulos especiales para su 
observación; 
 
IV. Restricción del tránsito en el interior del Centro Penitenciario; 
 
V. Visitas médicas periódicas; 
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VI. Las visitas familiares e íntimas, así como las comunicaciones con el exterior 
podrán restringirse, con excepción de las comunicaciones con su defensor, y 
 
VII. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables. 
 
El plan de actividades se deberá ajustar a las medidas de vigilancia y estará 
orientado a lograr la reinserción de las personas privadas de la libertad, con 
estricto apego a las disposiciones legales aplicables. 
 
Sin menoscabo de lo anterior, la Autoridad Penitenciaria podrá decretar en 
cualquier momento estado de alerta o, en su caso, alerta máxima cuando exista 
riesgo o amenaza inminente que ponga en peligro la seguridad del Centro 
Penitenciario, de la población penitenciaria, de su personal o de las visitas. 
 
En caso de declaratoria de alerta, el Director del Centro Penitenciario deberá 
solicitar el apoyo a las fuerzas de seguridad pública, así como dar vista al 
Ministerio Público y al organismo público de protección de derechos humanos 
competentes. 
 

Capítulo III 
Régimen Disciplinario 

 
Artículo 38. Normas Disciplinarias 
El Poder Ejecutivo Federal y de las entidades federativas establecerán en el 
ámbito de su respectiva competencia, las normas disciplinarias que rijan en el 
Centro Penitenciario, de conformidad con el artículo 18 y el párrafo tercero del 
artículo 21 de la Constitución, mismas que se aplicarán de acuerdo con los 
procedimientos establecidos en esta Ley. 
 
La Autoridad Penitenciaria estará obligada a hacer saber a las personas privadas 
de la libertad, al momento de su ingreso y por escrito, las normas disciplinarias, 
asegurándose en todo momento que éstas se encuentren disponibles para su 
consulta. En el caso de personas con alguna discapacidad, la Autoridad 
Penitenciaria deberá proveer los medios necesarios para su comprensión. De 
necesitar un traductor o intérprete, la Autoridad Penitenciaria deberá 
proporcionarlo. 
 
Desde el momento de su ingreso, la persona privada de su libertad, estará 
obligada a cumplir con las normas de conducta que rijan en el Centro, así como 
las disposiciones que regulen la convivencia interior. 
 
Artículo 39. Determinación de Faltas Disciplinarias 
La determinación de las faltas disciplinarias estará a cargo del Comité Técnico. 
Para la determinación de las faltas, las normas disciplinarias deberán apegarse 
estrictamente a los principios de necesidad, proporcionalidad y razonabilidad, así 
como a la culpabilidad y respeto a los derechos humanos, por lo que sólo podrán 
establecerse sanciones para las conductas que afecten bienes jurídicamente 
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tutelados o que no impliquen el ejercicio de un derecho, y cuya autoría sea 
plenamente identificada, evitando así la imposición de medidas disciplinarias de 
carácter general. 
 
Artículo 40. Faltas disciplinarias graves 
Las sanciones que establezcan las normas disciplinarias serán proporcionales al 
daño que ocasione la infracción. Sólo se podrán considerar como faltas 
disciplinarias graves: 
 
I. La participación activa en disturbios; 
 
II. Evadirse, intentar evadirse y/o favorecer la evasión de personas privadas 
de la libertad; sin perjuicio de la responsabilidad penal; 
 
III. Los actos que impliquen la comisión de un delito en agravio del personal del 
Centro Penitenciario o de las personas privadas de la libertad; 
 
IV. La posesión de instrumentos punzo cortantes, armas o cualquier otro objeto 
que ponga en riesgo la seguridad del Centro Penitenciario y/o la vida de otra 
persona; 
 
V. La posesión o el consumo de sustancias psicotrópicas, estupefacientes o 
bebidas alcohólicas; 
 
VI. Los actos dolosos que causen daño o destrucción de las instalaciones del 
Centro Penitenciario; 
 
VII. Las conductas que afecten a la integridad física y moral de las visitas de las 
personas privadas de la libertad; 
 
VIII. Comercialización y tráfico de objetos prohibidos al interior del penal; 
 
IX. Uso de aparatos de telecomunicación prohibidos; 
 
X. Las conductas dolosas que afecten el funcionamiento de los servicios o la 
provisión de suministros en el Centro Penitenciario; 
 
XI. Las acciones que tengan por objeto controlar algún espacio o servicio 
dentro del Centro Penitenciario, ejercer alguna función exclusiva de la autoridad o 
propiciar la subordinación entre personas privadas de la libertad, y 
 
XII. Evadirse o incumplir con las medidas de vigilancia, supervisión o monitoreo 
establecidas durante el goce de un permiso extraordinario por razones 
humanitarias. 
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Si alguna de las conductas previstas en el presente artículo llegase a constituir 
delito, tales hechos se harán del conocimiento del Ministerio Público para los 
efectos legales conducentes. 
 
Artículo 41. Sanciones Disciplinarias 
La persona privada de la libertad no podrá ser sancionada dos veces por los 
mismos hechos. Sólo podrán ser aplicadas las sanciones disciplinarias siguientes: 
 
I. Amonestación en privado o en público; 
 
II. Reubicación temporal a otro dormitorio o dentro de espacios en el mismo 
Centro; 
 
III. Aislamiento temporal. Esta sanción sólo se permitirá como una medida 
estrictamente limitada en el tiempo y como último recurso, cuando se demuestre 
que sea necesaria para proteger derechos fundamentales, como la vida e 
integridad de las personas privadas de libertad, salvaguardar intereses legítimos 
relativos a la seguridad interna del Centro Penitenciario o del personal de dichas 
instituciones; 
 
IV. Restricción temporal del tránsito en el interior del Centro Penitenciario; 
 
V. Prohibición temporal del uso de aparatos electrónicos públicos; 
 
VI. Restricción temporal de las horas de visita semanales. 
 
No se permitirá que las personas privadas de libertad tengan bajo su 
responsabilidad la ejecución de medidas disciplinarias, o la realización de 
actividades de custodia y vigilancia. 
 
Las restricciones temporales a las que hace referencia este párrafo, deberán 
atender a criterios de proporcionalidad, racionalidad y necesidad. 
 
La imposición de medidas disciplinarias deberá ser comunicada al organismo 
público de protección de los derechos humanos competente. 
 
Artículo 42. Restricciones a las medidas disciplinarias 
Queda prohibido imponer medidas disciplinarias que impliquen tortura y tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes, el encierro en celda oscura o sin 
ventilación y el aislamiento indefinido o por más de quince días continuos. 
 
Durante el aislamiento, la Autoridad Penitenciaria estará obligada a garantizar un 
mínimo de contacto humano apreciable por lo menos cada veintidós horas durante 
el tiempo que dure la medida. 
 
Artículo 43. Restricciones al Aislamiento 
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El aislamiento temporal no será motivo de restricción o impedimento para la 
comunicación con el defensor en los términos de esta Ley. 
 
En el caso de mujeres embarazadas y de las madres que conviven con sus hijas e 
hijos al interior del Centro Penitenciario no procederá el aislamiento. 
 
Artículo 44. Atención Médica durante Aislamiento 
La persona sometida a una medida de aislamiento tendrá derecho a atención 
médica durante el mismo y no podrá limitarse el acceso de su defensor, los 
organismos de protección de los derechos humanos, del Ministerio Público y de 
personal médico que deseen visitarlo. 
 
Artículo 45. Examen Médico 
El Centro Penitenciario deberá realizar a las personas privadas de la libertad un 
examen médico antes, durante y después del cumplimiento de una medida 
disciplinaria de aislamiento. 
 

Capítulo IV 
De la Imposición de Sanciones Disciplinarias 

 
Artículo 46. Debido proceso 
Los procedimientos disciplinarios garantizarán el derecho a la defensa, de 
audiencia y la oportunidad de allegarse de medios de prueba en favor de la 
persona privada de la libertad. 
 
Artículo 47. Notificación de sanción 
El Comité Técnico deberá notificar por escrito a la persona privada de la libertad 
sobre la sanción impuesta, el tiempo de duración, las condiciones de ésta, así 
como su derecho a impugnarla. 
 
Artículo 48. Impugnación de resoluciones 
Las resoluciones del Comité Técnico se impugnarán dentro de los tres días 
siguientes a su notificación y procederá su revisión ante el Juez de Ejecución. 
Cuando se impugne resoluciones administrativas por faltas disciplinarias, se 
dejará en suspenso la aplicación de las sanciones impuestas, hasta que el Juez 
de Ejecución resuelva en definitiva, sin perjuicio de que se adopten las medidas 
administrativas necesarias que salvaguarden la seguridad y orden en el Centro 
Penitenciario. 
 

Capítulo V 
Traslados 

 
Artículo 49. Previsión general 
Las personas sujetas a prisión preventiva deberán cumplir con la resolución 
judicial privativa de la libertad en los Centros Penitenciarios más cercanos al lugar 
donde se está llevando a cabo su proceso. Las personas sentenciadas podrán 
cumplir con la resolución judicial privativa de la libertad en los Centros 
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Penitenciarios más cercanos a su domicilio. Esta disposición no aplica en el caso 
de delincuencia organizada y respecto de otras personas privadas de la libertad 
que requieran medidas especiales de seguridad en los términos del penúltimo 
párrafo del artículo 18 Constitucional. 
 
Artículo 50. Traslados voluntarios 
Los traslados voluntarios de las personas privadas de la libertad dentro del 
territorio nacional operarán cuando exista un acuerdo entre la entidad de origen y 
la entidad de destino o, en su caso, entre la entidad correspondiente y la 
Federación, de acuerdo con el párrafo tercero del artículo 18 de la Constitución. 
En estos casos no podrá negarse el traslado cuando se acrediten los supuestos 
establecidos en el párrafo octavo del artículo 18 de la Constitución. 
 
Cuando exista el interés de una persona sentenciada para ser trasladada a otro 
Centro Penitenciario, el Juez de Ejecución requerirá su consentimiento expreso en 
presencia de la persona que sea su defensora. No procederá el traslado a petición 
de parte tratándose de personas sentenciadas por delitos de delincuencia 
organizada. 
 
Los traslados voluntarios de las personas privadas de la libertad a otro país 
operarán cuando exista un tratado internacional en términos de lo dispuesto en el 
párrafo séptimo del artículo 18 de la Constitución. 
 
Artículo 51. Traslados involuntarios 
El traslado involuntario de las personas privadas de la libertad procesadas o 
sentenciadas deberá ser autorizado previamente en audiencia pública por el Juez 
de Control o de Ejecución, en su caso. Dicha resolución podrá ser impugnada a 
través del recurso de apelación. 
 
En audiencia ante el Juez de Ejecución se podrá solicitar el traslado. La Autoridad 
Penitenciaria podrá solicitar el traslado involuntario en casos de emergencia por 
cualquier medio. 
 
En el caso de las personas sujetas a prisión preventiva, el traslado podrá 
realizarse a petición del Ministerio Público ante el Juez de Control, en términos de 
lo establecido en el Código. 
 
Artículo 52. Excepción al Traslado voluntario 
La Autoridad Penitenciaria, como caso de excepción a lo dispuesto en el artículo 
50, podrá ordenar y ejecutar el traslado de personas privadas de la libertad, 
mediante resolución administrativa con el único requisito de notificar al juez 
competente dentro de las veinticuatro horas siguientes de realizado el traslado, en 
los siguientes supuestos: 
 
I. En casos de delincuencia organizada y medidas especiales de seguridad; 
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II. En casos de riesgo objetivo para la integridad y la salud de la persona 
privada de su libertad, y 
 
III. En caso de que se ponga en riesgo la seguridad o gobernabilidad del 
Centro Penitenciario. 
 
En todos los supuestos de excepción a los traslados sin autorización previa, el 
juez tendrá un plazo de cuarenta y ocho horas posteriores a la notificación para 
calificar la legalidad de la determinación administrativa de traslado. En contra de la 
resolución judicial se podrá interponer el recurso de apelación en los términos 
previstos en esta Ley. 
 
En caso que dentro del plazo establecido, la autoridad jurisdiccional no se 
pronuncie respecto de la legalidad del acto, la persona privada de la libertad podrá 
interponer una controversia judicial contra la determinación administrativa. 
 
Artículo 53. Limitaciones al traslado de mujeres privadas de la libertad 
Queda prohibido el traslado involuntario de mujeres embarazadas o de las 
mujeres privadas de la libertad cuyas hijas o hijos vivan con ellas en el Centro 
Penitenciario. Si la mujer privada de la libertad solicitase el traslado, se atenderá al 
interés superior de la niñez. 
 
Artículo 54. Traslado Internacional de personas sentenciadas 
Las personas sentenciadas de nacionalidad mexicana que se encuentren 
compurgando penas en países extranjeros, así como las de nacionalidad 
extranjera que hayan sido sentenciadas por autoridades judiciales mexicanas del 
fuero federal o local, podrán ser trasladadas a sus países de origen o residencia, 
en términos de los tratados o convenciones internacionales que se hayan 
celebrado para ese efecto. La falta de tratado, no impedirá dar curso a una 
solicitud de traslado internacional de personas sentenciadas. En estos casos, el 
trámite correspondiente se efectuará bajo el principio internacional de 
reciprocidad, bajo las siguientes bases: 
 
I. Que la persona sentenciada otorgue y exprese libremente su deseo y 
consentimiento a ser trasladado a su país de origen. 
 
II. Que sean nacionales del país al cual desean ser trasladados. 
 
III. Que la sentencia se encuentre firme, es decir que ningún procedimiento de 
apelación, recurso o juicio en contra de la misma esté pendiente de resolución. 
 
IV. En caso de haber sido sentenciados a pena pecuniaria, esta haya sido 
liquidada, o exista acuerdo de prescripción de la misma. Asimismo, de haber sido 
condenadas a reparación de daño, este debe estar finiquitado o prescrito. 
 
V. Que la pena que falte por cumplir a las personas sentenciadas al momento 
de su petición de traslado sea de por lo menos 6 meses. 
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VI. Que el delito por el cual fueron sancionados en México también se 
encuentre contemplado y sancionado en su país. Lo cual no significa que sea 
contemplado en los mismos términos o condiciones, sino que genéricamente se 
encuentre tipificado y sancionado por una ley del país de traslado. 
 
VII. Que el traslado contribuya a la reinserción o reintegración de las personas 
sentenciadas en la vida social. 
 
VIII. Que no exista procedimiento penal o de extradición pendiente en contra la 
persona sentenciada. 
 
Para este procedimiento se entenderá como Estado Trasladante, aquel Estado en 
el que la persona fue sentenciada y Estado Receptor, aquél al cual desea ser 
trasladado. 
 
El Ejecutivo Federal determinará la autoridad Coordinadora entre el Estado 
Trasladante y el Estado Receptor para la tramitación del procedimiento de 
traslado, salvo que el Tratado o Convención aplicable establezca disposición en 
contrario. 
 
Artículo 55. Competencia para la resolución de un Traslado Internacional de 
Personas sentenciadas 
Cuando la solicitud de traslado sea presentada por un extranjero que fue 
sentenciado por una autoridad judicial mexicana, corresponderá conocer y 
resolver de la petición de traslado al Juez de Ejecución del centro de reclusión 
donde se encuentre físicamente la persona sentenciada o, en su caso, el de la 
jurisdicción de emisión de sentencia. 
 
Tratándose de solicitudes de traslado de ciudadanos mexicanos en el extranjero, 
será competente para conocer y resolver de la petición que se trate la Autoridad 
Penitenciaria competente, quien de resolver procedente el traslado también 
señalará el lugar de reclusión al cual deberá ingresar la persona trasladada y una 
vez ingresado al Centro Penitenciario lo hará del conocimiento inmediatamente del 
Juez de Ejecución competente para iniciar el procedimiento de ejecución de 
acuerdo con esta Ley. 
 
En todo trámite de traslado internacional de sentenciados, la autoridad 
correspondiente que conozca del caso, únicamente verificará que se sigan las 
formalidades y requisitos que establece el tratado o convención aplicable y de no 
existir éste, los requisitos del artículo anterior. 
 
Una vez resuelta la procedencia de traslado, el Ejecutivo Federal, llevará a cabo 
las gestiones y logística necesarias para materializar y ejecutar el traslado 
correspondiente. 
 
Artículo 56. Prioridades en caso de Traslados Internacionales 
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Cuando exista anuencia para trasladar a diversas personas a la vez y no sea 
posible realizar de manera material o inmediata todos los traslados en un mismo 
acto, se dará prioridad a aquellos casos en los que se compruebe que el traslado 
impera inmediatez por una cuestión humanitaria tratándose de enfermedad grave 
o terminal de la persona sentenciada o de alguno de sus familiares consanguíneos 
en línea directa de primer y segundo grado ascendiente y descendiente. 
 
Artículo 57. Competencia de controversias con motivo de traslados nacionales 
Las controversias con motivo de los traslados nacionales podrán ser conocidas 
por el Juez de Ejecución del Centro Penitenciario de origen o por el Juez de 
Ejecución del Centro Penitenciario receptor competente, a prevención de quien 
conozca primero del asunto. 
 
En el caso de traslados internacionales, será competente el Juez de Ejecución con 
jurisdicción en los Centros Penitenciarios donde se encuentre la persona privada 
de la libertad o, en su caso, el de la jurisdicción donde se hubiere dictado la 
sentencia correspondiente, a elección de la persona privada de la libertad, 
siguiendo el procedimiento que para tal efecto se establezca en el tratado 
aplicable. 
 
Las mismas reglas de competencia se observarán en relación con las personas 
inimputables sujetas a medidas de seguridad en los establecimientos previstos en 
la ley. 
 

Capítulo VI 
Ingresos, Visitas, Revisiones Personales y Entrevistas en los Centros 

Penitenciarios 
 
Artículo 58. Entrevistas y visitas de organismos públicos de protección de los 
derechos humanos 
Las normas reglamentarias establecerán las provisiones para facilitar a los 
organismos públicos de protección a los derechos humanos, así como al 
Mecanismo Nacional para la Prevención de la Tortura, el acceso irrestricto al 
Centro Penitenciario, archivos, y registros penitenciarios, sin necesidad de aviso 
previo así como asegurar que se facilite el ingreso a los servidores públicos de 
éstos y que puedan portar el equipo necesario para el desempeño de sus 
atribuciones y entrevistarse en privado con las personas privadas de la libertad. 
 
Los defensores, en todo momento, podrán entrevistar a las personas privadas de 
la libertad en privado. No podrá limitárseles el ingreso de los objetos necesarios 
para el desempeño de su tarea, ni podrá revisarse el contenido de los documentos 
que introdujesen o retirasen de los Centros Penitenciarios. 
 
Los Centros deberán contar con un área adecuada para que la persona privada de 
la libertad pueda entrevistarse en forma libre y privada con su defensor y a 
disponer del tiempo y medios razonables para su defensa. 
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Se deberá establecer las normas necesarias para facilitar el ingreso de las 
instituciones públicas que tengan como mandato vigilar, promover o garantizar los 
derechos de los grupos vulnerables o personas que por sus condiciones o 
características requieran cuidados especiales o estén en riesgo de sufrir algún tipo 
de discriminación, así como las condiciones en las que los representantes de 
organismos privados y civiles de protección y defensa de los derechos humanos 
podrán acceder a entrevistar o documentar lo que consideren necesario, pudiendo 
mediar para ello una petición expresa de la persona privada de su libertad. 
 
Queda prohibida toda reprimenda, acción de castigo o sanción que busque inhibir 
o limitar el derecho de la persona privada de su libertad para acudir ante las 
instituciones públicas y privadas de protección de los derechos humanos. 
 
La obstrucción de la labor del personal judicial, de las personas visitadoras de los 
organismos públicos de protección de los derechos humanos, de las defensoras, 
del Ministerio Público y de las observadoras será sancionada administrativa y 
penalmente, en términos de la legislación aplicable. 
 
Artículo 59. Régimen de visitas 
El Protocolo respectivo, establecerá el régimen de visitas personales, familiares, 
íntimas, religiosas, humanitarias y asistenciales, sin que en caso alguno pueda 
impedirse el contacto corporal de la persona visitante con la persona visitada, 
salvo que alguna de las dos solicite tal restricción. Asimismo, se establecerán 
mecanismos para informar clara y puntualmente sobre el tipo de objetos cuyo 
ingreso está permitido o prohibido durante las visitas, garantizando que tales 
disposiciones puedan ser conocidas por las personas que realizan las visitas. 
 
Las visitas se limitarán en la medida necesaria para favorecer la gobernabilidad y 
el buen funcionamiento del Centro Penitenciario, debiendo permitirse por lo menos 
un tiempo mínimo de visita de cinco horas semanales y máximo de quince horas 
semanales. Las horas de visita semanal se considerarán sumando el tiempo 
efectivo de todos los tipos de visita, excepto aquellas destinadas a la visita íntima. 
 
En casos de restricción de visitas por sanción disciplinaria grave, estas podrán 
limitarse hasta una hora de visita semanal, de conformidad a lo establecido en la 
presente Ley. 
 
Para obtener la autorización de visita íntima, la persona privada de la libertad 
deberá presentar solicitud a la Autoridad Penitenciaria, quien resolverá de acuerdo 
a las disposiciones aplicables al régimen de visitas. 
 
Las disposiciones aplicables del Centro Penitenciario establecerán los alimentos 
que excepcionalmente puedan ser suministrados a las personas privadas de la 
libertad por las personas visitantes, así como los objetos que puedan ser 
introducidos por éstas. 
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En el caso de las mujeres privadas de su libertad, la Autoridad Penitenciaria 
deberá generar disposiciones aplicables flexibles que alienten y faciliten las visitas 
familiares, especialmente de sus hijas e hijos de conformidad con los principios 
establecidos en esta Ley. 
 
Las personas privadas de la libertad deberán ser consultadas sobre a qué 
personas adultas autorizan para la visita familiar o personal, así como para el 
acompañamiento de la visita de sus hijas e hijos. 
 
Las personas privadas de la libertad tendrán derecho a la visita íntima por un 
plazo de dos horas mínimo y cinco máximo, y con una periodicidad de al menos 
una vez cada dos semanas. En ningún caso estará permitido el acompañamiento 
de niñas, niños o adolescente en las visitas íntimas. 
 
No podrá condicionarse la visita íntima de las mujeres privadas de su libertad al 
uso obligatorio de métodos anticonceptivos. 
 
La Autoridad Penitenciaria debe asegurar la existencia de espacios apropiados 
para la realización de la visita íntima, la cual será privada, consentida, 
ininterrumpida e informada, además deberá reunir las condiciones de aseo e 
higiene necesarias. 
 
Existirá un registro de personas autorizadas a realizar visitas íntimas, en el que se 
especificará la persona autorizada para realizarla. 
 
Los Centros Penitenciarios deberán garantizar el ejercicio del derecho a la visita 
íntima bajo los principios de igualdad y no discriminación. 
 
Los protocolos y disposiciones aplicables del Centro Penitenciario deberán 
establecer las disposiciones que permitan la visita íntima ínter e intracarcelaria 
cuando la pareja de la persona privada de la libertad también se encuentre privada 
de su libertad. 
 
Artículo 60. Comunicaciones al exterior 
Las personas privadas de la libertad podrán comunicarse de forma escrita o 
telefónica con personas que se encuentren fuera del Centro Penitenciario. Estas 
comunicaciones serán confidenciales y sólo podrán ser intervenidas o restringidas 
en los casos previstos por la normatividad de la materia. Igualmente podrán 
restringirse como consecuencia de la imposición de una medida disciplinaria. 
 
La normatividad reglamentaria establecerá disposiciones preferenciales para el 
uso de los servicios telefónicos y los casos en que este será gratuito para las 
personas privadas de la libertad que no se encuentren en el Centro Penitenciario 
más próximo a su domicilio, la comunicación con su defensor o para aquellas que 
no reciban visita familiar con frecuencia. 
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La disponibilidad de las comunicaciones no se verá afectada por la situación 
jurídica o la ubicación de la persona privada de la libertad. 
 
Artículo 61. Actos de revisión 
Todos los actos de revisión deben obedecer a principios de necesidad, 
razonabilidad y proporcionalidad, y realizarse bajo criterios no discriminatorios y en 
condiciones dignas. Los actos de revisión se llevarán a cabo de la manera menos 
intrusiva posible y que causen las menores molestias a las personas en su 
intimidad, integridad, libertad, posesiones y derechos. 
 
Se considerarán actos de revisión personal los que se lleven a cabo en la aduana 
de los Centros Penitenciarios o en su interior, en las personas o en sus 
pertenencias. Dicha revisión se realizará mediante la exploración visual, el empleo 
de sensores o detectores no intrusivos, la exploración manual exterior y la revisión 
corporal. 
 
La revisión corporal sólo tendrá lugar de manera excepcional, cuando a partir de 
otro método de revisión se detecten posibles objetos o sustancias prohibidas 
debajo de alguna prenda de vestir y la persona revisada se niegue a mostrarla. La 
revisión interior sólo se realizará sobre prendas y partes corporales específicas y 
no comprenderá el desnudo integral ni la revisión de las cavidades vaginal y/o 
rectal. 
 
La exploración manual exterior y la revisión corporal deberán realizarse con las 
condiciones sanitarias adecuadas y por personal calificado del mismo sexo de la 
persona a quien se revise. El personal que revisa actuará con conocimiento y 
respeto a la dignidad y derechos humanos de la persona revisada. 
 
La persona sobre quien se practique este tipo de revisión podrá solicitar la 
presencia de una persona de confianza o de su defensora. 
 
El personal del Centro estará sujeto al mismo régimen de revisión establecido en 
este artículo. 
 
Artículo 62. Revisión corporal a personas menores de edad 
De practicarse revisiones corporales a personas menores de 18 años de edad, 
deberán realizarse en presencia de la persona adulta bajo cuya responsabilidad se 
encuentre o, en su defecto, de personal de los sistemas nacional, estatal o de la 
Ciudad de México para el Desarrollo Integral de la Familia. 
 
Artículo 63. Flagrancia en la posesión de sustancias u objetos prohibidos 
De encontrarse sustancias u objetos prohibidos detectados en una revisión, se 
levantará el acta correspondiente y se procederá de la manera siguiente: 
 
I. Tratándose de personas privadas de la libertad, se sustanciará el 
procedimiento disciplinario por el Comité Técnico. Si el hecho fuese constitutivo de 
flagrante delito, se denunciarán los hechos de forma inmediata al Ministerio 
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Público, para que inicie la investigación correspondiente, de conformidad con el 
Código; 
 
II. Si se trata de una persona no privada de la libertad se pondrá a disposición 
del Ministerio Público de forma inmediata, a fin de que inicie la investigación 
correspondiente, de conformidad con el Código; 
 
III. Cuando la comisión de un hecho delictivo realizado o evidenciado en una 
revisión ameritare la práctica de exploraciones de las cavidades vaginal o anal, 
esta sólo podrá ser realizada por las autoridades que establezca el Código, por lo 
que el personal del Centro Penitenciario no podrá practicar estas exploraciones 
bajo ningún supuesto, quedando obligado a detener a la persona si se trata de un 
individuo no privado de la libertad, o a resguardarlo tratándose de una persona 
privada de la libertad, mientras se presentan el Ministerio Público y sus auxiliares, 
que de conformidad con el Código puedan realizar dichas diligencias. En todo 
caso, el personal del Centro Penitenciario deberá preservar la cadena de custodia 
de la evidencia del hecho; 
 
IV. La persona detenida o resguardada de conformidad con este artículo 
deberá ser custodiada por el personal del Centro Penitenciario y tendrá derecho a 
ser acompañada por la persona que realiza su defensa. 
 

Capítulo VII 
Revisiones a los Centros Penitenciarios 

 
Artículo 64. Revisión a Centros 
Son actos de revisión a lugares en los Centros Penitenciarios los que se realicen 
en su interior para verificar la existencia de objetos o sustancias cuya posesión 
esté prohibida; constatar la integridad de las instalaciones, con la finalidad de 
evitar que se ponga en riesgo a la población y personal del Centro Penitenciario, a 
sus pertenencias, a la seguridad y a la gobernabilidad de los Centros. 
 
Artículo 65. Actos de revisión 
Se deberán realizar revisiones a los sitios donde las personas privadas de la 
libertad viven, trabajan y se reúnen, de manera regular y con especial atención a 
las áreas dedicadas a dormitorio. Todos los actos de revisión e inspección de 
lugares deben obedecer a los principios de necesidad, razonabilidad y 
proporcionalidad, y realizarse bajo criterios no discriminatorios y en condiciones 
dignas. Los actos de revisión se llevarán a cabo de la manera menos intrusiva y 
molesta a las personas privadas de la libertad en su intimidad y posesiones, sin 
dañar los objetos inspeccionados. 
 
Cuando en el curso de una revisión a lugares fuese necesaria una revisión o 
inspección corporal, se procederá de conformidad con el Capítulo respectivo de 
esta Ley. 
 
Artículo 66. Revisión a celdas 
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Las revisiones a las celdas se realizarán en presencia de sus ocupantes, 
examinando con detalle las pertenencias de las personas privadas de la libertad y 
los objetos del lugar, para lo cual se deberán utilizar los sensores y la tecnología 
adecuada. 
 
De toda revisión en la que se hallen sustancias u objetos prohibidos se levantará 
un acta circunstanciada en presencia de dos testigos propuestos por la persona 
ocupante del lugar revisado o, en su ausencia o negativa, por quien practique la 
diligencia. 
 
Las revisiones a las celdas se practicarán exclusivamente por personal de 
custodia penitenciaria del mismo sexo de la persona privada de la libertad. 
 
Artículo 67. Registro de la revisión 
La Autoridad Penitenciaria guardará los datos que permitan identificar 
fehacientemente al personal de custodia penitenciaria que realice una revisión, 
bien sea que pertenezca al Centro o no, a efecto de fincar la responsabilidad en 
que puedan incurrir. 
 
Artículo 68. Sustancias u objetos prohibidos 
Si al momento de la revisión les son encontrados a las personas privadas de la 
libertad objetos o sustancias prohibidos por el régimen disciplinario del Centro 
Penitenciario, pero cuya posesión no constituya delito, les serán recogidos, 
debiendo levantarse el acta correspondiente, y se sustanciará el procedimiento 
disciplinario. 
 
Tales objetos o sustancias serán resguardados y entregados a quien su legítimo 
poseedor indique para que sean retirados del Centro Penitenciario. 
 
Si al momento de la revisión les son encontrados a las personas privadas de la 
libertad objetos o sustancias cuya posesión constituya delito, se dará vista 
inmediata al Ministerio Público, a efecto de que realice la investigación 
correspondiente. 
 
Artículo 69. Autoridades responsables en la revisión 
La Autoridad Penitenciaria y el titular del Centro, o quien en su ausencia le 
sustituya legalmente, serán responsables de las revisiones que se lleven a cabo 
en su interior. Igualmente, responderá por todo abuso que se lleve a cabo sobre 
las personas privadas de la libertad con motivo de la revisión. No podrán evadir su 
responsabilidad como superior jerárquico alegando que el personal que lleve a 
cabo las revisiones no estaba bajo su mando. 
 
Artículo 70. Uso de la fuerza 
El uso de la fuerza y el empleo de medios coercitivos durante las revisiones 
quedarán sujetos a las normas y protocolos aplicables, mismos que atenderán los 
estándares y las normas internacionales en materia de derechos humanos. 
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Artículo 71. Supervisión independiente 
Las revisiones a los Centros Penitenciarios podrán llevarse a cabo con la 
supervisión independiente de organismos públicos de protección a los derechos 
humanos. 
 
Los organismos públicos de protección de los derechos humanos deberán hacer 
del conocimiento de la Autoridad Penitenciaria y del Juez de Ejecución toda 
situación de privilegio en la imposición de la pena o de la prisión preventiva que 
observen en el ejercicio de sus funciones para que éste ordene su cese inmediato 
y exija garantías de no repetición. Con independencia de lo anterior, lo hará del 
conocimiento del Ministerio Público cuando dichas conductas constituyan un 
hecho que la ley señale como delito. 
 

TÍTULO TERCERO 
 

Capítulo I 
Bases de Organización del Sistema Penitenciario 

 
Artículo 72. Bases de organización 
Son bases de la organización del sistema penitenciario para lograr la reinserción 
social: el respeto a los derechos humanos, el trabajo, la capacitación para el 
mismo, la educación, la salud y el deporte. Estas bases serán elementos 
esenciales del Plan de Actividades diseñado para las personas privadas de su 
libertad en los Centros Penitenciarios. 
 
Artículo 73. Observancia de los derechos humanos 
Durante los procedimientos de ejecución penal, todas las autoridades, en el 
ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos consagrados en la Constitución y los Tratados 
Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, de conformidad con los 
principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 
 
De igual forma, se deberán de establecer programas específicos de derechos 
humanos tendientes a sensibilizar y concientizar a las personas privadas de la 
libertad de su importancia en la sociedad. 
 

Capítulo II 
Salud 

 
Artículo 74. Derecho a la salud 
La salud es un derecho humano reconocido por la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y será uno de los servicios fundamentales en el 
sistema penitenciario y tiene el propósito de garantizar la integridad física y 
psicológica de las personas privadas de su libertad, como medio para proteger, 
promover y restaurar su salud. 
 
Artículo 75. Examen Médico de Ingreso 
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A toda persona privada de su libertad recluida en un Centro se le practicará un 
examen psicofísico a su ingreso, para determinar el tratamiento de primer nivel 
que requiera. 
 
En caso de advertirse lesiones o señales de tortura, tratos crueles, inhumanos o 
degradantes, dicha situación deberá certificarse a través del Protocolo de 
Estambul y se hará del conocimiento de la Autoridad Penitenciaria, la cual dará 
vista al Ministerio Público para que inicie la investigación correspondiente. 
 
En caso de que el servidor público encargado de revisar a la persona sujeta al 
examen psicofísico, se percatara de la existencia de señales de malos tratos o 
tortura y no lo hiciera del conocimiento al Ministerio Público, incurrirá en 
responsabilidad penal por omisión. 
 
Artículo 76. Servicios Médicos 
Los servicios médicos tendrán por objeto la atención médica de las personas 
privadas de su libertad, desde su ingreso y durante su permanencia, de acuerdo a 
los términos establecidos en las siguientes fracciones: 
 
I. Realizar campañas permanentes de prevención de enfermedades; 
 
II. Otorgar el tratamiento adecuado mediante el diagnóstico oportuno de 
enfermedades agudas, crónicas y crónico-degenerativas, incluyendo las 
enfermedades mentales; 
 
III. Prescribir las dietas nutricionales en los casos que sea necesario, a fin de 
que la alimentación sea variada y equilibrada; 
 
IV. Suministrar los medicamentos y terapias básicas necesarias para la 
atención médica de las personas privadas de la libertad, y 
 
V. Contener en primera instancia y poner en aviso a las autoridades 
competentes en materia de salud en caso de brote de enfermedad transmisible 
que pueda ser fuente de epidemia. 
 
Artículo 77. Características de los Servicios de Atención Médica 
Los servicios de atención médica serán gratuitos y obligatorios para las personas 
privadas de su libertad. Éstos contemplarán actividades de prevención, curación y 
rehabilitación, en estricto apego a las disposiciones legales aplicables en materia 
de servicios de salud. 
 
Las instalaciones serán higiénicas y contarán con los espacios adecuados para 
garantizar el derecho a la salud de las personas privadas de su libertad en un 
Centro Penitenciario. 
 
Artículo 78. Responsable Médico 
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En cada uno de los Centros Penitenciarios existirá como mínimo atención de 
primer nivel en todo momento, procurada cuando menos por un médico 
responsable de cuidar la salud física y mental de las personas internas y vigilar las 
condiciones de higiene y salubridad. Asimismo, habrá por lo menos un auxiliar 
técnico-sanitario y un odontólogo. 
 
Artículo 79. Medidas Terapéuticas 
Cuando del diagnóstico del área de servicios médicos se desprenda la necesidad 
de aplicar medidas terapéuticas que impliquen riesgo para la vida o la integridad 
física de la persona privada de su libertad, se requerirá del consentimiento por 
escrito del mismo, salvo en los casos de emergencia y en los que atente contra su 
integridad, podrá determinarlo la Autoridad Penitenciaria competente. 
 
Si la persona privada de su libertad no se encuentra en condiciones de otorgar su 
consentimiento, éste podrá requerirse a su cónyuge, familiar ascendiente o 
descendiente, o a la persona previamente designada por él. En caso de no contar 
con ningún consentimiento, será responsabilidad de la Autoridad Penitenciaria 
competente determinar lo conducente. 
 
Artículo 80. Convenios con instituciones del sector salud 
Se deberán celebrar convenios con instituciones públicas y privadas del sector 
salud en los ámbitos federal y local, a efecto de atender las urgencias médico-
quirúrgicas cuya intervención no se pueda llevar a cabo en los Centros 
Penitenciarios, así como para la designación del personal médico que proporcione 
servicios de salud de manera continua y permanentemente en el Sistema 
Penitenciario Nacional. 
 

Capítulo III 
Actividades Físicas y Deportivas 

 
Artículo 81. Participación en actividades físicas y deportivas 
La persona privada de su libertad podrá participar en actividades físicas y 
deportivas, atendiendo a su estado físico, con el propósito de mantener esquemas 
de esparcimiento y ocupacionales. 
 
Artículo 82. Planificación para la práctica de actividades físicas y deportivas 
Para la instrumentación de las actividades físicas y deportivas se planificará, 
organizará y establecerán métodos, horarios y medidas necesarias para la 
práctica de esas actividades, las cuales estarán reguladas por la Autoridad 
Penitenciaria en los términos que establece esta Ley. 
 
Se celebrarán los convenios con instituciones y organizaciones que apoyen y 
amplíen las actividades deportivas de las personas privadas de su libertad. 
 

Capítulo IV 
Educación 
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Artículo 83. El derecho a la educación 
La educación es el conjunto de actividades de orientación, enseñanza y 
aprendizaje, contenidas en planes y programas educativos, otorgadas por 
instituciones públicas o privadas que permitan a las personas privadas de su 
libertad alcanzar mejores niveles de conocimiento para su desarrollo personal, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 3o. Constitucional. 
 
La educación que se imparta en los Centros Penitenciarios será laica, gratuita y 
tendrá contenidos de carácter académico, cívico, social, higiénico, artístico, físico y 
ético, orientados en el respeto a la ley, las instituciones y los derechos humanos. 
Será, en todo caso, orientada por las técnicas de la pedagogía y quedará a cargo 
de profesores o maestros especializados. Así mismo las personas privadas de su 
libertad que obtengan una certificación por la autoridad educativa correspondiente 
podrán realizar las labores de docencia a las que hace referencia el presente 
artículo. 
 
Tratándose de personas indígenas, la educación que se les imparta será bilingüe y 
acorde a su cultura, para conservar y enriquecer sus lenguas, y la instrucción 
deberá ser proporcionada por maestros o profesores que comprendan su lengua. 
 
Artículo 84. Posibilidad de obtención de grados académicos 
Las personas privadas de su libertad podrán acceder al sistema educativo con la 
finalidad de obtener grados académicos o técnicos. 
 
Artículo 85. Enseñanza básica, de media superior y superior 
Las personas privadas de la libertad tendrán derecho a realizar estudios de 
enseñanza básica y media superior en forma gratuita. Asimismo, la Autoridad 
Penitenciaria incentivará la enseñanza media superior y superior, mediante 
convenios con instituciones educativas del sector público, que les otorgarán la 
validez oficial correspondiente de los estudios culminados. 
 
Artículo 86. Programas educativos 
Los programas educativos serán conforme a los planes y programas oficiales que 
autorice la Secretaría de Educación Pública, o en su caso sus similares en las 
entidades federativas. 
 
La Autoridad Penitenciaria deberá celebrar convenios de colaboración con 
Instituciones públicas y privadas de carácter nacional e internacional en materia 
educativa para ampliar la oferta educativa y su calidad. 
 

Capítulo V 
Capacitación para el Trabajo 

 
Artículo 87. De la capacitación para el trabajo 
La capacitación para el trabajo se define como un proceso formativo que utiliza un 
procedimiento planeado, sistemático y organizado, mediante el cual las personas 
privadas de la libertad adquieren los conocimientos, aptitudes, habilidades 
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técnicas y competencias laborales necesarias para realizar actividades 
productivas durante su reclusión y la posibilidad de seguir desarrollándolas en 
libertad. 
 
La capacitación para el trabajo tendrá una secuencia ordenada para el desarrollo 
de las aptitudes y habilidades propias, la metodología estará basada en la 
participación, repetición, pertinencia, transferencia y retroalimentación. 
 
Artículo 88. Bases de la capacitación 
Las bases de la capacitación son: 
 
I. El adiestramiento y los conocimientos del propio oficio o actividad; 
 
II. La vocación, y 
 
III. El desarrollo de aptitudes, habilidades y competencias laborales. 
 
Artículo 89. Tipos de capacitación 
Los tipos de capacitación para el trabajo se regularán de acuerdo a las 
competencias de la federación y de las entidades federativas y serán acordes a 
los fines de la reinserción social y al Plan de Actividades de la persona privada de 
la libertad. 
 
Artículo 90. Planificación para la capacitación del trabajo 
Para realizar una adecuada capacitación para el trabajo, se planificarán, 
regularán, organizarán y establecerán métodos, horarios y medidas preventivas de 
ingreso y seguridad. 
 

Capítulo VI 
Trabajo 

 
Artículo 91. Naturaleza y Finalidad del Trabajo 
El trabajo constituye uno de los ejes de la reinserción social de las personas 
privadas de la libertad y tiene como propósito prepararlas para su integración o 
reintegración al mercado laboral una vez obtenida su libertad. 
 
El trabajo se entenderá como una actividad productiva lícita que llevan a cabo las 
personas privadas de la libertad en el Centro Penitenciario, bajo las siguientes 
modalidades: 
 
I. El autoempleo; 
 
II. Las actividades productivas no remuneradas para fines del sistema de 
reinserción, y 
 
III. Las actividades productivas realizadas a cuenta de terceros. 
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Para la participación de las personas privadas de la libertad en cualquiera de las 
modalidades del trabajo, la Autoridad Penitenciaria determinará lo conducente con 
base en la normatividad vigente y el régimen disciplinario del Centro Penitenciario. 
 
Conforme a las modalidades a que se refiere esta Ley, las personas privadas de la 
libertad tendrán acceso a seguros, prestaciones y servicios de seguridad social, 
con base en la legislación en la materia, cuyo ejercicio sea compatible con su 
situación jurídica. 
 
En ningún caso la Autoridad Penitenciaria podrá ser considerada como patrón, ni 
tampoco como patrón solidario, subsidiario o sustituto. 
 
Artículo 92. Bases del trabajo 
El trabajo se sujetará a las siguientes bases mínimas: 
 
I. No tendrá carácter aflictivo, ni será aplicado como medida correctiva; 
 
II. No atentará contra la dignidad de la persona; 
 
III. Tendrá carácter formativo, creador o conservador de hábitos laborales, 
productivos, con el fin de preparar a las personas privadas de la libertad para las 
condiciones normales del trabajo en libertad; 
 
IV. Se realizará sin discriminación alguna y bajo condiciones de seguridad y 
salud; 
 
V. Preverá el acceso a la seguridad social por parte de las personas privadas 
de la libertad conforme a la modalidad en la que participen, con apego a las 
disposiciones legales aplicables en la materia; 
 
VI. Se crearán mecanismos de participación del sector privado para la 
generación de trabajo que permita lograr los fines de la reinserción social y otorgar 
oportunidades de empleo a las personas privadas de la libertad, y 
 
VII. Será una fuente de ingresos para quienes lo desempeñen. 
 
La administración de las ganancias o salarios que obtengan las personas privadas 
de la libertad con motivo de las modalidades de trabajo que realicen, se llevará a 
cabo a través de una cuenta que se regirá bajo las condiciones que se 
establezcan en esta Ley y en las disposiciones aplicables correspondientes. 
 
El ejercicio de los derechos que emanen con motivo del desarrollo del trabajo o, 
en su caso, de las relaciones laborales, en ningún supuesto pondrán en riesgo las 
condiciones de operación o de seguridad de los Centros Penitenciarios. 
Invariablemente, el ejercicio de los derechos laborales o contractuales deberán ser 
compatibles con la situación jurídica de las personas privadas de la libertad. 
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Artículo 93. Cuenta para la administración de las ganancias o salarios con motivo 
del trabajo 
La cuenta para la administración de las ganancias o salarios que obtengan las 
personas privadas de la libertad con motivo del trabajo, será administrada por la 
Autoridad Penitenciaria correspondiente y deberá observar las condiciones 
mínimas siguientes: 
 
I. Se integrará de forma individualizada en atención a cada persona privada 
de la libertad que realice alguna de las modalidades del trabajo; 
 
II. Será administrada bajo los principios de transparencia, por lo que se deberá 
notificar de manera periódica a cada persona privada de la libertad que participe, 
el estado que guarda la misma; 
 
III. A solicitud de la persona privada de la libertad, las ganancias o salarios que 
se acumulen a su favor en la cuenta, podrán destinarse para efectos de reparación 
del daño y de seguridad social; 
 
IV. A solicitud de la persona privada de la libertad, un porcentaje de las 
ganancias o salarios que acumule en la cuenta podrá ser entregado a sus 
familiares, y 
 
V. Las ganancias o salarios acumulados en la cuenta, serán restituidos a la 
persona una vez que obtenga su libertad. 
 
Artículo 94. Complementariedad del trabajo 
La participación de las personas privadas de la libertad en los programas de 
trabajo será independiente de las actividades educativas, artísticas, culturales, 
deportivas, cívicas, sociales y de recreación que se establezcan a su favor en el 
Centro Penitenciario. 
 
Artículo 95. Programa de Trabajo 
El Plan de Actividades y las normas para establecer el trabajo serán previstos por 
la Autoridad Penitenciaria y tendrán como propósito planificar, regular, organizar y 
establecer métodos, condiciones generales de trabajo, condiciones de seguridad y 
salud, así como medidas preventivas para su desarrollo. 
 
El trabajo se desarrollará en las distintas áreas de los sectores productivos, mismo 
que se aplicará tomando como límites la seguridad y custodia a que estén sujetas 
las personas privadas de la libertad. 
 
Artículo 96. Coordinación interinstitucional 
Las autoridades penitenciarias conjuntamente con las autoridades 
corresponsables impulsarán espacios de coordinación interinstitucional en las 
entidades federativas y en el orden federal con la participación de los sectores 
privado y social, con el propósito de favorecer la inclusión laboral de las personas 
privadas de la libertad próximas a ser liberadas. 
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Artículo 97. Autoempleo 
El autoempleo es la modalidad a través de la cual las personas privadas de la 
libertad realizan una actividad productiva lícita desarrollada por ellas mismas. 
 
Para el desarrollo de esta modalidad, la Autoridad Penitenciaria podrá autorizar la 
proveeduría de los insumos necesarios desde el exterior, siempre que no se 
contravenga ninguna disposición ni se ponga en riesgo la seguridad de las 
personas o del Centro Penitenciario. 
 
Artículo 98. Actividades productivas no remuneradas para fines del sistema de 
reinserción 
Las actividades productivas no remuneradas para fines del sistema de reinserción 
es la modalidad a través de la cual las personas privadas de la libertad realizan 
actividades de servicios generales para la higiene, operación, mantenimiento y 
conservación del Centro Penitenciario. 
 
De manera igualitaria, equitativa y sin discriminación alguna, toda persona privada 
de la libertad deberá participar de las labores de orden, mantenimiento, limpieza, 
higiene y demás funciones no remuneradas que compongan los servicios 
generales del Centro. 
 
En la normatividad respectiva se establecerá el sistema de rotaciones semanales 
de acuerdo a la población y necesidades del Centro. 
 
Artículo 99. Actividades productivas realizadas a cuenta de terceros 
Las actividades productivas realizadas a cuenta de terceros son la modalidad a 
través de la cual las personas privadas de la libertad realizan actividades 
productivas lícitas, en el marco de los convenios que para tal efecto suscriba la 
Autoridad Penitenciaria con las instituciones del Estado y las personas físicas o 
jurídicas correspondientes. 
 

TÍTULO CUARTO 
Del Procedimiento de Ejecución 

 
Capítulo I 

Disposiciones Generales 
 
Artículo 100. Ejecución de la sentencia 
El Juez de Ejecución dará trámite a los procedimientos que correspondan a la 
Ejecución de Sentencia, para dar cumplimiento al fallo emitido por el Juez de 
Control o Tribunal de Enjuiciamiento en los términos establecidos por esta Ley, por 
el Código y demás leyes penales aplicables. 
 
Artículo 101. Tipos de resoluciones que ejecutará el Juez de Ejecución 
El Juez de Ejecución deberá cumplimentar las sentencias condenatorias y firmes. 
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Artículo 102. Puesta a Disposición 
El Juez o Tribunal de enjuiciamiento, dentro de los tres días siguientes a que haya 
causado ejecutoria la sentencia, la remitirá al Juez de Ejecución y a la Autoridad 
Penitenciaria. 
 
Cuando el sentenciado se encuentre privado de la libertad, el Juez o Tribunal de 
enjuiciamiento dentro de los tres días siguientes a que haya causado ejecutoria la 
sentencia, lo pondrá a disposición del Juez de Ejecución. 
 
Si el sentenciado se encuentra en libertad y se dicta una sentencia condenatoria 
sin otorgamiento de algún sustitutivo penal, el Juez de Ejecución lo requerirá para 
que en el plazo de cinco días se interne voluntariamente, y en caso de no hacerlo, 
ordenará su reaprehensión inmediata. 
 
En caso de que el sentenciado se encuentre en libertad y se dicte una sentencia 
condenatoria con otorgamiento de sustitutivo penal, el Juez de Ejecución lo 
prevendrá para que en un plazo de tres días manifieste si se acoge a dicho 
beneficio, bajo el apercibimiento que de no pronunciarse se ordenará su 
reaprehensión. 
 

Capítulo II 
Trámite de Ejecución 

 
Artículo 103. Inicio de la Ejecución 
La administración del Juzgado de Ejecución al recibir la sentencia o el auto por el 
que se impone la prisión preventiva, generará un número de registro y procederá a 
turnarlo al Juez de Ejecución competente, para que proceda a dar cumplimiento a 
tales resoluciones judiciales. 
 
Una vez recibidos por el Juez de Ejecución, la sentencia y el auto que la declare 
ejecutoriada, dentro de los tres días siguientes dictará el auto de inicio al 
procedimiento ordinario de ejecución, y en su caso prevendrá para que se 
subsanen errores u omisiones en la documentación correspondiente en el plazo 
de tres días. 
 
Se ordenará asimismo la notificación al Ministerio Público, a la persona 
sentenciada y a su defensor. 
 
El Juez de Ejecución prevendrá al sentenciado para que, dentro del término de 
tres días, designe un Defensor Particular y, sino lo hiciera, se le designará un 
Defensor Público, para que lo asista durante el procedimiento de ejecución en los 
términos de esta Ley, de la Ley Orgánica respectiva y del Código. 
 
El Juez de Ejecución solicitará a la Autoridad Penitenciaria que en el término de 
tres días remita la información correspondiente, para la realización del cómputo de 
las penas y abonará el tiempo de la prisión preventiva o arresto domiciliario 
cumplidos por el sentenciado. 
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Artículo 104. Elaboración del Plan de Actividades 
Para la elaboración del Plan de Actividades, al ingreso al Centro, la Autoridad 
Penitenciaria informará a la persona privada de la libertad las actividades 
disponibles en dicho Centro y de manera participativa se diseñará un Plan de 
Actividades acorde a las necesidades, preferencias y capacidades de la persona 
privada de la libertad. Las normas reglamentarias determinarán el número de 
actividades y de horas que constituirán un Plan de Actividades satisfactorio. Dicho 
plan será remitido al Juez de Ejecución dentro de los quince días hábiles 
siguientes a la puesta a disposición del sentenciado, para su conocimiento. 
 
La determinación del Plan de Actividades por parte de la Autoridad Penitenciaria 
podrá ser recurrida ante el Juez de Ejecución. 
 
Artículo 105. Contenido de la carpeta de ejecución 
La carpeta de ejecución deberá contener cuando menos los siguientes 
documentos: 
 
I. Sentencia definitiva de primera instancia y auto que la declare ejecutoriada; 
 
II. Sentencia definitiva de segunda instancia si fuera el caso; 
 
III. Sentencia de amparo vinculada a dichas resoluciones, en su caso; 
 
IV. Auto de ejecución de la sentencia en el cual se determinen el cómputo de la 
pena, considerando el tiempo de prisión preventiva o arresto domiciliario 
cumplidos por el sentenciado, las condiciones de cumplimiento del pago de multa, 
la reparación del daño, así como el pronunciamiento respecto del otorgamiento o 
negativa del sustitutivo penal; 
 
V. Plan de Actividades; 
 
VI. Actas y acuerdos de cualquier procedimiento de justicia alternativa o 
restaurativa en su caso; 
 
VII. Informe del Centro Penitenciario respecto a procedimientos disciplinarios 
desde su ingreso hasta la sentencia; 
 
VIII. Copia de la ficha signalética y la identificación administrativa; 
 
IX. Actas del Comité Técnico de los órganos colegiados, en las que se funden 
las actuaciones realizadas por cada una de las áreas; 
 
X. Documentos que acrediten el pago de la reparación del daño, en su caso; 
 
XI. Documentos que demuestren que se han ejecutado otras sanciones 
penales, y 
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XII. Los demás registros de actividad procesal. 
 
Artículo 106. Cómputo de la pena 
El Juez de Ejecución deberá hacer el cómputo de la pena y abonará el tiempo de 
la prisión preventiva o arresto domiciliario cumplidos por el sentenciado, con base 
en la información remitida por la Autoridad Penitenciaria, y de las constancias que 
el Juez o Tribunal de enjuiciamiento le notificó en su momento, a fin de determinar 
con precisión la fecha en la que se dará por compurgada. 
 
El cómputo podrá ser modificado por el Juez de Ejecución durante el 
procedimiento de ejecución, de conformidad con lo dispuesto en la legislación 
aplicable. 
 
Cuando para el cómputo se establezca el orden de compurgación de las penas 
impuestas en diversos procesos, se dará aviso al resto de los jueces. 
 
El Ministerio Público, la víctima o el ofendido podrán oponerse al cómputo de la 
pena, en caso de que consideren, éste se realizó de manera incorrecta; en tal 
supuesto, deberán aportar los elementos necesarios para realizar la verificación 
correspondiente. 
 
Una vez cumplida la sentencia, el Juez de Ejecución a través del auto respectivo, 
determinará tal circunstancia. 
 

Capítulo III 
Procedimiento Administrativo 

 
Artículo 107. Peticiones administrativas 
Las personas privadas de la libertad y aquellas legitimadas en esta Ley podrán 
formular peticiones administrativas ante la Autoridad Penitenciaria en contra de los 
hechos, actos u omisiones respecto de las condiciones de internamiento. 
 
Artículo 108. Legitimación 
Se reconoce legitimidad para formular las peticiones ante las direcciones de los 
Centros a: 
 
I. La persona privada de la libertad, a nombre propio o de manera colectiva; 
 
II. Los familiares hasta el cuarto grado de parentesco por consanguinidad de 
la persona privada de la libertad, su cónyuge, concubinario o pareja de hecho; 
 
III. Los visitantes; 
 
IV. Los defensores públicos o privados; 
 
V. El Ministerio Público; 
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VI. Cualquier autoridad, entidad, órgano u organismo de protección de los 
derechos humanos en el orden federal o de las entidades federativas, que tengan 
dentro de su mandato la protección de las personas privadas de la libertad o de 
grupos o individuos que se encuentren privados de la misma, y 
 
VII. Las organizaciones de la sociedad civil que tengan dentro de su objeto la 
protección de los derechos de las personas privadas de la libertad y que se 
encuentren debidamente acreditadas. 
 
Artículo 109. Sustanciación de las peticiones 
Las peticiones se sustanciarán conforme a las reglas establecidas en esta Ley, a 
fin de que la Autoridad Penitenciaria se pronuncie sobre si ha existido o no una 
afectación en las condiciones de vida digna y segura en reclusión para las 
personas privadas de la libertad o afectación a los derechos de terceras personas 
y, en su caso, la subsanación de dicha afectación. 
 
Los solicitantes podrán desistir de su petición en cualquier momento, salvo que el 
tema planteado se refiera al interés general del Centro o de un sector de su 
población. El desistimiento no implica la pérdida del derecho a formular una 
petición sobre la misma materia con posterioridad. 
 
Artículo 110. Formulación de la petición 
Las peticiones administrativas se formularán por escrito sin formalidad alguna ante 
el director del Centro, para lo cual se podrá aportar la información que se 
considere pertinente, con el objeto de atender las condiciones de vida digna y 
segura en reclusión. 
 
La autoridad administrativa del Centro auxiliará a las personas privadas de la 
libertad cuando lo soliciten para formular el escrito. 
 
En caso de que la petición sea formulada por persona distinta a la privada de la 
libertad, ésta deberá señalar nombre, domicilio, teléfono y, en su caso, correo 
electrónico, para que le sean practicadas las determinaciones respectivas. 
 
Artículo 111. Acuerdo de inicio 
Una vez recibida la petición, la Autoridad Penitenciaria, por escrito y dentro de las 
veinticuatro horas siguientes, admitirá la petición e iniciará el trámite del 
procedimiento, o bien, prevendrá en caso de ser confusa. Esta determinación 
deberá notificarse personalmente al promovente. 
 
En caso de prevención, el peticionario tendrá un plazo de setenta y dos horas a 
partir de su notificación para subsanarla. En caso de no hacerlo, la Autoridad 
Penitenciaria citará al promovente para que de manera personal y oral aclare su 
petición. Hecho lo anterior, se emitirá la resolución sobre el fondo de la cuestión 
planteada. En caso de no acudir a la citación, se tendrá por desechada la petición 
formulada. 
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Artículo 112. Trámite del procedimiento 
Una vez admitida la petición, el director del Centro tendrá la obligación de 
allegarse por cualquier medio de la información necesaria, dentro del plazo 
señalado para resolver, considerando siempre la que, en su caso, hubiese 
aportado el peticionario, y con la finalidad de emitir una resolución que atienda de 
manera óptima la petición, en caso de que así procediera. 
 
La obligación de allegarse de información deberá estar acompañada de acciones 
diligentes a fin de no retrasar la resolución de la petición. 
 
Artículo 113. Acumulación de peticiones 
Las peticiones administrativas que tengan un mismo objeto, total o parcialmente, 
serán acumulables, cuando así proceda, para ser resueltas en un solo acto 
conjuntamente, continuándose la substanciación por separado de la parte que no 
se hubiese acumulado. 
 
Artículo 114. Resolución de peticiones administrativas 
El director del Centro estará obligado a resolver dentro de un término de cinco 
días contados a partir de la admisión de la petición y notificar al peticionario en un 
plazo no mayor a veinticuatro horas posteriores al dictado de la resolución. 
 
Si la petición fue resuelta en sentido contrario a los intereses del peticionario, éste 
podrá formular controversia ante el Juez de Ejecución dentro de los diez días 
siguientes a la fecha de notificación de la referida resolución. Si los efectos del 
acto son continuos o permanentes, la controversia ante el Juez de Ejecución 
podrá plantearse en cualquier momento. 
 
Si la petición no fuere resuelta dentro del término legal, el promovente podrá 
acudir ante el Juez de Ejecución competente y demandar esta omisión. Hecho lo 
anterior, el juez resolverá en un plazo no mayor a setenta y dos horas. En caso de 
ser procedente la acción, el juez requerirá a la Autoridad Penitenciaria que 
responda la petición formulada de fondo y en el plazo previsto en esta Ley y dará 
cuenta al inmediato superior jerárquico de la Autoridad Penitenciaria. 
 
La Autoridad Penitenciaria le hará saber a la persona privada de la libertad el 
derecho que tiene a la interposición del presente recurso, dejando constancia por 
escrito. 
 
Artículo 115. Casos urgentes 
Cuando las peticiones recaigan sobre hechos, actos u omisiones respecto de las 
condiciones de internamiento que, de no atenderse de inmediato, quedaría sin 
materia la petición, constituyendo un caso urgente, la persona legitimada podrá 
acudir directamente ante el Juez de Ejecución para plantear su petición. 
 
En este caso, el Juez de Ejecución, de oficio, suspenderá de inmediato el hecho o 
acto que motivó la petición, así como los efectos que tuviere, hasta en tanto se 
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resuelva en definitiva. Tratándose de omisiones, el Juez de Ejecución determinará 
las acciones a realizar por la Autoridad Penitenciaria. 
 
Cuando los jueces de ejecución reciban promociones que por su naturaleza no 
sean casos urgentes, las turnarán al centro para su tramitación, recabando 
registro de su entrega. 
 

Capítulo IV 
Controversias ante el Juez de Ejecución 

 
Artículo 116. Controversias 
Los jueces de ejecución conocerán controversias relacionadas con: 
 
I. Las condiciones de internamiento y cuestiones relacionadas con las 
mismas; 
 
II. El plan de actividades de la persona privada de la libertad y cuestiones 
relacionadas con el mismo, que impliquen violación de derechos fundamentales; 
 
III. Los derechos propios de quienes soliciten ingresar o hayan ingresado al 
Centro como visitantes, defensores públicos y privados, defensores en los 
tribunales de amparo, y observadores por parte de organizaciones de la sociedad 
civil; 
 
IV. La duración, modificación y extinción de la pena y de sus efectos, y 
 
V. La duración, modificación y extinción de las medidas de seguridad. 
 
Artículo 117. Controversias sobre condiciones de internamiento, el plan de 
actividades y cuestiones relacionadas con ambas 
Los sujetos legitimados por esta Ley para interponer peticiones administrativas 
también tendrán acción judicial ante el Juez de Control o de Ejecución según 
corresponda, con el objeto de resolver las controversias sobre los siguientes 
aspectos: 
 
I. Las condiciones de internamiento, el plan de actividades y cuestiones 
relacionadas con ambas, en cuyo caso será requisito indispensable haber agotado 
la petición administrativa; 
 
II. La impugnación de sanciones administrativas impuestas a las personas 
privadas de la libertad, que podrá hacerse valer en el acto de notificación o dentro 
de los diez días siguientes; 
 
III. Los derechos de las personas privadas de la libertad en materia de 
traslados. Esta acción podrá ejercitarse en el momento de la notificación de 
traslado, dentro de los diez días siguientes a la misma, o dentro de los diez días 
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siguientes a su ejecución, cuando la persona privada de la libertad no hubiese sido 
notificada previamente, y 
 
IV. Los derechos de las personas que soliciten ingresar o hayan ingresado al 
Centro como visitantes, defensores públicos o privados, los defensores en los 
tribunales de amparo, y observadores por parte de organizaciones de la sociedad 
civil. 
 
En relación a la facción II, en tanto no quede firme la sanción administrativa no 
podrá ejecutarse. 
 
Por cuanto hace a la fracción III, los traslados por razones urgentes, relacionados 
con la integridad física o la salud de la persona privada de la libertad o bien, por 
cuestiones de seguridad del Centro, no requerirán autorización previa del Juez de 
Ejecución, sin perjuicio de que dicha determinación pueda ser recurrida y en su 
caso, confirmada o revocada. 
 
Artículo 118. Controversia sobre la duración, modificación y extinción de la pena 
La Autoridad Penitenciaria es la competente para determinar el día a partir del cual 
deberá empezar a computarse la pena privativa de la libertad, que incluirá el 
tiempo en detención, la prisión preventiva y el arresto domiciliario. 
 
La persona sentenciada, su defensor o el Ministerio Público, podrán acudir ante el 
Juez de Ejecución para obtener una resolución judicial cuando surja alguna 
controversia respecto de alguna de las siguientes cuestiones: 
 
I. El informe anual sobre el tiempo transcurrido en el Centro o el reporte anual 
sobre el buen comportamiento presentados por la Autoridad Penitenciaria; 
 
II. La determinación sobre la reducción acumulada de la pena; 
 
III. La sustitución de la pena por los motivos previstos en esta Ley; cuando no 
se hubiere resuelto respecto del sustitutivo penal; la suspensión condicional de la 
ejecución de la pena en la sentencia, o porque devenga una causa superveniente; 
 
IV. El incumplimiento de las condiciones impuestas para la sustitución de la 
pena; 
 
V. La adecuación de la pena por su aplicación retroactiva en beneficio de la 
persona sentenciada; 
 
VI. La prelación, acumulación y cumplimiento simultáneo de penas; 
 
VII. El cómputo del tiempo de prisión preventiva para efecto del cumplimiento de 
la pena, y 
 



69 
 

VIII. Las autorizaciones de los traslados internacionales de conformidad con el 
párrafo séptimo del artículo 18 de la Constitución. 
 
Cualquiera que sea el promovente, se emplazará a las demás partes procesales y 
el Ministerio Público no podrá fungir como representante de la Autoridad 
Penitenciaria. 
 
La víctima o su asesor jurídico, sólo podrán participar en los procedimientos ante 
el Juez de Ejecución, cuando el debate esté relacionado con la reparación del 
daño y cuando se afecte de manera directa o indirecta su derecho al 
esclarecimiento de los hechos y a la justicia. 
 
Artículo 119. Controversias sobre medidas de seguridad 
Las controversias sobre la modificación, extinción o cesación de las medidas de 
seguridad, se resolverán de acuerdo con las normas previstas en el Código para 
personas imputables con los ajustes razonables que en el caso concreto acuerde 
el Juez de Ejecución, para garantizar su derecho a la defensa. 
 

Capítulo V 
Procedimiento Jurisdiccional 

 
Artículo 120. Principios del procedimiento 
Las acciones y recursos judiciales se sustanciarán conforme a un sistema 
adversarial y oral y se regirán por los principios de contradicción, concentración, 
continuidad, inmediación y publicidad. 
 
La persona privada de la libertad deberá contar con un defensor en las acciones y 
recursos judiciales; mientras que la Autoridad Penitenciaria podrá intervenir por 
conducto de la persona titular de la dirección del Centro o de la persona que ésta 
designe. 
 
 
El promovente podrá desistirse de la acción y del recurso judicial en cualquier 
etapa del procedimiento, siempre que esto no implique la renuncia a un derecho 
fundamental. 
 
Artículo 121. Partes procesales 
En los procedimientos ante el Juez de Ejecución podrán intervenir como partes 
procesales, de acuerdo a la naturaleza de la controversia: 
 
I. La persona privada de la libertad; 
 
II. El defensor público o privado; 
 
III. El Ministerio Público; 
 
IV. La Autoridad Penitenciaria, el Director del Centro o quién los represente; 



70 
 

 
V. El promovente de la acción o recurso, y 
 
VI. La víctima y su asesor jurídico, cuando el debate esté relacionado con la 
reparación del daño y cuando se afecte de manera directa o indirecta su derecho 
al esclarecimiento de los hechos y a la justicia. 
 
Cuando se trate de controversias sobre duración, modificación o extinción de la 
pena o medidas de seguridad, sólo podrán intervenir las personas señaladas en 
las fracciones I, II, III, IV y VI, del presente artículo y en este último caso respecto 
de la reparación del daño. 
 
Cuando el promovente no sea la persona privada de la libertad, el Juez de 
Ejecución podrá hacerlo comparecer a la audiencia si lo estima necesario. 
 
Artículo 122. Formulación de la controversia 
La controversia judicial deberá presentarse por escrito ante la administración del 
juzgado de ejecución, precisando el nombre del promovente, datos de 
localización, el relato de su inconformidad, los medios de prueba en caso de 
contar con ellos, la solicitud de suspensión del acto cuando considere que se trata 
de caso urgente y la firma o huella digital. 
 
El Juez de Ejecución, de acuerdo con la naturaleza de la pretensión, de oficio o a 
petición de parte, ordenará la suspensión del acto si lo considera pertinente, así 
como el desahogo de las pruebas que estime conducentes para resolver el 
conflicto. 
 
Artículo 123. Auto de inicio 
Una vez recibida la solicitud, la administración del juzgado de ejecución registrará 
la causa y la turnará al juez competente. Recibida la causa, el Juez de Ejecución 
contará con un plazo de setenta y dos horas para emitir un auto en cualquiera de 
los siguientes sentidos: 
 
I. Admitir la solicitud e iniciar el trámite del procedimiento; 
 
II. Prevenir para que aclare o corrija la solicitud, si fuere necesario, o 
 
III. Desechar por ser notoriamente improcedente. 
 
Cuando se realice una prevención, el solicitante tendrá un plazo de setenta y dos 
horas para que aclare o corrija la solicitud, en caso de no hacerlo, se desechará 
de plano. 
 
El auto que admita la solicitud deberá realizarse por escrito y notificarse al 
promovente de manera inmediata sin que pueda exceder del término de 
veinticuatro horas. En caso de que no se notifique, se entenderá que fue admitida 
la solicitud. 
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Las solicitudes que tengan un mismo objeto, total o parcialmente, serán 
acumuladas en el auto admisorio para ser resueltas en un solo acto 
conjuntamente, continuándose la substanciación por separado de la parte que no 
se hubiese acumulado. El auto que admite o niega la acumulación podrá ser 
reclamado mediante revocación. 
 
Artículo 124. Sustanciación 
En caso de ser admitida la solicitud o subsanada la prevención, la administración 
del juzgado de ejecución notificará y entregará a las partes copia de la solicitud y 
sus anexos, para que dentro del plazo de cinco días contesten la acción y 
ofrezcan los medios de prueba que estimen pertinentes; además se requerirá a la 
Autoridad Penitenciaria para que dentro del mismo término rinda el informe que 
corresponda. 
 
En caso de tratarse de medidas disciplinarias y de violación a derechos que 
constituyan un caso urgente que, de no atenderse de inmediato, quedará sin 
materia la acción o el recurso jurisdiccional, el Juez de Ejecución de oficio o a 
solicitud de parte decretará de inmediato la suspensión del acto, hasta en tanto se 
resuelve en definitiva. 
 
Rendido el informe y contestada la acción, se entregará copia de las mismas a las 
partes que correspondan y se señalará hora y fecha para la celebración de la 
audiencia, la cual deberá realizarse al menos tres días después de la notificación 
sin exceder de diez días. 
 
En caso de que las partes ofrezcan testigos, deberán indicar el nombre, domicilio y 
lugar donde podrán ser citados, así como el objeto sobre el cual versará su 
testimonio. 
 
En la fecha fijada se celebrará la audiencia, a la cual deberán acudir todos los 
interesados. La ausencia del director del Centro o quien lo represente y de la 
víctima o su asesor jurídico no suspenderá la audiencia. 
 
Artículo 125. Reglas de la audiencia 
Previo a cualquier audiencia, el personal de la administración del juzgado de 
ejecución llevará a cabo la identificación de toda persona que vaya a participar, 
para lo cual deberá proporcionar su nombre, apellidos, edad y domicilio. 
 
Las audiencias serán presididas por el Juez de Ejecución, y se realizarán en los 
términos previstos en esta Ley y el Código. 
 
Artículo 126. Desarrollo de la audiencia 
La audiencia se desarrollará sujetándose a las reglas siguientes: 
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I. El Juez de Ejecución se constituirá en la sala de audiencias el día y hora 
fijados y verificará la asistencia de los intervinientes, declarará abierta la audiencia 
y dará una breve explicación de los motivos de la misma; 
 
II. El Juez de Ejecución verificará que las partes conocen de sus derechos 
constitucionales y legales que les corresponden en la audiencia y en caso 
contrario, se los hará saber; 
 
III. El Juez de Ejecución concederá el uso de la palabra al promovente y con 
posterioridad a las demás partes; 
 
IV. Las partes discutirán sobre la admisión de los medios de prueba y podrán 
apelar el desechamiento; 
 
V. El Juez de Ejecución admitirá los medios de prueba y se procederá a su 
desahogo conforme a las reglas del Código; 
 
VI. Las partes formularán los alegatos finales y de ser procedente, el Juez de 
Ejecución observará el derecho de réplica y dúplica cuando el debate así lo 
requiera; 
 
VII. El Juez de Ejecución declarará cerrado el debate, y 
 
VIII. Emitirá su resolución y la explicará a las partes en la misma audiencia. 
 
Artículo 127. Resolución 
El Juez de Ejecución tendrá un término de cinco días para redactar, notificar y 
entregar copia a las partes de la resolución final. 
 
En la resolución el juez deberá pronunciarse, incluso de oficio, sobre cualquier 
violación a los derechos fundamentales de los sentenciados. 
 
Artículo 128. Efectos generales 
Los jueces de ejecución podrán dar efectos generales a las resoluciones relativas 
a las condiciones de internamiento, extendiendo sus efectos a todas las personas 
privadas de la libertad que se encuentren en las mismas condiciones que 
motivaron la resolución. El juez establecerá un calendario para la instrumentación 
progresiva de la resolución, previa audiencia a las partes. 
 
Artículo 129. Ejecución de la resolución 
La resolución definitiva se ejecutará una vez que quede firme. 
 
Transcurrido el término para el cumplimiento de la resolución por parte de la 
Autoridad Penitenciaria, el Juez de Ejecución, de oficio o a petición de parte, 
requerirá a la autoridad el cumplimiento de la misma. 
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Cuando la Autoridad Penitenciaria manifieste haber cumplido con la resolución 
respectiva, el Juez de Ejecución notificará tal circunstancia al promovente, para 
que dentro del término de tres días manifieste lo que a su interés convenga; 
transcurrido dicho término sin que hubiese objeción, el Juez de Ejecución dará por 
cumplida la resolución y ordenará el archivo del asunto. 
 
Cuando el interesado manifieste su inconformidad en el cumplimiento de la 
resolución, el Juez de Ejecución notificará a la Autoridad Penitenciaria tal 
inconformidad por el término de tres días para que manifieste lo que conforme a 
derecho corresponda y transcurrido el mismo, se resolverá sobre el cumplimiento 
o no de la resolución. 
 
Cuando la autoridad informe que la resolución sólo fue cumplida parcialmente o 
que es de imposible cumplimiento, el juez, si considera que las razones no son 
fundadas ni motivadas, dará a la Autoridad Penitenciaria un término que no podrá 
exceder de tres días para que dé cumplimiento a la resolución, de no hacerlo se 
aplicarán las medidas de apremio que correspondan. 
 
Cuando la Autoridad Penitenciaria alegue imposibilidad material o económica para 
el cumplimiento total o parcial de la resolución, el Juez de Ejecución, escuchando 
a las partes, fijará un plazo razonable para el cumplimiento. 
 
Cuando la Autoridad Penitenciaria responsable del Centro no cumpliere dentro del 
plazo establecido, el juez requerirá a sus superiores jerárquicos por su 
cumplimiento aplicando, en su caso, las medidas de apremio conducentes. 
 

Capítulo VI 
Recursos 

 
Artículo 130. Revocación 
El recurso de revocación se interpondrá ante el Juez de Ejecución en contra de las 
determinaciones de mero trámite y en los casos previstos en esta Ley. 
 
El objeto de este recurso será que el mismo Juez de Ejecución que dictó la 
resolución impugnada, la examine de nueva cuenta y dicte la resolución que 
corresponda. 
 
Si el recurso se hace valer contra las resoluciones pronunciadas durante la 
audiencia, se dará el uso de la palabra a las demás partes, para que manifiesten 
lo que a su derecho corresponda y en la misma audiencia se dictará la resolución 
respectiva. 
 
Si el recurso se hace valer contra resoluciones pronunciadas fuera de audiencia, 
se interpondrá al día siguiente de notificada la determinación, se dará traslado a 
las demás partes por el término de dos días para que manifiesten lo que a su 
derecho corresponda, y se resolverá al día siguiente, bien de desahogada la 
audiencia conforme al Código, o de haber transcurrido el término concedido. 
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Artículo 131. Apelación 
El recurso de apelación se interpondrá dentro de los tres días siguientes a la 
notificación del auto o resolución que se impugna y tiene por objeto que el tribunal 
de alzada revise la legalidad de la resolución impugnada, a fin de confirmarla, 
modificarla o revocarla. 
 
Artículo 132. Procedencia del recurso de apelación 
El recurso de apelación procederá en contra de las resoluciones que se 
pronuncien sobre: 
 
I. Desechamiento de la solicitud; 
 
II. Modificación o extinción de penas; 
 
III. Sustitución de la pena; 
 
IV. Medidas de seguridad; 
 
V. Reparación del daño; 
 
VI. Ejecución de las sanciones disciplinarias; 
 
VII. Traslados; 
 
VIII. Afectación a los derechos de personas privadas de la libertad, visitantes, 
defensores y organizaciones observadoras, y 
 
IX. Las demás previstas en esta Ley. 
 
Artículo 133. Efectos de la apelación 
La interposición del recurso de apelación durante la tramitación del asunto no 
suspende éste. 
 
Artículo 134. Emplazamiento y remisión 
Interpuesto el recurso, el Juez de Ejecución correrá traslado a las partes para que 
en el plazo de tres días manifiesten lo que a su derecho convenga, y en su caso, 
ejerciten su derecho de adhesión. 
 
Una vez realizado el traslado, la unidad de gestión remitirá dentro de las 
veinticuatro horas siguientes las actuaciones al tribunal de alzada que 
corresponda. 
 
Artículo 135. Tramitación y resolución de la apelación 
En el auto que se tengan por recibidas las actuaciones enviadas por el Juez de 
Ejecución, se determinará si el recurso fue interpuesto en tiempo, si la persona 
tiene derecho de recurrir y si el auto impugnado es apelable. 
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Si fuese necesario el desahogo de una audiencia, el tribunal de alzada en el auto 
que tuvo por recibidas las actuaciones, señalará día y hora para la celebración de 
la misma dentro de los cinco días siguientes. En este caso, el tribunal de alzada 
resolverá el recurso de apelación dentro de los tres días siguientes a la 
celebración de la audiencia. 
 
En caso de no darse el supuesto a que se refiere el párrafo anterior el tribunal de 
alzada resolverá el recurso de apelación dentro de los tres días siguientes a la 
notificación del auto que tuvo por recibidas las actuaciones. 
 

TÍTULO QUINTO 
Beneficios Preliberacionales y Sanciones no Privativas de la Libertad 

 
Capítulo I 

Libertad Condicionada 
 
Artículo 136. Libertad condicionada 
El Juez de Ejecución podrá conceder a la persona sentenciada el beneficio de 
libertad condicionada bajo la modalidad de supervisión con o sin monitoreo 
electrónico. 
 
Artículo 137. Requisitos para la obtención de la libertad condicionada 
Para la obtención de alguna de las medidas de libertad condicionada, el Juez 
deberá observar que la persona sentenciada cumpla los siguientes requisitos: 
 
I. Que no se le haya dictado diversa sentencia condenatoria firme; 
 
II. Que no exista un riesgo objetivo y razonable en su externamiento para la 
víctima u ofendido, los testigos que depusieron en su contra y para la sociedad; 
 
III. Haber tenido buena conducta durante su internamiento; 
 
IV. Haber cumplido satisfactoriamente con el Plan de Actividades al día de la 
solicitud; 
 
V. Haber cubierto la reparación del daño y la multa, en las modalidades y con 
las excepciones establecidas en esta Ley; 
 
VI. No estar sujeto a otro proceso penal del fuero común o federal por delito 
que amerite prisión preventiva, y 
 
VII. Que se haya cumplido con la mitad de la pena tratándose de delitos 
dolosos. 
 
La Autoridad Penitenciaria tendrá bajo su responsabilidad la adquisición, 
mantenimiento y seguimiento de los sistemas de monitoreo electrónico. 



76 
 

Excepcionalmente, cuando las condiciones económicas y familiares del 
beneficiario lo permitan, éste cubrirá a la Autoridad Penitenciaria el costo del 
dispositivo. 
 
La asignación de la medida de libertad bajo supervisión con monitoreo electrónico, 
así como la asignación de dispositivos, deberá responder a principios de 
necesidad, proporcionalidad, igualdad, legalidad y no discriminación. 
 
No gozarán de la libertad condicionada los sentenciados por delitos en materia de 
delincuencia organizada, secuestro y trata de personas. 
 
La persona que obtenga la libertad condicionada, deberá comprometerse a no 
molestar a la víctima u ofendido y a los testigos que depusieron en su contra. 
 
Artículo 138. Suspensión de obligaciones 
Una vez otorgada la medida de libertad condicionada, la autoridad de supervisión 
dará seguimiento a las obligaciones y condiciones establecidas en la resolución e 
informará al Juez de Ejecución de conformidad con lo establecido en el Código 
Nacional de Procedimientos Penales para la autoridad de supervisión de medidas 
cautelares y en las disposiciones aplicables correspondientes. 
 
Esta obligación quedará a cargo de las autoridades encargadas de llevar a cabo 
las funciones de supervisión de las personas beneficiadas con alguna de las 
medidas de libertad condicionada establecidas en esta Ley. 
 
Artículo 139. Reducción de obligaciones en el régimen de supervisión 
Las personas sentenciadas que se encuentren en los supuestos de libertad 
condicional podrán solicitar la reducción de obligaciones en el régimen de 
supervisión, siempre y cuando se hubieren dedicado de forma exclusiva a 
actividades productivas, educativas, culturales o deportivas no remuneradas. En el 
caso de las actividades culturales y deportivas, el sentenciado deberá acreditar 
participar en la difusión, promoción, representación, y en su caso, competencias 
en dichas actividades. En el caso de actividades educativas, se deberá acreditar la 
obtención de grados académicos. 
 
Artículo 140. Cancelación de la libertad condicionada 
La medida de libertad condicionada terminará por revocación en los casos de 
violación reiterada a los términos establecidos por el Juez de Ejecución, por 
sustitución, por la extinción de la pena en su totalidad o por el otorgamiento de la 
libertad anticipada, o cometa un nuevo delito en el plazo que resta para el 
cumplimiento de la pena originalmente impuesta. 
 

Capítulo II 
Libertad Anticipada 

 
Artículo 141. Solicitud de la libertad anticipada 
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El otorgamiento de la libertad anticipada extingue la pena de prisión y otorga 
libertad al sentenciado. Solamente persistirán, en su caso, las medidas de 
seguridad o sanciones no privativas de la libertad que se hayan determinado en la 
sentencia correspondiente. 
 
El beneficio de libertad anticipada se tramitará ante el Juez de Ejecución, a 
petición del sentenciado, su defensor, el Ministerio Público o a propuesta de la 
Autoridad Penitenciaria, notificando a la víctima u ofendido. 
 
Para conceder la medida de libertad anticipada la persona sentenciada deberá 
además contar con los siguientes requisitos: 
 
I. Que no se le haya dictado diversa sentencia condenatoria firme; 
 
II. Que no exista un riesgo objetivo y razonable en su externamiento para la 
víctima u ofendido, los testigos que depusieron en su contra y para la sociedad; 
 
III. Haber tenido buena conducta durante su internamiento; 
 
IV. Haber cumplido con el Plan de Actividades al día de la solicitud; 
 
V. Haber cubierto la reparación del daño y la multa, en su caso; 
 
VI. No estar sujeto a otro proceso penal del fuero común o federal por delito 
que amerite prisión preventiva oficiosa, y 
 
VII. Que hayan cumplido el setenta por ciento de la pena impuesta en los delitos 
dolosos o la mitad de la pena tratándose de delitos culposos. 
 
No gozarán de la libertad anticipada los sentenciados por delitos en materia de 
delincuencia organizada, secuestro y trata de personas. 
 

Capítulo III 
Sustitución y Suspensión Temporal de las Penas 

 
Artículo 142. Modificación de las penas 
Las penas privativas de la libertad impuestas por las o los jueces y tribunales 
penales deberán ser cumplidas hasta el término de su duración, salvo su 
modificación judicial por traslación de tipo, adecuación o sustitución en los casos 
establecidos en esta Ley. 
 
Artículo 143. Sustanciación 
La adecuación y modificación de la pena se sustanciará oficiosamente por el Juez 
de Ejecución o a petición de cualquier persona legitimada. 
 
Artículo 144. Sustitución de la pena 
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El Juez de Ejecución podrá sustituir la pena privativa de la libertad por alguna 
pena o medida de seguridad no privativa de la libertad, previstas en esta Ley 
cuando durante el periodo de ejecución se actualicen los siguientes supuestos: 
 
I. Cuando se busque la protección de las hijas e hijos de personas privadas 
de la libertad, siempre que éstos sean menores de 12 años de edad o tengan una 
condición de discapacidad que no les permita valerse por sí mismos. Esto cuando 
la persona privada de la libertad sea su cuidadora principal o única cuidadora, de 
acuerdo con lo dispuesto en esta Ley. 
 
II. Cuando la permanencia de la persona sentenciada con la hija, hijo o 
persona con discapacidad, no representa un riesgo objetivo para aquellos. 
 
III. Cuando esta fuere innecesaria o incompatible con las condiciones de la 
persona privada de la libertad por senilidad, edad avanzada, o su grave estado de 
salud, en los casos regulados en la legislación penal sustantiva, de acuerdo con 
las reglas de competencia establecidas en esta Ley. 
 
IV. Cuando, en términos de la implementación de programas de tratamiento de 
adicciones, reinserción en libertad, justicia colaborativa o restitutiva, política 
criminal o trabajo comunitario, el Juez de Ejecución reciba de la Autoridad 
Penitenciaria o de la autoridad de supervisión un informe sobre la conveniencia 
para aplicar la medida y si el sentenciado no representa un riesgo objetivo y 
razonable para la víctima u ofendido, los testigos que depusieron en su contra y 
para la sociedad. Dicha autoridad deberá fungir como aval para la sustitución. 
 
En todos los casos a que se refiere este artículo se considerará el interés superior 
de la niñez y en su caso se tomará en cuenta la opinión de las personas menores 
de 12 años o con discapacidad afectadas, atendiendo su grado de desarrollo 
evolutivo o cognitivo, o en su caso, el grado de discapacidad. 
 
Sólo podrán aplicarse los sustitutivos descritos en las fracciones anteriores cuando 
se actualicen los supuestos durante la ejecución de la pena, así como a las 
personas que al momento de ser sentenciadas se ubiquen en las hipótesis 
previstas en este artículo, siempre que subsistan las causas durante la ejecución. 
 
No procederá la sustitución de pena por delitos en materia de delincuencia 
organizada, secuestro y trata de personas. 
 

Capítulo IV 
Permisos Humanitarios 

 
Artículo 145. Permisos extraordinarios de salida por razones humanitarias 
La persona privada de su libertad, podrá solicitar al Juez de Ejecución un permiso 
extraordinario de salida cuando se justifique por enfermedad terminal, fallecimiento 
de un pariente consanguíneo en línea ascendiente o descendiente de primer 
grado, cónyuge, concubina o concubinario, o socioconviviente. 
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Esta medida no aplicará para las personas privadas de su libertad por 
delincuencia organizada o aquellas sujetas a medidas especiales de seguridad. 
 
El permiso será otorgado siempre y cuando implique un traslado en la misma 
localidad, o dentro de un radio razonable, condicionado a que este sea viable y 
materialmente posible. En caso de que sea materialmente imposible, la Autoridad 
Penitenciaria podrá sustituirlo por otra medida. 
 
La Autoridad Penitenciaria deberá emitir opinión sobre la idoneidad del permiso, y 
sobre la duración y medidas de supervisión o monitoreo durante su vigencia. 
 
La temporalidad debe ser determinada por el Juez de Ejecución, quién deberá 
atender a los méritos y racionalidad de la propia solicitud, y en ningún caso podrá 
exceder de veinticuatro horas contadas a partir del arribo al lugar para el cual fue 
concedido el permiso. 
 
El Juez de Ejecución establecerá las condiciones, obligaciones de la persona 
privada de su libertad, temporalidad y medidas de seguimiento, vigilancia o 
monitoreo, para lo cual podrá solicitar el auxilio de las instancias de seguridad 
pública. 
 
La violación a las condiciones u obligaciones por parte de la persona privada de su 
libertad tendrá como consecuencia su revocación y reaprehensión inmediata, sin 
menoscabo de las sanciones a las que se haga acreedor en términos de las 
disposiciones disciplinarias aplicables. 
 

Capítulo V 
Preliberación por Criterios de Política Penitenciaria 

 
Artículo 146. Solicitud de preliberación 
La Autoridad Penitenciaria, con opinión de la Procuraduría, podrá solicitar al Poder 
Judicial de la Federación o ante el Tribunal Superior de Justicia que corresponda, 
la conmutación de pena, liberación condicionada o liberación anticipada de un 
grupo determinado de personas sentenciadas de acuerdo a alguno de los 
siguientes criterios: 
 
I. Se trate de un delito cuya pena máxima sea de cinco años de prisión, 
siempre que el delito no se haya cometido con violencia; 
 
II. Se trate de delitos de contenido patrimonial cometidos sin violencia sobre 
las personas o de delitos culposos; 
 
III. Por motivos humanitarios cuando se trate de personas sentenciadas 
adultas mayores, portadoras de una enfermedad crónico-degenerativa o terminal, 
independientemente del tiempo que lleven compurgando o les falte por compurgar 
de la sentencia; 
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IV. Cuando se trate de personas sentenciadas que hayan colaborado con la 
procuración de justicia o la Autoridad Penitenciaria, y no hayan sido acreedoras a 
otra medida de liberación; 
 
V. Cuando se trate de delitos de cuyo bien jurídico sea titular la federación o la 
entidad federativa, o aquellos en que corresponda extender el perdón a estos; 
 
VI. Cuando la continuidad de la aplicación de la pena sea irrelevante para los 
fines de la reinserción del sentenciado a la sociedad o prevenir la reincidencia. 
 
No podrá aplicarse la medida por criterios de política penitenciaria en los casos de 
delitos contra el libre desarrollo de la personalidad, trata de personas, delincuencia 
organizada, secuestro, ni otros delitos que conforme a la ley aplicable merezcan 
prisión preventiva oficiosa, de conformidad con el artículo 19 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
En cualquier caso, la Autoridad Penitenciaria deberá aplicar los principios de 
objetividad y no discriminación en el proceso y ejecución de la medida. 
 
Artículo 147. Opinión técnica de la representación social 
Tomando en cuenta alguna de las causales descritas en el artículo anterior, así 
como los cruces de información estadística, de carpetas de ejecución y demás 
información disponible, la Autoridad Penitenciaria dará vista a la Procuraduría 
correspondiente, a fin de recibir la opinión técnica de la representación social en 
términos de la política criminal vigente. Dicha opinión no será vinculante, pero la 
Autoridad Penitenciaria deberá fundar y motivar en sus méritos, las razones por 
las que no tome en consideración la opinión vertida por la representación social. 
 
La solicitud, junto con la opinión técnica emitida por la Procuraduría, será 
entregada por escrito ante el Juez de Ejecución, instancia que tendrá treinta días 
naturales para analizar los escritos, emplazar y solicitar los informes necesarios a 
servidores públicos o expertos que considere pertinentes, y finalmente otorgar, 
denegar o modificar la medida solicitada. 
 
En casos de imprecisión, vaguedad o cualquier otro motivo que el Juez de 
Ejecución considere pertinente, se emplazará a la Autoridad Penitenciaria para 
que en un término de cinco días rectifique su escrito. En todos los casos, la 
autoridad judicial deberá emitir un acuerdo sobre la admisibilidad y procedencia de 
la solicitud en términos de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y las demás disposiciones aplicables. 
 
El principio constitucional de la inalterabilidad y modificación exclusivamente 
jurisdiccional de una sentencia firme deberán permear en todo el procedimiento, 
así como en su ejecución. 
 
Artículo 148. Solicitud al Poder Judicial 
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La Autoridad Penitenciaria para plantear la solicitud al Poder Judicial, deberá 
aplicar criterios objetivos de política criminal, política penitenciaria, criterios 
humanitarios, el impacto objetivo en el abatimiento de la sobrepoblación de los 
Centros Penitenciarios, así como el número total documentado de casos que dicha 
medida beneficiaría. 
 
La aplicación de la medida podrá beneficiar a cualquier persona sentenciada al 
momento de la determinación, así como a cualquier otra persona sentenciada bajo 
el mismo supuesto beneficiado hasta un año después de su ratificación. 
 
Artículo 149. Notificación a la Autoridad Penitenciaria 
La determinación a través de la cual se ratifique, modifique o deniegue la medida 
por criterios de política penitenciaria, deberá ser notificada a la Autoridad 
Penitenciaria para su ejecución inmediata. 
 
Artículo 150. Homologación de supuestos 
Una vez notificada la determinación, cualquier persona sentenciada, que no 
hubiere sido contemplada, y que considere encontrarse en el supuesto de la 
misma, podrá solicitar ante el Juez competente la consideración correspondiente. 
 
Artículo 151. Previsiones para la reparación del daño 
Toda persona sentenciada, candidata a disfrutar de la medida contemplada en 
este Capítulo deberá concluir con la reparación del daño antes de que la misma 
pueda hacerse efectiva. En los casos en que la persona sentenciada no cuente 
con los medios inmediatos para finiquitar la indemnización como parte de la 
reparación del daño, ésta deberá presentar una caución suficiente para cumplir 
con la obligación. En ningún caso, una persona sentenciada potencialmente 
beneficiaria de la determinación de preliberación podrá permanecer en prisión por 
escasez de recursos económicos, para lo cual podrán aplicarse los Mecanismos 
Alternativos o procedimientos de justicia restaurativa que correspondan. Los 
defensores deberán velar en todo momento para hacer efectivo este derecho. 
 

Capítulo VI 
Sanciones y Medidas Penales no Privativas de la Libertad 

 
Artículo 152. Disposición general 
En lo no dispuesto por la legislación penal sustantiva respecto de las sanciones y 
medidas penales no privativas de la libertad se estará a lo dispuesto por esta Ley. 
 
Artículo 153. Órganos 
Los gobiernos Federal y de las entidades federativas, a través de sus autoridades 
competentes, darán el pleno cumplimiento de las sanciones y medidas penales no 
privativas de la libertad. 
 
Artículo 154. Expediente de ejecución 
Los órganos de la administración pública responsables del cumplimiento de las 
sanciones y medidas penales no privativas de la libertad estarán obligados a abrir 
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un expediente de ejecución, así como establecer los registros fidedignos 
necesarios con información precisa, actualizada e informatizada respecto del 
cumplimiento de cada sanción o medida penal no privativa de la libertad. 
 
El expediente de ejecución contendrá la resolución no privativa de la libertad, las 
resoluciones que recaigan en las peticiones, los procedimientos judiciales y los 
documentos que afecten la situación jurídica de la persona. 
 
Artículo 155. Procedencia 
Su ejecución se sujetará a la regulación de esta Ley, de las Leyes Orgánicas de 
los Poderes Judiciales, del Código Nacional de Procedimientos Penales, respecto 
al régimen de audiencias y actos procesales, aplicando supletoriamente las demás 
disposiciones en materia de ejecución de medidas cautelares, en lo conducente a 
las condiciones diversas a la prisión preventiva. 
 
Artículo 156. Liquidación de la reparación del daño 
Una vez que el Juez o Tribunal de enjuiciamiento se haya pronunciado acerca de 
la reparación del daño, pero no de su monto, el Juez de Ejecución determinará el 
monto a cubrir e iniciará el procedimiento de liquidación conforme a lo dispuesto 
por esta Ley y el Código. 
 
Una vez determinado el monto, el Juez de Ejecución ordenará al sentenciado que 
realice el pago correspondiente dentro de los cinco días siguientes a la 
determinación. 
 
Cuando la reparación del daño consista en hacer una actividad, el Juez de 
Ejecución ordenará que se ejecuten los actos de cumplimiento dentro de los cinco 
días siguientes a la determinación. 
 
En caso de incumplimiento, se observarán las siguientes disposiciones: 
 
I. En caso de existir una garantía, se ejecutará la misma; 
 
II. Se observarán las disposiciones relacionadas con el procedimiento de 
ejecución de multa, en el ámbito de la ejecución, previstos por esta Ley; 
 
III. Se negará todo beneficio a que tenga derecho el sentenciado, hasta que se 
cubra el monto de la reparación, y 
 
IV. Tratándose del delito de despojo, cuando la autoridad judicial haya 
ordenado la restitución del bien inmueble a la víctima u ofendido el Juez de 
Ejecución, una vez que reciba la sentencia ejecutoriada, ordenará la 
comparecencia del sentenciado y lo apercibirá para que en un plazo de tres días 
haga voluntariamente entrega física y material del inmueble. 
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En caso de negativa de devolverlo, el Juez de Ejecución ordenará se ponga en 
posesión material a la víctima u ofendido o su representante, utilizando la fuerza 
pública para el cumplimiento de la sentencia. 
 
Cuando la persona privada de su libertad no contase con recursos propios y/o 
suficientes para liquidar el pago de la reparación del daño y solicite algún 
beneficio, el Juez en la celebración de la audiencia verificará que efectivamente no 
se cuenta con la solvencia económica suficiente y podrá dictar un acuerdo para 
que dicho pago sea garantizado o bien solventado en un plazo razonable, 
quedando este compromiso establecido como una obligación procesal; en caso de 
incumplimiento la persona perderá cualquier beneficio que se haya acordado en 
su favor. 
 
Artículo 157. Sanción pecuniaria 
La sanción pecuniaria comprende la multa. 
 
Artículo 158. Imposición de la multa 
Al imponerse multa al sentenciado, el Juez de Ejecución procederá de acuerdo 
con las siguientes reglas: 
 
I. Notificará al sentenciado el plazo para cubrirla, para ese efecto se 
considerará su capacidad económica, si el órgano judicial que dictó la sentencia 
no lo fijó para el otorgamiento del plazo se considerará lo manifestado por las 
partes intervinientes y resolverá; 
 
II. Si dentro del plazo concedido, el sentenciado demuestra que carece de 
recursos para cubrirla el Juez de Ejecución podrá sustituirla total o parcialmente, 
por trabajo en favor de la comunidad; 
 
III. Si dentro del plazo concedido el sentenciado demuestra que puede cubrir 
solamente una parte de la multa, el Juez de Ejecución también podrá establecer 
un plazo que no excederá del total de la pena de prisión impuesta, para cubrir la 
cantidad restante; para tal efecto el sentenciado hará los depósitos en la 
institución pública o institución financiera que corresponda conforme la 
normatividad aplicable, y 
 
IV. Cada jornada de trabajo diario en favor de la comunidad saldará un día 
multa. En cualquier tiempo podrá cubrirse el importe de la multa, descontándose 
de ésta la parte proporcional a las jornadas de trabajo prestado en favor de la 
comunidad. 
 
Tratándose de la multa sustitutiva de la sanción privativa de libertad, la 
equivalencia será a razón de un día multa por un día de prisión, salvo disposición 
diversa en esta Ley. 
 
Artículo 159. Plazos 
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El Juez de Ejecución podrá conceder plazos para el pago de las multas en los 
casos siguientes: 
 
I. Si no excediere de cincuenta días multa, se podrá conceder un plazo de 
hasta tres meses para pagarla, siempre que el deudor compruebe estar 
imposibilitado para hacerlo en menor tiempo, y 
 
II. Si excediere de cincuenta días multa, se podrá conceder un plazo de hasta 
un año para pagarla. 
 
Artículo 160. Cobro de la multa no pagada 
Todas las multas impuestas por la autoridad judicial en sentencia definitiva 
ejecutoriada que no sean pagadas en los plazos fijados, adquirirán él carácter de 
crédito fiscal líquido y exigible para su cobro, haciéndose efectivas a través del 
procedimiento administrativo de ejecución. 
 
Artículo 161. Ejecución de la multa 
La Autoridad Fiscal que inicie y sustancie el procedimiento administrativo para la 
ejecución de las multas informará al Juez de Ejecución lo conducente. 
 
En caso de incumplimiento de la ejecución de las multas por la Autoridad Fiscal, el 
Juez de Ejecución impondrá las vías de apremio correspondientes. 
 
El recurso obtenido del crédito fiscal cobrado, será destinado en partes iguales al 
fondo previsto en la Ley General de Víctimas, al Poder Judicial, a la Procuraduría, 
y a la Secretaría de Salud. 
 
Artículo 162. De la pérdida, suspensión o restricción de derechos de familia 
Cuando se trate de pérdida, suspensión o restricción de derechos de familia, el 
Juez de Ejecución notificará al Ministerio Público para que promueva el 
procedimiento respectivo ante el Juez de lo Familiar competente. 
 
Se remitirán junto con la notificación de la sentencia los datos necesarios para la 
efectiva ejecución de la sanción y se podrán recabar del sentenciado o de las 
autoridades correspondientes, los informes que se estimen necesarios para 
verificar el cumplimiento de la privación. 
 
Artículo 163. Suspensión, destitución o inhabilitación de derechos 
Si se trata de suspensión, destitución o inhabilitación de funciones de un servidor 
público, el Juez de Ejecución notificará la resolución al titular de la dependencia o 
entidad del orden de gobierno correspondiente, a efecto de que materialmente 
ejecute la medida 
 
Si se trata de suspensión, destitución o inhabilitación para el ejercicio de una 
profesión, se notificará a la dependencia encargada del registro de profesiones, 
para los efectos conducentes. 
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Si se trata de suspensión o rehabilitación de derechos políticos, el Juez de 
Ejecución notificará la resolución al Registro Federal de Electores en términos de 
la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
 
En este caso se remitirán junto con la notificación de la resolución los datos 
necesarios para la efectiva ejecución de la sanción y se podrán recabar del 
sentenciado o de las autoridades correspondientes, los informes que se estimen 
necesarios para verificar el cumplimiento de la sanción. 
 
Artículo 164. Suspensión o disolución de personas morales 
Decretada la suspensión o la disolución, el Juez de Ejecución notificará a los 
representantes de la persona moral afectada, para que, en el término de treinta 
días, cumplan la sanción. De igual modo, la suspensión o la disolución será 
comunicada por el Juez de Ejecución al Titular del Registro Público de la 
Propiedad y del Comercio o análogos en las entidades federativas para la 
anotación que corresponda y publicada en el Diario Oficial de la Federación o en 
el correspondiente instrumento de publicación oficial de las entidades federativas, 
así como en el del domicilio de la sociedad de que se trate. 
 
Durante la suspensión, la persona moral afectada no podrá, válidamente, realizar 
nuevos trabajos, gestiones o empresas, ni contraer nuevos compromisos, ni 
adquirir nuevos derechos, conforme a los fines para los que fue constituida. Sin 
embargo, mientras dure la suspensión deberá cumplir todos los compromisos y 
obligaciones correspondientes y se podrán hacer efectivos los derechos 
adquiridos anteriormente. 
 
En el caso de la disolución, el Juez de Ejecución designará en el mismo acto al 
liquidador que procederá a cumplir todas las obligaciones contraídas hasta 
entonces por la persona moral, inclusive las responsabilidades derivadas del delito 
cometido, observando las disposiciones legales sobre prelación de créditos, 
conforme a la naturaleza de éstos y de la entidad objeto de la liquidación. 
 
La conclusión de toda actividad social se hará sin perjuicio de la realización de los 
actos necesarios para la disolución y liquidación total. 
 
En caso de prohibición de realizar determinados negocios, operaciones o 
actividades, el Juez de Ejecución se limitará a supervisar y revisar aquellas 
determinadas en la sentencia condenatoria, mismas que deberán tener relación 
directa con el delito cometido. Los administradores y el comisario de la sociedad 
serán responsables ante el Juez de Ejecución del cumplimiento de esta 
prohibición e incurrirán en las penas que establecen las leyes por desobediencia a 
un mandato de autoridad. 
 
En caso de intervención, el Juez de Ejecución llevará a cabo la vigilancia de las 
funciones que realizan los órganos de representación de la persona moral o 
jurídica y se ejercerá con las atribuciones que la ley confiere al interventor. 
 



86 
 

En caso de remoción o sustitución de los administradores por uno designado por 
el Juez o Tribunal de enjuiciamiento, durante el periodo estipulado en la sentencia, 
el Juez de Ejecución podrá atender las solicitudes que formulen los socios o 
asociados que no hubiesen tenido participación en el delito. El Juez de Ejecución 
deberá velar por la buena administración de la sociedad, pudiendo sustituir o 
remover administradores si se presentan pruebas de su mala gestión. 
 
El Juez de Ejecución podrá escuchar en todo momento las solicitudes que hagan 
los socios, asociados, administradores, trabajadores, interventores o acreedores 
de la persona jurídica, con el fin de salvaguardar sus derechos e intereses. El Juez 
de Ejecución, deberá velar por la reparación del daño de la víctima, los derechos 
de los trabajadores y de terceros. 
 
Al imponer la suspensión, intervención, remoción o disolución a las personas 
morales, la autoridad judicial tomará las medidas pertinentes para dejar a salvo los 
derechos de los trabajadores y terceros frente a la persona jurídica colectiva, así 
como aquellos otros derechos que sean exigibles frente a otras personas, 
derivados de actos celebrados con la persona moral sancionada. Estos derechos 
quedarán a salvo, aun cuando la autoridad judicial no tome las medidas a que se 
refiere el párrafo anterior. 
 
Artículo 165. Trabajo en favor de la comunidad 
El trabajo a favor de la comunidad consiste en la prestación de servicios 
personales no remunerados, en instituciones públicas en general, así como de 
carácter educativo o de asistencia social públicas o privadas. 
 
La intervención de las instituciones privadas se hará sobre la base de los 
convenios que celebre la Autoridad Penitenciaria con aquellas. 
 
Por ningún concepto se desarrollará este trabajo en forma que resulte degradante 
o humillante para el beneficiado. 
 
Artículo 166. Convenios de colaboración 
El Consejo de la Judicatura Federal y los respectivos órganos de los poderes 
judiciales en las entidades federativas, podrán celebrar convenios con la 
Federación, las entidades federativas, Municipios, organismos públicos 
descentralizados, municipales o estatales, instituciones de asistencia privada, 
organizaciones de la sociedad civil, clubes u otros organismos de servicio social y 
con las Autoridades Auxiliares, para que el sentenciado cumpla en ellos, total o 
parcialmente el trabajo en favor de la comunidad. 
 
Artículo 167. Incumplimiento del trabajo en favor de la comunidad 
Si los trabajos a favor de la comunidad se le hubieren impuesto al sentenciado 
como sustitutivo de la pena de prisión y no cumpla, en audiencia se ordenará su 
reaprehensión en los términos de esta Ley. Asimismo, será recluido en el Centro 
Penitenciario durante un tiempo igual al de la pena de prisión que haya sido 
sustituida y que haya quedado pendiente de compurgarse, descontándose 
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únicamente las jornadas que haya efectivamente laborado, correspondiendo un 
día de reclusión por cada jornada laborada. 
 

Capítulo VII 
Medidas de Seguridad 

 
Artículo 168. Vigilancia de la autoridad 
La vigilancia de la autoridad consiste en la supervisión y orientación de la 
conducta del sentenciado, ejercidas por las Autoridades Auxiliares, con la finalidad 
exclusiva de coadyuvar a la reinserción social del sentenciado y a la protección de 
la comunidad o las víctimas del delito. 
 
La ejecución de la vigilancia de la autoridad no deberá exceder de la 
correspondiente a la pena o medida de seguridad impuesta. 
 
Cuando el Juez de Ejecución conforme a lo previsto por la Ley Penal aplicable, 
imponga una medida de seguridad consistente en la vigilancia personal o 
monitoreo del sentenciado corresponderá aplicarla a la autoridad de seguridad 
pública competente. 
 

Capítulo VIII 
Justicia Terapéutica 

 
Sección Primera 
Generalidades 

 
Artículo 169. Objeto 
El objeto de este Capítulo es establecer las bases para regular en coordinación 
con las Instituciones operadoras, la atención integral sobre la dependencia a 
sustancias de las personas sentenciadas y su relación con la comisión de delitos, 
a través de programas de justicia terapéutica, que se desarrollarán conforme a los 
términos previstos en esta Ley y la normatividad correspondiente. 
 
El programa de justicia terapéutica es un beneficio de la sustitución de la ejecución 
de la pena que determina el Juez de Ejecución, por delitos patrimoniales sin 
violencia, cuya finalidad es propiciar la rehabilitación e integración de las personas 
sentenciadas relacionadas con el consumo de sustancias, bajo la supervisión del 
Juez de Ejecución, para lograr la reducción de los índices delictivos. 
 
Artículo 170. Bases del programa 
El programa debe contemplar los siguientes aspectos fundamentales: 
 
I. Los trastornos por la dependencia de sustancias son considerados una 
enfermedad biopsicosocial crónica, progresiva y recurrente que puede afectar el 
juicio, el comportamiento y el desenvolvimiento social de las personas; 
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II. Debe impulsar acciones para reducir situaciones de riesgo de la persona 
sentenciada frente a la justicia sobre la dependencia en el consumo de sustancias; 
 
III. Debe garantizar la protección de los derechos de la persona sentenciada; 
 
IV. Debe fomentar programas que promuevan estrategias de integración social 
mediante la participación del sector público y sociedad civil; 
 
V. Debe mantener una interacción constante entre la persona sentenciada, el 
Centro de Tratamiento, el Juez de Ejecución y los demás operadores; 
 
VI. Debe medir el logro de metas y su impacto, mediante evaluaciones 
constantes y realimentar el procedimiento, a efecto de lograr una mejora continua, 
y 
 
VII. Debe promover la capacitación interdisciplinaria y actualización constante 
del personal de las instituciones operadoras del sistema. 
 
Artículo 171. Principios del Procedimiento 
Las estrategias del programa de las personas sentenciadas deben estar 
fundamentadas en una política de salud pública, reconociendo que los trastornos 
por la dependencia de sustancias representan una enfermedad biopsicosocial 
crónica, progresiva y recurrente que requiere de un tratamiento integral. Por tal 
motivo, el procedimiento se regirá bajo los siguientes principios: 
 
I. Voluntariedad. La persona sentenciada debe aceptar someterse al 
programa de manera libre e informada respecto de los beneficios, condiciones y 
medidas disciplinarias que exige el procedimiento; 
 
II. Flexibilidad. Para la aplicación de incentivos y medidas disciplinarias, se 
considerará la evolución intermitente del trastorno por dependencia de sustancias 
durante el tratamiento como parte del proceso de rehabilitación; 
 
III. Confidencialidad. La información personal de las personas sentenciadas en 
tratamiento estará debidamente resguardada y únicamente tendrán acceso a ella 
los operadores como un principio ético aplicable tanto a la información de carácter 
médica como la derivada del proceso judicial; 
 
IV. Oportunidad. Debe fomentar la armonía social mediante acciones basadas 
en el compromiso de las personas sentenciadas y la satisfacción de la víctima u 
ofendido en cuanto a la reparación del daño; 
 
V. Transversalidad. Es la articulación, complementación y homologación de las 
acciones e instrumentos aplicables en materia de los trastornos por dependencia 
de sustancias, por las instituciones del sector público y social en torno a la 
realización armónica y funcional de las actividades previstas en el marco de esta 
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Ley, tomando en cuenta las características de la población a atender y sus 
factores específicos de riesgo; 
 
VI. Jurisdiccionalidad. La supervisión judicial debe ser amplia y coordinada 
para garantizar el cumplimiento de la persona sentenciada; 
 
VII. Complementariedad. Convivencia de programas dirigidos a la abstinencia y 
a la reducción de riesgos y daños, garantizando la optimización de los recursos 
existentes, analizando los planes y estrategias para el desarrollo eficaz del 
procedimiento; 
 
VIII. Igualdad Sustantiva. Los beneficios del procedimiento deben garantizarse 
por igual a las personas sentenciadas; 
 
IX. Integralidad. Considerar a cada persona de forma integral y abordar la 
problemática considerándola un fenómeno multifactorial, y 
 
X. Diversificación. Utilizar diferentes estrategias y métodos, abriendo nuevos 
campos de investigación y evaluación en las diferentes etapas del procedimiento. 
 

Sección Segunda 
Tratamiento 

 
Artículo 172. Elaboración del programa 
El programa iniciará una vez que la persona sentenciada haya sido admitida para 
atender el trastorno por la dependencia en el consumo de sustancias que padece, 
así como otras enfermedades relacionadas al mismo. 
 
El Centro de Tratamiento debe elaborar el programa a partir del diagnóstico 
confirmatorio, de acuerdo con las necesidades y características de la persona 
sentenciada, así como la severidad del trastorno por su dependencia en el 
consumo de sustancias. El programa podrá ser bajo la modalidad residencial o 
ambulatoria. 
 
Artículo 173. Ámbitos de intervención 
El programa debe ser integral y debe considerar los siguientes ámbitos de 
intervención: 
 
I. Judicial: La participación del Juez de Ejecución durante el desarrollo del 
procedimiento; 
 
II. Clínico: Desarrollo del programa de tratamiento; 
 
III. Institucional: Los Consejos Estatales. 
 
La intervención se establecerá con base a la Ley General de Salud, la ley de salud 
local y demás instrumentos jurídicos aplicables. 
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Artículo 174. Modalidades de intervención 
El programa puede llevarse mediante las siguientes modalidades de intervención: 
 
I. Tratamiento psico-farmacológico, en caso de ser necesario de acuerdo al 
criterio del médico para el manejo de la intoxicación, de la abstinencia o de los 
trastornos psiquiátricos concomitantes; 
 
II. Psicoterapia individual; 
 
III. Psicoterapia de grupo; 
 
IV. Psicoterapia familiar; 
 
V. Sesión de grupo de familias; 
 
VI. Sesiones de grupos de ayuda mutua; 
 
VII. Actividades psicoeducativas, culturales y deportivas, y 
 
VIII. Terapia ocupacional y capacitación para el trabajo. 
 
Artículo 175. Etapas del tratamiento 
El programa contemplará: 
 
I. La evaluación diagnóstica inicial; 
 
II. El diseño del programa de tratamiento; 
 
III. El desarrollo del tratamiento clínico; 
 
IV. La rehabilitación e integración comunitaria, y 
 
V. La evaluación y seguimiento. 
 

Sección Tercera 
Centros de Tratamiento 

 
Artículo 176. Naturaleza de los Centros de Tratamiento 
La Federación y las entidades federativas deben contar con Centros de 
Tratamiento. El programa debe ser proporcionado por los Centros de Tratamiento 
sin costo, se aplicará con respeto de los derechos humanos y con perspectiva de 
género siguiendo los estándares de profesionalismo y de ética médica en la 
prestación de servicios de salud y cuidando la integridad física y mental de las 
personas sentenciadas. 
 
Artículo 177. Obligaciones del Centro de Tratamiento 
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El Centro de Tratamiento debe: 
 
I. Realizar la evaluación diagnóstica inicial, que incluya los trastornos por 
dependencia en el consumo de sustancias para determinar la admisión de la 
persona sentenciada al programa; 
 
II. Esta evaluación incluye las pruebas de laboratorio y gabinete pertinentes 
para la detección oportuna de los diferentes padecimientos; 
 
III. Efectuar las pruebas de toxicología respectivas; 
 
IV. Elaborar el programa de tratamiento y remitirlo al Juez de Ejecución; 
 
V. Otorgar el tratamiento o, en su caso, coordinar otros servicios proveedores 
de tratamiento para atender los diferentes padecimientos encontrados en la 
evaluación diagnóstica; 
 
VI. Registrar y actualizar el expediente de cada persona sentenciada sujeta al 
programa de tratamiento con todas las intervenciones efectuadas; 
 
VII. Realizar visitas de investigación o seguimiento durante la ejecución del 
programa; 
 
VIII. Presentar ante el Juez de Ejecución los informes de evaluación de cada 
persona sentenciada de manera periódica durante el desarrollo del programa para 
su análisis con los operadores involucrados o cuando así lo requiera; 
 
IX. Hacer del conocimiento del Juez de Ejecución cuando, de acuerdo con 
criterios clínicos, no sea posible ofrecer el tratamiento apropiado, informándole los 
motivos y haciendo las recomendaciones pertinentes del caso; 
 
X. Asistir a reuniones de trabajo con los distintos operadores del 
procedimiento, y 
 
XI. Integrar recursos familiares que sirvan de apoyo al mismo. 
 

Sección Cuarta 
Del Procedimiento 

 
Artículo 178. Admisión 
Para ser admitida al programa la persona sentenciada debe: 
 
I. Garantizar la reparación del daño, y 
 
II. Expresar su consentimiento previo, libre e informado de acceder al 
programa. 
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Una vez que cumpla con los requisitos de elegibilidad, se considerará sujeta al 
programa. 
 
Artículo 179. Solicitud 
La persona sentenciada por delitos patrimoniales sin violencia, por sí misma o a 
través de su defensor, podrá solicitar por escrito al Juez de Ejecución someterse al 
programa. 
 
El Juez de Ejecución debe verificar que la persona sentenciada cumpla con los 
requisitos de elegibilidad previstos en esta Ley. 
 
En caso de cumplir con los requisitos, el Juez de Ejecución debe requerir al Centro 
de Tratamiento la Evaluación Diagnóstica Inicial a efecto de que sea remitida en 
un término de tres días hábiles contados a partir de su recepción. 
 
En caso de no cumplir con los requisitos, el Juez de Ejecución debe desechar de 
plano la solicitud, contra dicha resolución procede el recurso de apelación. 
 
El trámite de este procedimiento no suspenderá la ejecución de la pena. 
 
Artículo 180. Programa 
El Juez de Ejecución, una vez que cuente con la Evaluación Diagnóstica Inicial en 
sentido positivo, debe solicitar al Centro de Tratamiento la elaboración del 
diagnóstico confirmatorio, así como del Programa en un plazo no mayor a cinco 
días hábiles. 
 
Artículo 181. Admisión al Programa 
El Juez de Ejecución admitirá el ingreso al programa de la persona sentenciada, 
una vez que reciba el diagnóstico confirmatorio, señalando fecha y hora para la 
celebración de la audiencia, la cual debe llevarse a cabo dentro de los diez días 
posteriores. 
 
En caso de que se trate de diagnóstico no confirmatorio, el Juez de Ejecución 
debe dictar la no admisión al programa. 
 
Artículo 182. Audiencia Inicial 
En la audiencia inicial el Juez de Ejecución debe: 
 
I. Precisar los antecedentes del caso, así como el cumplimiento de los 
requisitos de elegibilidad y de admisión; 
 
II. Escuchar a la persona sentenciada sobre la voluntad libre e informada de 
someterse a las condiciones del programa; 
 
III. Hacer del conocimiento de la persona sentenciada los derechos, 
obligaciones, incentivos y medidas disciplinarias del programa; 
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IV. Solicitar al representante del Centro de Tratamiento explique el programa 
de tratamiento al caso concreto; 
 
V. Citar a quienes realizaron el diagnóstico confirmatorio si lo considera 
necesario; 
 
VI. Escuchar al Ministerio Público, al sentenciado y a su defensor, a fin de que 
manifiesten lo que a su derecho corresponda; 
 
VII. Señalar el programa de tratamiento a seguir y el Centro que corresponda, y 
 
VIII. Fijar la periodicidad de las audiencias de seguimiento. 
 
Artículo 183. Audiencias de seguimiento 
Las audiencias de seguimiento, tienen por objeto que el Juez de Ejecución 
constate el cumplimiento del programa y escuche a la persona sentenciada sobre 
su avance y progreso. Cuando menos se celebrarán dos audiencias por programa. 
 
A estas audiencias asistirán el Ministerio Público, el Centro de Tratamiento, la 
persona sentenciada y su defensor. 
 
Artículo 184. Audiencias especiales 
El Juez de Ejecución puede llevar a cabo audiencias especiales, fuera de las 
audiencias de seguimiento, a estas audiencias asistirán el Ministerio Público, el 
Centro de Tratamiento, la persona sentenciada y su defensor. 
 
Se consideran audiencias especiales las siguientes: 
 
I. Cuando exista la necesidad de cambio de nivel de cuidado clínico; 
 
II. Cuando el Juez de Ejecución ordene evaluaciones médicas 
complementarias; 
 
III. Cuando la persona sentenciada solicite una autorización para salir de la 
jurisdicción, o 
 
IV. Cualquier otra que pudiera beneficiar a la persona sentenciada en su 
proceso de rehabilitación. 
 
Artículo 185. Conclusión del Programa 
Concluido el programa, el Centro de Tratamiento solicitará al Juez de Ejecución la 
audiencia de egreso. A esta audiencia asistirá el Ministerio Público, el Centro de 
Tratamiento, la persona sentenciada y su defensor. 
 
Artículo 186. Audiencia de egreso 
En la audiencia de egreso, el Juez de Ejecución, evaluará los informes del Centro 
de Tratamiento y se pronunciará respecto a la conclusión del programa, así como 
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el pago que la persona sentenciada haya realizado para reparar el daño a la 
víctima u ofendido, concluido el programa y pagada la reparación del daño, el Juez 
de Ejecución dará por cumplida la sentencia. 
 

Sección Quinta 
Incentivos y Medidas Disciplinarias 

 
Artículo 187. Incentivos 
Durante el programa, la persona sentenciada o su defensor podrán solicitar 
incentivos. El Juez de Ejecución basándose en los informes de evaluación del 
Centro de Tratamiento y tomando en cuenta la manifestación de la persona 
sentenciada, podrá otorgar en su caso uno de los siguientes incentivos en 
audiencia: 
 
I. Reducir la frecuencia de la supervisión judicial, y 
 
II. Autorizar la participación libre en actividades de la comunidad. 
 
Artículo 188. Medidas Disciplinarias 
El Juez de Ejecución, a petición del Ministerio Público o del Centro de 
Tratamiento, impondrá durante el desarrollo del programa las medidas 
disciplinarias en aquellos casos en que la persona sentenciada incumpla con el 
programa, en alguna de las etapas siguientes: 
 
I. El desarrollo del tratamiento clínico; 
 
II. La rehabilitación e integración comunitaria. 
 
Las medidas disciplinarias podrán ser: 
 
I. Aumentar la frecuencia de la supervisión judicial; 
 
II. Aumentar la frecuencia de pruebas toxicológicas, y 
 
III. Ordenar su arresto hasta por treinta y seis horas. 
 
Artículo 189. Causas de revocación 
Serán causa de revocación del programa, las siguientes: 
 
I. Falsear información sobre el cumplimiento del tratamiento; 
 
II. Abandonar el programa de tratamiento; 
 
III. Poseer armas; 
 
IV. Haber cometido algún delito durante el programa; 
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V. Ser arrestado administrativamente por motivo de consumo de sustancias; 
 
VI. No comunicar cambios de domicilio, y 
 
VII. Falsear pruebas en el antidopaje. 
 
También serán causas de revocación la reiteración de las siguientes conductas: 
 
I. Antidopaje positivo o con aparición de consumo de otras sustancias; 
 
II. No acudir a las sesiones del Centro de Tratamiento sin justificación, y 
 
III. No acudir a las audiencias judiciales, sin justificación. 
 
Para efecto de lo anterior, la reiteración debe entenderse como aquella conducta 
que haya sido sancionada con una medida disciplinaria con anterioridad por el 
Juez de Ejecución. 
 

Capítulo IX 
De las Medidas de Seguridad para Personas Inimputables 

 
Artículo 190. Disposición general 
Las disposiciones de la presente Ley serán aplicables, en lo conducente, a las 
personas inimputables privadas de la libertad con motivo de la ejecución de una 
medida de seguridad, impuesta de acuerdo a la legislación penal y procesal penal 
vigente. 
 
Artículo 191. Tratamiento de inimputables 
Cuando el estado de inimputabilidad sobrevenga en la ejecución de la pena, el 
Juez de Ejecución dispondrá de la medida de tratamiento aplicable, ya sea en 
internamiento o en libertad. 
 
Artículo 192. Establecimientos 
Las personas sujetas a una medida de seguridad privativa de la libertad deberán 
cumplirla únicamente en los establecimientos destinados para ese propósito, 
distintos de los centros de extinción de penas y de prisión preventiva. Los 
establecimientos dependerán de las autoridades administrativas en materia de 
salud. 
 
Artículo 193. Organización en establecimientos 
Los establecimientos para personas inimputables deberán estar separados para 
mujeres y hombres y deberán contar con el personal especializado masculino y 
femenino para la atención de las personas privadas de la libertad. Estos 
establecimientos deberán ofrecer los programas pertinentes que apoyen a las y 
los pacientes privados de la libertad para su atención médica integral. 
 
Artículo 194. Atención externa 
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Las instituciones que proporcionen atención externa a las personas sujetas a 
medidas de seguridad distintas a la privación de la libertad, deberán contar con las 
instalaciones y mobiliario, servicios y suministros adecuados para las necesidades 
de las personas usuarias. 
 
Artículo 195. Normas reglamentarias y protocolos 
Las normas y protocolos correspondientes atenderán a lo dispuesto en 
instrumentos internacionales para la protección de las personas discapacitadas. 
Los protocolos previstos en esta Ley no podrán aplicarse a los establecimientos 
sin su previa adecuación y complementación para las circunstancias particulares 
de las personas con algún tipo de discapacidad. 
 
Artículo 196. Controversias 
Las controversias que se presenten con motivo del trato y el tratamiento en la 
ejecución de las medidas de seguridad, que no sean de la competencia de las y 
los jueces del proceso, serán resueltas por los jueces de ejecución con apego a 
esta Ley, con la realización de los ajustes razonables al procedimiento. 
 
Artículo 197. Determinación de lugar de internamiento 
Cuando una misma persona esté sujeta a medidas de seguridad y la pena de 
prisión o prisión preventiva en razón de procesos distintos, se atenderá a lo 
dispuesto en este Capítulo respecto al lugar y condiciones de internamiento. 
 

Capítulo X 
Reglas Comunes 

 
Artículo 198. Reparación del daño 
Toda persona sentenciada, candidata a disfrutar de alguna medida de libertad 
condicionada o libertad anticipada; sustitución o suspensión temporal de la pena, 
contempladas en este Título, deberá asegurar el cumplimiento de la reparación del 
daño antes de que la misma pueda hacerse efectiva. En los casos en que la 
persona sentenciada no cuente con los medios inmediatos para finiquitar la 
indemnización como parte de la reparación del daño, ésta deberá presentar una 
caución suficiente para cumplir con la obligación o la condonación de pago debe 
haber sido otorgada por la víctima. En ningún caso, una persona sentenciada 
potencialmente beneficiaria de la determinación sobre alguna medida de libertad 
condicionada o libertad anticipada, podrá permanecer en prisión por escasez de 
recursos económicos, para lo cual podrán aplicarse los Mecanismos Alternativos o 
procedimientos de justicia restaurativa que correspondan. Los defensores deberán 
velar en todo momento para hacer efectivo este derecho. 
 
Artículo 199. Inconstitucionalidad de la norma penal 
En los casos en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación determine que un 
tipo penal, una porción normativa de éste, o bien una pena, sean 
inconstitucionales, con motivo de la emisión de una declaratoria general de 
inconstitucionalidad, en términos de las disposiciones aplicables, la autoridad 
jurisdiccional competente, de oficio o a solicitud de la institución de defensoría 
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pública federal o de las entidades federativas, deberá emitir una resolución 
declarando la extinción de la pena y concediendo la libertad de las personas 
sentenciadas en los supuestos descritos. 
 
Para decretar la extinción de la pena y conceder la libertad, la autoridad 
jurisdiccional deberá cerciorarse que las personas privadas de la libertad hubiesen 
sido sentenciadas con base en los supuestos o en las hipótesis normativas 
tildadas de inconstitucionalidad. 
 
En el auto que declare extinta la pena y ordene la libertad del sentenciado, se 
deberá asentar el estudio técnico jurídico de la correspondencia entre la norma 
declarada inconstitucional y el delito por el que fue sentenciado la persona privada 
de la libertad, en los términos del párrafo anterior. 
 
La inobservancia del requisito anterior será causa de responsabilidad 
administrativa, en términos de la legislación aplicable. 

 
TÍTULO SEXTO 

 
Capítulo I 

Justicia Restaurativa 
 
Artículo 200. Objeto de la justicia restaurativa en la ejecución de sanciones 
En la ejecución de sanciones penales podrán llevarse procesos de justicia 
restaurativa, en los que la víctima u ofendido, el sentenciado y en su caso, la 
comunidad afectada, en libre ejercicio de su autonomía, participan de forma 
individual o conjuntamente de forma activa en la resolución de cuestiones 
derivadas del delito, con el objeto de identificar las necesidades y 
responsabilidades individuales y colectivas, así como a coadyuvar en la 
reintegración de la víctima u ofendido y del sentenciado a la comunidad y la 
recomposición del tejido social. 
 
Artículo 201. Principios 
La justicia restaurativa se regirá por los principios de voluntariedad de las partes, 
flexibilidad, responsabilidad, confidencialidad, neutralidad, honestidad y 
reintegración. 
 
Artículo 202. Procedencia 
Los procesos de justicia restaurativa serán procedentes para todos los delitos y 
podrán ser aplicados a partir de la emisión de sentencia condenatoria. En la 
audiencia de individualización de sanciones en el caso de que se dicte sentencia 
condenatoria, el Tribunal de Enjuiciamiento informará al sentenciado y a la víctima 
u ofendido, de los beneficios y la posibilidad de llevar a cabo un proceso de justicia 
restaurativa; en caso de que por acuerdo de las partes se opte por el mismo, el 
órgano jurisdiccional canalizará la solicitud al área correspondiente. 
 
Artículo 203. Alcances de la justicia restaurativa 
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Si el sentenciado se somete al proceso de justicia restaurativa, el Juez de 
Ejecución lo considerará como parte complementaria del plan de actividades. 
 
Artículo 204. Procesos restaurativos 
Los procesos restaurativos se llevarán a cabo con la participación del sentenciado 
en programas individuales o sesiones conjuntas con la víctima u ofendido, en las 
cuales podrán participar miembros de la comunidad y autoridades, atendiendo al 
caso concreto y con el objetivo de analizar con las consecuencias derivadas de 
delito. Los procesos de justicia restaurativa en los que participe la víctima u 
ofendido y el sentenciado constarán de dos etapas: preparación, y encuentro, en 
las cuales se contará con la asistencia de un facilitador. 
 
Serán requisitos para su realización los siguientes: 
 
a) Que el sentenciado acepte su responsabilidad por el delito y participe de 
manera voluntaria; 
 
b) Que la víctima dé su consentimiento pleno e informado de participar en el 
proceso y que sea mayor de edad; 
 
c) Verificar que la participación de la víctima y del sentenciado se desarrolle 
en condiciones seguras. 
 
La etapa de preparación consiste en reuniones previas del facilitador con el 
sentenciado y en su caso sus acompañantes; para asegurarse que están 
preparados para participar en un proceso de justicia restaurativo y aceptan su 
responsabilidad por el delito; reuniones previas del facilitador con la víctima u 
ofendido y en su caso sus acompañantes; para asegurarse que están preparados 
para participar en un proceso de justicia restaurativo y no existe riesgo de 
revictimización y en caso de que participen autoridades o miembros de la 
comunidad, reuniones previas del facilitador con los mismos, para asegurar su 
correcta participación en el proceso. 
 
La etapa de encuentro consiste en sesiones conjuntas en las que el facilitador 
hará una presentación general y explicará brevemente el propósito de la sesión. 
Acto seguido, formulará las preguntas previamente establecidas. Las preguntas se 
dirigirán en primer término al sentenciado, posteriormente a la víctima u ofendido, 
en su caso a otros Intervinientes afectados por parte de la víctima u ofendido y de 
la persona imputada respectivamente y, por último, a los miembros de la 
comunidad que hubieren concurrido a la sesión. Una vez que los Intervinientes 
hubieren contestado las preguntas del facilitador, éste procederá a coadyuvar para 
encontrar formas específicas en que los participantes consideren se logra la 
satisfacción de las necesidades y la reintegración de las partes en la sociedad. 
 
Enseguida, el facilitador concederá la palabra al sentenciado para que manifieste 
las acciones que estaría dispuesto a realizar para dicho fin, así como los 
compromisos que adoptará con los participantes. El facilitador, sobre la base de 
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las propuestas planteadas por los Intervinientes, podrá concretar un Acuerdo que 
todos estén dispuestos a aceptar como resultado de la sesión y en la cual se 
establecerán las conclusiones y acuerdos de la misma. 
 
Artículo 205. Facilitadores y colaboración con fiscalías y tribunales 
Los programas de justicia restaurativa se realizarán por facilitadores certificados 
de conformidad con la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de 
Controversias en Materia Penal para lo cual, podrá solicitarse el auxilio de los 
facilitadores adscritos a los órganos especializados de mecanismos alternativos de 
solución de controversias en materia penal. 
 
Artículo 206. Mediación penitenciaria 
En todos los conflictos inter-personales entre personas privadas de la libertad o 
entre ellas y el personal penitenciario derivado del régimen de convivencia, 
procederá la Mediación Penitenciaria entendida como el proceso de diálogo, 
auto­responsabilización, reconciliación y acuerdo que promueve el entendimiento 
y encuentro entre las personas involucradas en un conflicto generando la 
pacificación de las relaciones y la reducción de la tensión derivada de los 
conflictos cotidianos que la convivencia en prisión genera. Para su aplicación, se 
seguirán las disposiciones contenidas en esta Ley, el Protocolo correspondiente y 
en la Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias en 
Materia Penal. 
 

Capítulo II 
Servicios Postpenales 

 
Artículo 207. Servicios postpenales 
Las Autoridades Corresponsables, en coordinación con la Unidad encargada de 
los servicios postpenales dentro de la Autoridad Penitenciaria, establecerán 
centros de atención y formará Redes de Apoyo Postpenal a fin de prestar a los 
liberados, externados y a sus familiares, el apoyo necesario para facilitar la 
reinserción social, procurar su vida digna y prevenir la reincidencia. 
 
A través de los servicios postpenales, se buscará fomentar, la creación y 
promoción de espacios de orientación, apoyo y desarrollo personal, laboral, 
cultural, educativo, social y de capacitación, en general, de todas las áreas 
relacionadas con los ejes establecidos por el artículo 18 Constitucional a fin de 
facilitar la reinserción social además de promover en la sociedad la cultura de 
aceptación del liberado o externado. 
 
Los servicios postpenales se brindarán de forma individualizada conforme a las 
circunstancias de cada caso y a las posibilidades del sentenciado, externado y su 
familia. 
 
Para el cumplimiento de su objetivo, a nivel local y federal, la Autoridad 
Penitenciaria y demás autoridades corresponsables firmarán Convenios de 
colaboración con instituciones del sector público y privado que prestan funciones 
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relacionadas con los servicios postpenales, con el objeto de canalizar a los 
liberados, externados y a su familia. De igual forma, existirá coordinación entre la 
Federación y los Estados o entre los Estados para el mejor cumplimiento de estos 
objetivos. 
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Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de 
Controversias en Materia Penal 

 
TÍTULO PRIMERO 

DE LAS GENERALIDADES 
 

CAPÍTULO ÚNICO 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Artículo 1. Objeto general 
Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés social y de 
observancia general en todo el territorio nacional y tienen por objeto establecer los 
principios, bases, requisitos y condiciones de los mecanismos alternativos de 
solución de controversias en materia penal que conduzcan a las Soluciones 
Alternas previstas en la legislación procedimental penal aplicable. 
 
Los mecanismos alternativos de solución de controversias en materia penal tienen 
como finalidad propiciar, a través del diálogo, la solución de las controversias que 
surjan entre miembros de la sociedad con motivo de la denuncia o querella 
referidos a un hecho delictivo, mediante procedimientos basados en la oralidad, la 
economía procesal y la confidencialidad. 
 
Artículo 2. Ámbito de competencia 
Esta Ley será aplicable para los hechos delictivos que sean competencia de los 
órdenes federal y local en el marco de los principios y derechos previstos en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los tratados 
internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. 
 
La competencia de las Instituciones especializadas en mecanismos alternativos de 
solución de controversias en materia penal dependientes de las Procuradurías o 
Fiscalías y de los Poderes Judiciales de la Federación o de las entidades 
federativas, según corresponda, se determinará de conformidad con lo dispuesto 
por la legislación procedimental penal y demás disposiciones jurídicas aplicables. 
 
Artículo 3. Glosario 
Para los efectos de esta Ley se entenderá por: 
 
I. Acuerdo: El acuerdo reparatorio celebrado entre los Intervinientes que pone fin a 
la controversia total o parcialmente y surte los efectos que establece esta Ley; 
 
II. Cita: El acto realizado por el personal del Área de Seguimiento del Órgano para 
requerir la comparecencia de alguno de los Intervinientes en el Mecanismo 
Alternativo respectivo; 
 
III. Conferencia: La Conferencia Nacional de Procuración de Justicia; 
 
IV. Consejo: El Consejo de certificación en sede judicial; 
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V. Facilitador: El profesional certificado del Órgano cuya función es facilitar la 
participación de los Intervinientes en los Mecanismos Alternativos; 
 
VI. Intervinientes: Las personas que participan en los Mecanismos Alternativos, en 
calidad de Solicitante o de Requerido, para resolver las controversias de 
naturaleza penal; 
 
VII. Invitación: El acto del personal del Órgano realizado para solicitar la 
comparecencia de alguno de los Intervinientes en el Mecanismo Alternativo; 
 
VIII. Ley: La Ley Nacional de Mecanismos Alternativos de Solución de 
Controversias en Materia Penal; 
 
IX. Mecanismos Alternativos: La mediación, la conciliación y la junta restaurativa; 
 
X. Órgano: La Institución especializada en Mecanismos Alternativos de Solución 
de Controversias en materia penal de la Federación o de las entidades 
federativas; 
 
XI. Requerido: La persona física o moral convocada para solucionar la 
controversia penal mediante la aplicación de un mecanismo alternativo; 
 
XII. Secretario: El Secretario Técnico de la Conferencia, así como el Secretario 
Técnico del Consejo; 
 
XIII. Solicitante: La persona física o moral que acude a los Órganos de Justicia 
Alternativa, con la finalidad de buscar la solución de una controversia penal; 
 
XIV. Unidad de Atención Inmediata: Instancia adscrita a la Procuraduría General 
de la República, las Procuradurías o fiscalías generales de las entidades 
federativas, encargada de canalizar las solicitudes al Órgano. 
 
Artículo 4. Principios de los Mecanismos Alternativos 
Son principios rectores de los Mecanismos Alternativos los siguientes: 
 
I. Voluntariedad: La participación de los Intervinientes deberá ser por propia 
decisión, libre de toda coacción y no por obligación; 
 
II. Información: Deberá informarse a los Intervinientes, de manera clara y 
completa, sobre los Mecanismos Alternativos, sus consecuencias y alcances; 
 
III. Confidencialidad: La información tratada no deberá ser divulgada y no podrá 
ser utilizada en perjuicio de los Intervinientes dentro del proceso penal, salvo que 
se trate de un delito que se esté cometiendo o sea inminente su consumación y 
por el cual peligre la integridad física o la vida de una persona, en cuyo caso, el 
Facilitador lo comunicará al Ministerio Público para los efectos conducentes; 
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IV. Flexibilidad y simplicidad: Los mecanismos alternativos carecerán de toda 
forma estricta, propiciarán un entorno que sea idóneo para la manifestación de las 
propuestas de los Intervinientes para resolver por consenso la controversia; para 
tal efecto, se evitará establecer formalismos innecesarios y se usará un lenguaje 
sencillo; 
 
V. Imparcialidad: Los Mecanismos Alternativos deberán ser conducidos con 
objetividad, evitando la emisión de juicios, opiniones, prejuicios, favoritismos, 
inclinaciones o preferencias que concedan u otorguen ventajas a alguno de los 
Intervinientes; 
 
VI. Equidad: Los Mecanismos Alternativos propiciarán condiciones de equilibrio 
entre los Intervinientes; 
 
VII. Honestidad: Los Intervinientes y el Facilitador deberán conducir su 
participación durante el mecanismo alternativo con apego a la verdad. 
 
Artículo 5. Procedencia 
El Mecanismo Alternativo será procedente en los casos previstos por la legislación 
procedimental penal aplicable. 
 
Artículo 6. Oportunidad 
Los Mecanismos Alternativos podrán ser aplicados desde el inicio del 
procedimiento penal y hasta antes de dictado el auto de apertura a juicio o antes 
de que se formulen las conclusiones, según corresponda, de conformidad con lo 
dispuesto en la legislación procedimental penal aplicable. 
 

TÍTULO SEGUNDO 
DE LOS MECANISMOS ALTERNATIVOS 

 
CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES COMUNES 
 
Artículo 7. Derechos de los Intervinientes 
Los Intervinientes en los Mecanismos Alternativos tendrán los derechos 
siguientes: 
 
I. Recibir la información necesaria en relación con los Mecanismos Alternativos y 
sus alcances; 
 
II. Solicitar al titular del Órgano o al superior jerárquico del Facilitador la sustitución 
de este último, cuando exista conflicto de intereses o alguna otra causa justificada 
que obstaculice el normal desarrollo del Mecanismo Alternativo; 
 
III. Recibir un servicio acorde con los principios y derechos previstos en esta Ley; 
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IV. No ser objeto de presiones, intimidación, ventaja o coacción para someterse a 
un Mecanismo Alternativo; 
 
V. Expresar libremente sus necesidades y pretensiones en el desarrollo de los 
Mecanismos Alternativos sin más límite que el derecho de terceros; 
 
VI. Dar por concluida su participación en el Mecanismo Alternativo en cualquier 
momento, cuando consideren que así conviene a sus intereses, siempre y cuando 
no hayan suscrito el Acuerdo; 
 
VII. Intervenir personalmente en todas las sesiones del Mecanismo Alternativo; 
 
VIII. De ser procedente, solicitar al Órgano, a través del Facilitador, la intervención 
de auxiliares y expertos, y 
 
IX. Los demás previstos en la presente Ley. 
 
Artículo 8. Obligaciones de los Intervinientes 
Son obligaciones de los Intervinientes: 
 
I. Acatar los principios y reglas que disciplinan los Mecanismos Alternativos; 
 
II. Conducirse con respeto y observar buen comportamiento durante las sesiones 
de los Mecanismos Alternativos; 
 
III. Cumplir con los Acuerdos a que se lleguen como resultado de la aplicación de 
un Mecanismo Alternativo; 
 
IV. Asistir a cada una de las sesiones personalmente o por conducto de su 
representante o apoderado legal en los casos que establece esta Ley y demás 
normas aplicables, y 
 
V. Las demás que contemplen la presente Ley y otras disposiciones aplicables. 
 
Artículo 9. Solicitud para la aplicación del Mecanismo Alternativo y su inicio 
Los Mecanismos Alternativos se solicitarán de manera verbal o escrita ante la 
autoridad competente. Cuando se trate de personas físicas la solicitud se hará 
personalmente y, en el caso de personas morales, por conducto de su 
representante o apoderado legal. 
 
La solicitud contendrá la conformidad del Solicitante para participar 
voluntariamente en el Mecanismo Alternativo y su compromiso de ajustarse a las 
reglas que lo disciplinan. Asimismo se precisarán los datos generales del 
Solicitante, así como los nombres y datos de localización de las personas 
complementarias que hayan de ser invitadas a las sesiones. 
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Realizada la solicitud a que se refiere este artículo, o la derivación de la autoridad 
competente a que se refiere el artículo siguiente, dará inicio el Mecanismo 
Alternativo. 
 
Artículo 10. Derivación 
El Ministerio Público, una vez recibida la denuncia o querella orientará al 
denunciante o querellante sobre los Mecanismos Alternativos de solución de 
controversias y le informará en qué consisten éstos y sus alcances. 
 
El Ministerio Público, podrá derivar el asunto al Órgano adscrito a las 
procuradurías o fiscalías cuando la víctima u ofendido esté de acuerdo con 
solicitar el inicio del Mecanismo Alternativo previsto en esta Ley, los Intervinientes 
se encuentren identificados, se cuente con su domicilio y se cumplan con los 
requisitos de oportunidad y procedencia que establece el presente ordenamiento 
legal. El Ministerio Público deberá realizar las actuaciones urgentes o inaplazables 
para salvaguardar los indicios necesarios. 
 
Cuando el imputado haya sido vinculado a proceso, el Juez derivará el asunto al 
Órgano respectivo si el imputado y la víctima u ofendido están de acuerdo en 
solicitar el inicio del Mecanismo Alternativo previsto en esta Ley y se cumplan los 
requisitos de oportunidad y procedencia. 
 
Artículo 11. Elección de órgano por parte de los Intervinientes 
Cuando el imputado haya sido vinculado a proceso, los Intervinientes podrán optar 
por que el mecanismo se desarrolle en el órgano adscrito a la Procuraduría o 
Fiscalía, o en el órgano adscrito al poder judicial, si lo hubiere. 
 
Artículo 12. Admisibilidad 
El Órgano, al recibir la solicitud examinará la controversia y determinará si es 
susceptible de resolverse a través del Mecanismo Alternativo. Una vez admitida, 
se turnará al Facilitador para los efectos conducentes. 
 
Cuando se estime de manera fundada y motivada que el asunto no es susceptible 
de ser resuelto por un Mecanismo Alternativo, el Órgano se lo comunicará al 
Solicitante, y en su caso, al Ministerio Público o al Juez que haya hecho la 
derivación para los efectos legales a que haya lugar. 
 
Se podrá solicitar al Órgano que reconsidere la negativa de admisión. En caso de 
que se estime procedente el Mecanismo Alternativo, se asignará a un Facilitador. 
 
En su caso, se hará constar que el Solicitante acepta sujetarse al Mecanismo 
Alternativo, por lo que se fijará la Cita o Invitación correspondiente al Requerido a 
la sesión inicial. 
 
Artículo 13. Registro del Mecanismo Alternativo 
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Con la solicitud planteada se abrirá y registrará el expediente del caso, mismo que 
contendrá una breve relación de los hechos, el Mecanismo Alternativo a aplicar y 
el resultado obtenido. 
 
Artículo 14. Invitación al Requerido 
La Invitación al Requerido la realizará el Órgano dentro de los cinco días hábiles 
siguientes contados a partir de la fecha del registro del expediente del caso, por 
cualquier medio que asegure la transmisión de la información en los términos de la 
legislación procedimental penal aplicable. La Invitación se hará preferentemente 
de manera personal. 
 
Artículo 15. Contenido de la Invitación 
La Invitación a que se refiere el artículo anterior deberá precisar: 
 
I. Nombre y domicilio del Requerido; 
 
II. Motivo de la Invitación; 
 
III. Lugar y fecha de expedición; 
 
IV. Indicación del día, hora y lugar de celebración de la sesión del Mecanismo 
Alternativo; 
 
V. Breve explicación de la naturaleza del mecanismo con su fundamento legal, y 
 
VI. Nombre y firma del Facilitador que la elaboró. 
 
Artículo 16. Sesiones preliminares 
El Facilitador podrá tener, cuando las características del caso así lo requieran, 
sesiones privadas de carácter preparatorio con todos los Intervinientes por 
separado, previas a la sesión conjunta del Mecanismo Alternativo, con el objeto de 
explicarles las características del mecanismo elegido y las reglas que deberán 
observar durante la realización del mismo. 
 
El Facilitador podrá indagar con los Intervinientes, la interpretación que ellos 
tienen del conflicto, a efecto de preparar las preguntas y herramientas que utilizará 
durante el desarrollo de las sesiones conjuntas. 
 
Artículo 17. Aceptación de sujetarse al Mecanismo Alternativo 
Cuando el Solicitante y el Requerido acepten someterse a un Mecanismo 
Alternativo manifestarán su voluntad en ese sentido y se registrará esa 
circunstancia por escrito. 
 
Artículo 18. Suspensión de la prescripción 
El término de la prescripción de la acción penal se suspenderá durante la 
sustanciación de los Mecanismos Alternativos, a partir de la primera sesión del 



107 
 

Mecanismo Alternativo y hasta que se actualice alguna de las causales de 
conclusión, salvo que ésta produzca la extinción de la acción penal. 
 
Artículo 19. De las sesiones de Mecanismos Alternativos 
Las sesiones de Mecanismos Alternativos se realizarán únicamente con la 
presencia de los Intervinientes y, en su caso, de auxiliares y expertos, a petición 
de las partes. Los Intervinientes podrán recibir orientación jurídica. Para tal efecto, 
cuando ambos Intervinientes cuenten con abogado, éstos podrán presenciar las 
sesiones, sin embargo, no podrán intervenir durante las mismas. 
 
En caso de que se suscite alguna duda de índole jurídica que no pueda ser 
resuelta por los auxiliares y expertos invocados por el Facilitador, cualquiera de los 
Intervinientes podrá solicitar la suspensión de la sesión a fin de que pueda 
consultar con su abogado, si lo tuviere. 
 
Cuando los Intervinientes sean miembros de comunidades indígenas o personas 
que no entiendan el idioma español, deberán ser asistidos durante las sesiones 
por un intérprete de conformidad con la legislación procedimental penal aplicable. 
 
Al inicio de la sesión del Mecanismo Alternativo, el Facilitador hará saber a los 
Intervinientes las características del mecanismo, las reglas a observar, así como 
sus derechos y obligaciones. Se explicará que el mecanismo es confidencial en 
los términos que establece la fracción III del artículo 4 de esta Ley. 
 
Se hará saber a los Intervinientes los alcances y efectos legales de los Acuerdos 
que en su caso lleguen a concretarse. 
 
El Mecanismo Alternativo se dará por concluido si alguno de los Intervinientes 
revela información confidencial, sin perjuicio de las responsabilidades en que se 
incurra por tal conducta. 
 
Artículo 20. Mecanismo alternativo en detención por flagrancia o medida cautelar 
En los casos en los que el imputado se encuentre detenido por flagrancia el 
Ministerio Público podrá disponer la libertad del imputado durante la investigación 
en términos del artículo 140 del Código Nacional de Procedimientos Penales, a 
efecto de que participe en el mecanismo alternativo. 
 
En los casos en los que al imputado se le haya impuesto la medida cautelar de 
prisión preventiva, o alguna otra que implique privación de su libertad, se estará a 
lo dispuesto en el artículo 161 del Código Nacional de Procedimientos Penales, a 
fin de que se modifique la medida cautelar y esté en posibilidad de participar en el 
Mecanismo Alternativo. 
 

CAPÍTULO II 
DE LA MEDIACIÓN 

 
Artículo 21. Concepto 
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Es el mecanismo voluntario mediante el cual los Intervinientes, en libre ejercicio de 
su autonomía, buscan, construyen y proponen opciones de solución a la 
controversia, con el fin de alcanzar la solución de ésta. El Facilitador durante la 
mediación propicia la comunicación y el entendimiento mutuo entre los 
Intervinientes. 
 
Artículo 22. Desarrollo de la sesión 
Una vez que los Intervinientes acuerden sujetarse a la mediación, el Facilitador 
hará una presentación general y explicará brevemente el propósito de la sesión, el 
papel que él desempeñará, las reglas y principios que rigen la sesión así como sus 
distintas fases; acto seguido, formulará las preguntas pertinentes a fin de que los 
Intervinientes puedan exponer el conflicto, plantear sus preocupaciones y 
pretensiones, así como identificar las posibles soluciones a la controversia 
existente. 
 
El Facilitador deberá clarificar los términos de la controversia de modo que se 
eliminen todos los aspectos negativos y las descalificaciones entre los 
Intervinientes, para resaltar las áreas en las que se puede propiciar el consenso 
 
El Facilitador podrá sustituir el Mecanismo Alternativo, con la anuencia de los 
interesados, cuando considere que es idóneo, dadas las características del caso 
concreto y la posición que tienen los Intervinientes en el conflicto. 
 
En el caso de que los Intervinientes logren alcanzar un Acuerdo que consideren 
idóneo para resolver la controversia, el Facilitador lo registrará y lo preparará para 
la firma de los Intervinientes de conformidad con las disposiciones aplicables 
previstas en esta Ley. 
 
Artículo 23. Oralidad de la sesiones 
Todas las sesiones de mediación serán orales y sólo se registrará el Acuerdo 
alcanzado, en su caso. 
 
Artículo 24. Pluralidad de sesiones 
Cuando una sesión no sea suficiente para que los Intervinientes se avengan, se 
procurará conservar su voluntad para participar y se les citará, de común acuerdo, 
a la brevedad posible para asistir a sesiones subsecuentes para continuar con la 
mediación, siempre dentro del marco de lo que resulte razonable y sin que ello 
pueda propiciar el agravamiento de la controversia. 
 

CAPÍTULO III 
DE LA CONCILIACIÓN 

 
Artículo 25. Concepto 
Es el mecanismo voluntario mediante el cual los Intervinientes, en libre ejercicio de 
su autonomía, proponen opciones de solución a la controversia en que se 
encuentran involucrados. 
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Además de propiciar la comunicación entre los Intervinientes, el Facilitador podrá, 
sobre la base de criterios objetivos, presentar alternativas de solución diversas. 
 
Artículo 26. Desarrollo de la sesión 
La conciliación se desarrollará en los mismos términos previstos para la 
mediación; sin embargo, a diferencia de ésta, el Facilitador estará autorizado para 
proponer soluciones basadas en escenarios posibles y discernir los más idóneos 
para los Intervinientes, con respeto a los principios de esta Ley. 
 
El Facilitador podrá proponer la alternativa que considere más viable para la 
solución de la controversia. 
 

CAPÍTULO IV 
DE LA JUNTA RESTAURATIVA 

 
Artículo 27. Concepto 
La junta restaurativa es el mecanismo mediante el cual la víctima u ofendido, el 
imputado y, en su caso, la comunidad afectada, en libre ejercicio de su autonomía, 
buscan, construyen y proponen opciones de solución a la controversia, con el 
objeto de lograr un Acuerdo que atienda las necesidades y responsabilidades 
individuales y colectivas, así como la reintegración de la víctima u ofendido y del 
imputado a la comunidad y la recomposición del tejido social. 
 
Artículo 28. Desarrollo de la sesión 
Es posible iniciar una junta restaurativa por la naturaleza del caso o por el número 
de involucrados en el conflicto. Para tal efecto, el Facilitador realizará sesiones 
preparatorias con cada uno de los Intervinientes a quienes les invitará y explicará 
la junta restaurativa, sus alcances, reglas, metodología e intentará despejar 
cualquier duda que éstos planteen. 
 
Asimismo, deberá identificar la naturaleza y circunstancias de la controversia, así 
como las necesidades de los Intervinientes y sus perspectivas individuales, 
evaluar su disposición para participar en el mecanismo, la posibilidad de realizar la 
reunión conjunta y las condiciones para llevarla a cabo. 
 
En la sesión conjunta de la junta restaurativa el Facilitador hará una presentación 
general y explicará brevemente el propósito de la sesión. Acto seguido, formulará 
las preguntas previamente establecidas. Las preguntas se dirigirán en primer 
término al imputado, posteriormente a la víctima u ofendido, en su caso a otros 
Intervinientes afectados por parte de la víctima u ofendido y del imputado 
respectivamente, y por último, a los miembros de la comunidad que hubieren 
concurrido a la sesión. 
 
Una vez que los Intervinientes hubieren contestado las preguntas del Facilitador, 
éste procederá a coadyuvar para encontrar formas específicas en que el daño 
causado pueda quedar satisfactoriamente reparado. Enseguida, el Facilitador 
concederá la palabra al imputado para que manifieste las acciones que estaría 
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dispuesto a realizar para reparar el daño causado, así como los compromisos que 
adoptará con los Intervinientes. 
 
El Facilitador, sobre la base de las propuestas planteadas por los Intervinientes, 
concretará el Acuerdo que todos estén dispuestos a aceptar como resultado de la 
sesión de la junta restaurativa. Finalmente, el Facilitador realizará el cierre de la 
sesión. 
 
En el caso de que los Intervinientes logren alcanzar una solución que consideren 
idónea para resolver la controversia, el Facilitador lo registrará y lo preparará para 
la firma de éstos, de conformidad con lo previsto en esta Ley 
 
Artículo 29. Alcance de la reparación 
La Reparación del daño derivada de la junta restaurativa podrá comprender lo 
siguiente: 
 
I. El reconocimiento de responsabilidad y la formulación de una disculpa a la 
víctima u ofendido en un acto público o privado, de conformidad con el Acuerdo 
alcanzado por los intervinientes, por virtud del cual el imputado acepta que su 
conducta causó un daño; 
 
II. El compromiso de no repetición de la conducta originadora de la controversia y 
el establecimiento de condiciones para darle efectividad, tales como inscribirse y 
concluir programas o actividades de cualquier naturaleza que contribuyan a la no 
repetición de la conducta o aquellos programas específicos para el tratamiento de 
adicciones; 
 
III. Un plan de restitución que pueda ser económico o en especie, reparando o 
reemplazando algún bien, la realización u omisión de una determinada conducta, 
la prestación de servicios a la comunidad o de cualquier otra forma lícita solicitada 
por la víctima u ofendido y acordadas entre los Intervinientes en el curso de la 
sesión. 
 

CAPÍTULO V 
REGLAS GENERALES DE LOS MECANISMOS ALTERNATIVOS 

 
Artículo 30. Sustitución del Mecanismo Alternativo 
En el supuesto de que los Intervinientes hubieren participado en alguno de los 
Mecanismos Alternativos y no se hubiese logrado por este Mecanismo la solución 
de la controversia, el Facilitador podrá sugerirles que recurran a uno diverso. En 
caso de que los Intervinientes estuvieren de acuerdo, el Facilitador fijará fecha y 
hora para iniciar dicho Mecanismo en una sesión posterior. 
 
Artículo 31. Salvaguarda de derechos 
Cuando no se alcance Acuerdo, los Intervinientes conservarán sus derechos para 
resolver la controversia mediante las acciones legales que procedan, o bien, 
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cuando se alcance parcialmente, respecto del conflicto que no fue posible 
resolver. 
 
Del mismo modo, cuando el Acuerdo verse sobre la solución parcial de la 
controversia, se dejarán a salvo los derechos de los Intervinientes respecto de lo 
no resuelto en el Acuerdo. 
 
Artículo 32. Conclusión anticipada de los Mecanismos Alternativos 
El Mecanismo Alternativo se tendrá por concluido de manera anticipada en los 
casos siguientes: 
 
I. Por voluntad de alguno de los Intervinientes; 
 
II. Por inasistencia injustificada a las sesiones por más de una ocasión de alguno 
de los Intervinientes; 
 
III. Cuando el Facilitador constate que los Intervinientes mantienen posiciones 
irreductibles que impiden continuar con el mecanismo y se aprecie que no se 
arribará a un resultado que solucione la controversia; 
 
IV. Si alguno de los Intervinientes incurre reiteradamente en un comportamiento 
irrespetuoso, agresivo o con intención notoriamente dilatoria del mecanismo 
alternativo; 
 
V. Por incumplimiento del Acuerdo entre los Intervinientes, y 
 
VI. En los demás casos en que proceda dar por concluido el Mecanismo 
Alternativo de conformidad con la Ley. 
 

CAPÍTULO VI 
DE LOS ACUERDOS 

 
Artículo 33. Requisitos de los Acuerdos 
En caso de que el Mecanismo Alternativo concluya con una solución mutuamente 
acordada por los Intervinientes, el Facilitador lo hará constar por escrito con la 
siguiente información: 
 
I. El lugar y la fecha de su celebración; 
 
II. El nombre y edad, información que se cotejará con un documento fehaciente; 
nacionalidad, estado civil, profesión u oficio y domicilio de cada uno de los 
Intervinientes. En caso de representante o apoderado legal, se hará constar la 
documentación con la que se haya acreditado dicho carácter; 
 
III. El número de registro del Mecanismo Alternativo; 
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IV. Una descripción precisa de las obligaciones de dar, hacer o no hacer que 
hubieran acordado los Intervinientes y, en su caso, los terceros civilmente 
obligados, así como la forma y tiempo en que éstas deban cumplirse el cual no 
podrá exceder de tres años a partir de la firma del Acuerdo; 
 
V. La firma o huellas dactilares de quienes lo suscriban y, en su caso, el nombre 
de la persona o personas que hayan firmado a petición de una o ambas partes, 
cuando éstos no sepan o no puedan firmar; 
 
VI. La firma del Facilitador que haya intervenido en el Mecanismo Alternativo y el 
sello de la dependencia, y 
 
VII. Los efectos del incumplimiento. 
 
El Acuerdo podrá versar sobre la solución total o parcial de la controversia. En el 
segundo supuesto se dejarán a salvo los derechos de los Intervinientes respecto 
de lo no resuelto en el Acuerdo. 
 
El Acuerdo deberá ser validado por un licenciado en derecho del Órgano, del cual 
se incluirá su nombre y firma. Se entregará un ejemplar del Acuerdo a cada uno 
de los Intervinientes, conservándose uno en los archivos que corresponda. 
 
El Órgano informará de dicho Acuerdo al Ministerio Público y, en su caso, al Juez 
de control y se observarán las reglas aplicables para la protección de datos 
personales. 
 
Artículo 34. Efectos de los Acuerdos 
El Acuerdo celebrado entre los Intervinientes con las formalidades establecidas 
por esta Ley será válido y exigible en sus términos. 
 
Artículo 35. Cumplimiento de los Acuerdos 
Corresponde al Ministerio Público o al Juez aprobar el cumplimiento del Acuerdo, 
en cuyo caso resolverá de inmediato sobre la extinción de la acción penal o el 
sobreseimiento del asunto, según corresponda. La resolución emitida por el Juez 
tendrá efectos de sentencia ejecutoriada. 
 
El incumplimiento del Acuerdo dará lugar a la continuación del procedimiento 
penal. En caso de cumplimiento parcial de contenido pecuniario éste será tomado 
en cuenta por el Ministerio Público para efectos de la reparación del daño. 
 

TÍTULO TERCERO 
DEL SEGUIMIENTO DE LOS ACUERDOS 

 
CAPÍTULO ÚNICO 

SEGUIMIENTO 
 
Artículo 36. Área de seguimiento 



113 
 

El Órgano contará con un área de seguimiento, la cual tendrá la obligación de 
monitorear e impulsar el cumplimiento de los Acuerdos alcanzados por los 
Intervinientes en el Mecanismo Alternativo. El seguimiento podrá consistir en: 
 
I. Apercibimiento a los Intervinientes para el caso de incumplimiento del Acuerdo; 
 
II. Visitas de verificación; 
 
III. Llamadas telefónicas; 
 
IV. Recepción o entrega de documentos, pagos, bienes u objetos; 
 
V. Citación de los Intervinientes y demás personas que sean necesarias; 
 
VI. Envío de correspondencia o comunicación, pudiendo usar medios electrónicos, 
y 
 
VII. Cualquier otra medida necesaria para el cumplimiento del Acuerdo de 
conformidad con los principios y disposiciones establecidas en esta Ley. 
 
Artículo 37. Integración 
El Órgano designará personal cuya función será dar seguimiento al Acuerdo 
alcanzado en el Mecanismo Alternativo, con el propósito de informar al Facilitador, 
al Ministerio Público, al Juez competente y a los Intervinientes, sobre el 
cumplimiento del Acuerdo o en su caso, sobre su incumplimiento, a efecto de que 
se determinen las consecuencias jurídicas respectivas. 
 
Artículo 38. Reuniones de revisión 
El área de seguimiento se comunicará periódicamente con los Intervinientes, de 
acuerdo con la naturaleza del caso, para verificar o facilitar el cumplimiento de las 
obligaciones contraídas. En caso de que se produzca un incumplimiento por parte 
de los Intervinientes obligados, el área de seguimiento los podrá exhortar al 
cumplimiento o citar a una reunión de revisión, preferentemente con el Facilitador 
que originalmente estuvo a cargo del asunto. 
 
El Facilitador y los Intervinientes revisarán la justificación de los motivos por los 
que se ha producido el incumplimiento y, en su caso, propondrán las 
modificaciones que deban realizarse que resulten satisfactorias para todos sin 
afectar la efectiva Reparación del daño. 
 
En caso de no considerar pertinente una reunión de revisión por existir un riesgo 
de revictimización o porque el cumplimiento se torne imposible, se procederá de 
conformidad con el artículo siguiente. 
 
Artículo 39. Comunicación 
Si por riesgo de revictimización no se lleva a cabo la reunión, o bien, de la reunión 
de revisión se desprende que no podrá haber cumplimiento del Acuerdo 
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alcanzado, el área de seguimiento lo comunicará de inmediato al Facilitador, al 
Ministerio Público y en su caso al Juez, con el objeto de que se continúe con el 
procedimiento penal, si la víctima así lo decide. 
 

TITULO CUARTO 
DE LAS BASES PARA EL FUNCIONAMIENTO DE LOS MECANISMOS 

ALTERNATIVOS 
 

CAPÍTULO I 
DEL ÓRGANO 

 
Artículo 40. Del Órgano 
La Procuraduría General de la República y las procuradurías o fiscalías estatales 
deberán contar con órganos especializados en mecanismos alternativos de 
resolución de controversias. El Poder Judicial Federal y los poderes judiciales 
estatales podrán contar con dichos órganos. 
 
Los Órganos deberán tramitar los Mecanismos Alternativos previstos en esta Ley y 
ejercitar sus facultades con independencia técnica y de gestión. Asimismo 
realizarán acciones tendientes al fomento de la cultura de paz. 
 
Para cumplir con las finalidades señaladas en el párrafo precedente, el Órgano 
contará con Facilitadores certificados y demás personal profesional necesario para 
el ejercicio de sus funciones. 
 
Artículo 41. Capacitación y difusión 
Las instituciones mencionadas en el artículo precedente estarán obligadas a 
estandarizar programas de capacitación continua para su personal, así como de 
difusión para promover la utilización de los Mecanismos Alternativos, de 
conformidad con los estándares mínimos establecidos por la Conferencia o el 
Consejo. La certificación será un requisito fundamental para poder ser designado 
como Facilitador en algún Órgano y de permanencia, de conformidad con las 
pautas generales establecidas en esta Ley. 
 
Artículo 42. Interdisciplinariedad 
El Órgano contará con personal profesional de las disciplinas necesarias para el 
cumplimiento del objeto de esta Ley. Deberá contar con profesionales en derecho, 
así como con el personal administrativo necesario para realizar las labores de 
apoyo. 
 
Artículo 43. Bases de datos 
El Órgano estará obligado a conservar una base de datos de los asuntos que 
tramite de acuerdo con su competencia, la cual contendrá el número de asuntos 
que ingresaron, el estatus en que se encuentran y su resultado final. El Órgano 
mantendrá actualizada la base de datos y llevará a cabo estudios estadísticos en 
torno al funcionamiento del servicio, el porcentaje de cumplimiento e 
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incumplimiento de los Acuerdos y los casos de reiteración de las controversias 
entre los Intervinientes. 
 
Se contará con una base de datos nacional con la información anterior, a la cual 
podrán acceder los Órganos; los lineamientos de ésta serán dictados por la 
Conferencia y el Consejo y administrada por el Centro Nacional de Información del 
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. Los Poderes 
Judiciales deberán reportar la información correspondiente a las procuradurías o 
fiscalías de la federación o de las entidades federativas; éstas, a su vez, remitirán 
la información al Centro Nacional de Información del Secretariado Ejecutivo del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública. 
 
Los reportes de la base de datos nacional servirán para verificar si alguno de los 
Intervinientes ha participado en Mecanismos Alternativos, si ha celebrado 
Acuerdos y si los ha incumplido. 
 
Artículo 44. Autoridades auxiliares y redes de apoyo 
El Órgano podrá celebrar convenios para su adecuado funcionamiento con los 
servicios auxiliares y complementarios prestados por instituciones públicas o 
privadas, que puedan coadyuvar para el adecuado cumplimiento de su función. 
 
Se consideran como autoridades auxiliares del Órgano, para efectos de esta Ley, 
las dependencias y entidades de las administraciones públicas federal y de las 
entidades federativas, así como las demás instituciones y organismos que por la 
naturaleza de sus atribuciones deban intervenir en el cumplimiento de la presente 
Ley. 
 
Las autoridades auxiliares deberán atender los requerimientos que en el ámbito de 
su competencia tenga el Órgano, el cual podrá remitir al Órgano interno de control 
de dichas autoridades las denuncias por la falta o inoportunidad del auxilio 
requerido 
 
Artículo 45. Coordinación entre la Federación y entidades federativas 
La Procuraduría General de la República y procuradurías y fiscalías generales de 
las entidades federativas, así como el Poder Judicial de la Federación y de las 
entidades federativas podrán celebrar convenios de colaboración para el 
cumplimiento de los objetivos previstos en esta Ley. 
 
Artículo 46. Del Consejo de certificación en sede judicial 
El Poder Judicial de la Federación y los poderes judiciales de las entidades 
federativas, que cuenten con un Órgano en los términos de la fracción X del 
artículo 3, conformarán un Consejo de certificación en sede judicial, para los 
efectos establecidos en la presente Ley y contará con una Secretaría Técnica. 
 
Artículo 47. Criterios mínimos de certificación 
La Conferencia y el Consejo serán las Instancias responsables de emitir los 
criterios mínimos para la certificación de Facilitadores de los Órganos de la 
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Federación y de las entidades federativas de conformidad con lo dispuesto en esta 
Ley. 
 
El Órgano contará con Facilitadores certificados de conformidad con los 
estándares mínimos en materia de capacitación, evaluación y certificación que 
emitan la Conferencia o el Consejo; para tal efecto, ésta tendrá las funciones 
siguientes: 
 
I. Establecer los criterios mínimos para las capacitaciones orientadas a cubrir los 
requisitos de certificación o renovación de la misma, de acuerdo a los estándares 
establecidos en esta Ley; 
 
II. Determinar las normas y procedimientos técnicos para la evaluación y 
certificación de los Facilitadores; 
 
III. Establecer los lineamientos para la construcción de las bases de datos a las 
que se refiere esta Ley, y 
 
IV. Las demás que se acuerden para el cumplimiento de lo dispuesto en este 
artículo. 
 
La Conferencia y el Consejo podrán celebrar convenios de colaboración para los 
efectos del presente artículo. 
 

CAPÍTULO II 
DE LOS FACILITADORES 

 
Artículo 48. Requisitos para ser Facilitador 
Los Facilitadores deberán: 
 
I. Poseer grado de Licenciatura afín a las labores que deberán desarrollar, con 
cédula profesional con registro federal; 
 
II. Acreditar la certificación que establece esta Ley; 
 
III. Acreditar las evaluaciones de control de confianza que establecen las 
disposiciones aplicables para los miembros de instituciones de procuración de 
justicia; 
 
IV. No haber sido sentenciados por delito doloso, y 
 
V. Los demás requisitos que establezca esta Ley y otras disposiciones que 
resulten aplicables. 
 
Artículo 49. Vigencia de la certificación 
El Órgano deberá realizar las tareas de certificación periódica de los Facilitadores 
que presten los servicios previstos en esta Ley, ésta se llevará a cabo de 
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conformidad con los lineamientos emitidos por la Conferencia o el Consejo y 
tendrá una vigencia de tres años, que podrá ser renovable. 
 
Artículo 50. Requisitos mínimos de ingreso y permanencia 
Para ingresar al Órgano los Facilitadores deberán cubrir 180 horas de 
capacitación teórico-práctica en los Mecanismos Alternativos establecidos en esta 
Ley, de conformidad con los lineamientos generales emitidos por la Conferencia o 
el Consejo. Para permanecer como miembro del Órgano los Facilitadores deberán 
renovar su certificación cada tres años y cumplir con 100 horas de capacitación 
durante ese periodo. 
 
Artículo 51. Obligaciones de los Facilitadores 
Son obligaciones de los Facilitadores: 
 
I. Cumplir con la certificación en los términos de las disposiciones aplicables en 
esta Ley; 
 
II. Conducirse con respeto a los derechos humanos; 
 
III. Actuar con prontitud, profesionalismo, eficacia y transparencia, en congruencia 
con los principios que rigen la presente Ley y las disposiciones que al efecto se 
establezcan; 
 
IV. Vigilar que en los Mecanismos Alternativos no se afecten derechos de terceros, 
intereses de menores, incapaces, disposiciones de orden público o interés social; 
 
V. Abstenerse de fungir como testigos, representantes jurídicos o abogados de los 
asuntos relativos a los Mecanismos Alternativos en los que participen; 
 
VI. Excusarse de intervenir en asuntos en los que se vea afectada su 
imparcialidad; 
 
VII. Solicitar a los Intervinientes la información necesaria para el cumplimiento 
eficaz de la función encomendada; 
 
VIII. Cerciorarse de que los Intervinientes comprenden el alcance del Acuerdo, así 
como los derechos y obligaciones que de éste se deriven; 
 
IX. Verificar que los Intervinientes participen de manera libre y voluntaria, exentos 
de coacciones o de cualquier otra influencia que vicie su voluntad; 
 
X. Mantener el buen desarrollo de los Mecanismos Alternativos y solicitar respeto 
de los Intervinientes durante el desarrollo de los mismos; 
 
XI. Asegurarse de que los Acuerdos a los que lleguen los Intervinientes sean 
apegados a la legalidad; 
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XII. Abstenerse de coaccionar a los Intervinientes para acudir, permanecer o 
retirarse del Mecanismo Alternativo; 
 
XIII. Mantener la confidencialidad de la información a la que tengan acceso en el 
ejercicio de su función, salvo las excepciones previstas en esta Ley; 
 
XIV. No ejercer la abogacía por sí o por interpósita persona, salvo en causa 
propia, de su cónyuge, concubina o concubinario, convivientes, de sus 
ascendientes o descendientes, de sus hermanos o de su adoptante o adoptado, y 
 
XV. Los demás que señale la Ley y las disposiciones reglamentarias en la materia. 
 
El incumplimiento de las disposiciones anteriores será sancionado en los términos 
de la legislación correspondiente. 
 
Artículo 52. Impedimentos y Excusas 
Los Facilitadores deberán excusarse o podrán ser recusados para conocer de los 
asuntos en que intervengan, por cualquiera de las siguientes causas de 
impedimento: 
 
I. Haber intervenido en el mismo Mecanismo Alternativo como Ministerio Público, 
Defensor, Asesor jurídico, denunciante o querellante, o haber ejercido la acción 
penal particular; haber actuado como perito, consultor técnico, testigo o tener 
interés directo en el Mecanismo Alternativo; 
 
II. Ser cónyuge, concubina o concubinario, conviviente, tener parentesco en línea 
recta sin limitación de grado en la colateral por consanguinidad y por afinidad 
hasta el segundo con alguno de los Intervinientes, éste cohabite o haya 
cohabitado con alguno de ellos; 
 
III. Ser o haber sido tutor, curador, haber estado bajo tutela o curatela de alguna 
de las partes, ser o haber sido administrador de sus bienes por cualquier título; 
 
IV. Cuando él, su cónyuge, concubina, concubinario, conviviente, o cualquiera de 
sus parientes en los grados que expresa la fracción II de este artículo, tengan un 
juicio pendiente iniciado con anterioridad con alguna de las partes; 
 
V. Cuando él, su cónyuge, concubina, concubinario, conviviente, o cualquiera de 
sus parientes en los grados que expresa la fracción II de este artículo, sean 
acreedores, deudores, arrendadores, arrendatarios o fiadores de alguna de las 
partes, o tengan alguna sociedad con éstos; 
 
VI. Cuando antes de comenzar el Mecanismo Alternativo o durante éste, haya 
presentado él, su cónyuge, concubina, concubinario, conviviente o cualquiera de 
sus parientes en los grados que expresa la fracción II de este artículo, querella, 
denuncia, demanda o haya entablado cualquier acción legal en contra de alguna 
de las partes, o hubiera sido denunciado o acusado por alguna de ellas; 
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VII. Haber manifestado su opinión sobre el Mecanismo Alternativo o haber hecho 
promesas que impliquen parcialidad a favor o en contra de alguna de las partes, o 
 
VIII. Cuando él, su cónyuge, concubina, concubinario, conviviente o cualquiera de 
sus parientes en los grados que expresa la fracción II de este artículo, hubieran 
recibido o reciban beneficios de alguna de las partes o si, después de iniciado el 
Mecanismo Alternativo, hubieran recibido presentes o dádivas 
independientemente de cuál haya sido su valor. 
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Código Nacional de Procedimientos Penales 
ARTÍCULOS: 19, 29, 109, 131, del 137 al 210, 256, 257, 307, 309, 
313, 320, 328, 347, 401, 405, 406, 409, 410, 417, 423, 424, 439 y 
467. 

 
Artículo 19. Derecho al respeto a la libertad personal 
Toda persona tiene derecho a que se respete su libertad personal, por lo que 
nadie podrá ser privado de la misma, sino en virtud de mandamiento dictado por la 
autoridad judicial o de conformidad con las demás causas y condiciones que 
autorizan la Constitución y este Código. 
 
La autoridad judicial sólo podrá autorizar como medidas cautelares, o providencias 
precautorias restrictivas de la libertad, las que estén establecidas en este Código y 
en las leyes especiales. La prisión preventiva será de carácter excepcional y su 
aplicación se regirá en los términos previstos en este Código. 
 
Artículo 29. Actuaciones urgentes ante Juez de control incompetente 
La competencia por declinatoria o inhibitoria no podrá resolverse sino hasta 
después de que se practiquen las actuaciones que no admitan demora como las 
providencias precautorias y, en caso de que exista detenido, cuando se haya 
resuelto sobre la legalidad de la detención, formulado la imputación, resuelto la 
procedencia de las medidas cautelares solicitadas y la vinculación a proceso. 
 
El Juez de control incompetente por declinatoria o inhibitoria enviará de oficio los 
registros y en su caso, pondrá a disposición al imputado del Juez de control 
competente después de haber practicado las diligencias urgentes enunciadas en 
el párrafo anterior. 
 
Si la autoridad judicial a quien se remitan las actuaciones no admite la 
competencia, devolverá los registros al declinante; si éste insiste en rechazarla, 
elevará las diligencias practicadas ante el Órgano jurisdiccional competente, de 
conformidad con lo que establezca la Ley Orgánica respectiva, con el propósito de 
que se pronuncie sobre quién deba conocer. Ningún Órgano jurisdiccional puede 
promover competencia a favor de su superior en grado. 
 
Artículo 109. Derechos de la víctima u ofendido 
En los procedimientos previstos en este Código, la víctima u ofendido tendrán los 
siguientes derechos: 
[…] 

XIX. A solicitar medidas de protección, providencias precautorias y medidas cautelares; 

 
Artículo 131. Obligaciones del Ministerio Público 
Para los efectos del presente Código, el Ministerio Público tendrá las siguientes 
obligaciones: 
[…] 
XIX. Solicitar las medidas cautelares aplicables al imputado en el proceso, en 
atención a las disposiciones conducentes y promover su cumplimiento; 
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CAPÍTULO II 
LIBERTAD DURANTE LA INVESTIGACIÓN 

 
Artículo 140. Libertad durante la investigación 
En los casos de detención por flagrancia, cuando se trate de delitos que no 
merezcan prisión preventiva oficiosa y el Ministerio Público determine que no 
solicitará prisión preventiva como medida cautelar, podrá disponer la libertad del 
imputado o imponerle una medida de protección en los términos de lo dispuesto 
por este Código. 
 
Cuando el Ministerio Público decrete la libertad del imputado, lo prevendrá a fin de 
que se abstenga de molestar o afectar a la víctima u ofendido y a los testigos del 
hecho, a no obstaculizar la investigación y comparecer cuantas veces sea citado 
para la práctica de diligencias de investigación, apercibiéndolo con imponerle 
medidas de apremio en caso de desobediencia injustificada. 
 

CAPÍTULO IV 
MEDIDAS CAUTELARES 

 
SECCIÓN I 

Disposiciones generales 
 
Artículo 153. Reglas generales de las medidas cautelares 
Las medidas cautelares serán impuestas mediante resolución judicial, por el 
tiempo indispensable para asegurar la presencia del imputado en el 
procedimiento, garantizar la seguridad de la víctima u ofendido o del testigo, o 
evitar la obstaculización del procedimiento. 
 
Corresponderá a las autoridades competentes de la Federación y de las entidades 
federativas, para medidas cautelares, vigilar que el mandato de la autoridad 
judicial sea debidamente cumplido. 
 
Artículo 154. Procedencia de medidas cautelares 
El Juez podrá imponer medidas cautelares a petición del Ministerio Público o de la 
víctima u ofendido, en los casos previstos por este Código, cuando ocurran las 
circunstancias siguientes: 
 
I. Formulada la imputación, el propio imputado se acoja al término 
constitucional, ya sea éste de una duración de setenta y dos horas o de ciento 
cuarenta y cuatro, según sea el caso, o 
 
II. Se haya vinculado a proceso al imputado. 
 
En caso de que el Ministerio Público, la víctima, el asesor jurídico, u ofendido, 
solicite una medida cautelar durante el plazo constitucional, dicha cuestión deberá 
resolverse inmediatamente después de formulada la imputación. Para tal efecto, 
las partes podrán ofrecer aquellos medios de prueba pertinentes para analizar la 
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procedencia de la medida solicitada, siempre y cuando la misma sea susceptible 
de ser desahogada en las siguientes veinticuatro horas. 
 
Artículo 155. Tipos de medidas cautelares 
A solicitud del Ministerio Público o de la víctima u ofendido, el juez podrá imponer 
al imputado una o varias de las siguientes medidas cautelares: 
 
I. La presentación periódica ante el juez o ante autoridad distinta que aquél 
designe; 
 
II. La exhibición de una garantía económica; 
 
III. El embargo de bienes; 
 
IV. La inmovilización de cuentas y demás valores que se encuentren dentro del 
sistema financiero; 
 
V. La prohibición de salir sin autorización del país, de la localidad en la cual 
reside o del ámbito territorial que fije el juez; 
 
VI. El sometimiento al cuidado o vigilancia de una persona o institución 
determinada o internamiento a institución determinada; 
 
VII. La prohibición de concurrir a determinadas reuniones o acercarse o ciertos 
lugares; 
 
VIII. La prohibición de convivir, acercarse o comunicarse con determinadas 
personas, con las víctimas u ofendidos o testigos, siempre que no se afecte el 
derecho de defensa; 
 
IX. La separación inmediata del domicilio; 
 
X. La suspensión temporal en el ejercicio del cargo cuando se le atribuye un 
delito cometido por servidores públicos; 
 
XI. La suspensión temporal en el ejercicio de una determinada actividad 
profesional o laboral; 
 
XII. La colocación de localizadores electrónicos; 
 
XIII. El resguardo en su propio domicilio con las modalidades que el juez 
disponga, o 
 
XIV. La prisión preventiva. 
 
Las medidas cautelares no podrán ser usadas como medio para obtener un 
reconocimiento de culpabilidad o como sanción penal anticipada. 
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Artículo 156. Proporcionalidad 
El Juez de control, al imponer una o varias de las medidas cautelares previstas en 
este Código, deberá tomar en consideración los argumentos que las partes 
ofrezcan o la justificación que el Ministerio Público realice, aplicando el criterio de 
mínima intervención según las circunstancias particulares de cada persona, en 
términos de lo dispuesto en el artículo 19 de la Constitución. 
 
Para determinar la idoneidad y proporcionalidad de la medida, se podrá tomar en 
consideración el análisis de evaluación de riesgo realizado por personal 
especializado en la materia, de manera objetiva, imparcial y neutral en términos de 
la legislación aplicable. 
 
En la resolución respectiva, el Juez de control deberá justificar las razones por las 
que la medida cautelar impuesta es la que resulta menos lesiva para el imputado. 
 
Artículo 157. Imposición de medidas cautelares 
Las solicitudes de medidas cautelares serán resueltas por el Juez de control, en 
audiencia y con presencia de las partes. 
 
El Juez de control podrá imponer una de las medidas cautelares previstas en este 
Código, o combinar varias de ellas según resulte adecuado al caso, o imponer una 
diversa a la solicitada siempre que no sea más grave. Sólo el Ministerio Público 
podrá solicitar la prisión preventiva, la cual no podrá combinarse con otras 
medidas cautelares previstas en este Código, salvo el embargo precautorio o la 
inmovilización de cuentas y demás valores que se encuentren en el sistema 
financiero. 
 
En ningún caso el Juez de control está autorizado a aplicar medidas cautelares sin 
tomar en cuenta el objeto o la finalidad de las mismas ni a aplicar medidas más 
graves que las previstas en el presente Código. 
 
Artículo 158. Debate de medidas cautelares 
Formulada la imputación, en su caso, o dictado el auto de vinculación a proceso a 
solicitud del Ministerio Público, de la víctima o de la defensa, se discutirá lo relativo 
a la necesidad de imposición o modificación de medidas cautelares. 
 
Artículo 159. Contenido de la resolución 
La resolución que establezca una medida cautelar deberá contener al menos lo 
siguiente: 
 
I. La imposición de la medida cautelar y la justificación que motivó el 
establecimiento de la misma; 
 
II. Los lineamientos para la aplicación de la medida, y 
 
III. La vigencia de la medida. 
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Artículo 160. Impugnación de las decisiones judiciales 
Todas las decisiones judiciales relativas a las medidas cautelares reguladas por 
este Código son apelables. 
 
Artículo 161. Revisión de la medida 
Cuando hayan variado de manera objetiva las condiciones que justificaron la 
imposición de una medida cautelar, las partes podrán solicitar al Órgano 
jurisdiccional, la revocación, sustitución o modificación de la misma, para lo cual el 
Órgano jurisdiccional citará a todos los intervinientes a una audiencia con el fin de 
abrir debate sobre la subsistencia de las condiciones o circunstancias que se 
tomaron en cuenta para imponer la medida y la necesidad, en su caso, de 
mantenerla y resolver en consecuencia. 
 
Artículo 162. Audiencia de revisión de las medidas cautelares 
De no ser desechada de plano la solicitud de revisión, la audiencia se llevará a 
cabo dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes contadas a partir de la 
presentación de la solicitud. 
 
Artículo 163. Medios de prueba para la imposición y revisión de la medida 
Las partes pueden invocar datos u ofrecer medios de prueba para que se 
imponga, confirme, modifique o revoque, según el caso, la medida cautelar. 
 
Artículo 164. Evaluación y supervisión de medidas cautelares 
La evaluación y supervisión de medidas cautelares distintas a la prisión preventiva 
corresponderá a la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la 
suspensión condicional del proceso que se regirá por los principios de neutralidad, 
objetividad, imparcialidad y confidencialidad. 
 
La información que se recabe con motivo de la evaluación de riesgo no puede ser 
usada para la investigación del delito y no podrá ser proporcionada al Ministerio 
Público. Lo anterior, salvo que se trate de un delito que está en curso o sea 
inminente su comisión, y peligre la integridad personal o la vida de una persona, el 
entrevistador quedará relevado del deber de confidencialidad y podrá darlo a 
conocer a los agentes encargados de la persecución penal. 
 
Para decidir sobre la necesidad de la imposición o revisión de las medidas 
cautelares, la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión 
condicional del proceso proporcionará a las partes la información necesaria para 
ello, de modo que puedan hacer la solicitud correspondiente al Órgano 
jurisdiccional. 
 
Para tal efecto, la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la 
suspensión condicional del proceso, tendrá acceso a los sistemas y bases de 
datos del Sistema Nacional de Información y demás de carácter público, y contará 
con una base de datos para dar seguimiento al cumplimiento de las medidas 
cautelares distintas a la prisión preventiva. 
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Las partes podrán obtener la información disponible de la autoridad competente 
cuando así lo solicite, previo a la audiencia para debatir la solicitud de medida 
cautelar. 
 
La supervisión de la prisión preventiva quedará a cargo de la autoridad 
penitenciaria en los términos de la ley de la materia. 
 
Artículo 165. Aplicación de la prisión preventiva 
Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad habrá lugar a prisión 
preventiva. La prisión preventiva será ordenada conforme a los términos y las 
condiciones de este Código. 
 
La prisión preventiva no podrá exceder del tiempo que como máximo de pena fije 
la ley al delito que motivare el proceso y en ningún caso será superior a dos años, 
salvo que su prolongación se deba al ejercicio del derecho de defensa del 
imputado. Si cumplido este término no se ha pronunciado sentencia, el imputado 
será puesto en libertad de inmediato mientras se sigue el proceso, sin que ello 
obste para imponer otras medidas cautelares. 
 
Artículo 166. Excepciones 
En el caso de que el imputado sea una persona mayor de setenta años de edad o 
afectada por una enfermedad grave o terminal, el Órgano jurisdiccional podrá 
ordenar que la prisión preventiva se ejecute en el domicilio de la persona imputada 
o, de ser el caso, en un centro médico o geriátrico, bajo las medidas cautelares 
que procedan. 
 
De igual forma, procederá lo previsto en el párrafo anterior, cuando se trate de 
mujeres embarazadas, o de madres durante la lactancia. 
 
No gozarán de la prerrogativa prevista en los dos párrafos anteriores, quienes a 
criterio del Juez de control puedan sustraerse de la acción de la justicia o 
manifiesten una conducta que haga presumible su riesgo social. 
 
Artículo 167. Causas de procedencia 
El Ministerio Público sólo podrá solicitar al Juez de control la prisión preventiva o el 
resguardo domiciliario cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para 
garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la 
investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad así 
como cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado 
previamente por la comisión de un delito doloso, siempre y cuando la causa 
diversa no sea acumulable o conexa en los términos del presente Código. 
 
En el supuesto de que el imputado esté siendo procesado por otro delito distinto 
de aquel en el que se solicite la prisión preventiva, deberá analizarse si ambos 
procesos son susceptibles de acumulación, en cuyo caso la existencia de proceso 
previo no dará lugar por si sola a la procedencia de la prisión preventiva. 
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El Juez de control en el ámbito de su competencia, ordenará la prisión preventiva 
oficiosamente en los casos de delincuencia organizada, homicidio doloso, 
violación, secuestro, trata de personas, delitos cometidos con medios violentos 
como armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley contra la 
seguridad de la Nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud. 
 
Las leyes generales de salud, secuestro y trata de personas establecerán los 
supuestos que ameriten prisión preventiva oficiosa. 
 
La ley en materia de delincuencia organizada establecerá los supuestos que 
ameriten prisión preventiva oficiosa. 
 
Se consideran delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa, los previstos en el 
Código Penal Federal de la manera siguiente: 
 
I. Homicidio doloso previsto en los artículos 302 en relación al 307, 313, 315, 
315 Bis, 320 y 323; 
 
II. Genocidio, previsto en el artículo 149 Bis; 
 
III. Violación prevista en los artículos 265, 266 y 266 Bis; 
 
IV. Traición a la patria, previsto en los artículos 123, 124, 125 y 126; 
 
V. Espionaje, previsto en los artículos 127 y 128; 
 
VI. Terrorismo, previsto en los artículos 139 al 139 Ter y terrorismo 
internacional previsto en los artículos 148 Bis al 148 Quáter; 
 
VII. Sabotaje, previsto en el artículo 140, párrafo primero; 
 
VIII. Los previstos en los artículos 142, párrafo segundo y 145; 
 
IX. Corrupción de personas menores de dieciocho años de edad o de personas 
que no tienen capacidad para comprender el significado del hecho o de personas 
que no tienen capacidad para resistirlo, previsto en el artículo 201; Pornografía de 
personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen 
capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen 
capacidad para resistirlo, previsto en el artículo 202; Turismo sexual en contra de 
personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen 
capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen 
capacidad para resistirlo, previsto en los artículos 203 y 203 Bis; Lenocinio de 
personas menores de dieciocho años de edad o de personas que no tienen 
capacidad para comprender el significado del hecho o de personas que no tienen 
capacidad para resistirlo, previsto en el artículo 204 y Pederastia, previsto en el 
artículo 209 Bis; 
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X. Tráfico de menores, previsto en el artículo 366 Ter; 
 
XI. Contra la salud, previsto en los artículos 194, 195, 196 Bis, 196 Ter, 197, 
párrafo primero y 198, parte primera del párrafo tercero. 
 
El juez no impondrá la prisión preventiva oficiosa y la sustituirá por otra medida 
cautelar, únicamente cuando lo solicite el Ministerio Público por no resultar 
proporcional para garantizar la comparecencia del imputado en el proceso, el 
desarrollo de la investigación, la protección de la víctima y de los testigos o de la 
comunidad. Dicha solicitud deberá contar con la autorización del titular de la 
Procuraduría o el funcionario que en él delegue esa facultad. 
 
Artículo 168. Peligro de sustracción del imputado 
Para decidir si está garantizada o no la comparecencia del imputado en el 
proceso, el Juez de control tomará en cuenta, especialmente, las siguientes 
circunstancias: 
 
I. El arraigo que tenga en el lugar donde deba ser juzgado determinado por el 
domicilio, residencia habitual, asiento de la familia y las facilidades para 
abandonar el lugar o permanecer oculto. La falsedad sobre el domicilio del 
imputado constituye presunción de riesgo de fuga; 
 
II. El máximo de la pena que en su caso pudiera llegar a imponerse de 
acuerdo al delito de que se trate y la actitud que voluntariamente adopta el 
imputado ante éste; 
 
III. El comportamiento del imputado posterior al hecho cometido durante el 
procedimiento o en otro anterior, en la medida que indique su voluntad de 
someterse o no a la persecución penal; 
 
IV. La inobservancia de medidas cautelares previamente impuestas, o 
 
V. El desacato de citaciones para actos procesales y que, conforme a derecho, 
le hubieran realizado las autoridades investigadoras o jurisdiccionales. 
 
Artículo 169. Peligro de obstaculización del desarrollo de la investigación 
Para decidir acerca del peligro de obstaculización del desarrollo de la 
investigación, el Juez de control tomará en cuenta la circunstancia del hecho 
imputado y los elementos aportados por el Ministerio Público para estimar como 
probable que, de recuperar su libertad, el imputado: 
 
I. Destruirá, modificará, ocultará o falsificará elementos de prueba; 
 
II. Influirá para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente o se 
comporten de manera reticente o inducirá a otros a realizar tales 
comportamientos, o 
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III. Intimidará, amenazará u obstaculizará la labor de los servidores públicos 
que participan en la investigación. 
 
Artículo 170. Riesgo para la víctima u ofendido, testigos o para la comunidad 
La protección que deba proporcionarse a la víctima u ofendido, a los testigos o a la 
comunidad, se establecerá a partir de la valoración que haga el Juez de control 
respecto de las circunstancias del hecho y de las condiciones particulares en que 
se encuentren dichos sujetos, de las que puedan derivarse la existencia de un 
riesgo fundado de que se cometa contra dichas personas un acto que afecte su 
integridad personal o ponga en riesgo su vida. 
 
Artículo 171. Pruebas para la imposición, revisión, sustitución, modificación 
o cese de la prisión preventiva 
Las partes podrán invocar datos u ofrecer medios de prueba con el fin de solicitar 
la imposición, revisión, sustitución, modificación o cese de la prisión preventiva. 
 
En todos los casos se estará a lo dispuesto por este Código en lo relativo a la 
admisión y desahogo de medios de prueba. 
 
Los medios de convicción allegados tendrán eficacia únicamente para la 
resolución de las cuestiones que se hubieren planteado. 
 
Artículo 172. Presentación de la garantía 
Al decidir sobre la medida cautelar consistente en garantía económica, el Juez de 
control previamente tomará en consideración la idoneidad de la medida solicitada 
por el Ministerio Público. Para resolver sobre dicho monto, el Juez de control 
deberá tomar en cuenta el peligro de sustracción del imputado a juicio, el peligro 
de obstaculización del desarrollo de la investigación y el riesgo para la víctima u 
ofendido, para los testigos o para la comunidad. Adicionalmente deberá considerar 
las características del imputado, su capacidad económica, la posibilidad de 
cumplimiento de las obligaciones procesales a su cargo. 
 
El Juez de control hará la estimación de modo que constituya un motivo eficaz 
para que el imputado se abstenga de incumplir sus obligaciones y deberá fijar un 
plazo razonable para exhibir la garantía. 
 
Artículo 173. Tipo de garantía 
La garantía económica podrá constituirse de las siguientes maneras: 
 
I. Depósito en efectivo; 
 
II. Fianza de institución autorizada; 
 
III. Hipoteca; 
 
IV. Prenda; 
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V. Fideicomiso, o 
 
VI. Cualquier otra que a criterio del Juez de control cumpla suficientemente con 
esta finalidad. 
 
El Juez de control podrá autorizar la sustitución de la garantía impuesta al 
imputado por otra equivalente previa audiencia del Ministerio Público, la víctima u 
ofendido, si estuviese presente. 
 
Las garantías económicas se regirán por las reglas generales previstas en el 
Código Civil Federal o de las Entidades federativas, según corresponda y demás 
legislaciones aplicables. 
 
El depósito en efectivo será equivalente a la cantidad señalada como garantía 
económica y se hará en la institución de crédito autorizada para ello; sin embargo, 
cuando por razones de la hora o por tratarse de día inhábil no pueda constituirse 
el depósito, el Juez de control recibirá la cantidad en efectivo, asentará registro de 
ella y la ingresará el primer día hábil a la institución de crédito autorizada. 
 
Artículo 174. Incumplimiento del imputado de las medidas cautelares 
Cuando el supervisor de la medida cautelar detecte un incumplimiento de una 
medida cautelar distinta a la garantía económica o de prisión preventiva, deberá 
informar a las partes de forma inmediata a efecto de que en su caso puedan 
solicitar la revisión de la medida cautelar. 
 
El Ministerio Público que reciba el reporte de la autoridad de supervisión de 
medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso, deberá solicitar 
audiencia para revisión de la medida cautelar impuesta en el plazo más breve 
posible y en su caso, solicite la comparecencia del imputado o una orden de 
aprehensión. 
 
En caso que el imputado notificado por cualquier medio no comparezca 
injustificadamente a la audiencia a la que fue citado, el Ministerio Público deberá 
solicitar la orden de aprehensión o comparecencia. 
 
La justificación de la inasistencia por parte del imputado deberá presentarse a más 
tardar al momento de la audiencia. 
 
En el caso de que al imputado se le haya impuesto como medida cautelar una 
garantía económica y, exhibida ésta sea citado para comparecer ante el juez e 
incumpla la cita, se requerirá al garante para que presente al imputado en un plazo 
no mayor a ocho días, advertidos, el garante y el imputado, de que si no lo 
hicieren o no justificaren la incomparecencia, se hará efectiva la garantía a favor 
del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación Integral o sus equivalentes en las 
entidades federativas, previstos en la Ley General de Víctimas. 
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Si el imputado es sorprendido infringiendo una medida cautelar de las establecidas 
en las fracciones V, VII, VIII, IX, XII y XIII del artículo 155 de este Código, el 
supervisor de la medida cautelar deberá dar aviso inmediatamente y por cualquier 
medio, al Juez de control quien con la misma inmediatez ordenará su arresto con 
fundamento en el inciso d), fracción II del artículo 104 de este Código, para que 
dentro de la duración de este sea llevado ante él en audiencia con las partes, con 
el fin de que se revise la medida cautelar; siempre y cuando se le haya apercibido 
que de incumplir con la medida cautelar se le impondría dicha medida de apremio. 
 
Artículo 175. Cancelación de la garantía 
La garantía se cancelará y se devolverán los bienes afectados por ella, cuando: 
 
I. Se revoque la decisión que la decreta; 
 
II. Se dicte el sobreseimiento o la sentencia absolutoria, o 
 
III. El imputado se someta a la ejecución de la pena o la garantía no deba 
ejecutarse. 
 

CAPÍTULO V 
DE LA SUPERVISIÓN DE LAS MEDIDAS CAUTELARES 

 
SECCIÓN I 

De la Autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión 
condicional del proceso 

 
Artículo 176. Naturaleza y objeto 
La Autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional 
del proceso, tendrá por objeto realizar la evaluación de riesgo del imputado, así 
como llevar a cabo el seguimiento de las medidas cautelares y de la suspensión 
condicional del proceso, en caso de que no sea una institución de seguridad 
pública se podrá auxiliar de la instancia policial correspondiente para el desarrollo 
de sus funciones. 
 
Esta autoridad deberá proporcionar a las partes información sobre la evaluación 
de riesgos que representa el imputado y el seguimiento de las medidas cautelares 
y de la suspensión condicional del proceso que le soliciten. 
 
Artículo 177. Obligaciones de la autoridad de supervisión de medidas 
cautelares y de la suspensión condicional del proceso 
La autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional 
del proceso tendrá las siguientes obligaciones: 
 
I. Supervisar y dar seguimiento a las medidas cautelares impuestas, distintas 
a la prisión preventiva, y las condiciones a cargo del imputado en caso de 
suspensión condicional del proceso, así como hacer sugerencias sobre cualquier 
cambio que amerite alguna modificación de las medidas u obligaciones impuestas; 
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II. Entrevistar periódicamente a la víctima o testigo del delito, con el objeto de 
dar seguimiento al cumplimiento de la medida cautelar impuesta o las condiciones 
de la suspensión condicional del proceso y canalizarlos, en su caso, a la autoridad 
correspondiente; 
 
III. Realizar entrevistas así como visitas no anunciadas en el domicilio o en el 
lugar en donde se encuentre el imputado; 
 
IV. Verificar la localización del imputado en su domicilio o en el lugar en donde 
se encuentre, cuando la modalidad de la medida cautelar o de la suspensión 
condicional del proceso impuesta por la autoridad judicial así lo requiera; 
 
V. Requerir que el imputado proporcione muestras, sin previo aviso, para 
detectar el posible uso de alcohol o drogas prohibidas, o el resultado del examen 
de las mismas en su caso, cuando la modalidad de la suspensión condicional del 
proceso impuesta por la autoridad judicial así lo requiera; 
 
VI. Supervisar que las personas e instituciones públicas y privadas a las que la 
autoridad judicial encargue el cuidado del imputado, cumplan las obligaciones 
contraídas; 
 
VII. Solicitar al imputado la información que sea necesaria para verificar el 
cumplimiento de las medidas y obligaciones impuestas; 
 
VIII. Revisar y sugerir el cambio de las condiciones de las medidas impuestas al 
imputado, de oficio o a solicitud de parte, cuando cambien las circunstancias 
originales que sirvieron de base para imponer la medida; 
 
IX. Informar a las partes aquellas violaciones a las medidas y obligaciones 
impuestas que estén debidamente verificadas, y puedan implicar la modificación o 
revocación de la medida o suspensión y sugerir las modificaciones que estime 
pertinentes; 
 
X. Conservar actualizada una base de datos sobre las medidas cautelares y 
obligaciones impuestas, su seguimiento y conclusión; 
 
XI. Solicitar y proporcionar información a las oficinas con funciones similares de 
la Federación o de Entidades federativas dentro de sus respectivos ámbitos de 
competencia; 
 
XII. Ejecutar las solicitudes de apoyo para la obtención de información que le 
requieran las oficinas con funciones similares de la Federación o de las Entidades 
federativas en sus respectivos ámbitos de competencia; 
 
XIII. Canalizar al imputado a servicios sociales de asistencia, públicos o 
privados, en materias de salud, empleo, educación, vivienda y apoyo jurídico, 
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cuando la modalidad de la medida cautelar o de la suspensión condicional del 
proceso impuesta por la autoridad judicial así lo requiera, y 
 
XIV. Las demás que establezca la legislación aplicable. 
 
Artículo 178. Riesgo de incumplimiento de medida cautelar distinta a la 
prisión preventiva 
En el supuesto de que la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la 
suspensión condicional del proceso, advierta que existe un riesgo objetivo en 
inminente de fuga o de afectación a la integridad personal de los intervinientes, 
deberá informar a las partes de forma inmediata a efecto de que en su caso 
puedan solicitar al Juez de control la revisión de la medida cautelar. 
 
Artículo 179. Suspensión de la medida cautelar 
Cuando se determine la suspensión condicional de proceso, la autoridad judicial 
deberá suspender las medidas cautelares impuestas, las que podrán continuar en 
los mismos términos o modificarse, si el proceso se reanuda, de acuerdo con las 
peticiones de las partes y la determinación judicial. 
 
Artículo 180. Continuación de la medida cautelar en caso de sentencia 
condenatoria recurrida 
Cuando el sentenciado recurra la sentencia condenatoria, continuará el 
seguimiento de las medidas cautelares impuestas hasta que cause estado la 
sentencia, sin perjuicio de que puedan ser sujetas de revisión de conformidad con 
las reglas de este Código. 
 
Artículo 181. Seguimiento de medidas cautelares en caso de suspensión del 
proceso 
Cuando el proceso sea suspendido en virtud de que la autoridad judicial haya 
determinado la sustracción de la acción de la justicia, las medidas cautelares 
continuarán vigentes, salvo las que resulten de imposible cumplimiento. 
 
En caso de que el proceso se suspenda por la falta de un requisito de 
procedibilidad, las medidas cautelares continuarán vigentes por el plazo que 
determine la autoridad judicial que no podrá exceder de cuarenta y ocho horas. 
 
Si el imputado es declarado inimputable, se citará a una audiencia de revisión de 
la medida cautelar proveyendo, en su caso, la aplicación de ajustes razonables 
solicitados por las partes. 
 
Artículo 182. Registro de actividades de supervisión 
Se llevará un registro, por cualquier medio fidedigno, de las actividades necesarias 
que permitan a la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la 
suspensión condicional del proceso tener certeza del cumplimiento o 
incumplimiento de las obligaciones impuestas. 
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LIBRO SEGUNDO 
DEL PROCEDIMIENTO 

 
TÍTULO I 

SOLUCIONES ALTERNAS Y FORMAS DE TERMINACIÓN ANTICIPADA 
 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES COMUNES 

 
Artículo 183. Principio general 
En los asuntos sujetos a procedimiento abreviado se aplicarán las disposiciones 
establecidas en este Título. 
 
En todo lo no previsto en este Título, y siempre que no se opongan al mismo, se 
aplicarán las reglas del proceso ordinario. 
 
Para las salidas alternas y formas de terminación anticipada, la autoridad 
competente contará con un registro para dar seguimiento al cumplimiento de los 
acuerdos reparatorios, los procesos de suspensión condicional del proceso, y el 
procedimiento abreviado, dicho registro deberá ser consultado por el Ministerio 
Público y la autoridad judicial antes de solicitar y conceder, respectivamente, 
alguna forma de solución alterna del procedimiento o de terminación anticipada del 
proceso. 
 
Artículo 184. Soluciones alternas 
Son formas de solución alterna del procedimiento: 
 
I. El acuerdo reparatorio, y 
 
II. La suspensión condicional del proceso. 
 
Artículo 185. Formas de terminación anticipada del proceso 
El procedimiento abreviado será considerado una forma de terminación anticipada 
del proceso. 
 

CAPÍTULO II 
ACUERDOS REPARATORIOS 

 
Artículo 186. Definición 
Los acuerdos reparatorios son aquéllos celebrados entre la víctima u ofendido y el 
imputado que, una vez aprobados por el Ministerio Público o el Juez de control y 
cumplidos en sus términos, tienen como efecto la extinción de la acción penal. 
 
Artículo 187. Control sobre los acuerdos reparatorios 
Procederán los acuerdos reparatorios únicamente en los casos siguientes: 
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I.  Delitos que se persiguen por querella, por requisito equivalente de parte 
ofendida o que admiten el perdón de la víctima o el ofendido; 
 
II. Delitos culposos, o 
 
III. Delitos patrimoniales cometidos sin violencia sobre las personas. 
 
No procederán los acuerdos reparatorios en los casos en que el imputado haya 
celebrado anteriormente otros acuerdos por hechos que correspondan a los 
mismos delitos dolosos, tampoco procederán cuando se trate de delitos de 
violencia familiar o sus equivalentes en las Entidades federativas. 
 
Tampoco serán procedentes en caso de que el imputado haya incumplido 
previamente un acuerdo reparatorio, salvo que haya sido absuelto. 
 
Artículo 188. Procedencia 
Los acuerdos reparatorios procederán desde la presentación de la denuncia o 
querella hasta antes de decretarse el auto de apertura de juicio. En el caso de que 
se haya dictado el auto de vinculación a proceso y hasta antes de que se haya 
dictado el auto de apertura a juicio, el Juez de control, a petición de las partes, 
podrá suspender el proceso penal hasta por treinta días para que las partes 
puedan concretar el acuerdo con el apoyo de la autoridad competente 
especializada en la materia. 
 
En caso de que la concertación se interrumpa, cualquiera de las partes podrá 
solicitar la continuación del proceso. 
 
Artículo 189. Oportunidad 
Desde su primera intervención, el Ministerio Público o en su caso, el Juez de 
control, podrán invitar a los interesados a que suscriban un acuerdo reparatorio en 
los casos en que proceda, de conformidad con lo dispuesto en el presente Código, 
debiendo explicarles a las partes los efectos del acuerdo. 
 
Las partes podrán acordar acuerdos reparatorios de cumplimiento inmediato o 
diferido. En caso de señalar que el cumplimiento debe ser diferido y no señalar 
plazo específico, se entenderá que el plazo será por un año. El plazo para el 
cumplimiento de las obligaciones suspenderá el trámite del proceso y la 
prescripción de la acción penal. 
 
Si el imputado incumple sin justa causa las obligaciones pactadas, la investigación 
o el proceso, según corresponda, continuará como si no se hubiera celebrado 
acuerdo alguno. 
 
La información que se genere como producto de los acuerdos reparatorios no 
podrá ser utilizada en perjuicio de las partes dentro del proceso penal. 
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El juez decretará la extinción de la acción una vez aprobado el cumplimiento pleno 
de las obligaciones pactadas en un acuerdo reparatorio, haciendo las veces de 
sentencia ejecutoriada. 
 
Artículo 190. Trámite 
Los acuerdos reparatorios deberán ser aprobados por el Juez de control a partir 
de la etapa de investigación complementaria y por el Ministerio Publico en la etapa 
de investigación inicial. En este último supuesto, las partes tendrán derecho a 
acudir ante el Juez de control, dentro de los cinco días siguientes a que se haya 
aprobado el acuerdo reparatorio, cuando estimen que el mecanismo alternativo de 
solución de controversias no se desarrolló conforme a las disposiciones previstas 
en la ley de la materia. Si el Juez de control determina como válidas las 
pretensiones de las partes, podrá declarar como no celebrado el acuerdo 
reparatorio y, en su caso, aprobar la modificación acordada entre las partes. 
 
Previo a la aprobación del acuerdo reparatorio, el Juez de control o el Ministerio 
Público verificarán que las obligaciones que se contraen no resulten notoriamente 
desproporcionadas y que los intervinientes estuvieron en condiciones de igualdad 
para negociar y que no hayan actuado bajo condiciones de intimidación, amenaza 
o coacción. 
 

CAPÍTULO III 
SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO 

 
Artículo 191. Definición 
Por suspensión condicional del proceso deberá entenderse el planteamiento 
formulado por el Ministerio Público o por el imputado, el cual contendrá un plan 
detallado sobre el pago de la reparación del daño y el sometimiento del imputado 
a una o varias de las condiciones que refiere este Capítulo, que garanticen una 
efectiva tutela de los derechos de la víctima u ofendido y que en caso de 
cumplirse, pueda dar lugar a la extinción de la acción penal. 
 
Artículo 192. Procedencia 
La suspensión condicional del proceso, a solicitud del imputado o del Ministerio 
Público con acuerdo de aquél, procederá en los casos en que se cubran los 
requisitos siguientes: 
 
I.  Que el auto de vinculación a proceso del imputado se haya dictado por un 
delito cuya media aritmética de la pena de prisión no exceda de cinco años; 
 
II.  Que no exista oposición fundada de la víctima y ofendido, y 
 
III.  Que hayan transcurrido dos años desde el cumplimiento o cinco años 
desde el incumplimiento, de una suspensión condicional anterior, en su caso. 
 
Lo señalado en la fracción III del presente artículo, no procederá cuando el 
imputado haya sido absuelto en dicho procedimiento. 
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Artículo 193. Oportunidad 
Una vez dictado el auto de vinculación a proceso, la suspensión condicional del 
proceso podrá solicitarse en cualquier momento hasta antes de acordarse la 
apertura de juicio, y no impedirá el ejercicio de la acción civil ante los tribunales 
respectivos. 
 
Artículo 194. Plan de reparación 
En la audiencia en donde se resuelva sobre la solicitud de suspensión condicional 
del proceso, el imputado deberá plantear, un plan de reparación del daño causado 
por el delito y plazos para cumplirlo. 
 
Artículo 195. Condiciones por cumplir durante el periodo de suspensión 
condicional del proceso 
El Juez de control fijará el plazo de suspensión condicional del proceso, que no 
podrá ser inferior a seis meses ni superior a tres años, y determinará imponer al 
imputado una o varias de las condiciones que deberá cumplir, las cuales en forma 
enunciativa más no limitativa se señalan: 
 
I. Residir en un lugar determinado; 
 
II. Frecuentar o dejar de frecuentar determinados lugares o personas; 
 
III. Abstenerse de consumir drogas o estupefacientes o de abusar de las 
bebidas alcohólicas; 
 
IV. Participar en programas especiales para la prevención y el tratamiento de 
adicciones; 
 
V. Aprender una profesión u oficio o seguir cursos de capacitación en el lugar 
o la institución que determine el Juez de control; 
 
VI. Prestar servicio social a favor del Estado o de instituciones de beneficencia 
pública; 
 
VII. Someterse a tratamiento médico o psicológico, de preferencia en 
instituciones públicas; 
 
VIII. Tener un trabajo o empleo, o adquirir, en el plazo que el Juez de control 
determine, un oficio, arte, industria o profesión, si no tiene medios propios de 
subsistencia; 
 
IX. Someterse a la vigilancia que determine el Juez de control; 
 
X. No poseer ni portar armas; 
 
XI. No conducir vehículos; 
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XII. Abstenerse de viajar al extranjero; 
 
XIII. Cumplir con los deberes de deudor alimentario, o 
 
XIV. Cualquier otra condición que, a juicio del Juez de control, logre una efectiva 
tutela de los derechos de la víctima. 
 
Para fijar las condiciones, el Juez de control podrá disponer que el imputado sea 
sometido a una evaluación previa. El Ministerio Público, la víctima u ofendido, 
podrán proponer al Juez de control condiciones a las que consideran debe 
someterse el imputado. 
 
El Juez de control preguntará al imputado si se obliga a cumplir con las 
condiciones impuestas y, en su caso, lo prevendrá sobre las consecuencias de su 
inobservancia. 
 
Artículo 196. Trámite 
La víctima u ofendido serán citados a la audiencia en la fecha que señale el Juez 
de control. La incomparecencia de éstos no impedirá que el Juez resuelva sobre la 
procedencia y términos de la solicitud. 
 
En su resolución, el Juez de control fijará las condiciones bajo las cuales se 
suspende el proceso o se rechaza la solicitud y aprobará el plan de reparación 
propuesto, mismo que podrá ser modificado por el Juez de control en la audiencia. 
La sola falta de recursos del imputado no podrá ser utilizada como razón suficiente 
para rechazar la suspensión condicional del proceso. 
 
La información que se genere como producto de la suspensión condicional del 
proceso no podrá ser utilizada en caso de continuar el proceso penal. 
 
Artículo 197. Conservación de los registros de investigación y medios de 
prueba 
En los procesos suspendidos de conformidad con las disposiciones establecidas 
en el presente Capítulo, el Ministerio Público tomará las medidas necesarias para 
evitar la pérdida, destrucción o ineficacia de los registros y medios de prueba 
conocidos y los que soliciten los sujetos que intervienen en el proceso. 
 
Artículo 198. Revocación de la suspensión condicional del proceso 
Si el imputado dejara de cumplir injustificadamente las condiciones impuestas, no 
cumpliera con el plan de reparación, o posteriormente fuera condenado por 
sentencia ejecutoriada por delito doloso o culposo, siempre que el proceso 
suspendido se refiera a delito de esta naturaleza, el Juez de control, previa 
petición del agente del Ministerio Público o de la víctima u ofendido, convocará a 
las partes a una audiencia en la que se debatirá sobre la procedencia de la 
revocación de la suspensión condicional del proceso, debiendo resolver de 
inmediato lo que proceda. 
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El Juez de control también podrá ampliar el plazo de la suspensión condicional del 
proceso hasta por dos años más. Esta extensión del término podrá imponerse por 
una sola vez. 
 
Si la víctima u ofendido hubiese recibido pagos durante la suspensión condicional 
del proceso y ésta en forma posterior fuera revocada, el monto total a que 
ascendieran dichos pagos deberán ser destinados al pago de la indemnización por 
daños y perjuicios que en su caso corresponda a la víctima u ofendido. 
 
La obligación de cumplir con las condiciones derivadas de la suspensión 
condicional del proceso, así como el plazo otorgado para tal efecto se 
interrumpirán mientras el imputado esté privado de su libertad por otro proceso. 
Una vez que el imputado obtenga su libertad, éstos se reanudarán. 
 
Si el imputado estuviera sometido a otro proceso y goza de libertad, la obligación 
de cumplir con las condiciones establecidas para la suspensión condicional del 
proceso así como el plazo otorgado para tal efecto, continuarán vigentes; sin 
embargo, no podrá decretarse la extinción de la acción penal hasta en tanto quede 
firme la resolución que lo exime de responsabilidad dentro del otro proceso. 
 
Artículo 199. Cesación provisional de los efectos de la suspensión 
condicional del proceso 
La suspensión condicional del proceso interrumpirá los plazos para la prescripción 
de la acción penal del delito de que se trate. 
 
Cuando las condiciones establecidas por el Juez de control para la suspensión 
condicional del proceso, así como el plan de reparación hayan sido cumplidas por 
el imputado dentro del plazo establecido para tal efecto sin que se hubiese 
revocado dicha suspensión condicional del proceso, se extinguirá la acción penal, 
para lo cual el Juez de control deberá decretar de oficio o a petición de parte el 
sobreseimiento. 
 
Artículo 200. Verificación de la existencia de un acuerdo previo 
Previo al comienzo de la audiencia de suspensión condicional del proceso, el 
Ministerio Público deberá consultar en los registros respectivos si el imputado en 
forma previa fue parte de algún mecanismo de solución alterna o suscribió 
acuerdos reparatorios, debiendo incorporar en los registros de investigación el 
resultado de la consulta e informar en la audiencia de los mismos. 
 

CAPÍTULO IV 
PROCEDIMIENTO ABREVIADO 

 
Artículo 201. Requisitos de procedencia y verificación del Juez 
Para autorizar el procedimiento abreviado, el Juez de control verificará en 
audiencia los siguientes requisitos: 
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I. Que el Ministerio Público solicite el procedimiento, para lo cual se deberá 
formular la acusación y exponer los datos de prueba que la sustentan. La 
acusación deberá contener la enunciación de los hechos que se atribuyen al 
acusado, su clasificación jurídica y grado de intervención, así como las penas y el 
monto de reparación del daño; 
 
II. Que la víctima u ofendido no presente oposición. Sólo será vinculante para 
el juez la oposición que se encuentre fundada, y 
 
III. Que el imputado: 
a) Reconozca estar debidamente informado de su derecho a un juicio oral y de 
los alcances del procedimiento abreviado; 
 
b) Expresamente renuncie al juicio oral; 
 
c) Consienta la aplicación del procedimiento abreviado; 
 
d) Admita su responsabilidad por el delito que se le imputa; 
 
e) Acepte ser sentenciado con base en los medios de convicción que exponga 
el Ministerio Público al formular la acusación. 
 
Artículo 202. Oportunidad 
El Ministerio Público podrá solicitar la apertura del procedimiento abreviado 
después de que se dicte el auto de vinculación a proceso y hasta antes de la 
emisión del auto de apertura a juicio oral. 
 
A la audiencia se deberá citar a todas las partes. La incomparecencia de la víctima 
u ofendido debidamente citados no impedirá que el Juez de control se pronuncie al 
respecto. 
 
Cuando el acusado no haya sido condenado previamente por delito doloso y el 
delito por el cual se lleva a cabo el procedimiento abreviado es sancionado con 
pena de prisión cuya media aritmética no exceda de cinco años, incluidas sus 
calificativas atenuantes o agravantes, el Ministerio Público podrá solicitar la 
reducción de hasta una mitad de la pena mínima en los casos de delitos dolosos y 
hasta dos terceras partes de la pena mínima en el caso de delitos culposos, de la 
pena de prisión que le correspondiere al delito por el cual acusa. 
 
En cualquier caso, el Ministerio Público podrá solicitar la reducción de hasta un 
tercio de la mínima en los casos de delitos dolosos y hasta en una mitad de la 
mínima en el caso de delitos culposos, de la pena de prisión. Si al momento de 
esta solicitud, ya existiere acusación formulada por escrito, el Ministerio Público 
podrá modificarla oralmente en la audiencia donde se resuelva sobre el 
procedimiento abreviado y en su caso solicitar la reducción de las penas, para el 
efecto de permitir la tramitación del caso conforme a las reglas previstas en el 
presente Capítulo. 
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El Ministerio Público al solicitar la pena en los términos previstos en el presente 
artículo, deberá observar el Acuerdo que al efecto emita el Procurador. 
 
Artículo 203. Admisibilidad 
En la misma audiencia, el Juez de control admitirá la solicitud del Ministerio 
Público cuando verifique que concurran los medios de convicción que corroboren 
la imputación, en términos de la fracción VII, del apartado A del artículo 20 de la 
Constitución. Serán medios de convicción los datos de prueba que se desprendan 
de los registros contenidos en la carpeta de investigación. 
 
Si el procedimiento abreviado no fuere admitido por el Juez de control, se tendrá 
por no formulada la acusación oral que hubiere realizado el Ministerio Público, lo 
mismo que las modificaciones que, en su caso, hubiera realizado a su respectivo 
escrito y se continuará de acuerdo con las disposiciones previstas para el 
procedimiento ordinario. Asimismo, el Juez de control ordenará que todos los 
antecedentes relativos al planteamiento, discusión y resolución de la solicitud de 
procedimiento abreviado sean eliminados del registro. 
 
Si no se admite la solicitud por inconsistencias o incongruencias en los 
planteamientos del Ministerio Público, éste podrá presentar nuevamente la 
solicitud una vez subsanados los defectos advertidos. 
 
Artículo 204. Oposición de la víctima u ofendido 
La oposición de la víctima u ofendido sólo será procedente cuando se acredite 
ante el Juez de control que no se encuentra debidamente garantizada la 
reparación del daño. 
 
Artículo 205. Trámite del procedimiento 
Una vez que el Ministerio Público ha realizado la solicitud del procedimiento 
abreviado y expuesto la acusación con los datos de prueba respectivos, el Juez de 
control resolverá la oposición que hubiere expresado la víctima u ofendido, 
observará el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 201, 
fracción III, correspondientes al imputado y verificará que los elementos de 
convicción que sustenten la acusación se encuentren debidamente integrados en 
la carpeta de investigación, previo a resolver sobre la autorización del 
procedimiento abreviado. 
 
Una vez que el Juez de control haya autorizado dar trámite al procedimiento 
abreviado, escuchará al Ministerio Público, a la víctima u ofendido o a su Asesor 
jurídico, de estar presentes y después a la defensa; en todo caso, la exposición 
final corresponderá siempre al acusado. 
 
Artículo 206. Sentencia 
Concluido el debate, el Juez de control emitirá su fallo en la misma audiencia, para 
lo cual deberá dar lectura y explicación pública a la sentencia, dentro del plazo de 
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cuarenta y ocho horas, explicando de forma concisa los fundamentos y motivos 
que tomó en consideración. 
 
No podrá imponerse una pena distinta o de mayor alcance a la que fue solicitada 
por el Ministerio Público y aceptada por el acusado. 
 
El juez deberá fijar el monto de la reparación del daño, para lo cual deberá 
expresar las razones para aceptar o rechazar las objeciones que en su caso haya 
formulado la víctima u ofendido. 
 
Artículo 207. Reglas generales 
La existencia de varios coimputados no impide la aplicación de estas reglas en 
forma individual. 
 

CAPÍTULO V 
DE LA SUPERVISIÓN DE LAS CONDICIONES IMPUESTAS EN LA 

SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCESO 
 
Artículo 208. Reglas para las obligaciones de la suspensión condicional del 
proceso 
Para el seguimiento de las obligaciones previstas en el artículo 195, fracciones III, 
IV, V, VI, VIII y XIII las instituciones públicas y privadas designadas por la 
autoridad judicial, informarán a la autoridad de supervisión de medidas cautelares 
y de la suspensión condicional del proceso sobre su cumplimiento. 
 
Artículo 209. Notificación de las obligaciones de la suspensión condicional 
del proceso 
Concluida la audiencia y aprobada la suspensión condicional del proceso y las 
obligaciones que deberá cumplir el imputado, se notificará a la autoridad de 
supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso, 
con el objeto de que ésta dé inicio al proceso de supervisión. Para tal efecto, se le 
deberá proporcionar la información de las condiciones impuestas. 
 
Artículo 210. Notificación del incumplimiento 
Cuando considere que se ha actualizado un incumplimiento injustificado, la 
autoridad de supervisión de medidas cautelares y de la suspensión condicional del 
proceso enviará el reporte de incumplimiento a las partes para que soliciten la 
audiencia de revocación de la suspensión ante el juez competente. 
 
Si el juez determina la revocación de la suspensión condicional del proceso, 
concluirá la supervisión de la autoridad de supervisión de medidas cautelares y de 
la suspensión condicional del proceso. 
 
El Ministerio Público que reciba el reporte de la autoridad de supervisión de 
medidas cautelares y de la suspensión condicional del proceso, deberá solicitar 
audiencia para pedir la revisión de las condiciones u obligaciones impuestas a la 
brevedad posible. 
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Artículo 256. Casos en que operan los criterios de oportunidad 
Iniciada la investigación y previo análisis objetivo de los datos que consten en la 
misma, conforme a las disposiciones normativas de cada Procuraduría, el 
Ministerio Público, podrá abstenerse de ejercer la acción penal con base en la 
aplicación de criterios de oportunidad, siempre que, en su caso, se hayan 
reparado o garantizado los daños causados a la víctima u ofendido. 
 
La aplicación de los criterios de oportunidad será procedente en cualquiera de los 
siguientes supuestos: 
 
I. Se trate de un delito que no tenga pena privativa de libertad, tenga pena 
alternativa o tenga pena privativa de libertad cuya punibilidad máxima sea de cinco 
años de prisión, siempre que el delito no se haya cometido con violencia; 
 
II. Se trate de delitos de contenido patrimonial cometidos sin violencia sobre 
las personas o de delitos culposos, siempre que el imputado no hubiere actuado 
en estado de ebriedad, bajo el influjo de narcóticos o de cualquier otra sustancia 
que produzca efectos similares; 
 
III. Cuando el imputado haya sufrido como consecuencia directa del hecho 
delictivo un daño físico o psicoemocional grave, o cuando el imputado haya 
contraído una enfermedad terminal que torne notoriamente innecesaria o 
desproporcional la aplicación de una pena; 
 
IV.  La pena o medida de seguridad que pudiera imponerse por el hecho 
delictivo que carezca de importancia en consideración a la pena o medida de 
seguridad ya impuesta o a la que podría imponerse por otro delito por el que esté 
siendo procesado con independencia del fuero; 
 
V.  Cuando el imputado aporte información esencial y eficaz para la 
persecución de un delito más grave del que se le imputa, y se comprometa a 
comparecer en juicio; 
 
VI.  Cuando, a razón de las causas o circunstancias que rodean la comisión de 
la conducta punible, resulte desproporcionada o irrazonable la persecución penal. 
 
VII.  Se deroga. 
 
No podrá aplicarse el criterio de oportunidad en los casos de delitos contra el libre 
desarrollo de la personalidad, de violencia familiar ni en los casos de delitos 
fiscales o aquellos que afecten gravemente el interés público. 
 
El Ministerio Público aplicará los criterios de oportunidad sobre la base de razones 
objetivas y sin discriminación, valorando las circunstancias especiales en cada 
caso, de conformidad con lo dispuesto en el presente Código así como en los 
criterios generales que al efecto emita el Procurador o equivalente. 
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La aplicación de los criterios de oportunidad podrán ordenarse en cualquier 
momento y hasta antes de que se dicte el auto de apertura a juicio. 
 
La aplicación de los criterios de oportunidad deberá ser autorizada por el 
Procurador o por el servidor público en quien se delegue esta facultad, en 
términos de la normatividad aplicable. 
 
Artículo 257. Efectos del criterio de oportunidad 
La aplicación de los criterios de oportunidad extinguirá la acción penal con 
respecto al autor o partícipe en cuyo beneficio se dispuso la aplicación de dicho 
criterio. Si la decisión del Ministerio Público se sustentara en alguno de los 
supuestos de procedibilidad establecidos en las fracciones I y II del artículo 
anterior, sus efectos se extenderán a todos los imputados que reúnan las mismas 
condiciones. 
 
En el caso de la fracción V del artículo anterior, se suspenderá el ejercicio de la 
acción penal, así como el plazo de la prescripción de la acción penal, hasta en 
tanto el imputado comparezca a rendir su testimonio en el procedimiento respecto 
del que aportó información, momento a partir del cual, el agente del Ministerio 
Público contará con quince días para resolver definitivamente sobre la 
procedencia de la extinción de la acción penal. 
 
En el supuesto a que se refiere la fracción V del artículo anterior, se suspenderá el 
plazo de la prescripción de la acción penal. 
 
Artículo 307. Audiencia inicial 
En la audiencia inicial se informarán al imputado sus derechos constitucionales y 
legales, si no se le hubiese informado de los mismos con anterioridad, se realizará 
el control de legalidad de la detención si correspondiere, se formulará la 
imputación, se dará la oportunidad de declarar al imputado, se resolverá sobre las 
solicitudes de vinculación a proceso y medidas cautelares y se definirá el plazo 
para el cierre de la investigación. 
 
En caso de que el Ministerio Público o la víctima u ofendido solicite la procedencia 
de una medida cautelar, dicha cuestión deberá ser resuelta antes de que se dicte 
la suspensión de la audiencia inicial. 
 
A esta audiencia deberá concurrir el Ministerio Público, el imputado y su Defensor. 
La víctima u ofendido o su Asesor jurídico, podrán asistir si así lo desean, pero su 
presencia no será requisito de validez de la audiencia. 
 
Artículo 309. Oportunidad para formular la imputación a personas detenidas 
La formulación de la imputación es la comunicación que el Ministerio Público 
efectúa al imputado, en presencia del Juez de control, de que desarrolla una 
investigación en su contra respecto de uno o más hechos que la ley señala como 
delito. 
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En el caso de detenidos en flagrancia o caso urgente, después que el Juez de 
control califique de legal la detención, el Ministerio Público deberá formular la 
imputación, acto seguido solicitará la vinculación del imputado a proceso sin 
perjuicio del plazo constitucional que pueda invocar el imputado o su Defensor. 
 
En el caso de que el Ministerio Público o la víctima u ofendido o el Asesor jurídico 
solicite una medida cautelar y el imputado se haya acogido al plazo constitucional, 
el debate sobre medidas cautelares sucederá previo a la suspensión de la 
audiencia. 
 
El imputado no podrá negarse a proporcionar su completa identidad, debiendo 
responder las preguntas que se le dirijan con respecto a ésta y se le exhortará 
para que se conduzca con verdad. 
 
Se le preguntará al imputado si es su deseo proporcionar sus datos en voz alta o 
si prefiere que éstos sean anotados por separado y preservados en reserva. 
 
Si el imputado decidiera declarar en relación a los hechos que se le imputan, se le 
informarán sus derechos procesales relacionados con este acto y que lo que 
declare puede ser utilizado en su contra, se le cuestionará si ha sido asesorado 
por su Defensor y si su decisión es libre. 
 
Si el imputado decide libremente declarar, el Ministerio Público, el Asesor jurídico 
de la víctima u ofendido, el acusador privado en su caso y la defensa podrán 
dirigirle preguntas sobre lo que declaró, pero no estará obligado a responder las 
que puedan ser en su contra. 
 
En lo conducente se observarán las reglas previstas en este Código para el 
desahogo de los medios de prueba. 
 
Artículo 313. Oportunidad para resolver la solicitud de vinculación a proceso 
Después de que el imputado haya emitido su declaración, o manifestado su deseo 
de no hacerlo, el agente del Ministerio Público solicitará al Juez de control la 
oportunidad para discutir medidas cautelares, en su caso, y posteriormente 
solicitar la vinculación a proceso. Antes de escuchar al agente del Ministerio 
Público, el Juez de control se dirigirá al imputado y le explicará los momentos en 
los cuales puede resolverse la solicitud que desea plantear el Ministerio Público. 
 
El Juez de control cuestionará al imputado si desea que se resuelva sobre su 
vinculación a proceso en esa audiencia dentro del plazo de setenta y dos horas o 
si solicita la ampliación de dicho plazo. En caso de que el imputado no se acoja al 
plazo constitucional ni solicite la duplicidad del mismo, el Ministerio Público deberá 
solicitar y motivar la vinculación del imputado a proceso, exponiendo en la misma 
audiencia los datos de prueba con los que considera que se establece un hecho 
que la ley señale como delito y la probabilidad de que el imputado lo cometió o 
participó en su comisión. El Juez de control otorgará la oportunidad a la defensa 
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para que conteste la solicitud y si considera necesario permitirá la réplica y 
contrarréplica. Hecho lo anterior, resolverá la situación jurídica del imputado. 
 
Si el imputado manifestó su deseo de que se resuelva sobre su vinculación a 
proceso dentro del plazo de setenta y dos horas o solicita la ampliación de dicho 
plazo, el Juez deberá señalar fecha para la celebración de la audiencia de 
vinculación a proceso dentro de dicho plazo o su prórroga. 
 
La audiencia de vinculación a proceso deberá celebrarse, según sea el caso, 
dentro de las setenta y dos o ciento cuarenta y cuatro horas siguientes a que el 
imputado detenido fue puesto a su disposición o que el imputado compareció a la 
audiencia de formulación de la imputación. 
 
El Juez de control deberá informar a la autoridad responsable del establecimiento 
en el que se encuentre internado el imputado si al resolverse su situación jurídica 
además se le impuso como medida cautelar la prisión preventiva o si se solicita la 
duplicidad del plazo constitucional. Si transcurrido el plazo constitucional el Juez 
de control no informa a la autoridad responsable, ésta deberá llamar su atención 
sobre dicho particular en el acto mismo de concluir el plazo y, si no recibe la 
constancia mencionada dentro de las tres horas siguientes, deberá poner al 
imputado en libertad. 
 
Artículo 320. Valor de las actuaciones 
Los antecedentes de la investigación y elementos de convicción aportados y 
desahogados, en su caso, en la audiencia de vinculación a proceso, que sirvan 
como base para el dictado del auto de vinculación a proceso y de las medidas 
cautelares, carecen de valor probatorio para fundar la sentencia, salvo las 
excepciones expresas previstas por este Código. 
 
Artículo 328. Efectos del sobreseimiento 
El sobreseimiento firme tiene efectos de sentencia absolutoria, pone fin al 
procedimiento en relación con el imputado en cuyo favor se dicta, inhibe una 
nueva persecución penal por el mismo hecho y hace cesar todas las medidas 
cautelares que se hubieran dictado. 
 
Artículo 401. Emisión de fallo 
Una vez concluida la deliberación, el Tribunal de enjuiciamiento se constituirá 
nuevamente en la sala de audiencias, después de ser convocadas oralmente o por 
cualquier medio todas las partes, con el propósito de que el Juez relator 
comunique el fallo respectivo. 
 
El fallo deberá señalar: 
 
I. La decisión de absolución o de condena; 
 
II. Si la decisión se tomó por unanimidad o por mayoría de miembros del 
Tribunal, y 



146 
 

 
III. La relación sucinta de los fundamentos y motivos que lo sustentan. 
 
En caso de condena, en la misma audiencia de comunicación del fallo se señalará 
la fecha en que se celebrará la audiencia de individualización de las sanciones y 
reparación del daño, dentro de un plazo que no podrá exceder de cinco días. 
 
En caso de absolución, el Tribunal de enjuiciamiento podrá aplazar la redacción de 
la sentencia hasta por un plazo de cinco días, la que será comunicada a las 
partes. 
 
Comunicada a las partes la decisión absolutoria, el Tribunal de enjuiciamiento 
dispondrá en forma inmediata el levantamiento de las medidas cautelares que se 
hubieren decretado en contra del imputado y ordenará se tome nota de ese 
levantamiento en todo índice o registro público y policial en el que figuren, así 
como su inmediata libertad sin que puedan mantenerse dichas medidas para la 
realización de trámites administrativos. También se ordenará la cancelación de las 
garantías de comparecencia y reparación del daño que se hayan otorgado. 
El Tribunal de enjuiciamiento dará lectura y explicará la sentencia en audiencia 
pública. En caso de que en la fecha y hora fijadas para la celebración de dicha 
audiencia no asistiere persona alguna, se dispensará de la lectura y la explicación 
y se tendrá por notificadas a todas las partes. 
 
Artículo 406. Sentencia condenatoria 
La sentencia condenatoria fijará las penas, o en su caso la medida de seguridad, y 
se pronunciará sobre la suspensión de las mismas y la eventual aplicación de 
alguna de las medidas alternativas a la privación o restricción de libertad previstas 
en la ley. 
 
La sentencia que condenare a una pena privativa de la libertad, deberá expresar 
con toda precisión el día desde el cual empezará a contarse y fijará el tiempo de 
detención o prisión preventiva que deberá servir de base para su cumplimiento. 
 
La sentencia condenatoria dispondrá también el decomiso de los instrumentos o 
efectos del delito o su restitución, cuando fuere procedente. 
 
El Tribunal de enjuiciamiento condenará a la reparación del daño. 
 
Cuando la prueba producida no permita establecer con certeza el monto de los 
daños y perjuicios, o de las indemnizaciones correspondientes, el Tribunal de 
enjuiciamiento podrá condenar genéricamente a reparar los daños y los perjuicios 
y ordenar que se liquiden en ejecución de sentencia por vía incidental, siempre 
que éstos se hayan demostrado, así como su deber de repararlos. 
 
El Tribunal de enjuiciamiento solamente dictará sentencia condenatoria cuando 
exista convicción de la culpabilidad del sentenciado, bajo el principio general de 
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que la carga de la prueba para demostrar la culpabilidad corresponde a la parte 
acusadora, conforme lo establezca el tipo penal de que se trate. 
 
Al dictar sentencia condenatoria se indicarán los márgenes de la punibilidad del 
delito y quedarán plenamente acreditados los elementos de la clasificación 
jurídica; es decir, el tipo penal que se atribuye, el grado de la ejecución del hecho, 
la forma de intervención y la naturaleza dolosa o culposa de la conducta, así como 
el grado de lesión o puesta en riesgo del bien jurídico. 
 
La sentencia condenatoria hará referencia a los elementos objetivos, subjetivos y 
normativos del tipo penal correspondiente, precisando si el tipo penal se consumó 
o se realizó en grado de tentativa, así como la forma en que el sujeto activo haya 
intervenido para la realización del tipo, según se trate de alguna forma de autoría o 
de participación, y la naturaleza dolosa o culposa de la conducta típica. 
 
En toda sentencia condenatoria se argumentará por qué el sentenciado no está 
favorecido por ninguna de las causas de la atipicidad, justificación o inculpabilidad; 
igualmente, se hará referencia a las agravantes o atenuantes que hayan 
concurrido y a la clase de concurso de delitos si fuera el caso. 
 
Artículo 409. Audiencia de individualización de sanciones y reparación del 
daño 
Después de la apertura de la audiencia de individualización de los intervinientes, el 
Tribunal de enjuiciamiento señalará la materia de la audiencia, y dará la palabra a 
las partes para que expongan, en su caso, sus alegatos de apertura. Acto seguido, 
les solicitará a las partes que determinen el orden en que desean el desahogo de 
los medios de prueba y declarará abierto el debate. Éste iniciará con el desahogo 
de los medios de prueba y continuará con los alegatos de clausura de las partes. 
 
Cerrado el debate, el Tribunal de enjuiciamiento deliberará brevemente y 
procederá a manifestarse con respecto a la sanción a imponer al sentenciado y 
sobre la reparación del daño causado a la víctima u ofendido. Asimismo, fijará las 
penas y se pronunciará sobre la eventual aplicación de alguna de las medidas 
alternativas a la pena de prisión o sobre su suspensión, e indicará en qué forma 
deberá, en su caso, repararse el daño. Dentro de los cinco días siguientes a esta 
audiencia, el Tribunal redactará la sentencia. 
 
La ausencia de la víctima que haya sido debidamente notificada no será 
impedimento para la celebración de la audiencia. 
 
Artículo 410. Criterios para la individualización de la sanción penal o medida 
de seguridad 
El Tribunal de enjuiciamiento al individualizar las penas o medidas de seguridad 
aplicables deberá tomar en consideración lo siguiente: 
 
Dentro de los márgenes de punibilidad establecidos en las leyes penales, el 
Tribunal de enjuiciamiento individualizará la sanción tomando como referencia la 
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gravedad de la conducta típica y antijurídica, así como el grado de culpabilidad del 
sentenciado. Las medidas de seguridad no accesorias a la pena y las 
consecuencias jurídicas aplicables a las personas morales, serán individualizadas 
tomando solamente en consideración la gravedad de la conducta típica y 
antijurídica. 
 
La gravedad de la conducta típica y antijurídica estará determinada por el valor del 
bien jurídico, su grado de afectación, la naturaleza dolosa o culposa de la 
conducta, los medios empleados, las circunstancias de tiempo, modo, lugar u 
ocasión del hecho, así como por la forma de intervención del sentenciado. 
 
El grado de culpabilidad estará determinado por el juicio de reproche, según el 
sentenciado haya tenido, bajo las circunstancias y características del hecho, la 
posibilidad concreta de comportarse de distinta manera y de respetar la norma 
jurídica quebrantada. Si en un mismo hecho intervinieron varias personas, cada 
una de ellas será sancionada de acuerdo con el grado de su propia culpabilidad. 
 
Para determinar el grado de culpabilidad también se tomarán en cuenta los 
motivos que impulsaron la conducta del sentenciado, las condiciones fisiológicas y 
psicológicas específicas en que se encontraba en el momento de la comisión del 
hecho, la edad, el nivel educativo, las costumbres, las condiciones sociales y 
culturales, así como los vínculos de parentesco, amistad o relación que guarde 
con la víctima u ofendido. Igualmente se tomarán en cuenta las demás 
circunstancias especiales del sentenciado, víctima u ofendido, siempre que 
resulten relevantes para la individualización de la sanción. 
 
Se podrán tomar en consideración los dictámenes periciales y otros medios de 
prueba para los fines señalados en el presente artículo. 
 
Cuando el sentenciado pertenezca a un grupo étnico o pueblo indígena se 
tomarán en cuenta, además de los aspectos anteriores, sus usos y costumbres. 
 
En caso de concurso real se impondrá la sanción del delito más grave, la cual 
podrá aumentarse con las penas que la ley contempla para cada uno de los delitos 
restantes, sin que exceda de los máximos señalados en la ley penal aplicable. En 
caso de concurso ideal, se impondrán las sanciones correspondientes al delito que 
merezca la mayor penalidad, las cuales podrán aumentarse sin rebasar la mitad 
del máximo de la duración de las penas correspondientes de los delitos restantes, 
siempre que las sanciones aplicables sean de la misma naturaleza; cuando sean 
de diversa naturaleza, podrán imponerse las consecuencias jurídicas señaladas 
para los restantes delitos. No habrá concurso cuando las conductas constituyan un 
delito continuado; sin embargo, en estos casos se aumentará la sanción penal 
hasta en una mitad de la correspondiente al máximo del delito cometido. 
 
El aumento o la disminución de la pena, fundados en las relaciones personales o 
en las circunstancias subjetivas del autor de un delito, no serán aplicables a los 
demás sujetos que intervinieron en aquél. Sí serán aplicables las que se 
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fundamenten en circunstancias objetivas, siempre que los demás sujetos tengan 
conocimiento de ellas. 
 
Artículo 417. Medidas cautelares aplicables a inimputables 
Se podrán imponer medidas cautelares a personas inimputables, de conformidad 
con las reglas del proceso ordinario, con los ajustes del procedimiento que 
disponga el Juez de control para el caso en que resulte procedente. 
 
El solo hecho de ser imputable no será razón suficiente para imponer medidas 
cautelares. 
 
Artículo 423. Formulación de la imputación y vinculación a proceso 
Cuando el Ministerio Público tenga conocimiento de la posible comisión de un 
delito en los que se encuentre involucrada alguna persona jurídica, en los términos 
previstos en este Código, iniciará la investigación correspondiente. 
 
En caso de que durante la investigación se ejecute el aseguramiento de bienes el 
Ministerio Público, dará vista al representante de la persona jurídica a efecto de 
hacerle saber sus derechos y manifieste lo que a su derecho convenga. 
 
Para los efectos de este Capítulo, el Órgano jurisdiccional podrá dictar como 
medidas cautelares la suspensión de las actividades, la clausura temporal de los 
locales o establecimientos, así como la intervención judicial. 
 
En la audiencia inicial llevada a cabo para formular imputación a la persona física, 
se darán a conocer, en su caso, al representante de la persona jurídica, asistido 
por el Defensor, los cargos que se formulen en contra de su representado, para 
que dicho representante o su Defensor manifiesten lo que a su derecho convenga. 
 
El representante de la persona jurídica, asistido por el Defensor designado, podrá 
participar en todos los actos del procedimiento. En tal virtud se les notificarán 
todos los actos que tengan derecho a conocer, se les citarán a las audiencias, 
podrán ofrecer medios de prueba, desahogar pruebas, promover incidentes, 
formular alegatos e interponer los recursos procedentes en contra de las 
resoluciones que a la persona jurídica perjudiquen. 
 
En ningún caso el representante de la persona jurídica que tenga el carácter de 
imputado podrá representarla. 
 
En su caso el Órgano jurisdiccional podrá vincular a proceso a la persona jurídica. 
 
Artículo 424. Formas de terminación anticipada 
Durante el proceso, para determinar la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas a que se refiere este Capítulo, se podrán aplicar las soluciones alternas y 
las formas anticipadas de terminación del proceso y, en lo conducente los 
procedimientos especiales previstos en este Código. 
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Artículo 467. Resoluciones del Juez de control apelables 
Serán apelables las siguientes resoluciones emitidas por el Juez de control: 
 
I. Las que nieguen el anticipo de prueba; 
 
II. Las que nieguen la posibilidad de celebrar acuerdos reparatorios o no los 
ratifiquen; 
 
III. La negativa o cancelación de orden de aprehensión; 
 
IV. La negativa de orden de cateo; 
 
V. Las que se pronuncien sobre las providencias precautorias o medidas 
cautelares; 
 
VI. Las que pongan término al procedimiento o lo suspendan; 
 
VII. El auto que resuelve la vinculación del imputado a proceso; 
 
VIII. Las que concedan, nieguen o revoquen la suspensión condicional del 
proceso; 
 
IX. La negativa de abrir el procedimiento abreviado; 
 
X. La sentencia definitiva dictada en el procedimiento abreviado, o 
 
XI. Las que excluyan algún medio de prueba. 
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Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

ARTÍCULOS: 9 y 10. 

 
Artículo 9 
 
1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie 
podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su 
libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento 
establecido en ésta. 
 
2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las 
razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra 
ella. 
 
3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin 
demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 
judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser 
puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser 
juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a 
garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en 
cualquier otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la 
ejecución del fallo. 
 
4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión 
tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad 
posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera 
ilegal. 
 
5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho 
efectivo a obtener reparación. 
 
Artículo 10 
 
1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto 
debido a la dignidad inherente al ser humano. 
 
2. a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en 
circunstancias excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, 
adecuado a su condición de personas no condenadas; 
 
b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser 
llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para su 
enjuiciamiento. 
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3.- El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial 
será la reforma y la readaptación social de los penados. Los menores delincuentes 
estarán separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a 
su edad y condición jurídica. 
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Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre. 

ARTÍCULOS: XXV y XXVI 

 
Artículo XXV.  
Nadie puede ser privado de su libertad sino en los casos y según las formas 
establecidas por leyes preexistentes. 
 
Nadie puede ser detenido por incumplimiento de obligaciones de carácter 
netamente civil. 
 
Todo individuo que haya sido privado de su libertad tiene derecho a que el juez 
verifique sin demora la legalidad de la medida y a ser juzgado sin dilación 
injustificada, o, de lo contrario, a ser puesto en libertad. Tiene derecho también a 
un tratamiento humano durante la privación de su libertad. 
 
Artículo XXVI.  
Se presume que todo acusado es inocente, hasta que se pruebe que es culpable.  
 
Toda persona acusada de delito tiene derecho a ser oída en forma imparcial y 
pública, a ser juzgada por tribunales anteriormente establecidos de acuerdo con 
leyes preexistentes y a que no se le imponga penas crueles, infamantes o 
inusitadas. 
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Convención Americana Sobre Derechos Humanos 

ARTÍCULOS: 7 y 9. 

 
Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal 
 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 
 
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las 
condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados 
Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas. 
 
3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su 
detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
 
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada sin demora, ante un juez u 
otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá 
derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin 
perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a 
garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 
 
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal 
competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto 
o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los 
Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de 
ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente 
a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no 
puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra 
persona. 
 
7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de 
autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes 
alimentarios. 
 
Artículo 9. Principio de Legalidad y de Retroactividad 
 
Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de 
cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable. Tampoco se puede 
imponer pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. 
Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una 
pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello. 
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Principios y Buenas Prácticas Sobre la Protección de las 
Personas Privadas de Libertad en las Américas 

  
Disposición general 
  
A los efectos del presente documento, se entiende por “privación de libertad”: 
  
“Cualquier forma de detención, encarcelamiento, institucionalización, o custodia de 
una persona, por razones de asistencia humanitaria, tratamiento, tutela, 
protección, o por delitos e infracciones a la ley, ordenada por o bajo el control de 
facto de una autoridad judicial o administrativa o cualquier otra autoridad, ya sea 
en una institución pública o privada, en la cual no pueda disponer de su libertad 
ambulatoria. Se entiende entre esta categoría de personas, no sólo a las personas 
privadas de libertad por delitos o por infracciones e incumplimientos a la ley, ya 
sean éstas procesadas o condenadas, sino también a las personas que están bajo 
la custodia y la responsabilidad de ciertas instituciones, tales como: hospitales 
psiquiátricos y otros establecimientos para personas con discapacidades físicas, 
mentales o sensoriales; instituciones para niños, niñas y adultos mayores; centros 
para migrantes, refugiados, solicitantes de asilo o refugio, apátridas e 
indocumentados; y cualquier otra institución similar destinada a la privación de 
libertad de personas”. 
  
Dada la amplitud del anterior concepto, los siguientes principios y buenas 
prácticas se podrán invocar y aplicar, según cada caso, dependiendo de si se trata 
de personas privadas de libertad por motivos relacionados con la comisión de 
delitos o infracciones a la ley, o por razones humanitarias y de protección. 
  
PRINCIPIOS GENERALES 
  
Principio I 
  
Trato humano 
  
Toda persona privada de libertad que esté sujeta a la jurisdicción de cualquiera de 
los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos será tratada 
humanamente, con irrestricto respeto a su dignidad inherente, a sus derechos y 
garantías fundamentales, y con estricto apego a los instrumentos internacionales 
sobre derechos humanos. 
  
En particular, y tomando en cuenta la posición especial de garante de los Estados 
frente a las personas privadas de libertad, se les respetará y garantizará su vida e 
integridad personal, y se asegurarán condiciones mínimas que sean compatibles 
con su dignidad. 
  
Se les protegerá contra todo tipo de amenazas y actos de tortura, ejecución, 
desaparición forzada, tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, violencia 
sexual, castigos corporales, castigos colectivos, intervención forzada o tratamiento 



156 
 

coercitivo, métodos que tengan como finalidad anular la personalidad o disminuir 
la capacidad física o mental de la persona. 
  
No se podrá invocar circunstancias, tales como, estados de guerra, estados de 
excepción, situaciones de emergencia, inestabilidad política interna, u otra 
emergencia nacional o internacional, para evadir el cumplimiento de las 
obligaciones de respeto y garantía de trato humano a todas las personas privadas 
de libertad. 
  
Principio II 
  
Igualdad y no-discriminación 
  
Toda persona privada de libertad será igual ante la ley, y tendrá derecho a igual 
protección de la ley y de los tribunales de justicia. Tendrá derecho, además, a 
conservar sus garantías fundamentales y ejercer sus derechos, a excepción de 
aquéllos cuyo ejercicio esté limitado o restringido temporalmente, por disposición 
de la ley, y por razones inherentes a su condición de personas privadas de 
libertad. 
  
Bajo ninguna circunstancia se discriminará a las personas privadas de libertad por 
motivos de su raza, origen étnico, nacionalidad, color, sexo, edad, idioma, religión, 
opiniones políticas o de otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento, discapacidad física, mental o sensorial, género, orientación sexual, o 
cualquiera otra condición social. En consecuencia, se prohibirá cualquier 
distinción, exclusión o restricción que tenga por objeto o por resultado, 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos 
internacionalmente reconocidos a las personas privadas de libertad. 
  
No serán consideradas discriminatorias las medidas que se destinen a proteger 
exclusivamente los derechos de las mujeres, en particular de las mujeres 
embarazadas y de las madres lactantes; de los niños y niñas; de las personas 
adultas mayores; de las personas enfermas o con infecciones, como el VIH-SIDA; 
de las personas con discapacidad física, mental o sensorial; así como de los 
pueblos indígenas, afrodescendientes, y de minorías. Estas medidas se aplicarán 
dentro del marco de la ley y del derecho internacional de los derechos humanos, y 
estarán siempre sujetas a revisión de un juez u otra autoridad competente, 
independiente e imparcial. 
  
Las personas privadas de libertad en el marco de los conflictos armados deberán 
ser objeto de protección y atención conforme al régimen jurídico especial 
establecido por las normas del derecho internacional humanitario, complementado 
por las normas del derecho internacional de los derechos humanos. 
  
Las medidas y sanciones que se impongan a las personas privadas de libertad se 
aplicarán con imparcialidad, basándose en criterios objetivos. 
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Principio III 
  
Libertad personal 
  
1. Principio básico 
  
Toda persona tendrá derecho a la libertad personal y a ser protegida contra todo 
tipo de privación de libertad ilegal o arbitraria. La ley prohibirá, en toda 
circunstancia, la incomunicación coactiva de personas privadas de libertad y la 
privación de libertad secreta, por constituir formas de tratamiento cruel e 
inhumano. Las personas privadas de libertad sólo serán recluidas en lugares de 
privación de libertad oficialmente reconocidos. 
  
Por regla general, la privación de libertad de una persona deberá aplicarse durante 
el tiempo mínimo necesario. 
  
La privación de libertad de niños y niñas deberá aplicarse como último recurso, por 
el periodo mínimo necesario, y deberá limitarse a casos estrictamente 
excepcionales. 
  
Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a 
miembros de los pueblos indígenas, deberá darse preferencia a tipos de sanción 
distintos del encarcelamiento conforme a la justicia consuetudinaria y en 
consonancia con la legislación vigente. 
  
2. Excepcionalidad de la privación preventiva de la libertad 
  
Se deberá asegurar por la ley que en los procedimientos judiciales o 
administrativos se garantice la libertad personal como regla general, y se aplique 
como excepción la privación preventiva de la libertad, conforme se establece en 
los instrumentos internacionales sobre derechos humanos. 
  
En el marco de un proceso penal, deberán existir elementos de prueba suficientes 
que vinculen al imputado con el hecho investigado, a fin de justificar una orden de 
privación de libertad preventiva. Ello configura una exigencia o condición sine qua 
non a la hora de imponer cualquier medida cautelar; no obstante, transcurrido 
cierto lapso, ello ya no es suficiente. 
  
La privación preventiva de la libertad, como medida cautelar y no punitiva, deberá 
además obedecer a los principios de legalidad, presunción de inocencia, 
necesidad y proporcionalidad, en la medida estrictamente necesaria en una 
sociedad democrática, que sólo podrá proceder de acuerdo con los límites 
estrictamente necesarios para asegurar que no se impedirá el desarrollo eficiente 
de las investigaciones ni se eludirá la acción de la justicia, siempre que la 
autoridad competente fundamente y acredite la existencia, en el caso concreto, de 
los referidos requisitos. 
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3. Medidas especiales para las personas con discapacidades mentales 
  
Los sistemas de salud de los Estados Miembros de la Organización de los 
Estados Americanos deberán incorporar, por disposición de la ley, una serie de 
medidas en favor de las personas con discapacidades mentales, a fin de 
garantizar la gradual desinstitucionalización de dichas personas y la organización 
de servicios alternativos, que permitan alcanzar objetivos compatibles con un 
sistema de salud y una atención psiquiátrica integral, continua, preventiva, 
participativa y comunitaria, y evitar así, la privación innecesaria de la libertad en 
los establecimientos hospitalarios o de otra índole. La privación de libertad de una 
persona en un hospital psiquiátrico u otra institución similar deberá emplearse 
como último recurso, y únicamente cuando exista una seria posibilidad de daño 
inmediato o inminente para la persona o terceros. La mera discapacidad no 
deberá en ningún caso justificar la privación de libertad. 
  
4. Medidas alternativas o sustitutivas a la privación de libertad 
  
Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos deberán 
incorporar, por disposición de la ley, una serie de medidas alternativas o 
sustitutivas a la privación de libertad, en cuya aplicación se deberán tomar en 
cuenta los estándares internacionales sobre derechos humanos en esta materia. 
  
Al aplicarse las medidas alternativas o sustitutivas a la privación de libertad, los 
Estados Miembros deberán promover la participación de la sociedad y de la 
familia, a fin de complementar la intervención del Estado, y deberán proveer los 
recursos necesarios y apropiados para garantizar su disponibilidad y eficacia. 
  
Principio IV 
  
Principio de legalidad 
  
Nadie podrá ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las 
condiciones establecidas con anterioridad por el derecho interno, toda vez que 
sean compatibles con las normas del derecho internacional de los derechos 
humanos. Las órdenes de privación de libertad deberán ser emitidas por autoridad 
competente a través de resolución debidamente motivada. 
  
Las órdenes y resoluciones judiciales o administrativas susceptibles de afectar, 
limitar o restringir derechos y garantías de las personas privadas de libertad, 
deberán ser compatibles con el derecho interno e internacional. Las autoridades 
administrativas no podrán alterar los derechos y garantías previstas en el derecho 
internacional, ni limitarlos o restringirlos más allá de lo permitido en él. 
  
Principio V 
  
Debido proceso legal 
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Toda persona privada de libertad tendrá derecho, en todo momento y 
circunstancia, a la protección de y al acceso regular a jueces y tribunales 
competentes, independientes e imparciales, establecidos con anterioridad por la 
ley. 
  
Las personas privadas de libertad tendrán derecho a ser informadas prontamente 
de las razones de su detención y de los cargos formulados contra ellas, así como 
a ser informadas sobre sus derechos y garantías, en un idioma o lenguaje que 
comprendan; a disponer de un traductor e intérprete durante el proceso; y a 
comunicarse con su familia. Tendrán derecho a ser oídas y juzgadas con las 
debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez, autoridad u otro 
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, o a ser puestas 
en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso; a recurrir del fallo ante juez o 
tribunal superior; y a no ser juzgadas dos veces por los mismos hechos, si son 
absueltas o sobreseídas mediante una sentencia firme dictada en el marco de un 
debido proceso legal y conforme al derecho internacional de los derechos 
humanos. 
  
Para determinar el plazo razonable en el que se desarrolla un proceso judicial se 
deberá tomar en cuenta: la complejidad del caso; la actividad procesal del 
interesado; y la conducta de las autoridades judiciales. 
  
Toda persona privada de libertad tendrá derecho a la defensa y a la asistencia 
letrada, nombrada por sí misma, por su familia, o proporcionada por el Estado; a 
comunicarse con su defensor en forma confidencial, sin interferencia o censura, y 
sin dilaciones o límites injustificados de tiempo, desde el momento de su captura o 
detención, y necesariamente antes de su primera declaración ante la autoridad 
competente. 
  
Toda persona privada de libertad, por sí o por medio de terceros, tendrá derecho a 
interponer un recurso sencillo, rápido y eficaz, ante autoridades competentes, 
independientes e imparciales, contra actos u omisiones que violen o amenacen 
violar sus derechos humanos. En particular, tendrán derecho a presentar quejas o 
denuncias por actos de tortura, violencia carcelaria, castigos corporales, tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes, así como por las condiciones de 
reclusión o internamiento, por la falta de atención médica o psicológica, y de 
alimentación adecuadas. 
  
Las personas privadas de libertad no deberán ser obligadas a declarar contra sí 
mismas, ni a confesarse culpables. Las declaraciones obtenidas mediante tortura 
o tratos crueles, inhumanos o degradantes, no deberán ser admitidas como 
medios de prueba en un proceso, salvo en el que se siga contra la persona o 
personas acusadas de haberlas cometido, y únicamente como prueba de que 
tales declaraciones fueron obtenidas por dichos medios. 
  
En caso de condena se les impondrán las penas o sanciones aplicables en el 
momento de la comisión del delito o de la infracción a la ley, salvo si con 
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posterioridad las leyes disponen de una pena o sanción menos grave, en cuyo 
caso se aplicará la ley más favorable a la persona. 
  
Las condenas a la pena de muerte se ajustarán a los principios, restricciones y 
prohibiciones establecidas en el derecho internacional de los derechos humanos. 
En todo caso, se les reconocerá el derecho a solicitar la conmutación de la pena. 
  
Las personas privadas de libertad en un Estado Miembro de la Organización de 
los Estados Americanos del que no fueren nacionales, deberán ser informadas, sin 
demora y en cualquier caso antes de rendir su primera declaración ante la 
autoridad competente, de su derecho a la asistencia consular o diplomática, y a 
solicitar que se les notifique de manera inmediata su privación de libertad. Tendrán 
derecho, además, a comunicarse libre y privadamente con su representación 
diplomática o consular. 
  
Principio VI 
  
Control judicial y ejecución de la pena 
  
El control de legalidad de los actos de la administración pública que afecten o 
pudieren afectar derechos, garantías o beneficios reconocidos en favor de las 
personas privadas de libertad, así como el control judicial de las condiciones de 
privación de libertad y la supervisión de la ejecución o cumplimiento de las penas, 
deberá ser periódico y estar a cargo de jueces y tribunales competentes, 
independientes e imparciales. 
  
Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos deberán 
garantizar los medios necesarios para el establecimiento y la eficacia de las 
instancias judiciales de control y de ejecución de las penas, y dispondrán de los 
recursos necesarios para su adecuado funcionamiento. 
  
Principio VII 
  
Petición y respuesta 
  
Las personas privadas de libertad tendrán el derecho de petición individual o 
colectiva, y a obtener respuesta ante las autoridades judiciales, administrativas y 
de otra índole. Este derecho podrá ser ejercido por terceras personas u 
organizaciones, de conformidad con la ley. 
  
Este derecho comprende, entre otros, el derecho de presentar peticiones, 
denuncias o quejas ante las autoridades competentes, y recibir una pronta 
respuesta dentro de un plazo razonable. También comprende el derecho de 
solicitar y recibir oportunamente información sobre su situación procesal y sobre el 
cómputo de la pena, en su caso. 
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Las personas privadas de libertad también tendrán derecho a presentar 
denuncias, peticiones o quejas ante las instituciones nacionales de derechos 
humanos; ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos; y ante las 
demás instancias internacionales competentes, conforme a los requisitos 
establecidos en el derecho interno y el derecho internacional. 
  
PRINCIPIOS RELATIVOS 
A LAS CONDICIONES DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD 
  
Principio VIII 
  
Derechos y restricciones 
  
Las personas privadas de libertad gozarán de los mismos derechos reconocidos a 
toda persona en los instrumentos nacionales e internacionales sobre derechos 
humanos, a excepción de aquéllos cuyo ejercicio esté limitado o restringido 
temporalmente, por disposición de la ley y por razones inherentes a su condición 
de personas privadas de libertad. 
  
Principio IX 
  
Ingreso, registro, examen médico y traslados 
  
1. Ingreso 
  
Las autoridades responsables de los establecimientos de privación de libertad no 
permitirán el ingreso de ninguna persona para efectos de reclusión o 
internamiento, salvo si está autorizada por una orden de remisión o de privación 
de libertad, emitida por autoridad judicial, administrativa, médica u otra autoridad 
competente, conforme a los requisitos establecidos por la ley. 
  
A su ingreso las personas privadas de libertad serán informadas de manera clara y 
en un idioma o lenguaje que comprendan, ya sea por escrito, de forma verbal o 
por otro medio, de los derechos, deberes y prohibiciones que tienen en el lugar de 
privación de libertad. 
  
2. Registro 
  
Los datos de las personas ingresadas a los lugares de privación de libertad 
deberán ser consignados en un registro oficial, el cual será accesible a la persona 
privada de libertad, a su representante y a las autoridades competentes. El 
registro contendrá, por lo menos, los siguientes datos: 
  
a. Información sobre la identidad personal, que deberá contener, al menos, lo 
siguiente: nombre, edad, sexo, nacionalidad, dirección y nombre de los padres, 
familiares, representantes legales o defensores, en su caso, u otro dato relevante 
de la persona privada de libertad; 
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b. Información relativa a la integridad personal y al estado de salud de la persona 
privada de libertad; 
  
c. Razones o motivos de la privación de libertad; 
  
d. Autoridad que ordena o autoriza la privación de libertad; 
  
e. Autoridad que efectúa el traslado de la persona al establecimiento; 
  
f. Autoridad que controla legalmente la privación de libertad; 
  
g. Día y hora de ingreso y de egreso; 
  
h. Día y hora de los traslados, y lugares de destino; 
  
i. Identidad de la autoridad que ordena los traslados y de la encargada de los 
mismos; 
  
j. Inventario de los bienes personales; y 
  
k. Firma de la persona privada de libertad y, en caso de negativa o imposibilidad, 
la explicación del motivo. 
  
3. Examen médico 
  
Toda persona privada de libertad tendrá derecho a que se le practique un examen 
médico o psicológico, imparcial y confidencial, practicado por personal de salud 
idóneo inmediatamente después de su ingreso al establecimiento de reclusión o 
de internamiento, con el fin de constatar su estado de salud físico o mental, y la 
existencia de cualquier herida, daño corporal o mental; asegurar la identificación y 
tratamiento de cualquier problema significativo de salud; o para verificar quejas 
sobre posibles malos tratos o torturas o determinar la necesidad de atención y 
tratamiento. 
  
La información médica o psicológica será incorporada en el registro oficial 
respectivo, y cuando sea necesario, en razón de la gravedad del resultado, será 
trasladada de manera inmediata a la autoridad competente. 
  
4. Traslados 
  
Los traslados de las personas privadas de libertad deberán ser autorizados y 
supervisados por autoridades competentes, quienes respetarán, en toda 
circunstancia, la dignidad y los derechos fundamentales, y tomarán en cuenta la 
necesidad de las personas de estar privadas de libertad en lugares próximos o 
cercanos a su familia, a su comunidad, al defensor o representante legal, y al 
tribunal de justicia u otro órgano del Estado que conozca su caso. 
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Los traslados no se deberán practicar con la intención de castigar, reprimir o 
discriminar a las personas privadas de libertad, a sus familiares o representantes; 
ni se podrán realizar en condiciones que les ocasionen sufrimientos físicos o 
mentales, en forma humillante o que propicien la exhibición pública. 
  
Principio X 
  
Salud 
  
Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la salud, entendida como el 
disfrute del más alto nivel posible de bienestar físico, mental y social, que incluye, 
entre otros, la atención médica, psiquiátrica y odontológica adecuada; la 
disponibilidad permanente de personal médico idóneo e imparcial; el acceso a 
tratamiento y medicamentos apropiados y gratuitos; la implementación de 
programas de educación y promoción en salud, inmunización, prevención y 
tratamiento de enfermedades infecciosas, endémicas y de otra índole; y las 
medidas especiales para satisfacer las necesidades particulares de salud de las 
personas privadas de libertad pertenecientes a grupos vulnerables o de alto 
riesgo, tales como: las personas adultas mayores, las mujeres, los niños y las 
niñas, las personas con discapacidad, las personas portadoras del VIH-SIDA, 
tuberculosis, y las personas con enfermedades en fase terminal. El tratamiento 
deberá basarse en principios científicos y aplicar las mejores prácticas. 
  
En toda circunstancia, la prestación del servicio de salud deberá respetar los 
principios siguientes: confidencialidad de la información médica; autonomía de los 
pacientes respecto de su propia salud; y consentimiento informado en la relación 
médico-paciente. 
  
El Estado deberá garantizar que los servicios de salud proporcionados en los 
lugares de privación de libertad funcionen en estrecha coordinación con el sistema 
de salud pública, de manera que las políticas y prácticas de salud pública sean 
incorporadas en los lugares de privación de libertad. 
  
Las mujeres y las niñas privadas de libertad tendrán derecho de acceso a una 
atención médica especializada, que corresponda a sus características físicas y 
biológicas, y que responda adecuadamente a sus necesidades en materia de 
salud reproductiva. En particular, deberán contar con atención médica 
ginecológica y pediátrica, antes, durante y después del parto, el cual no deberá 
realizarse dentro de los lugares de privación de libertad, sino en hospitales o 
establecimientos destinados para ello. En el caso de que ello no fuere posible, no 
se registrará oficialmente que el nacimiento ocurrió al interior de un lugar de 
privación de libertad. 
  
En los establecimientos de privación de libertad para mujeres y niñas deberán 
existir instalaciones especiales, así como personal y recursos apropiados para el 
tratamiento de las mujeres y niñas embarazadas y de las que acaban de dar a luz. 
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Cuando se permita a las madres o padres privados de libertad conservar a sus 
hijos menores de edad al interior de los centros de privación de libertad, se 
deberán tomar las medidas necesarias para organizar guarderías infantiles, que 
cuenten con personal calificado, y con servicios educativos, pediátricos y de 
nutrición apropiados, a fin de garantizar el interés superior de la niñez. 
  
Principio XI 
  
Alimentación y agua potable 
  
1. Alimentación 
  
Las personas privadas de libertad tendrán derecho a recibir una alimentación que 
responda, en cantidad, calidad y condiciones de higiene, a una nutrición adecuada 
y suficiente, y tome en consideración las cuestiones culturales y religiosas de 
dichas personas, así como las necesidades o dietas especiales determinadas por 
criterios médicos. Dicha alimentación será brindada en horarios regulares, y su 
suspensión o limitación, como medida disciplinaria, deberá ser prohibida por la ley. 
  
2. Agua potable 
  
Toda persona privada de libertad tendrá acceso en todo momento a agua potable 
suficiente y adecuada para su consumo. Su suspensión o limitación, como medida 
disciplinaria, deberá ser prohibida por la ley. 
  
Principio XII 
  
Albergue, condiciones de higiene y vestido 
  
1. Albergue 
  
Las personas privadas de libertad deberán disponer de espacio suficiente, 
exposición diaria a la luz natural, ventilación y calefacción apropiadas, según las 
condiciones climáticas del lugar de privación de libertad. Se les proporcionará una 
cama individual, ropa de cama apropiada, y las demás condiciones indispensables 
para el descanso nocturno. Las instalaciones deberán tomar en cuenta las 
necesidades especiales de las personas enfermas, las portadoras de 
discapacidad, los niños y niñas, las mujeres embarazadas o madres lactantes, y 
los adultos mayores, entre otras. 
  
2. Condiciones de higiene 
  
Las personas privadas de libertad tendrán acceso a instalaciones sanitarias 
higiénicas y suficientes, que aseguren su privacidad y dignidad. Asimismo, tendrán 
acceso a productos básicos de higiene personal, y a agua para su aseo personal, 
conforme a las condiciones climáticas. 
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Se proveerá regularmente a las mujeres y niñas privadas de libertad los artículos 
indispensables para las necesidades sanitarias propias de su sexo. 
  
3. Vestido 
  
El vestido que deben utilizar las personas privadas de libertad será suficiente y 
adecuado a las condiciones climáticas, y tendrá en cuenta la identidad cultural y 
religiosa de las personas privadas de libertad. En ningún caso las prendas de 
vestir podrán ser degradantes ni humillantes. 
  
Principio XIII 
  
Educación y actividades culturales 
  
Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la educación, la cual será 
accesible para todas las personas, sin discriminación alguna, y tomará en cuenta 
la diversidad cultural y sus necesidades especiales. 
  
La enseñanza primaria o básica será gratuita para las personas privadas de 
libertad, en particular, para los niños y niñas, y para los adultos que no hubieren 
recibido o terminado el ciclo completo de instrucción primaria. 
  
Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos promoverán 
en los lugares de privación de libertad, de manera progresiva y según la máxima 
disponibilidad de sus recursos, la enseñanza secundaria, técnica, profesional y 
superior, igualmente accesible para todos, según sus capacidades y aptitudes. 
  
Los Estados Miembros deberán garantizar que los servicios de educación 
proporcionados en los lugares de privación de libertad funcionen en estrecha 
coordinación e integración con el sistema de educación pública; y fomentarán la 
cooperación de la sociedad a través de la participación de las asociaciones civiles, 
organizaciones no gubernamentales e instituciones privadas de educación. 
  
Los lugares de privación de libertad dispondrán de bibliotecas, con suficientes 
libros, periódicos y revistas educativas, con equipos y tecnología apropiada, según 
los recursos disponibles. 
  
Las personas privadas de libertad tendrán derecho a participar en actividades 
culturales, deportivas, sociales, y a tener oportunidades de esparcimiento sano y 
constructivo. Los Estados Miembros alentarán la participación de la familia, de la 
comunidad y de las organizaciones no gubernamentales, en dichas actividades, a 
fin de promover la reforma, la readaptación social y la rehabilitación de las 
personas privadas de libertad. 
  
Principio XIV 
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Trabajo 
  
Toda persona privada de libertad tendrá derecho a trabajar, a tener oportunidades 
efectivas de trabajo, y a recibir una remuneración adecuada y equitativa por ello, 
de acuerdo con sus capacidades físicas y mentales, a fin de promover la reforma, 
rehabilitación y readaptación social de los condenados, estimular e incentivar la 
cultura del trabajo, y combatir el ocio en los lugares de privación de libertad. En 
ningún caso el trabajo tendrá carácter aflictivo. 
  
Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos deberán 
aplicar a los niños y niñas privados de libertad todas las normas nacionales e 
internacionales de protección vigentes en materia de trabajo infantil, a fin de evitar, 
particularmente, la explotación laboral y garantizar el interés superior de la niñez. 
  
Los Estados Miembros promoverán en los lugares de privación de libertad, de 
manera progresiva y según la máxima disponibilidad de sus recursos, la 
orientación vocacional y el desarrollo de proyectos de capacitación técnico-
profesional; y garantizarán el establecimiento de talleres laborales permanentes, 
suficientes y adecuados, para lo cual fomentarán la participación y cooperación de 
la sociedad y de la empresa privada. 
  
Principio XV 
  
Libertad de conciencia y religión 
  
Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la libertad de conciencia y 
religión, que incluye el derecho de profesar, manifestar, practicar, conservar y 
cambiar su religión, según sus creencias; el derecho de participar en actividades 
religiosas y espirituales, y ejercer sus prácticas tradicionales; así como el derecho 
de recibir visitas de sus representantes religiosos o espirituales. 
  
En los lugares de privación de libertad se reconocerá la diversidad y la pluralidad 
religiosa y espiritual, y se respetarán los límites estrictamente necesarios para 
respetar los derechos de los demás o para proteger la salud o la moral públicas, y 
para preservar el orden público, la seguridad y la disciplina interna, así como los 
demás límites permitidos en las leyes y en el derecho internacional de los 
derechos humanos. 
  
Principio XVI 
  
Libertad de expresión, asociación y reunión 
  
Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la libertad de expresión en su 
propio idioma, asociación y reunión pacíficas, tomando en cuenta los límites 
estrictamente necesarios en una sociedad democrática, para respetar los 
derechos de los demás o para proteger la salud o la moral públicas, y para 
preservar el orden público, la seguridad y la disciplina interna en los lugares de 
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privación de libertad, así como los demás límites permitidos en las leyes y en el 
derecho internacional de los derechos humanos. 
  
Principio XVII 
  
Medidas contra el hacinamiento 
  
La autoridad competente definirá la cantidad de plazas disponibles de cada lugar 
de privación de libertad conforme a los estándares vigentes en materia 
habitacional. Dicha información, así como la tasa de ocupación real de cada 
establecimiento o centro deberá ser pública, accesible y regularmente actualizada. 
La ley establecerá los procedimientos a través de los cuales las personas privadas 
de libertad, sus abogados, o las organizaciones no gubernamentales podrán 
impugnar los datos acerca del número de plazas de un establecimiento, o su tasa 
de ocupación, individual o colectivamente. En los procedimientos de impugnación 
deberá permitirse el trabajo de expertos independientes. 
  
La ocupación de establecimiento por encima del número de plazas establecido 
será prohibida por la ley. Cuando de ello se siga la vulneración de derechos 
humanos, ésta deberá ser considerada una pena o trato cruel, inhumano o 
degradante. La ley deberá establecer los mecanismos para remediar de manera 
inmediata cualquier situación de alojamiento por encima del número de plazas 
establecido. Los jueces competentes deberán adoptar remedios adecuados en 
ausencia de una regulación legal efectiva. 
  
Verificado el alojamiento de personas por encima del número de plazas 
establecido en un establecimiento, los Estados deberán investigar las razones que 
motivaron tal situación y deslindar las correspondientes responsabilidades 
individuales de los funcionarios que autorizaron tales medidas. Además, deberán 
adoptar medidas para la no repetición de tal situación. En ambos casos, la ley 
establecerá los procedimientos a través de los cuales las personas privadas de 
libertad, sus abogados, o las organizaciones no gubernamentales podrán 
participar en los correspondientes procedimientos 
  
Principio XVIII 
  
Contacto con el mundo exterior 
  
Las personas privadas de libertad tendrán derecho a recibir y enviar 
correspondencia, sujeto a aquellas limitaciones compatibles con el derecho 
internacional; y a mantener contacto personal y directo, mediante visitas 
periódicas, con sus familiares, representantes legales, y con otras personas, 
especialmente con sus padres, hijos e hijas, y con sus respectivas parejas. 
  
Tendrán derecho a estar informadas sobre los acontecimientos del mundo exterior 
por los medios de comunicación social, y por cualquier otra forma de 
comunicación con el exterior, de conformidad con la ley. 
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Principio XIX 
  
Separación de categorías 
  
Las personas privadas de libertad pertenecientes a diversas categorías deberán 
ser alojadas en diferentes lugares de privación de libertad o en distintas secciones 
dentro de dichos establecimientos, según su sexo, edad, la razón de su privación 
de libertad, la necesidad de protección de la vida e integridad de las personas 
privadas de libertad o del personal, las necesidades especiales de atención, u 
otras circunstancias relacionadas con cuestiones de seguridad interna. 
  
En particular, se dispondrá la separación de mujeres y hombres; niños, niñas y 
adultos; jóvenes y adultos; personas adultas mayores; procesados y condenados; 
y personas privadas de libertad por razones civiles y por razones penales. En los 
casos de privación de libertad de los solicitantes de asilo o refugio, y en otros 
casos similares, los niños y niñas no deberán ser separados de sus padres. Los 
solicitantes de asilo o refugio y las personas privadas de libertad a causa de 
infracción de las disposiciones sobre migración no deberán estar privados de 
libertad en establecimientos destinados a personas condenadas o acusadas por 
infracciones penales. 
  
En ningún caso la separación de las personas privadas de libertad por categorías 
será utilizada para justificar la discriminación, la imposición de torturas, tratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes, o condiciones de privación de libertad 
más rigurosas o menos adecuadas a un determinado grupo de personas. Los 
mismos criterios deberán ser observados durante el traslado de las personas 
privadas de libertad. 
  
PRINCIPIOS RELATIVOS 
A LOS SISTEMAS DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD 
  
Principio XX 
  
Personal de los lugares de privación de libertad 
  
El personal que tenga bajo su responsabilidad la dirección, custodia, tratamiento, 
traslado, disciplina y vigilancia de personas privadas de libertad, deberá ajustarse, 
en todo momento y circunstancia, al respeto a los derechos humanos de las 
personas privadas de libertad y de sus familiares. 
  
El personal deberá ser seleccionado cuidadosamente, teniendo en cuenta su 
integridad ética y moral, sensibilidad a la diversidad cultural y a las cuestiones de 
género, capacidad profesional, adecuación personal a la función, y sentido de 
responsabilidad. 
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Se garantizará que el personal esté integrado por empleados y funcionarios 
idóneos, de uno y otro sexo, preferentemente con condición de servidores públicos 
y de carácter civil. Como regla general, se prohibirá que miembros de la Policía o 
de las Fuerzas Armadas ejerzan funciones de custodia directa en los 
establecimientos de las personas privadas de libertad, con la excepción de las 
instalaciones policiales o militares. 
  
Los lugares de privación de libertad para mujeres, o las secciones de mujeres en 
los establecimientos mixtos, estarán bajo la dirección de personal femenino. La 
vigilancia y custodia de las mujeres privadas de libertad será ejercida 
exclusivamente por personal del sexo femenino, sin perjuicio de que funcionarios 
con otras capacidades o de otras disciplinas, tales como médicos, profesionales 
de enseñanza o personal administrativo, puedan ser del sexo masculino. 
  
Se dispondrá en los lugares de privación de libertad de personal calificado y 
suficiente para garantizar la seguridad, vigilancia, custodia, y para atender las 
necesidades médicas, psicológicas, educativas, laborales y de otra índole. 
  
Se asignará al personal de los lugares de privación de libertad los recursos y el 
equipo necesarios para que puedan desempeñar su trabajo en las condiciones 
adecuadas, incluyendo una remuneración justa y apropiada, y condiciones dignas 
de alojamiento y servicios básicos apropiados. 
  
El personal de los lugares de privación de libertad recibirá instrucción inicial y 
capacitación periódica especializada, con énfasis en el carácter social de la 
función. La formación de personal deberá incluir, por lo menos, capacitación sobre 
derechos humanos; sobre derechos, deberes y prohibiciones en el ejercicio de sus 
funciones; y sobre los principios y reglas nacionales e internacionales relativos al 
uso de la fuerza, armas de fuego, así como sobre contención física. Para tales 
fines, los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos 
promoverán la creación y el funcionamiento de programas de entrenamiento y de 
enseñanza especializada, contando con la participación y cooperación de 
instituciones de la sociedad y de la empresa privada. 
  
Principio XXI 
  
Registros corporales, inspección de instalaciones y otras medidas 
  
Los registros corporales, la inspección de instalaciones y las medidas de 
organización de los lugares de privación de libertad, cuando sean procedentes de 
conformidad con la ley, deberán obedecer a los criterios de necesidad, 
razonabilidad y proporcionalidad. 
  
Los registros corporales a las personas privadas de libertad y a los visitantes de 
los lugares de privación de libertad se practicarán en condiciones sanitarias 
adecuadas, por personal calificado del mismo sexo, y deberán ser compatibles 
con la dignidad humana y con el respeto a los derechos fundamentales. Para ello, 
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los Estados Miembros utilizarán medios alternativos que tomen en consideración 
procedimientos y equipo tecnológico u otros métodos apropiados. 
  
Los registros intrusivos vaginales y anales serán prohibidos por la ley. 
  
Las inspecciones o registros practicados al interior de las unidades e instalaciones 
de los lugares de privación de libertad, deberán realizarse por autoridad 
competente, conforme a un debido procedimiento y con respeto a los derechos de 
las personas privadas de libertad. 
  
Principio XXII 
  
Régimen disciplinario 
  
1. Sanciones disciplinarias 
  
Las sanciones disciplinarias que se adopten en los lugares de privación de 
libertad, así como los procedimientos disciplinarios, deberán estar sujetas a control 
judicial y estar previamente establecidas en las leyes, y no podrán contravenir las 
normas del derecho internacional de los derechos humanos. 
  
2. Debido proceso legal 
  
La determinación de las sanciones o medidas disciplinarias y el control de su 
ejecución estarán a cargo de autoridades competentes, quienes actuarán en toda 
circunstancia conforme a los principios del debido proceso legal, respetando los 
derechos humanos y las garantías básicas de las personas privadas de libertad, 
reconocidas por el derecho internacional de los derechos humanos. 
  
3. Medidas de aislamiento 
  
Se prohibirá, por disposición de la ley, las medidas o sanciones de aislamiento en 
celdas de castigo. 
  
Estarán estrictamente prohibidas las medidas de aislamiento de las mujeres 
embarazadas; de las madres que conviven con sus hijos al interior de los 
establecimientos de privación de libertad; y de los niños y niñas privados de 
libertad. 
  
El aislamiento sólo se permitirá como una medida estrictamente limitada en el 
tiempo y como un último recurso, cuando se demuestre que sea necesaria para 
salvaguardar intereses legítimos relativos a la seguridad interna de los 
establecimientos, y para proteger derechos fundamentales, como la vida e 
integridad de las mismas personas privadas de libertad o del personal de dichas 
instituciones. 
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En todo caso, las órdenes de aislamiento serán autorizadas por autoridad 
competente y estarán sujetas al control judicial, ya que su prolongación y 
aplicación inadecuada e innecesaria constituiría actos de tortura, o tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes. 
  
En caso de aislamiento involuntario de personas con discapacidad mental se 
garantizará, además, que la medida sea autorizada por un médico competente; 
practicada de acuerdo con procedimientos oficialmente establecidos; consignada 
en el registro médico individual del paciente; y notificada inmediatamente a sus 
familiares o representantes legales. Las personas con discapacidad mental 
sometidas a dicha medida estarán bajo cuidado y supervisión permanente de 
personal médico calificado. 
  
4. Prohibición de sanciones colectivas 
  
Se prohibirá por disposición de la ley la aplicación de sanciones colectivas. 
  
5. Competencia disciplinaria 
  
No se permitirá que las personas privadas de libertad tengan bajo su 
responsabilidad la ejecución de medidas disciplinarias, o la realización de 
actividades de custodia y vigilancia, sin perjuicio de que puedan participar en 
actividades educativas, religiosas, deportivas u otras similares, con participación 
de la comunidad, de organizaciones no gubernamentales y de otras instituciones 
privadas. 
  
Principio XXIII 
  
Medidas para combatir la violencia y las situaciones de emergencia 
  
1. Medidas de prevención 
  
De acuerdo con el derecho internacional de los derechos humanos, se adoptarán 
medidas apropiadas y eficaces para prevenir todo tipo de violencia entre las 
personas privadas de libertad, y entre éstas y el personal de los establecimientos. 
  
Para tales fines, se podrán adoptar, entre otras, las siguientes medidas: 
  
a. Separar adecuadamente las diferentes categorías de personas, conforme a los 
criterios establecidos en el presente documento; 
  
b. Asegurar la capacitación y formación continua y apropiada del personal; 
  
c. Incrementar el personal destinado a la seguridad y vigilancia interior, y 
establecer patrones de vigilancia continua al interior de los establecimientos; 
  



172 
 

d. Evitar de manera efectiva el ingreso de armas, drogas, alcohol y de otras 
sustancias u objetos prohibidos por la ley, a través de registros e inspecciones 
periódicas, y la utilización de medios tecnológicos u otros métodos apropiados, 
incluyendo la requisa al propio personal; 
  
e. Establecer mecanismos de alerta temprana para prevenir las crisis o 
emergencias; 
  
f. Promover la mediación y la resolución pacífica de conflictos internos; 
  
g. Evitar y combatir todo tipo de abusos de autoridad y actos de corrupción; y 
  
h. Erradicar la impunidad, investigando y sancionando todo tipo de hechos de 
violencia y de corrupción, conforme a la ley. 
  
2. Criterios para el uso de la fuerza y de armas 
  
El personal de los lugares de privación de libertad no empleará la fuerza y otros 
medios coercitivos, salvo excepcionalmente, de manera proporcionada, en casos 
de gravedad, urgencia y necesidad, como último recurso después de haber 
agotado previamente las demás vías disponibles, y por el tiempo y en la medida 
indispensables para garantizar la seguridad, el orden interno, la protección de los 
derechos fundamentales de la población privada de libertad, del personal o de las 
visitas. 
  
Se prohibirá al personal el uso de armas de fuego u otro tipo de armas letales al 
interior de los lugares de privación de libertad, salvo cuando sea estrictamente 
inevitable para proteger la vida de las personas. 
  
En toda circunstancia, el uso de la fuerza y de armas de fuego o de cualquier otro 
medio o método utilizado en casos de violencia o situaciones de emergencia, será 
objeto de supervisión de autoridad competente. 
  
3. Investigación y sanción 
  
Los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos realizarán 
investigaciones serias, exhaustivas, imparciales y ágiles sobre todo tipo de actos 
de violencia o situaciones de emergencia ocurridas al interior de los lugares de 
privación de libertad, con el fin de esclarecer sus causas, individualizar a los 
responsables e imponer las sanciones legales correspondientes. 
  
Se tomarán medidas apropiadas y se harán todos los esfuerzos posibles para 
evitar la repetición de tales hechos al interior de los establecimientos de privación 
de libertad. 
  
Principio XXIV 
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Inspecciones institucionales 
  
De conformidad con la legislación nacional y el derecho internacional se podrán 
practicar visitas e inspecciones periódicas en los lugares de privación de libertad, 
por parte de instituciones y organizaciones nacionales e internacionales, a fin de 
verificar, en todo momento y circunstancia, las condiciones de privación de libertad 
y el respeto de los derechos humanos. 
  
Al practicarse las inspecciones se permitirá y garantizará, entre otros, el acceso a 
todas las instalaciones de los lugares de privación de libertad; el acceso a la 
información y documentación relacionada con el establecimiento y las personas 
privadas de libertad; y la posibilidad de entrevistar en privado y de manera 
confidencial a las personas privadas de libertad y al personal. 
  
En toda circunstancia se respetará el mandato de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos y de sus Relatorías, en particular la Relatoría sobre los 
Derechos de las Personas Privadas de Libertad, a fin de que puedan verificar el 
respeto de la dignidad y de los derechos y garantías fundamentales de las 
personas privadas de libertad, en los Estados Miembros de la Organización de los 
Estados Americanos. 
  
Estas disposiciones no afectarán a las obligaciones de los Estados Partes en 
virtud de los cuatro Convenios de Ginebra de 12 de agosto de 1949 y sus 
Protocolos adicionales de 8 de junio de 1977 o la posibilidad abierta a cualquier 
Estado Parte de autorizar al Comité Internacional de la Cruz Roja a visitar los 
lugares de detención en situaciones no cubiertas por el derecho internacional 
humanitario. 
  
Principio XXV 
  
Interpretación 
  
Con el fin de respetar y garantizar plenamente los derechos y las libertades 
fundamentales reconocidas por el sistema interamericano, los Estados Miembros 
de la Organización de los Estados Americanos deberán interpretar extensivamente 
las normas de derechos humanos, de tal forma que se aplique en toda 
circunstancia las cláusulas más favorables a las personas privadas de libertad. 
  
Lo establecido en el presente documento no se interpretará como limitación, 
suspensión o restricción de los derechos y garantías de las personas privadas de 
libertad, reconocidos en el derecho interno e internacional, so pretexto de que este 
documento no los contempla o los contempla en menos grado. 
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Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos 
 
Adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del 
Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aprobadas 
por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio 
de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977 
 
Observaciones preliminares 
 
1. El objeto de las reglas siguientes no es de describir en forma detallada un 
sistema penitenciario modelo, sino únicamente establecer, inspirándose en 
conceptos generalmente admitidos en nuestro tiempo y en los elementos 
esenciales de los sistemas contemporáneos más adecuados, los principios y las 
reglas de una buena organización penitenciaria y de la práctica relativa al 
tratamiento de los reclusos. 
 
2. Es evidente que debido a la gran variedad de condiciones jurídicas, sociales, 
económicas y geográficas existentes en el mundo, no se pueden aplicar 
indistintamente todas las reglas en todas partes y en todo tiempo. Sin embargo, 
deberán servir para estimular el esfuerzo constante por vencer las dificultades 
prácticas que se oponen a su aplicación, en vista de que representan en su 
conjunto las condiciones mínimas admitidas por las Naciones Unidas. 
 
3. Además, los criterios que se aplican a las materias a que se refieren estas 
reglas evolucionan constantemente. No tienden a excluir la posibilidad de 
experiencias y prácticas, siempre que éstas se ajusten a los principios y propósitos 
que se desprenden del texto de las reglas. Con ese espíritu, la administración 
penitenciaria central podrá siempre autorizar cualquier excepción a las reglas. 
 
4. 1) La primera parte de las reglas trata de las concernientes a la administración 
general de los establecimientos penitenciarios y es aplicable a todas las 
categorías de reclusos, criminales o civiles, en prisión preventiva o condenados, 
incluso a los que sean objeto de una medida de seguridad o de una medida de 
reeducación ordenada por el juez. 2) La segunda parte contiene las reglas que no 
son aplicables más que a las categorías de reclusos a que se refiere cada sección. 
Sin embargo, las reglas de la sección A, aplicables a los reclusos condenados 
serán igualmente aplicables a las categorías de reclusos a que se refieren las 
secciones B, C y D, siempre que no sean contradictorias con las reglas que las 
rigen y a condición de que sean provechosas para estos reclusos. 
 
5. 1) Estas reglas no están destinadas a determinar la organización de los 
establecimientos para delincuentes juveniles (establecimientos Borstal, 
instituciones de reeducación, etc.). No obstante, de un modo general, cabe 
considerar que la primera parte de las reglas mínimas es aplicable también a esos 
establecimientos. 2) La categoría de reclusos juveniles debe comprender, en todo 
caso, a los menores que dependen de las jurisdicciones de menores. Por lo 
general, no debería condenarse a los delincuentes juveniles a penas de prisión. 
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Primera parte 
Reglas de aplicación general 
 
Principio fundamental 
 
6. 1) Las reglas que siguen deben ser aplicadas imparcialmente. No se debe hacer 
diferencias de trato fundadas en prejuicios, principalmente de raza, color, sexo, 
lengua, religión, opinión política o cualquier otra opinión, de origen nacional o 
social, fortuna, nacimiento u otra situación cualquiera. 2) Por el contrario, importa 
respetar las creencias religiosas y los preceptos morales del grupo al que 
pertenezca el recluso. 
 
Registro 
 
7. 1) En todo sitio donde haya personas detenidas, se deberá llevar al día un 
registro empastado y foliado que indique para cada detenido: a) Su identidad; b) 
Los motivos de su detención y la autoridad competente que lo dispuso; c) El día y 
la hora de su ingreso y de su salida. 2) Ninguna persona podrá ser admitida en un 
establecimiento sin una orden válida de detención, cuyos detalles deberán ser 
consignados previamente en el registro. 
 
Separación de categorías 
 
8. Los reclusos pertenecientes a categorías diversas deberán ser alojados en 
diferentes establecimientos o en diferentes secciones dentro de los 
establecimientos, según su sexo y edad, sus antecedentes, los motivos de su 
detención y el trato que corresponda aplicarles. Es decir que: a) Los hombres y las 
mujeres deberán ser recluidos, hasta donde fuere posible, en establecimientos 
diferentes; en un establecimiento en el que se reciban hombres y mujeres, el 
conjunto de locales destinado a las mujeres deberá estar completamente 
separado; b) Los detenidos en prisión preventiva deberán ser separados de los 
que están cumpliendo condena; c) Las personas presas por deudas y los demás 
condenados a alguna forma de prisión por razones civiles deberán ser separadas 
de los detenidos por infracción penal; d) Los detenidos jóvenes deberán ser 
separados de los adultos. 
 
Locales destinados a los reclusos 
 
9. 1) Las celdas o cuartos destinados al aislamiento nocturno no deberán ser 
ocupados más que por un solo recluso. Si por razones especiales, tales como el 
exceso temporal de población carcelaria, resultara indispensable que la 
administración penitenciaria central hiciera excepciones a esta regla, se deberá 
evitar que se alojen dos reclusos en cada celda o cuarto individual. 2) Cuando se 
recurra a dormitorios, éstos deberán ser ocupados por reclusos cuidadosamente 
seleccionados y reconocidos como aptos para ser alojados en estas condiciones. 
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Por la noche, estarán sometidos a una vigilancia regular, adaptada al tipo de 
establecimiento de que se trate. 
 
10. Los locales destinados a los reclusos y especialmente a aquellos que se 
destinan al alojamiento de los reclusos durante la noche, deberán satisfacer las 
exigencias de la higiene, habida cuenta del clima, particularmente en lo que 
concierne al volumen de aire, superficie mínima, alumbrado, calefacción y 
ventilación. 
 
11. En todo local donde los reclusos tengan que vivir o trabajar: a) Las ventanas 
tendrán que ser suficientemente grandes para que el recluso pueda leer y trabajar 
con luz natural; y deberán estar dispuestas de manera que pueda entrar aire 
fresco, haya o no ventilación artificial; b) La luz artificial tendrá que ser suficiente 
para que el recluso pueda leer y trabajar sin perjuicio de su vista. 
 
12. Las instalaciones sanitarias deberán ser adecuadas para que el recluso pueda 
satisfacer sus necesidades naturales en el momento oportuno, en forma aseada y 
decente. 
 
13. Las instalaciones de baño y de ducha deberán ser adecuadas para que cada 
recluso pueda y sea requerido a tomar un baño o ducha a una temperatura 
adaptada al clima y con la frecuencia que requiera la higiene general según la 
estación y la región geográfica, pero por lo menos una vez por semana en clima 
templado. 
 
14. Todos los locales frecuentados regularmente por los reclusos deberán ser 
mantenidos en debido estado y limpios. 
 
Higiene personal 
 
15. Se exigirá de los reclusos aseo personal y a tal efecto dispondrán de agua y 
de los artículos de aseo indispensables para su salud y limpieza. 
16. Se facilitará a los reclusos medios para el cuidado del cabello y de la barba, a 
fin de que se presenten de un modo correcto y conserven el respeto de sí mismos; 
los hombres deberán poder afeitarse con regularidad. 
 
Ropas y cama 
 
17. 1) Todo recluso a quien no se permita vestir sus propias prendas recibirá las 
apropiadas al clima y suficientes para mantenerle en buena salud. Dichas prendas 
no deberán ser en modo alguno degradantes ni humillantes. 2) Todas las prendas 
deberán estar limpias y mantenidas en buen estado. La ropa interior se cambiará y 
lavará con la frecuencia necesaria para mantener la higiene. 3) En circunstancias 
excepcionales, cuando el recluso se aleje del establecimiento para fines 
autorizados, se le permitirá que use sus propias prendas o vestidos que no llamen 
la atención. 
 



177 
 

18. Cuando se autorice a los reclusos para que vistan sus propias prendas, se 
tomarán disposiciones en el momento de su ingreso en el establecimiento, para 
asegurarse de que están limpias y utilizables. 
 
19. Cada recluso dispondrá, en conformidad con los usos locales o nacionales, de 
una cama individual y de ropa de cama individual suficiente, mantenida 
convenientemente y mudada con regularidad a fin de asegurar su limpieza. 
 
Alimentación 
 
20. 1) Todo recluso recibirá de la administración, a las horas acostumbradas, una 
alimentación de buena calidad, bien preparada y servida, cuyo valor nutritivo sea 
suficiente para el mantenimiento de su salud y de sus fuerzas. 2) Todo recluso 
deberá tener la posibilidad de proveerse de agua potable cuando la necesite. 
 
Ejercicios físicos 
 
21. 1) El recluso que no se ocupe de un trabajo al aire libre deberá disponer, si el 
tiempo lo permite, de una hora al día por lo menos de ejercicio físico adecuado al 
aire libre. 2) Los reclusos jóvenes y otros cuya edad y condición física lo permitan, 
recibirán durante el período reservado al ejercicio una educación física y 
recreativa. Para ello, se pondrá a su disposición el terreno, las instalaciones y el 
equipo necesario. 
 
Servicios médicos 
 
22. 1) Todo establecimiento penitenciario dispondrá por lo menos de los servicios 
de un médico calificado que deberá poseer algunos conocimientos psiquiátricos. 
Los servicios médicos deberán organizarse íntimamente vinculados con la 
administración general del servicio sanitario de la comunidad o de la nación. 
Deberán comprender un servicio psiquiátrico para el diagnóstico y, si fuere 
necesario, para el tratamiento de los casos de enfermedades mentales. 2) Se 
dispondrá el traslado de los enfermos cuyo estado requiera cuidados especiales, a 
establecimientos penitenciarios especializados o a hospitales civiles. Cuando el 
establecimiento disponga de servicios internos de hospital, éstos estarán provistos 
del material, del instrumental y de los productos farmacéuticos necesario para 
proporcionar a los reclusos enfermos los cuidados y el tratamiento adecuados. 
Además, el personal deberá poseer suficiente preparación profesional. 3) Todo 
recluso debe poder utilizar los servicios de un dentista calificado. 
 
23. 1) En los establecimientos para mujeres deben existir instalaciones especiales 
para el tratamiento de las reclusas embarazadas, de las que acaban de dar a luz y 
de las convalecientes. Hasta donde sea posible, se tomarán medidas para que el 
parto se verifique en un hospital civil. Si el niño nace en el establecimiento, no 
deberá hacerse constar este hecho en su partida de nacimiento. 2) Cuando se 
permita a las madres reclusas conservar su niño, deberán tomarse disposiciones 
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para organizar una guardería infantil, con personal calificado, donde estarán los 
niños cuando no se hallen atendidos por sus madres. 
 
24. El médico deberá examinar a cada recluso tan pronto sea posible después de 
su ingreso y ulteriormente tan a menudo como sea necesario, en particular para 
determinar la existencia de una enfermedad física o mental, tomar en su caso las 
medidas necesarias; asegurar el aislamiento de los reclusos sospechosos de sufrir 
enfermedades infecciosas o contagiosas; señalar las deficiencias físicas y 
mentales que puedan constituir un obstáculo para la readaptación, y determinar la 
capacidad física de cada recluso para el trabajo. 
 
25. 1) El médico estará de velar por la salud física y mental de los reclusos. 
Deberá visitar diariamente a todos los reclusos enfermos, a todos los que se 
quejen de estar enfermos y a todos aquellos sobre los cuales se llame su 
atención. 2) El médico presentará un informe al director cada vez que estime que 
la salud física o mental de un recluso haya sido o pueda ser afectada por la 
prolongación, o por una modalidad cualquiera de la reclusión. 
 
26. 1) El médico hará inspecciones regulares y asesorará al director respecto a: a) 
La cantidad, calidad, preparación y distribución de los alimentos; b) La higiene y el 
aseo de los establecimientos y de los reclusos; c) Las condiciones sanitarias, la 
calefacción, el alumbrado y la ventilación del establecimiento; d) La calidad y el 
aseo de las ropas y de la cama de los reclusos; e) La observancia de las reglas 
relativas a la educación física y deportiva cuando ésta sea organizada por un 
personal no especializado. 2) El Director deberá tener en cuenta los informes y 
consejos del médico según se dispone en las reglas 25 (2) y 26, y, en caso de 
conformidad, tomar inmediatamente las medidas necesarias para que se sigan 
dichas recomendaciones. Cuando no esté conforme o la materia no sea de su 
competencia, trasmitirá inmediatamente a la autoridad superior el informe médico 
y sus propias observaciones. 
 
Disciplina y sanciones 
 
27. El orden y la disciplina se mantendrán con firmeza, pero sin imponer más 
restricciones de las necesarias para mantener la seguridad y la buena 
organización de la vida en común. 
 
28. 1) Ningún recluso podrá desempeñar en los servicios del establecimiento un 
empleo que permita ejercitar una facultad disciplinaria. 2) Sin embargo, esta regla 
no será un obstáculo para el buen funcionamiento de los sistemas a base de 
autogobierno. Estos sistemas implican en efecto que se confíen, bajo fiscalización, 
a reclusos agrupados para su tratamiento, ciertas actividades o responsabilidades 
de orden social, educativo o deportivo. 
 
29. La ley o el reglamento dictado por autoridad administrativa competente 
determinará en cada caso: a) La conducta que constituye una infracción 
disciplinaria; b) El carácter y la duración de las sanciones disciplinarias que se 
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puedan aplicar; c) Cuál ha de ser la autoridad competente para pronunciar esas 
sanciones. 
 
30. 1) Un recluso sólo podrá ser sancionado conforme a las prescripciones de la 
ley o reglamento, sin que pueda serlo nunca dos veces por la misma infracción. 2) 
Ningún recluso será sancionado sin haber sido informado de la infracción que se 
le atribuye y sin que se le haya permitido previamente presentar su defensa. La 
autoridad competente procederá a un examen completo del caso. 3) En la medida 
en que sea necesario y viable, se permitirá al recluso que presente su defensa por 
medio de un intérprete. 
 
31. Las penas corporales, encierro en celda oscura, así como toda sanción cruel, 
inhumana o degradante quedarán completamente prohibidas como sanciones 
disciplinarias. 
 
32. 1) Las penas de aislamiento y de reducción de alimentos sólo se aplicarán 
cuando el médico, después de haber examinado al recluso, haya certificado por 
escrito que éste puede soportarlas. 2) Esto mismo será aplicable a cualquier otra 
sanción que pueda perjudicar la salud física o mental del recluso. En todo caso, 
tales medidas no deberán nunca ser contrarias al principio formulado en la regla  
31, ni apartarse del mismo. 3) El médico visitará todos los días a los reclusos que 
estén cumpliendo tales sanciones disciplinarias e informará al director si considera 
necesario poner término o modificar la sanción por razones de salud física o 
mental. 
 
Medios de coerción 
 
33. Los medios de coerción tales como esposas, cadenas, grillos y camisas de 
fuerza nunca deberán aplicarse como sanciones. Tampoco deberán emplearse 
cadenas y grillos como medios de coerción. Los demás medios de coerción sólo 
podrán ser utilizados en los siguientes casos: a) Como medida de precaución 
contra una evasión durante un traslado, siempre que sean retirados en cuanto 
comparezca el recluso ante una autoridad judicial o administrativa; b) Por razones 
médicas y a indicación del médico; c) Por orden del director, si han fracasado los 
demás medios para dominar a un recluso, con objeto de impedir que se dañe a sí 
mismo o dañe a otros o produzca daños materiales; en estos casos, el director 
deberá consultar urgentemente al médico, e informar a la autoridad administrativa 
superior. 
 
34. El modelo y los métodos de empleo autorizados de los medios de coerción 
serán determinados por la administración penitenciaria central. Su aplicación no 
deberá prolongarse más allá del tiempo estrictamente necesario. 
 
Información y derecho de queja de los reclusos 
 
35. 1) A su ingreso cada recluso recibirá una información escrita sobre el régimen 
de los reclusos de la categoría en la cual se le haya incluido, sobre las reglas 
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disciplinarias del establecimiento y los medios autorizados para informarse y 
formular quejas; y cualquiera otra información necesaria para conocer sus 
derechos y obligaciones, que le permita su adaptación a la vida del 
establecimiento. 2) Si el recluso es analfabeto, se le proporcionará dicha 
información verbalmente. 
 
36. 1) Todo recluso deberá tener en cada día laborable la oportunidad de 
presentar peticiones o quejas al director del establecimiento o al funcionario 
autorizado para representarle. 2) Las peticiones o quejas podrán ser presentadas 
al inspector de prisiones durante su inspección. El recluso podrá hablar con el 
inspector o con cualquier otro funcionario encargado de inspeccionar, sin que el 
director o cualquier otro recluso miembro del personal del establecimiento se 
hallen presentes. 3) Todo recluso estará autorizado para dirigir por la vía prescrita 
sin censura en cuanto al fondo, pero en debida forma, una petición o queja a la 
administración penitenciaria central, a la autoridad judicial o a cualquier otra 
autoridad competente. 4) A menos que una solicitud o queja sea evidentemente 
temeraria o desprovista de fundamento, la misma deberá ser examinada sin 
demora, dándose respuesta al recluso en su debido tiempo. 
 
Contacto con el mundo exterior 
 
37. Los reclusos estarán autorizados para comunicarse periódicamente, bajo la 
debida vigilancia, con su familiar y con amigos de buena reputación, tanto por 
correspondencia como mediante visitas. 
 
38. 1) Los reclusos de nacionalidad extranjera gozarán de facilidades adecuadas 
para comunicarse con sus representantes diplomáticos y consulares. 2) Los 
reclusos que sean nacionales de Estados que no tengan representación 
diplomática ni consular en el país, así como los refugiados y apátridas, gozarán de 
las mismas facilidades para dirigirse al representante diplomático del Estado 
encargado de sus intereses o a cualquier autoridad nacional o internacional que 
tenga la misión de protegerlos. 
 
39. Los reclusos deberán ser informados periódicamente de los acontecimientos 
más importantes, sea por medio de la lectura de los diarios, revistas o 
publicaciones penitenciarias especiales, sea por medio de emisiones de radio, 
conferencias o cualquier otro medio similar, autorizado o fiscalizado por la 
administración. 
 
Biblioteca 
 
40. Cada establecimiento deberá tener una biblioteca para el uso de todas las 
categorías de reclusos, suficientemente provista de libros instructivos y 
recreativos. Deberá instarse a los reclusos a que se sirvan de la biblioteca lo más 
posible. 
 
Religión 



181 
 

 
41. 1) Si el establecimiento contiene un número suficiente de reclusos que 
pertenezcan a una misma religión, se nombrará o admitirá un representante 
autorizado de ese culto. Cuando el número de reclusos lo justifique, y las 
circunstancias lo permitan, dicho representante deberá prestar servicio con 
carácter continuo. 2) El representante autorizado nombrado o admitido conforme 
al párrafo 1 deberá ser autorizado para organizar periódicamente servicios 
religiosos y efectuar, cada vez que corresponda, visitas pastorales particulares a 
los reclusos de su religión. 3) Nunca se negará a un recluso el derecho de 
comunicarse con el representante autorizado de una religión. Y, a la inversa, 
cuando un recluso se oponga a ser visitado por el representante de una religión, 
se deberá respetar en absoluto su actitud. 
42. Dentro de lo posible, se autorizará a todo recluso a cumplir los preceptos de su 
religión, permitiéndosele participar en los servicios organizados en el 
establecimiento y tener en su poder libros piadosos y de instrucción religiosa de su 
confesión. 
 
Depósitos de objetos pertenecientes a los reclusos 
 
43. 1) Cuando el recluso ingresa en el establecimiento, el dinero, los objetos de 
valor, ropas y otros efectos que le pertenezcan y que el reglamento no le autoriza 
a retener, serán guardados en un lugar seguro. Se establecerá un inventario de 
todo ello, que el recluso firmará. Se tomarán las medidas necesarias para que 
dichos objetos se conserven en buen estado. 2) Los objetos y el dinero 
pertenecientes al recluso le serán devueltos en el momento de su liberación, con 
excepción del dinero que se le haya autorizado a gastar, de los objetos que haya 
remitido al exterior, con la debida autorización, y de las ropas cuya destrucción se 
haya estimado necesaria por razones de higiene. El recluso firmará un recibo de 
los objetos y el dinero restituidos. 3) Los valores y objetos enviados al recluso 
desde el exterior del establecimiento serán sometidos a las mismas reglas. 4) Si el 
recluso es portador de medicinas o de estupefacientes en el momento de su 
ingreso, el médico decidirá el uso que deba hacerse de ellos. 
 
Notificación de defunción, enfermedades y traslados 
 
44. 1) En casos de fallecimiento del recluso, o de enfermedad o accidentes 
graves, o de su traslado a un establecimiento para enfermos mentales, el director 
informará inmediatamente al cónyuge, si el recluso fuere casado, o al pariente 
más cercano y en todo caso a cualquier otra persona designada previamente por 
el recluso. 2) Se informará al recluso inmediatamente del fallecimiento o de la 
enfermedad grave de un pariente cercano. En caso de enfermedad grave de dicha 
persona, se le deberá autorizar, cuando las circunstancias lo permitan, para que 
vaya a la cabecera del enfermo, solo o con custodia. 3) Todo recluso tendrá 
derecho a comunicar inmediatamente a su familia su detencion o su traslado a 
otro establecimiento. 
 
Traslado de reclusos 
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45. 1) Cuando los reclusos son conducidos a un establecimiento o trasladados a 
otro, se tratará de exponerlos al público lo menos posible y se tomarán 
disposiciones para protegerlos de los insultos, de la curiosidad del público y para 
impedir toda clase de publicidad. 2) Deberá prohibirse el transporte de los reclusos 
en malas condiciones de ventilación o de luz o por cualquier medio que les 
impongan un sufrimiento físico. 3) El traslado de los reclusos se hará a expensas 
de la administración y en condiciones de igualdad para todos. 
 
Personal penitenciario 
 
46. 1) La administración penitenciaria escogerá cuidadosamente el personal de 
todos los grados, puesto que de la integridad, humanidad, aptitud personal y 
capacidad profesional de este personal dependerá la buena dirección de los 
establecimientos penitenciarios. 2) La administración penitenciaria se esforzará 
constantemente por despertar y mantener, en el espíritu del personal y en la 
opinión pública, la convicción de que la función penitenciaria constituye un servicio 
social de gran importancia y, al efecto, utilizará todos los medios apropiados para 
ilustrar al público. 3) Para lograr dichos fines será necesario que los miembros del 
personal trabajen exclusivamente como funcionarios penitenciarios profesionales, 
tener la condición de empleados públicos y por tanto la seguridad de que la 
estabilidad en su empleo dependerá únicamente de su buena conducta, de la 
eficacia de su trabajo y de su aptitud física. La remuneración del personal deberá 
ser adecuada para obtener y conservar los servicios de hombres y mujeres 
capaces. Se determinarán las ventajas de la carrera y las condiciones del servicio 
teniendo en cuenta el carácter penoso de sus funciones. 
 
47. 1) El personal deberá poseer un nivel intelectual suficiente. 2) Deberá seguir, 
antes de entrar en el servicio, un curso de formación general y especial y pasar 
satisfactoriamente pruebas teóricas y prácticas. 3) Después de su entrada en el 
servicio y en el curso de su carrera, el personal deberá mantener y mejorar sus 
conocimientos y su capacidad profesional siguiendo cursos de perfeccionamiento 
que se organizarán periódicamente. 
 
48. Todos los miembros del personal deberán conducirse y cumplir sus funciones 
en toda circunstancia, de manera que su ejemplo inspire respeto y ejerza una 
influencia beneficiosa en los reclusos. 
 
49. 1) En lo posible se deberá añadir al personal un número suficiente de 
especialistas, tales como psiquiatras, psicólogos, trabajadores sociales, maestros 
e instructores técnicos. 2) Los servicios de los trabajadores sociales, de maestros 
e instructores técnicos deberán ser mantenidos permanentemente, sin que ello 
excluya los servicios de auxiliares a tiempo limitado o voluntarios. 
 
50. 1) El director del establecimiento deberá hallarse debidamente calificado para 
su función por su carácter, su capacidad administrativa, una formación adecuada y 
por su experiencia en la materia. 2) Deberá consagrar todo su tiempo a su función 
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oficial que no podrá ser desempeñada como algo circunscrito a un horario 
determinado. 3) Deberá residir en el establecimiento o en la cercanía inmediata. 4) 
Cuando dos o más establecimientos estén bajo la autoridad de un director único, 
éste los visitará con frecuencia. Cada uno de dichos establecimientos estará 
dirigido por un funcionario residente responsable. 
 
51. 1) El director, el subdirector y la mayoría del personal del establecimiento 
deberán hablar la lengua de la mayor parte de los reclusos o una lengua 
comprendida por la mayor parte de éstos. 2) Se recurrirá a los servicios de un 
intérprete cada vez que sea necesario. 
 
52. 1) En los establecimientos cuya importancia exija el servicio continuo de uno o 
varios médicos, uno de ellos por lo menos residirá en el establecimiento o en su 
cercanía inmediata. 2) En los demás establecimientos, el médico visitará 
diariamente a los presos y habitará lo bastante cerca del establecimiento a fin de 
que pueda acudir sin dilación cada vez que se presente un caso urgente. 
 
53. 1) En los establecimientos mixtos, la sección de mujeres estará bajo la 
dirección de un funcionario femenino responsable, que guardará todas las llaves 
de dicha sección del establecimiento. 2) Ningún funcionario del sexo masculino 
penetrará en la sección femenina sin ir acompañado de un miembro femenino del 
personal. 3) La vigilancia de las reclusas será ejercida exclusivamente por 
funcionarios femeninos. Sin embargo, esto no excluirá que funcionarios del sexo 
masculino, especialmente los médicos y personal de enseñanza, desempeñen sus 
funciones profesionales en establecimientos o secciones reservados para mujeres. 
 
54. 1) Los funcionarios de los establecimientos no deberán, en sus relaciones con 
los reclusos, recurrir a la fuerza, salvo en caso de legítima defensa, de tentativa de 
evasión o de resistencia por la fuerza o por inercia física a una orden basada en la 
ley o en los reglamentos. Los funcionarios que recurran a la fuerza se limitarán a 
emplearla en la medida estrictamente necesaria e informarán inmediatamente al 
director del establecimiento sobre el incidente. 2) Los funcionarios penitenciarios 
recibirán un entrenamiento físico especial que les permita dominar a los reclusos 
violentos. 3) Salvo en circunstancias especiales, los agentes que desempeñan un 
servicio en contacto directo con los presos no estarán armados. Por otra parte, no 
se confiará jamás un arma a un miembro del personal sin que éste haya sido 
antes adiestrado en su manejo. 
 
Inspección 
 
55. Inspectores calificados y experimentados, designados por una autoridad 
competente, inspeccionarán regularmente los establecimientos y servicios 
penitenciarios. Velarán en particular por que estos establecimientos se administren 
conforme a las leyes y los reglamentos en vigor y con la finalidad de alcanzar los 
objetivos de los servicios penitenciarios y correccionales. 
 
Segunda parte 
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Reglas aplicables a categorías especiales 
 
A.-Condenados 
 
Principios rectores 
 
56. Los principios que se enumeran a continuación tienen por objeto definir el 
espíritu conforme al cual deben administrarse los sistemas penitenciarios y los 
objetivos hacia los cuales deben tender, conforme a la declaración hecha en la 
observación preliminar 1 del presente texto. 
 
57. La prisión y las demás medidas cuyo efecto es separar a un delincuente del 
mundo exterior son aflictivas por el hecho mismo de que despojan al individuo de 
su derecho a disponer de su persona al privarle de su libertad. Por lo tanto, a 
reserva de las mediadas de separación justificadas o del mantenimiento de la 
disciplina, el sistema penitenciario no debe agravar los sufrimientos inherentes a 
tal situación. 
 
58. El fin y la justificación de las penas y medidas privativas de libertad son, en 
definitiva, proteger a la sociedad contra el crimen. Sólo se alcanzará este fin si se 
aprovecha el período de privación de libertad para lograr, en lo posible, que el 
delincuente una vez liberado no solamente quiera respetar la ley y proveer a sus 
necesidades, sino también que sea capaz de hacerlo. 
 
59. Para lograr este propósito, el régimen penitenciario debe emplear, tratando de 
aplicarlos conforme a las necesidades del tratamiento individual de los 
delincuentes, todos los medios curativos, educativos, morales, espirituales y de 
otra naturaleza, y todas las formas de asistencia de que puede disponer. 
 
60. 1) El régimen del establecimiento debe tratar de reducir las diferencias que 
puedan existir entre la vida en prisión y la vida libre en cuanto éstas contribuyan a 
debilitar el sentido de responsabilidad del recluso o el respeto a la dignidad de su 
persona. 2) Es conveniente que, antes del término de la ejecución de una pena o 
medida, se adopten los medios necesarios para asegurar al recluso un retorno 
progresivo a la vida en sociedad. Este propósito puede alcanzarse, según los 
casos, con un régimen preparatorio para la liberación, organizado dentro del 
mismo establecimiento o en otra institución apropiada, o mediante una liberación 
condicional, bajo una vigilancia que no deberá ser confiada a la policía, sino que 
comprenderá una asistencia social eficaz. 
 
61. En el tratamiento no se deberá recalcar el hecho de la exclusión de los 
reclusos de la sociedad, sino, por el contrario, el hecho de que continúan 
formando parte de ella. Con ese fin debe recurrirse, en lo posible, a la cooperación 
de organismos de la comunidad que ayuden al personal del establecimiento en su 
tarea de rehabilitación social de los reclusos. Cada establecimiento penitenciario 
deberá contar con la colaboración de trabajadores sociales encargados de 
mantener y mejorar las relaciones del recluso con su familia y con los organismos 
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sociales que puedan serle útiles. Deberán hacerse, asimismo, gestiones a fin de 
proteger, en cuanto ello sea compatible con la ley y la pena que se imponga, los 
derechos relativos a los intereses civiles, los beneficios de los derechos de la 
seguridad social y otras ventajas sociales de los reclusos. 
 
62. Los servicios médicos del establecimiento se esforzarán por descubrir y 
deberán tratar todas las deficiencias o enfermedades físicas o mentales que 
constituyen un obstáculo para la readaptación del recluso. Para lograr este fin 
deberá aplicarse cualquier tratamiento médico, quirúrgico y psiquiátrico que se 
juzgue necesario. 
 
63. 1) Estos principios exigen la individualización del tratamiento que, a su vez, 
requiere un sistema flexible de clasificación en grupos de los reclusos. Por lo 
tanto, conviene que los grupos sean distribuidos en establecimientos distintos 
donde cada grupo pueda recibir el tratamiento necesario. 2) Dichos 
establecimientos no deben adoptar las mismas medidas de seguridad con 
respecto a todos los grupos. Convendrá establecer diversos grados de seguridad 
conforme a la que sea necesaria para cada uno de los diferentes grupos. Los 
establecimientos abiertos en los cuales no existen medios de seguridad física 
contra la evasión, y en los que se confía en la autodisciplina de los reclusos, 
proporcionan por este mismo hecho a reclusos cuidadosamente elegidos las 
condiciones más favorables para su readaptación. 3) Es conveniente evitar que en 
los establecimientos cerrados el número de reclusos sea tan elevado que llegue a 
constituir un obstáculo para la individualización del tratamiento. En algunos países 
se estima que el número de reclusos en dichos establecimientos no debe pasar de 
500. En los establecimientos abiertos, el número de detenidos deberá ser lo más 
reducido posible. 4) Por el contrario, no convendrá mantener establecimientos que 
resulten demasiado pequeños para que se pueda organizar en ellos un régimen 
apropiado. 
 
64. El deber de la sociedad no termina con la liberación del recluso. Se deberá 
disponer, por consiguiente, de los servicios de organismos gubernamentales o 
privados capaces de prestar al recluso puesto en libertad una ayuda 
postpenitenciaria eficaz que tienda a disminuir los prejuicios hacia él y le permitan 
readaptarse a la comunidad. 
 
Tratamiento 
 
65. El tratamiento de los condenados a una pena o medida privativa de libertad 
debe tener por objeto, en tanto que la duración de la condena lo permita, 
inculcarles la voluntad de vivir conforme a la ley, mantenerse con el producto de 
su trabajo, y crear en ellos la aptitud para hacerlo. Dicho tratamiento estará 
encaminado a fomentar en ellos el respeto de sí mismos y desarrollar el sentido de 
responsabilidad. 
 
66. 1) Para lograr este fin, se deberá recurrir, en particular, a la asistencia 
religiosa, en los países en que esto sea posible, a la instrucción, a la orientación y 
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la formación profesionales, a los métodos de asistencia social individual, al 
asesoramiento relativo al empleo, al desarrollo físico y a la educación del carácter 
moral, en conformidad con las necesidades individuales de cada recluso. Se 
deberá tener en cuenta su pasado social y criminal, su capacidad y aptitud físicas 
y mentales, sus disposiciones personales, la duración de su condena y las 
perspectivas después de su liberación. 2) Respecto de cada recluso condenado a 
una pena o medida de cierta duración que ingrese en el establecimiento, se 
remitirá al director cuanto antes un informe completo relativo a los aspectos 
mencionados en el párrafo anterior. Acompañará a este informe el de un médico, a 
ser posible especializado en psiquiatría, sobre el estado físico y mental del 
recluso. 3) Los informes y demás documentos pertinentes formarán un expediente 
individual. Estos expedientes se tendrán al día y se clasificarán de manera que el 
responsable pueda consultarlos siempre que sea necesario. 
 
Clasificación e individualización 
 
67. Los fines de la clasificación deberán ser: a) Separar a los reclusos que, por su 
pasado criminal o su mala disposición, ejercerían una influencia nociva sobre los 
compañeros de detencion; b) Repartir a los reclusos en grupos, a fin de facilitar el 
tratamiento encaminado a su readaptación social. 
 
68. Se dispondrá, en cuanto fuere posible, de establecimientos separados o de 
secciones separadas dentro de los establecimientos para los distintos grupos de 
reclusos. 
 
69. Tan pronto como ingrese en un establecimiento un condenado a una pena o 
medida de cierta duración, y después de un estudio de su personalidad, se 
establecerá un programa de tratamiento individual, teniendo en cuenta los datos 
obtenidos sobre sus necesidades individuales, su capacidad y sus inclinaciones. 
 
Privilegios 
 
70. En cada establecimiento se instituirá un sistema de privilegios adaptado a los 
diferentes grupos de reclusos y a los diferentes métodos de tratamiento, a fin de 
alentar la buena conducta, desarrollar el sentido de responsabilidad y promover el 
interés y la cooperación de los reclusos en lo que atañe su tratamiento. 
 
Trabajo 
 
71. 1) El trabajo penitenciario no deberá tener carácter aflictivo. 2) Todos los 
condenados serán sometidos a la obligación de trabajar habida cuenta de su 
aptitud física y mental, según la determine el médico. 3) Se proporcionará a los 
reclusos un trabajo productivo, suficiente para ocuparlos durante la duración 
normal de una jornada de trabajo. 4) En la medida de lo posible, ese trabajo 
deberá contribuir por su naturaleza a mantener o aumentar la capacidad del 
recluso para ganar honradamente su vida después de su liberación. 5) Se dará 
formación profesional en algún oficio útil a los reclusos que estén en condiciones 
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de aprovecharla, particularmente a los jóvenes. 6) Dentro de los límites 
compatibles con una selección profesional racional y con las exigencias de la 
administración y la disciplina penitenciarias, los reclusos podrán escoger la clase 
de trabajo que deseen realizar. 
 
72. 1) La organización y los métodos de trabajo penitenciario deberán asemejarse 
lo más posible a los que se aplican a un trabajo similar fuera del establecimiento, a 
fin de preparar a los reclusos para las condiciones normales del trabajo libre. 2) 
Sin embargo, el interés de los reclusos y de su formación profesional no deberán 
quedar subordinados al deseo de lograr beneficios pecuniarios de una industria 
penitenciaria. 
 
73. 1) Las industrias y granjas penitenciarias deberán preferentemente ser 
dirigidas por la administración y no por contratistas privados. 2) Los reclusos que 
se empleen en algún trabajo no fiscalizado por la administración estarán siempre 
bajo la vigilancia del personal penitenciario. A menos que el trabajo se haga para 
otras dependencias del gobierno, las personas para las cuales se efectúe pagarán 
a la administración el salario normal exigible por dicho trabajo teniendo en cuenta 
el rendimiento del recluso. 
 
74. 1) En los establecimientos penitenciarios se tomarán las mismas precauciones 
prescritas para proteger la seguridad y la salud de los trabajadores libres. 2) Se 
tomarán disposiciones para indemnizar a los reclusos por los accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales, en condiciones similares a las que la ley 
dispone para los trabajadores libres. 
 
75. 1) La ley o un reglamento administrativo fijará el número máximo de horas de 
trabajo para los reclusos por día y por semana, teniendo en cuenta los 
reglamentos o los usos locales seguidos con respecto al empleo de los 
trabajadores libres. 2) Las horas así fijadas deberán dejar un día de descanso por 
semana y tiempo suficiente para la instrucción y otras actividades previstas para el 
tratamiento y la readaptación del recluso. 
 
76. 1) El trabajo de los reclusos deberá ser remunerado de una manera equitativa. 
2) El reglamento permitirá a los reclusos que utilicen, por lo menos, una parte de 
su remuneración para adquirir objetos destinados a su uso personal y que envíen 
otra parte a su familia. 3) El reglamento deberá igualmente prever que la 
administración reserve una parte de la remuneración a fin de constituir un fondo 
que será entregado al recluso al ser puesto en libertad. 
Instrucción y recreo 
 
77. 1) Se tomarán disposiciones para mejorar la instrucción de todos los reclusos 
capaces de aprovecharla, incluso la instrucción religiosa en los países en que esto 
sea posible. La instrucción de los analfabetos y la de los reclusos jóvenes será 
obligatoria y la administración deberá prestarle particular atención. 2) La 
instrucción de los reclusos deberá coordinarse, en cuanto sea posible, con el 
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sistema de instrucción pública a fin de que al ser puesto en libertad puedan 
continuar sin dificultad su preparación. 
 
78. Para el bienestar físico y mental de los reclusos se organizarán actividades 
recreativas y culturales en todos los establecimientos. 
Relaciones sociales, ayuda postpenitenciaria 
 
79. Se velará particularmente por el mantenimiento y el mejoramiento de las 
relaciones entre el recluso y su familia, cuando éstas sean convenientes para 
ambas partes. 
 
80. Se tendrá debidamente en cuenta, desde el principio del cumplimiento de la 
condena, el porvenir del recluso después de su liberación. Deberá alentarse al 
recluso para que mantenga o establezca relaciones con personas u organismos 
externos que puedan favorecer los intereses de su familia así como su propia 
readaptación social. 
 
81. 1) Los servicios y organismos, oficiales o no, que ayudan a los reclusos 
puestos en libertad a reintegrarse en la sociedad, proporcionarán a los liberados, 
en la medida de lo posible, los documentos y papeles de identidad necesarios, 
alojamiento, trabajo, vestidos convenientes y apropiados para el clima y la 
estación, así como los medios necesarios para que lleguen a su destino y puedan 
subsistir durante el período que siga inmediatamente a su liberación. 2) Los 
representantes acreditados de esos organismos tendrán todo el acceso necesario 
a los establecimientos y podrán visitar a los reclusos. Se les consultará en materia 
de proyectos de readaptación para cada recluso desde el momento en que éste 
haya ingresado en el establecimiento. 3) Convendrá centralizar o coordinar todo lo 
posible la actividad de dichos organismos, a fin de asegurar la mejor utilización de 
sus actividades. 
 
B.- Reclusos alienados y enfermos mentales 
 
82. 1) Los alienados no deberán ser recluidos en prisiones. Se tomarán 
disposiciones para trasladarlos lo antes posible a establecimientos para enfermos 
mentales. 2) Los reclusos que sufran otras enfermedades o anormalidades 
mentales deberán ser observados y tratados en instituciones especializadas 
dirigidas por médicos. 3) Durante su permanencia en la prisión, dichos reclusos 
estarán bajo la vigilancia especial de un médico. 4) El servicio médico o 
psiquiátrico de los establecimientos penitenciarios deberá asegurar el tratamiento 
psiquiátrico de todos los demás reclusos que necesiten dicho tratamiento. 
 
83. Convendrá que se tomen disposiciones, de acuerdo con los organismos 
competentes, para que, en caso necesario, se continúe el tratamiento psiquiátrico 
después de la liberación y se asegure una asistencia social postpenitenciaria de 
carácter psiquiátrico. 
 
C.- Personas detenidas o en prision preventiva 
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84. 1) A los efectos de las disposiciones siguientes es denominado "acusado" toda 
persona arrestada o encarcelada por imputársele una infracción a la ley penal, 
detenida en un local de policía o en prisión, pero que todavía no ha sido juzgada. 
2) El acusado gozará de una presunción de inocencia y deberá ser tratado en 
consecuencia. 3) Sin perjuicio de las disposiciones legales relativas a la protección 
de la libertad individual o de las que fijen el procedimiento que se deberá seguir 
respecto a los acusados, estos últimos gozarán de un régimen especial cuyos 
puntos esenciales solamente se determinan en las reglas que figuran a 
continuación. 
 
85. 1) Los acusados serán mantenidos separados de los reclusos condenados. 2) 
Los acusados jóvenes serán mantenidos separados de los adultos. En principio, 
serán detenidos en establecimientos distintos. 
 
86. Los acusados deberán dormir en celdas individuales a reserva de los diversos 
usos locales debidos al clima. 
 
87. Dentro de los límites compatibles con un buen orden del establecimiento, los 
acusados podrán, si lo desean, alimentarse por su propia cuenta procurándose 
alimentos del exterior por conducto de la administración, de su familia o de sus 
amigos. En caso contrario, la administración suministrará la alimentación. 
 
88. 1) Se autorizará al acusado a que use sus propias prendas personales 
siempre que estén aseadas y sean decorosas. 2) Si lleva el uniforme del 
establecimiento, éste será diferente del uniforme de los condenados. 
 
89. Al acusado deberá siempre ofrecérsele la posibilidad de trabajar, pero no se le 
requerirá a ello. Si trabaja, se le deberá remunerar. 
 
90. Se autorizará a todo acusado para que se procure, a sus expensas o a las de 
un tercero, libros, periódicos, recado de escribir, así como otros medios de 
ocupación, dentro de los límites compatibles con el interés de la administración de 
justicia, la seguridad y el buen orden del establecimiento. 
 
91. Se permitirá que el acusado sea visitado y atendido por su propio médico o su 
dentista si su petición es razonable y está en condiciones de sufragar tal gasto. 
 
92. Un acusado deberá poder informar inmediatamente a su familia de su 
detencion y se le concederán todas las facilidades razonables para comunicarse 
con ésta y sus amigos y para recibir la visita de estas personas, con la única 
reserva de las restricciones y de la vigilancia necesarias en interés de la 
administración de justicia, de la seguridad y del buen orden del establecimiento. 
 
93. El acusado estará autorizado a pedir la designación de un defensor de oficio 
cuando se haya previsto dicha asistencia, y a recibir visitas de su abogado, a 
propósito de su defensa. Podrá preparar y dar a éste instrucciones confidenciales. 
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Para ello, se le proporcionará, si lo desea, recado de escribir. Durante las 
entrevistas con su abogado, el acusado podrá ser vigilado visualmente, pero la 
conversación no deberá ser escuchada por ningún funcionario de la policía o del 
establecimiento penitenciario. 
 
D.- Sentenclados por deudas o a prision civil 
 
94. En los países cuya legislación dispone la prisión por deudas u otras formas de 
prisión dispuestas por decisión judicial como consecuencia de un procedimiento 
no penal, los así sentenciados no serán sometidos a mayores restricciones ni 
tratados con más severidad que la requerida para la seguridad y el mantenimiento 
del orden. El trato que se les dé no será en ningún caso más severo que el que 
corresponda a los acusados a reserva, sin embargo, de la obligación eventual de 
trabajar. 
 
E.- Reclusos, detenidos o encarcelados sin haber cargos en su contra 
 
95. Sin perjuicio de las disposiciones del artículo 9 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, las personas detenidas o encarceladas sin que haya 
cargos en su contra gozarán de la misma protección prevista en la primera parte y 
en la sección C de la segunda parte. Asimismo, serán aplicables las disposiciones 
pertinentes de la sección A de la segunda parte cuando esta aplicación pueda 
redundar en beneficio de este grupo especial de personas bajo custodia, siempre 
que no se adopten medidas que impliquen que la reeducación o la rehabilitación 
proceden en forma alguna respecto de personas no condenadas por un delito 
penal. 
 
  
 
 
 
 


